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RESUMEN 

 

Una de las características de nuestro ordenamiento jurídico es la estricta regulación de cómo 
y dónde pueden desarrollarse las distintas actividades industriales, comerciales y 
profesionales. Libertad de empresa no se identifica con libertad de implantación y 
localización, sino que el ordenamiento regula los posibles usos a los que se puede destinar 
cada espacio de suelo, afectando directamente a la ubicuidad de las actividades económicas. 
Hasta el punto de que uno de los principales problemas para la operatividad empresarial es 
la disponibilidad administrativa de suelo sobre el que asentarse, es decir la existencia de 
ámbitos y espacios físicos en los que sea administrativamente autorizable la actividad. El 
objeto de la presente investigación es determinar y estudiar el régimen legal y los 
mecanismos jurídicos que disponen las empresas para conseguir que la Administración 
ponga a su disposición espacios físicos sobre los que sea autorizable el desarrollo de 
actividades económicas. Cuestión que, desde el punto de vista urbanístico, está 
directamente relacionada con el planeamiento y gestión del suelo; y desde el punto de vista 
del procedimiento administrativo, con la problemática de la inactividad o silencio. 
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ABSTRACT 

 

One of the characteristics of our legal system is the strict regulation of conditions and where 
and when they can develop the different industrial, commercial and professional activities. 
Free enterprise is not identified with freedom of establishment and location, but the 
legislation regulates the possible uses to which it is possible to allocate every space of soil, 
directly affecting the ubiquity of the economic activities. To the extent that one of the main 
problems for the business operability is the administrative availability of building land on 
which to settle itself, that is to say the existence of areas and room in which the activity is 
administratively suitable to be authorised. The purpose of the present research is to 
determine and to study the legal system and juridical mechanisms available for the 
companies to achieve that the Administration puts at their disposal land where the 
development of economic activities can be authorised. This matter, from the urban 
development point of view, is directly related to the planning and management of the soil; 
and from the point of view of the administrative procedure, to the problematic of the 
stagnation or silence  
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I. PLANTEAMIENTO DE LA CUESTIÓN 

I.1. CONSIDERACIONES GENERALES 

 

El 15 de septiembre de 2003 dos empresarios solicitaron al Concejal Delegado de 

Urbanismo de Vigo una entrevista urgente para presentarle el proyecto de centro de 

talasoterapia y balneario que pretendían promover en la ciudad. Cinco días más tarde 

explicaron al Jefe del área de Planeamiento de la Gerencia Municipal de Urbanismo de 

Vigo y al Concejal Delegado de Urbanismo el alcance metropolitano del proyecto, el 

millonario presupuesto que manejaban, la arquitectura singular diseñada y la ventaja 

competitiva que suponía ubicarlo en pleno núcleo urbano. Atribuyeron a la instalación 

todo tipo de efectos saludables para los vigueses, sin ocular el fin lucrativo de su negocio, 

a lo cual en una economía libre de mercado nada hay que objetar, siempre que se ajuste a 

la legalidad. 

 

A tal fin, estos empresarios se interesaron por aproximadamente 4.000 m2 sitos en 

la falda litoral nordeste del Monte da Guía, parroquia de Téis, caracterizados por su 

simultánea proximidad al centro de la ciudad, a los recursos marinos, un entorno 

rurarizado y un precio de repercusión asumible. Pero precisamente aquella rurarización 

fue su principal escollo, porque el ámbito no estaba urbanísticamente desarrollado: los 

terrenos se encontraban en un área de suelo urbano sin ordenación pormenorizada que el 

entonces vigente PGOU1 remitía a un futuro PLAN ESPECIAL IV-14 DE PROTECCIÓN 

DO MONTE DA GUÍA, de iniciativa municipal.  

 

Consciente de la necesidad de dotar a aquel ámbito de planeamiento secundario y 

antes de que aquellos dos empresarios aparecieran en escena, el 9 de noviembre de 1998 

el Ayuntamiento de Vigo había adjudicado a un equipo técnico el concurso público para 

la contratación de la asistencia técnica necesaria para su redacción, que el 23 de junio de 

2000  presentó una primera documentación de Plan Especial, corregida el 6 de marzo de 

2001, y que fue remitida a diversos organismos públicos y departamentos municipales 

para informe. Esta era la situación administrativa en la que el 20 de septiembre de 2003 

se encontraba la elaboración del PEPRI, cuando el Jefe de Planeamiento y  el Concejal 

Delegado de Urbanismo  informaron a los empresarios que los terrenos que les 

interesaban todavía no merecían la condición de solar ni podían ser edificados, ni tan 

siquiera en precario2. Pero como la tramitación del planeamiento secundario ya estaba en 

marcha, los empresarios optaron por aguardar a su aprobación definitiva.  

                                                           

1 Subsanaci·n de deficiencias en la adaptaci·n del Plan General de Ordenaci·n Urbana de Vigo de 1988 
a la Ley 11/1985 de adaptaci·n de la del suelo a Galicia, aprobado definitivamente por el Consello da 
Xunta de Galicia el 29 de abril de 1993 

2 En aquellas fechas el apartado c) de la Disposici·n Transitoria primera de la LOUG-02 establec²a que en 
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El 6 de septiembre de 2004 el equipo redactor presentó la versión rectificada y final 

del PEPRI que, tras los informes pertinentes, la Junta de Gobierno Local aprobó 

inicialmente el 20 de septiembre de 2004. Pero durante el periodo de información pública 

surgió una frontal oposición vecinal que presentó 295 escritos de alegaciones en contra3.  

 

Simultáneamente, el 30 de diciembre de 2004 el Pleno de la Corporación de Vigo 

aprobó inicialmente un nuevo PGOM4 que incorporaba como ordenación detallada el 

PEPRI en elaboración, por lo que ambos instrumentos eran compatibles. Pero cuando fue 

sometido a exposición pública también suscitó otra frontal oposición vecinal, por lo que 

el 19 de mayo de 2006 el Pleno aprobó provisionalmente el PGOM pero modificando 

sustancialmente la ordenación de aquel ámbito, incluso reduciendo su delimitación.  Es 

decir, el PGOM aprobado provisionalmente ya no fue compatible con la ordenación el 

PLAN ESPECIAL IV-14 DE PROTECCIÓN DO MONTE DA GUÍA en tramitación, 

por lo que el 22 de junio de 2006 el Consejo de la Gerencia Municipal de Urbanismo de 

Vigo acordó concluir el procedimiento de aprobación del segundo, desistir del mismo y 

proceder a su archivo5. 

 

Como remate, el nuevo PGOM de Vigo aprobado definitivamente el 16 de mayo de 

2008 y 13 de julio de 20096 delimitó los terrenos del ñfuturoò talaso-balneario en un nuevo 

                                                           

el suelo urbano incluido en pol²gonos, unidades de ejecuci·n o de actuaci·n de los municipios con 
planeamiento no adaptado a la Ley 1/1997, del suelo de Galicia, se deb²a aplicar lo dispuesto en dicha ley 
para el suelo urbano no consolidado; y seg¼n el art. 20.2 de la LOUG-02, as² como los arts. 39.1 y 41.1.a) 
del RPU, no pod²a ser edificado terreno alguno que no reuniera la condici·n de solar, y hubiese ganado 
firmeza, en v²a administrativa, el acto de aprobaci·n del proyecto de reparcelaci·n o de compensaci·n, si 
uno u otro fuesen necesarios para la distribuci·n de beneficios y cargas del Plan. Tampoco pod²an 
autorizarse usos y obras provisionales que no sean f§cilmente desmontables, o si el propietario no hab²a 
renunciado expresamente a la indemnizaci·n por su demolici·n (art. 102 LOUG-02). 

3  Aquella oposici·n vecinal tuvo amplio eco en los medios de comunicaci·n locales, como por ejemplo La 
Voz de Galicia: ñEl rechazo que gener· en A Gu²a y en general en el barrio de Teis este proyecto 
urban²stico qued· de manifiesto con la presentaci·n de unas 12.000 alegaciones durante la exposici·n 
del proyecto. Los afectados llevaron a cabo movilizaciones de protesta ante el edificio del Concello y 
colocaron numerosos carteles por la ciudad. Denunciaban que iban a perder sus viviendas y en la zona, 
por el contrario, se construir²a una urbanizaci·nò. Vid. JUANMA FUENTES: ñEl PP desactiva el 
conflicto de A Gu²a antes del debate del Plan Generalò, en La Voz de Galicia, Edici·n Vigo, de 24 de 
enero de 2005: www.lavozdegalicia.es (2/01/2016) 

4 El 20 de octubre de 2000 el Pleno municipal aprob· la elaboraci·n de un nuevo PGOM; y el 24 de 
septiembre de 2001 el Pleno municipal adjudic· el concurso selectivo de contrato de consultor²a t®cnica 
para revisi·n del PGOM a una empresa privada. Vid. p§g. 2 del acta del ñPleno do Excmo. Concello-n¼m. 
23 sesi·n extraordinaria de 30 de diciembre de 2004ò, en www.sede.vigo.org. 

5 Vid. Acta del Consello da Xerencia Municipal de Urbanismo, sesi·n ordinaria del d²a 22 de junio de 2006, 
nÜ 23/02, punto 2 del orden del d²a, www.sede.vigo.org/expedientes/actas/actas_listado.jsp?epi=3&ent=2 

6 Vid. Orden de la Conseller²a de Pol²tica Territorial, Obras P¼blicas e Transportes de 16 de mayo de 2008, 
por la que acord· ñAprobar definitivamente de forma parcial el Plan General de Ordenaci·n Municipal 
del Ayuntamiento de Vigo, dejando en suspenso las §reas, determinaciones y documentos objeto de 
reparos en el punto II anterior, en todo cuanto se refiera a las deficiencias que se expresan en dicho 
puntoò, DOG n¼m. 106 del 3 de junio de 2008; y Orden del Conselleiro de Medio Ambiente, Territorio e 
Infraestructuras de 13 de julio de 2009 que acord·: ñAprobar definitivamente el documento de 
cumplimentaci·n de la orden de la CPTOPT de 16 de mayo de 2008, sobre aprobaci·n definitiva del Plan 

http://www.lavozdegalicia.es/
http://www.sede.vigo.org/expedientes/actas/actas_listado.jsp?epi=3&ent=2
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ámbito de suelo urbano consolidado denominado A-5-06 GONDESENDE, cuyo 

planeamiento secundario debía ser formulado por la iniciativa privada y ejecutado 

mediante el sistema de compensación en el segundo cuatrienio. Pero hasta la fecha los 

propietarios de los 52.829 m2 de superficie afectada no han mostrado el más mínimo 

interés en tal desarrollo7.  

 

Obviamente, nunca más se supo de los promotores del talaso-balneraio. 

 

La otra cara de la moneda la encontramos en la reunión que el 23 de junio de 2006 

se celebró en la sede de la Dirección General de Urbanismo del Gobierno de Aragón, a la 

que asistieron el Director General de Urbanismo, una representante de la empresa pública 

SUELO Y VIVIENDA DE ARAGÓN, S.L., el Alcalde de Altorrincón (Huesca) y dos 

representantes de la compañía mercantil PREFABRICADOS CASTELO, S.A.U, con el 

fin de estudiar la instalación en aquel término municipal de una nueva fábrica de 

elementos de hormigón armados, pretensados, en masa y otros productos derivados del 

cemento, de 30.000 m2 de superficie construida y sobre una superficie de 150.000 m2 de 

suelo clasificado como suelo no urbanizable genérico8. 

 

Por aquel entonces la derogada Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de Aragón 

sólo permitía destinar este tipo de terrenos a fines agrícolas, forestales, ganaderos, 

cinegéticos, ambientales, extractivos y otros vinculados a la utilización racional de los 

recursos naturales, prohibiendo las parcelaciones que dieren lugar a núcleos de 

población9. Las construcciones industriales no eran autorizables mediante licencia 

                                                           

General de Ordenaci·n Municipal el Ayuntamiento de Vigoò, DOG nÜ 144, del 24 de julio de 2009 Vid. 
Orden de la Conseller²a de Pol²tica Territorial, Obras P¼blicas e Transportes de 16 de mayo de 2008, por 
la que acord· ñAprobar definitivamente de forma parcial el Plan General de Ordenaci·n Municipal el 
Ayuntamiento de Vigo, dejando en suspenso las §reas, determinaciones y documentos objeto de reparos 
en el punto II anterior, en todo cuanto se refiera a las deficiencias que se expresan en dicho puntoò, DOG 
n¼m. 106 del 3 de junio de 2008; y Orden del Conselleiro de Medio Ambiente, Territorio e Infraestructuras 
de 13 de julio de 2009 que acord·: ñAprobar definitivamente el documento de cumplimentaci·n e la orden 
de la CPTOPT de 16 de mayo de 2008, sobre aprobaci·n definitiva del Plan General de Ordenaci·n 
Municipal el Ayuntamiento de Vigoò, DOG nÜ 144, del 24 de julio de 2009 

7 Y, aunque lo tuvieran, ya nada pueden hacer porque la STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-
administrativo, Secci·n 5Û, de 10 de noviembre de 2015, Rec. 1658/2014 declar· la nulidad de las 
referidas črdenes aprobatorias del PGOM de Vigo de 16 de mayo de 2008 y 13 de julio de 2009. Por lo 
que aquella ordenaci·n descansa en paz. 

8 En aquellas fechas el municipio de Altorrinc·n (Huesca) dispon²a de Plan General de Ordenaci·n Urbana 
en virtud de la homologaci·n a Plan General de las Normas Subsidiarias de Planeamiento de este 
municipio aprobada por la Comisi·n Provincial de Ordenaci·n del Territorio de Huesca, en sesi·n 
celebrada el 31 de enero de 2002. Posteriormente el 29 de octubre de 2002 la Comisi·n Provincial de 
Ordenaci·n del Territorio de Huesca aprob· el Texto Refundido de dicho Plan General. 

9 Art. 21 de la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urban²stica de Arag·n 
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municipal10 ni autorización especial11. Por lo que los reunidos propusieron al Director 

General de Urbanismo la aprobación de un Proyecto Supramunicipal que permitiera la 

actividad industrial promovida por PREFABRICADOS CASTELO, S.A.U12, a lo cual se 

negó porque vaticinó que tal proyecto no conseguiría la previa declaración del interés 

supramunicipal13. Por su parte, el Alcalde de Altorrincón advirtió que no era posible la 

modificación aislada del Plan General14 para clasificar los terrenos como suelo 

urbanizable delimitado y posterior aprobación del correspondiente Plan Parcial15, porque 

carecía de medios técnicos y partida presupuestaria suficiente. Hasta aquí todo indicaba 

que este proyecto empresarial iba a correr la misma suerte que el Talaso-Balneario vigués. 

 

Pero el 21 de julio de 2006 se reunieron en la sede Sociedad Municipal para el 

Desarrollo de Andorra, S.L. el Alcalde de Andorra (Teruel), el Concejal de 

emprendimiento y energía y dos representantes de PEFRABICADOS CATELO, S.A.U 

para estudiar la instalación de su nueva fábrica sobre una superficie de 171.000 m2 

también clasificada como suelo no urbanizable genérico. Como resultado de aquella 

negociación, el 27 de septiembre de 2006 el Alcalde de Andorra y PREFABRICADOS 

CASTELO, S.A.U suscribieron un Convenio urbanístico de planeamiento y gestión, 

aprobado definitivamente por el Pleno de la Corporación el 29 de noviembre de 2006, en 

virtud del cual la Administración local se comprometió a iniciar, tramitar y aprobar 

definitivamente los instrumentos de planeamiento, gestión y urbanización susceptibles 

jurídicamente de otorgar a una superficie de 360.710 m2 la clasificación de suelo urbano 

no consolidado o urbanizable delimitado, calificado con uso industrial específico, 

destinando como superficie neta industrial un total de 245.122 m2 distribuidas en dos 

parcelas de 174.056 m2 y 70.066 m2 respectivamente. En concreto, el Ayuntamiento se 

comprometió a tramitar y aprobar simultáneamente, aunque en expedientes separados, la 

modificación aislada del Plan General y el Plan Parcial o Plan Especial, que delimitasen 

como un único ámbito de suelo urbano no consolidado o sector de suelo urbanizable 

delimitado la citada superficie16. 

 

                                                           
10 Art. 23 de la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urban²stica de Arag·n 

11 Art. 24 de la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urban²stica de Arag·n 

12 El art. 76 de la derogada Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urban²stica de Arag·n permit²a la aprobaci·n de 
Proyectos Supramunicipales para autorizar en suelo no urbanizable gen®rico actividades industriales, 
siempre que requirieran la ocupaci·n de m§s de tres hect§reas de terreno o exigiere una superficie 
construida superior a cinco mil metros cuadrados. 

13 Art. 77 de la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urban²stica de Arag·n 

14 Art. 73 de la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urban²stica de Arag·n 

15 Arts. 44 y 96.3 de la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urban²stica de Arag·n 

16 Cl§usula segunda del Convenio urban²stico de planeamiento y Gesti·n cuya exposici·n p¼blica fue 
anunciada el 26 de octubre de 2006 en el BOP de Teruel n¼m. 204, p§g. 50 
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En ejecución de dicho Convenio, el 6 de septiembre de 2006 el Pleno del 

Ayuntamiento Andorra acordó por unanimidad aprobar inicialmente la Modificación 

aislada número 31 del entonces vigente PGOU17 y aprobar inicialmente el Plan Parcial de 

iniciativa municipal que desarrollaba las determinaciones previstas en dicha 

Modificación aislada18. Pero como paralelamente el Ayuntamiento de Andorra tenía muy 

avanzada la revisión de un nuevo Plan General,  solapó los tres procedimientos y el 30 de 

octubre de 2006 la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio aprobó 

definitivamente el nuevo PGOU19, que incorporó la ordenación de aquella Modificación 

puntual núm. 31. El 31 de enero de 2007 el Pleno del Ayuntamiento aprobó 

definitivamente el Plan Parcial del Ámbito Comarcal II20, de modo que el 23 de febrero 

de 2007 la Junta de Gobierno Local otorgó a PEFABRICADOS CASTELO, S.A.U. la 

licencia de obras de movimiento de tierras; el 18 de junio de 2007 la licencia de obras y 

el 11 de abril de 2008 la licencia de apertura21. 

 

Ambos supuestos parten de un punto común: toda actividad empresarial necesita 

instalarse en un concreto espacio territorial22 donde esté urbanísticamente permitida 

cumpliendo determinadas condiciones de legalidad. No es un requisito baladí, sino un 

obstáculo cuyo grado de dificultad suele ser correlativo a la importancia económica de la 

empresa, porque cuanto más grande y compleja sea mayores exigencias urbanísticas 

deberá superar. 

 

Esas condiciones urbanísticas a las que debe atender cualquier empresario estarán 

definidas en función del desarrollo urbanístico que haya alcanzado el ámbito, hasta el 

punto que, como regla general23, la principal característica del suelo carente de tratamiento 

                                                           
17 El 8 de septiembre de 2006 todav²a estaba en vigor la Revisi·n del Programa del Plan General de 

Ordenaci·n Urbana de Andorra, aprobada definitivamente el 11 de abril de 1989, en su ¼ltima versi·n de 
Homologaci·n del Plan General de Ordenaci·n Urbana a la Ley Urban²stica, aprobada definitivamente el 
28 de marzo de 2001 y publicada en el BOP de Teruel nÜ 82 el 2 de mayo de 2001. 

18 BOP de Teruel n¼m. 171, de 8 de septiembre de 2006, p§g. 9. 
19 BOP de Teruel n¼m. 243, de 26 de diciembre, p§gs. 2 y ss. 
20 BOP de Teruel n¼m. 38, de 22 de febrero, p§g. 13 y ss. 
21  El 3 de enero de 2011 el Juzgado de lo Mercantil nÜ 2 de Pontevedra declar· el concurso voluntario de 

Prefabricados Castelo, S.A. (BOE nÜ 13, de 15 de enero de 2011, p§g. 3868), que finalmente fue liquidada. 
Una de las principales deudas que avocaron al concurso fueron los 30.000.000 de euros prestados por las 
entidades bancarias para la construcci·n de la f§brica en Andorra (Teruel). Es decir, la operaci·n exitosa 
desde el punto de vista urban²stico, fue un rotundo fracaso desde el punto de vista empresarial. La paradoja 
radica en que si aquella iniciativa industrial no hubiera recibido tan r§pida y diligente respuesta 
urban²stica, se habr²a cruzado con la crisis de los cr®ditos subpprime que lleg· a los mercados burs§tiles 
europeos el 1 de agosto de 2007, as² como el inicio de la gran recisi·n tras la quiebra de Lehman Brothers 
el 15 de septiembre de 2008, y la sucesiva ca²da libre del sector de la construcci·n. Por lo que hizo cierto 
el refr§n que advierte: ñten cuidado con lo que deseas, porque se puede hacer realidadò. 

22   Ni el negocio m§s virtual escapa a esta necesidad, porque por espacio de m§s o menos tiempo deber§ 
asentar en alg¼n lugar su log²stica y soporte b§sico de trabajo.    

23    Regla general confirmada por honrosas excepciones, tambi®n analizadas en los apartados VI y VII del 
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urbano es que su utilización empresarial está limitada al máximo. La presente Tesis pretende 

dar respuesta jurídica a esta situación, exponiendo y analizando el margen de maniobra que 

dispone el empresario para conseguir que la ubicación pretendida cuente con el desarrollo 

urbanístico necesario para que la actividad sea autorizable. 

 

Los presupuestos a los que la presente Tesis pretende dar solución se pueden identificar 

en los dos ejemplos relatados: 

 

1.- En ambos supuestos los empresarios acudieron a las Administraciones Públicas con 

competencias en ordenación del territorio y urbanismo para conocer su predisposición 

respecto de la ubicación escogida para desarrollar su actividad. No fueron en busca de una 

mera opinión, sino de información exacta acerca de legalidad urbanística de su instalación. 

Este dato era un presupuesto jurídico esencial para la viabilidad del negocio. 

 

2.- Las respuestas administrativas dependieron de un dato fundamental: que la 

actividad económica proyectada estuviera prevista y permitida por el planeamiento 

urbanístico aplicable. Obviamente, la planificación territorial no es la única normativa 

administrativa que deben atender, pero sí la que determina apriorísticamente la idoneidad de 

la localización escogida. Por eso resulta transcendental para las empresas la información que 

reciban sobre el régimen urbanístico vigente en el ámbito propuesto. 

 

3.- Pero en los dos supuestos analizados este dato inicialmente estaba indeterminado. 

Son tantos los niveles de planeamiento urbanístico de los que un área depende y las sucesivas 

fases de tramitación que debe superar que en muchas ocasiones el empresario no se topa con 

una norma, sino con una mera expectativa de norma. Es decir, la norma que podrá ser cuando 

se apruebe el siguiente nivel de planeamiento, pero mientras tanto no es. Así sucedió en las 

dos anécdotas relatadas. 

 

Este fue el obstáculo en el que encalló la promotora del Talaso-Balneario: se encontró 

con el entonces vigente PGOU de Vigo de 29 de abril de 1993, que remitía a un Plan Especial 

de Protección en tramitación. Su resolución se demoró durante años hasta que, finalmente, el 

Ayuntamiento decidió no aprobarlo. A efectos prácticos, fue como si dicho Plan Especial 

nunca hubiera existido. Al mismo tiempo se topó con un nuevo PGOM en tramitación, pero 

cuya aprobación definitiva se demoró casi nueve años, para finalmente remitir la ordenación 

de aquel ámbito a otro futuro Plan Especial de Reforma Interior que ni está ni se le espera: 

primero, porque en los siete años y medio de vigencia el Ayuntamiento no movió ni un papel; 

y, segundo, porque ahora el nuevo PGOM ha sido anulado judicialmente. 

 

 

                                                           

cap²tulo cuarto de la presente Tesis 
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Y esta fue la ventaja competitiva que benefició al nuevo centro industrial de 

prefabricado de hormigón, que en un tiempo record (seis meses) y a gusto del interesado 

contó con la completa tramitación del planeamiento general y secundario necesario para 

obtener licencia de obra y actividad en Andorra (Teruel). 

 

Es más, para comprender la embergadura jurídica del problema la presente 

investigación lleva aquella hipótesis al extremo, imitando en la medida de lo posible el 

método científico. Cuando en noviembre de 1907 Albert Einstein escribió el artículo en 

el que explicó su teoría de la relatividad especial, recurrió a lo que más tarde calificó 

como ñla idea más felizò de su vida24: la historia del hombre que se cae y no siente su 

propio peso. Para perfeccionar su experimento mental situó al hombre en una cámara 

cerrada como, por ejemplo, un ascensor en caída libre sobre la Tierra: en esa cámara que 

cae, y al menos hasta el momento del choque, el hombre se sentirá ingrávido; y cualquiera 

de los objetos que se saque de los bolsillos y deje ir quedará flotando junto a él. Es decir, 

para este observador la gravitación no existiría. Experimento mental que le llevó a lo que 

denomin· el ñprincipio de equivalenciaò, que a su vez le encaminó hacia la teoría de la 

relatividad general. 

 

Salvando el evidente abismo científico e intelectual, aquel feliz experimento mental 

ha servido de punto de partida para la presente investigación, tratando de imaginar el 

hipotético escenario en el que se encontraría un empresario que cayera sobre suelo 

español carente de algún instrumento de ordenación que determine su uso y 

aprovechamiento urbanístico: es decir, que se encontrase ante un espacio 

urbanísticamente ingrávido.  

 

Hipótesis de máximo que sirve para que la presente Tesis aborde las siguientes 

cuestiones:  

 

1) En qué medida la actividad empresarial depende de la aprobación de 

instrumentos de ordenación del territorio y planeamiento urbanístico.  

 

2) Qué remedios jurídicos disponen los agentes empresariales para reaccionar frente 

a la ausencia o parálisis de la ordenación del territorio y planeamiento 

urbanístico. 

 

3) Propuesta de soluciones sistémicas. 

                                                           
24 La expresi·n alemana que emple· fue ñdie gl¿cklichste Gedankeò, que normalmente se ha traducido 

como ñla idea m§s felizò, aunque seg¼n ISAACSON en este contexto la expresi·n deber²a traducirse m§s 
propiamente como ñla idea m§s afortunadaò (Vid. ISAACSON, W.: Einstein. Su vida y su universo, 
Tercera edici·n de bolsillo, Random House Mondador, S.A., Barcelona, diciembre 2011, nota p§g. 175). 
En cuanto a la explicaci·n y alcance de este experimento mental, p§gs. 175 a 179. 
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I.2. JUSTIFICACIÓN Y OBJETIVOS 

 
El sector empresarial demanda suelo barato, estratégicamente situado y dotado con 

todos los servicios adecuados. Reivindicación mantenida no sólo durante la última fase 

de expansión económica, sino también en los peores momentos de la recesión que le 

siguió25. A pesar de la notable disminución de la actividad industrial y comercial durante 

el último lustro, no han faltado empresas que han iniciado su implantación, continuado 

su expansión o trasladado su ubicación26. Por lo que ha persistido la tradicional demanda 

de suelo, aunque -como consecuencia de la crisis económica- en menor cantidad, 

intensidad y cualidad.  

 

La presente investigación enfoca su atención en el instante en que el empresario se 

interesa por la clasificación y calificación urbanística del lugar estratégicamente 

escogido. Labor que se puede resumir en tres palabras: consultar el planeamiento, y que 

determina como, cuando y bajo qué condiciones podrá desarrollar su actividad. El 

conocimiento de estos datos no resulta tan simple como cabría esperar, porque los 

terrenos que interesan a los proyectos empresariales de tamaño mediano y grande -sobre 

                                                           
25 Vid. REDACCIčN VIGO: ñLos empresarios reclaman suelo industrial m§s barato para evitar fugasò, en 

Atl§ntico Diario, Vigo, 26 de noviembre de 2014: ñLos presidentes de la Confederaci·n de Empresarios 
de Pontevedra (CEP) y de la Asociaci·n de Empresarios de Mos (Aemos), Luis Novoa y Jos® Ma¶as, 
respectivamente, dieron ayer un toque de atenci·n a las administraciones al se¶alar que es necesario 
buscar f·rmulas imaginativas que den una soluci·n a la demanda de suelo industrial y las instaron al 
abaratamiento de las parcelasò (é) ñEs necesario dejar atr§s las f·rmulas del pasado, pues s·lo as² 
podremos ser m§s competitivos. Todo lo que contribuya a incrementar la competitividad de nuestras 
empresas contribuir§ a que la crisis se supere antes y sentar§ las bases para un futuro m§s pr·speroò, 
razon· el presidente de Aemos. El presidente de la CEP hizo un llamamiento a la planificaci·n: ñEn este 
aspecto, las administraciones no pueden ser cortoplacistas, sino que tienen que planificar y consensuar 
con los agentes socialesò, dijoò (www.atlantico.net). Demanda que se ha sostenido en el tiempo, Vid. 
BRAVO, J.: ñVigo ampl²a su suelo industrial en un mill·n de metros cuadrados. Empresas consolidadas 
y pymes demandan m§s naves e infraestructurasò, en La Voz de Galicia, edici·n Vigo, 4 de octubre de 
2015, www.lavozdegalicia: ñLa industria viguesa se mueve. Las empresas instaladas en el §rea de la 
ciudad necesitan ampliar sus naves para aumentar su capacidad de producci·n y almacenamiento. En 
otros casos, nuevas pymes se acercan para alquilar oficinas y espacios con los que iniciar su actividad 
econ·mica. En otros casos son compa¶²as de la industria auxiliar que deciden aproximarse a las 
empresas a las que proveen. Esta situaci·n se ha traducido en los ¼ltimos a¶os en una demanda creciente 
de m§s suelo industrial y de m§s infraestructuras. Los pol²gonos del §rea de Vigo est§n, en su mayor²a, 
saturados. La Plisan parece que tardar§ en llegar. La Xunta de Galicia y la Zona Franca aumentar§n en 
m§s de 1.230.000 metros cuadrados el §rea industrial del §rea de Vigo. Y todav²a hay ampliaciones 
pendientes de ser aprobadas. En total, se invertir§n m§s de 40 millones de euros (é)ò 

26 Por ejemplo, el 21 de noviembre de 2013 la empresa ñF§brica Agrupadas de Mu¶ecas de Onil, Sociedad 
An·nimaò (FAMOSA) inaugur· una nueva planta de producci·n en el t®rmino municipal de Alicante, 
ubicada en el pol²gono industrial de Las Atalayas, con una superficie de 20.000 m2. Vid. REDACCIčN: 
ñFamosa inaugura su nueva f§brica de Alicanteò, en Revista inforetail, 21 de noviembre de 2013, 
www.revistainforetail.com. Tambi®n el 5 de marzo de 2013 la compa¶²a ñMercadona, S.Aò anunci· la 
apertura de su primera tienda en Navarra y la de otros 20 centros en esta comunidad foral durante los 
siguientes a¶os, as² como la apertura de otros 25 establecimientos en el Pa²s Vasco, dentro de su plan 
estrat®gico de desarrollo por toda Espa¶a y, en concreto, en aquellas dos regiones donde todav²a no ten²a 
presenciaò. Vid. REDACCIčN: ñMercadona abrir§ 25 supermercados en el Pa²s Vasco en los pr·ximos 
seis a¶osò, en lasprovincias.es, 5 de marzo de 2013, www.lasprovincias.es. 

http://www.atlantico.net/
http://www.lasprovincias.es/
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todo los industriales- suelen estar localizados en el extrarradio de los núcleos urbanos, lo 

más cerca posible de los sistemas generales y locales de comunicación, pero alejados de 

las zonas residenciales para evitar problemas de compatibilidad, acceso, expansión y 

precio de repercusión del suelo. Es decir, los terrenos más apreciados suelen ser los 

urbanísticamente menos desarrollados y clasificados como suelo urbano no consolidado, 

urbanizable27 y, en el peor de los casos, rústico o no urbanizable28. 

 

Por lo que, aun suponiendo que la ubicación escogida se encuentre en un municipio 

con planeamiento general aprobado, probablemente esté pendiente la tramitación y 

aprobación del correspondiente planeamiento secundario29, o la modificación puntual del 

Plan General30, o incluso la aprobación de un instrumento de ordenación del territorio 

                                                           
27 Por ejemplo, el anteproyecto de PGOM de Salceda de Caselas (Pontevedra) enviado el 19 de diciembre 

de 2013 a la Conseller²a de Medio Ambiente, Territorio e Infraestructuras como documento de inicio para 
la elaboraci·n y evaluaci·n ambiental del Plan, fija como primer prop·sito de la clasificaci·n de suelo 
urbanizable ñestablecer §mbitos bien comunicados para el desarrollo de actividades industriales y 
comerciales ligeras, adem§is de uso residencial, con el fin de posibilitar el acceso a nuevas formas de 
empleo y diversificar las cantidades dentro del Ayuntamientoò. No plantea este objetivo en ninguna de 
las categor²as de suelo urbano, porque ya configuran un entorno residencial preexistente poco compatible 
con las actividades industriales y comerciales, ni obviamente sobre el suelo de n¼cleo rural y suelo r¼stico 
que pretende preservar; sino sobre los terrenos que destina al futuro crecimiento urbano, es decir el suelo 
urbanizable (Vid ñDocumento de Referencia del Plan Xeral de Ordenaci·n Municipal do Concello de 
Salceda de Caselasò, emitido por Resoluci·n del Secretario Xeral de Calidade e Avaliaci·n Ambiental el 
14 de febrero de 2014, p§g. 3, Expediente 2013AAE1658). 

28 Desde el punto de vista funcional, el suelo r¼stico o no urbanizable ha estado tradicionalmente vinculado 
al desarrollo de las actividades agrarias y otras complementarias. Pero la decadencia de estas actividades 
ha tenido como contrapartida la aparici·n de nuevas funciones ligadas a la actividad industrial, nuevas 
tecnolog²as, servicios y equipamientos, etc., que, al someter este tipo de suelo a una mayor presi·n 
urbanizadora -en ocasiones con intereses especuladores- han propiciado su desprotecci·n de hecho y, en 
no pocas ocasiones, tambi®n de derecho (Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y 
Libertad de empresa, Marcial Pons, Ediciones Jur²dicas y Sociales, S.A., Madrid, 1998, p§gs. 244 y 245, 
que en relaci·n a la crisis de la funci·n agraria del suelo r¼stico y sus nuevas funcionalidades cita a 
GUTI£RREZ COLOMINA, V., R®gimen jur²dico urban²stico del espacio rural: la utilizaci·n 
edificatoria del suelo no urbanizable, Madrid, Montecorvo, 1990, p§gs. 22 y 23). Con esta tendencia se 
confabul· la jurisprudencia del TS que, por regla general, reconoci· que exist²a el inter®s social exigido 
en el art 85.1.2Û del TRLS-76 para la instalaci·n de grandes superficies comerciales en suelo r¼stico no 
urbanizable, consistente en razones econ·micas (creaci·n de puestos de trabajo, reforma estructural del 
sector comercial, etc.), sociales (abaratamiento del coste de los productos) e, incluso, urban²sticos 
(descongesti·n, sin alteraci·n de la calificaci·n jur²dica de los terrenos). Por ejemplo, SSTS, Sala de lo 
Contencioso-administrativo, de 13 de julio de 1984, FJ. 5Ü; 25 de febrero de 1985, FJ. 2Ü; 9 de diciembre 
de 1986, FJ. 5Ü. Aunque con excepciones, como la STS de 15 de noviembre de 1988, FJ. 2Ü, 3Ü y 12; y la 
STS de 4 de diciembre de 1991, FJ. 1Ü. 

29 Por ejemplo, el sector de suelo urbanizable delimitado denominado ñS-44-I, Pol²gono industrial de 
Matam§-Valadaresò, delimitado en el PGOM de Vigo aprobado definitivamente por la Orden de la 
Conseller²a de Pol²tica Territorial, Obras P¼blicas e Transportes de 16 de mayo de 2008 (DOG n¼m. 106 
del 3 de junio de 2008) y la Orden del Conselleiro de Medio Ambiente, Territorio e Infraestructuras de 13 
de julio de 2009 (DOG nÜ 144, del 24 de julio de 2009), cuya ficha de ordenaci·n remit²a a la aprobaci·n 
del correspondiente Plan Parcial al primer cuatrienio, pero cuya tramitaci·n nunca se inici· ni se iniciar§, 
porque el citado PGOM fue anulado por la STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 
5Û, de 10 de noviembre de 2015, Rec. 1658/2014. 

30 Por ejemplo, la aprobaci·n inicial por el Pleno del Ayuntamiento de Andorra (Teruel), el 6 de septiembre 
de 2006, de la Modificaci·n aislada n¼mero 31 del Plan General de Ordenaci·n Municipal y la aprobaci·n 
inicial del Plan Parcial de iniciativa municipal que desarrolla las determinaciones previstas en dicha 
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supramunicipal31. Por supuesto, además de contar con la ordenación urbanística necesaria, 

todavía deberá cumplir muchas otras normas administrativas sectoriales. Pero sin la previa 

aprobación del planeamiento de desarrollo, que permita que el terreno elegido adquiera la 

condición de solar, el proyecto industrial o comercial no podrá avanzar en condiciones de 

legalidad. 

 

 Esa es una de las principales quejas del sector empresarial: la incertidumbre jurídica 

que padecen cuando la planificación urbanística exigida no existe, no se inicia, o su 

tramitación se eterniza32. En la medida de lo posible, la presente investigación pretende 

rebajar esa inseguridad jurídica exponiendo la interpretación que corresponde a cada 

supuesto, explicando las medidas reactivas que se pueden adoptar y, en su caso, advirtiendo 

que no existe remedio. Y aún en este último supuesto (parálisis irremediable) la presente 

investigación pretende encontrar alternativas antes de acudir a la última solución, que es el 

desplazamiento, señalando aquellas zonas cuya legislación urbanística ampara al 

administrado e impide que tal situación se repita. O, en el peor de los casos, constatar que 

dicha legislación no existe. 

 

Para ello el principal objetivo de la presente investigación es determinar el régimen 

normativo aplicable y, en especial, las medidas que el ordenamiento jurídico pone a 

disposición los interesados para que el territorio sobre el que pretendan desarrollar su 

actividad empresarial cuente con el desarrollo urbanístico necesario. El problema que se 

pretende abordar no es la mera identificación y explicación de los mecanismos de 

planificación y ordenación del suelo que son preceptivos para que finalmente reúna la 

condición de solar, sino exponer el margen de maniobra con que cuenta el sector empresarial 

cuando la Administración competente no inicia o culmina los trámites necesarios para su 

entrada en vigor.  

                                                           

Modificaci·n aislada (BOP de Teruel n¼m. 171, de 8 de septiembre de 2006, p§g. 9), que afecta a un suelo 
clasificado como suelo urbanizable no delimitado de uso mayoritario industrial, en el entorno del suelo 
urbano consolidado de la Central T®rmica existente. 

31 Por ejemplo, el ñProyecto Sectorial para la Implantación de una Plataforma Logística Industrial en el 
suelo delimitado en los ayuntamientos de Salvaterra y As Nevesò (PLISAN), aprobado definitivamente y 
declarado como de interés Supramunicipal por la Resolución de la Dirección Xeral de urbanismo del 23 
de mayo de 2002 (DOG nº 108, del 6 de junio de 2002), y que fue adaptado al fallo de la STS, Sala de lo 
Contencioso-administrativo, Sección Quinta, de 7 de junio de 2010 (rec. 3956/2002) mediante 
modificación puntual aprobada definitivamente por el Consello da Xunta de Galicia el 13 de enero de 
2011 (DOG nº 25, del 7 de febrero de 2011). 

32 Por ejemplo, con ocasi·n de la STS, Sala de lo Contencioso-administrativo, Secci·n Quinta, de 10 de 
noviembre de 2015, Rec. 1658/2014, que anul· los acuerdos de aprobaci·n definitiva del Plan General 
de Ordenaci·n Municipal de Vigo, el Presidente de la Asociaci·n de Promotores Inmobiliarios de 
Pontevedra, Javier Garrido Valenzuela, declar· que ñel PXOM no afecta ¼nicamente al §mbito 
edificatorio, sino que ñordena de forma transversalò, y por tanto, afecta ña multitud de sectores 
econ·micosò, entre los que mencion· los comerciantes y el puerto. ñEl PXOM soporta todas las 
infraestructuras de la ciudad y determinadas estrategias de empresas; cualquier cuesti·n se ve afectada, 
tambi®n en materia de empleoò (Vid. REDACCIčN; ñLos promotores trasladan su ñm§xima 
preocupaci·n por la anulaci·n del PXOM vigu®sò, en Faro de Vigo, 2 de diciembre de 2015, 
www.farodevigo.es). 
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Por eso esta Tesis no se limita a estudiar el marco jurídico que rige los distintos 

instrumentos de ordenación del territorio y planeamiento urbanístico destinados a usos 

empresariales, sino que aspira a servir de manual de instrucciones o guía para que 

cualquier interesado pueda conocer su margen de reacción jurídica frente a la ausencia o 

insuficiencia de los instrumentos de ordenación y planificación necesarios para gestionar 

el suelo y obtener licencia. La consecución de este objetivo determina una estructura 

casuística, atendiendo a cada hipótesis de retraso o inactividad administrativa en función 

de la Comunidad Autónoma de referencia33, al concreto nivel de planeamiento y a la fase 

de tramitación en que se encuentre. 

 

Por ejemplo, si en el año 2014 la Comunidad Autónoma de Galicia todavía contaba 

con 58 municipios sin ningún tipo de planeamiento34, la presente investigación 

                                                           
33 La CE permite que cada Comunidad Aut·noma fije en su correspondiente Estatuto y en funci·n de su v²a 

de acceso a la autonom²a, su propio marco competencial. Por lo que los Estatutos de Autonom²a son la 
pieza b§sica de distribuci·n de competencias (art. 147.2.d. CE), con el ¼nico l²mite de respetar las reglas 
de reparto contenidas en los listados de materias que enuncian los arts. 148 y 149 de la CE, as² como los 
l²mites a su ejercicio establecidos en los arts. 2, 137, 139.2, etc. del propio texto constitucional. En este 
sentido, el art. 148.1.3Û de la CE permite que las Comunidades Aut·nomas asuman competencias en 
ordenaci·n del territorio y urbanismo, que cada una ha asumido en exclusiva en el art. 56 de la Ley 
Org§nica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonom²a de Andaluc²a; art. 71.8Û y 9Û de 
la Ley Org§nica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonom²a de Arag·n; art. 10.3 de la 
Ley Org§nica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonom²a para Asturias; art. 30.3 de la Ley 
Org§nica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonom²a de las Illes Balears; art. 30.15 
de la Ley Org§nica 10/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonom²a de Canarias; art. 24.3 de la Ley 
Org§nica 8/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonom²a para Cantabria; art. 31.1.1Û de la Ley 
Org§nica 9/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonom²a de Castilla-La Mancha; art. 70.1.6Ü de la 
Ley Org§nica 14/2007, de 30 de noviembre, de reforma del Estatuto de Autonom²a de Castilla y Le·n; 
art. 84.2.a) de la Ley Org§nica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonom²a de Catalu¶a; 
art. 39.1.31 y 32 de la Ley Org§nica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonom²a de la 
Comunidad Aut·noma de Extremadura; art. 27.3 de la Ley Org§nica 1/1981, de 6 de abril, del Estatuto 
de Autonom²a de Galicia; art. 8.uno.16 de la Ley Org§nica 3/1982, de 9 de junio, de Estatuto de 
Autonom²a de La Rioja; art. 26.1.4 de la Ley Org§nica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonom²a 
de la Comunidad de Madrid; art. 10.Uno.Dos de la Ley Org§nica 4/1982, de 9 de junio, de Estatuto de 
Autonom²a para la Regi·n de Murcia; art. 44.1 de la Ley Org§nica 13/1982, de 10 de agosto, de 
reintegraci·n y amejoramiento del R®gimen Foral de Navarra; art. 10.31 de la Ley Org§nica 3/1979, de 
18 de diciembre, de Estatuto de Autonom²a para el Pa²s Vasco; y art. 49.1.9Û de la Ley Org§nica 1/2006, 
de 10 de abril, de reforma del Estatuto de Autonom²a de la Comunidad Valenciana. Salvo Ceuta y Melilla, 
cuyas competencias en materia de ordenaci·n del territorio y urbanismo s·lo comprenden las facultades 
de administraci·n, inspecci·n y sanci·n (arts. 21. 1.1Û y 2 de la Ley Org§nica 1/1995, de 13 de marzo, de 
Estatuto de Autonom²a de Ceuta y de la Ley Org§nica 2/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonom²a 
de Melilla). 

34 Vid. PRIETO, R.: ñUno de cada tres municipios se rige por normas urban²sticas de hace m§s de 20 a¶osò, 
en Faro de Vigo, A Coru¶a, 8 de diciembre de 2014 (www.farodevigo.es [8/12/2014]). Aunque los datos 
facilitados por Conseller²a de Medio Ambiente, Territorio e Infraestructuras de la Xunta de Galicia 
difieren ligeramente, porque en su p§gina web consta que  en el a¶o 2013 un total de 37 municipios de la 
Comunidad Aut·noma de Galicia no hab²an aprobado nunca su plan urban²stico y segu²an rigi®ndose por 
las Normas Provinciales de Planeamiento Municipal. A 15 de diciembre de 2014 el n¼mero se redujo a 
33. Mientras que en ambos ejercicios un total de 16 ayuntamientos s·lo dispon²an de un instrumento de 
Delimitaci·n de suelo urbano, seg¼n la ñTaboa do estado do planeamiento urban²stico xeral de Galiciaò 
publicada por la Conseller²a de Medio Ambiente, Territorio e Infraestructuras da Xunta de Galicia en 
www.cmati.xunta.es (18/03/2015). 

http://www.farodevigo.es/
http://www.cmati.xunta.es/


13 

 

determinará si el empresario que pretenda ejercer su actividad en alguno de estos 

municipios ostenta algún derecho al planeamiento que viabilice su proyecto. Es decir, un 

derecho a proponer la planificación urbanística necesaria, impulsar su aprobación o exigir 

su existencia. Y si lo que se encuentra es una demora excesiva en la tramitación del 

documento, esta Tesis pretende explicar las medidas jurídicas contra la pasividad 

administrativa, o exponer las consecuencias cuando no aquellas no existan. 

 

Tratar de la inactividad o pasividad de las Administraciones Públicas conduce 

necesariamente a una de las instituciones más notables del Derecho que las regula, que es 

el silencio administrativo. Mecanismo jurídico que no sólo ha alcanzado el máximo grado 

de desarrollo y debate en la especialidad forense, sino también fama popular por ser el 

único amparo jurídico que dispone el administrado frente a la crónica lentitud del 

procedimiento administrativo en general y del urbanístico en particular. Pero su fama es 

pareja a la incomprensión e insatisfacción que genera, porque a pesar de que la legislación 

pregona el sentido positivo como regla general, en la práctica el administrado se topa con 

la excepcionalidad masiva del silencio negativo. Por eso otro objetivo de esta Tesis es 

detallar el régimen jurídico del silencio administrativo aplicable en cada fase del 

procedimiento de aprobación de cada instrumento de ordenación del territorio y 

planeamiento urbanístico, como solución jurídica para desbloquear y acelerar la 

aprobación del proyecto. 

 

Para ello esta investigación abarca no sólo el régimen jurídico común aplicable a 

todo el territorio español, sino también el vigente en cada una de las Comunidades 

Autónomas, localizando los aspectos que comparten y poniendo de manifiesto aquellas 

diferencias que suponen una ventaja competitiva o un inconveniente comparativo. Esta 

omnicomprensión de todo el territorio nacional, analizando cada una de sus 

peculiaridades autonómicas, permite que la presente investigación aspire a otra meta 

adicional, que es señalar aquellos territorios cuyo marco urbanístico facilita la iniciativa 

empresarial; frente a aquellos otros que presentan trabas más o menos insalvables. O, 

como mínimo, poner a disposición de los empresarios una interpretación indubitada de 

cada supuesto de ausencia o demora en el planeamiento al que se tengan que enfrentar. 

 

La última finalidad de la presente investigación es formular una crítica constructiva 

del sistema vigente; así como recomendar y sugerir soluciones que den respuesta al vacío 

generado cuando la planificación urbanística tarda o ni siquiera se le espera. Todo ello 

con el fin facilitar la adopción de decisiones empresariales. 
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I.3. INTERÉS DE LA TESIS DOCTORAL  

 
A pesar de que los instrumentos técnico-jurídicos de desarrollo urbanístico han sido 

sobradamente tratados por la doctrina -analizando, criticando, proponiendo y polemizando 

sobre el modelo legal instaurado por la LS-56-, la concreta problemática de la inactividad o 

pasividad de las Administraciones Públicas en la elaboración del planeamiento no ha sido 

estudiada con la profundidad que merece, sobre todo en comparación con la atención prestada 

al silencio administrativo en los procedimientos de otorgamiento de licencias. 

 

Existe una ingente cantidad de trabajos doctrinales que explican y comentan -tangencial 

o monográficamente- el régimen aplicable cuando la Administración competente supera el 

plazo máximo de resolución de la solicitud de licencia urbanística. Interés comprensible, si 

se tiene en cuenta que es mucho más probable que ciudadano se enfrente con este tipo de 

problema (solicitud de licencia de obra y actividad que no recibe respuesta), que con la 

promoción o petición de la aprobación de un instrumento de ordenación del territorio o de 

planificación urbanística. Estadísticamente y atendiendo al número de expedientes, son 

muchos más los primeros supuestos que los segundos, sobre todo porque la mayoría de los 

mortales no impulsan directa ni indirectamente el planeamiento. Por eso también abunda la 

jurisprudencia sobre el incumplimiento de la obligación de resolver expresamente las 

solicitudes de licencia, mientras que son escasos los fallos que tratan la interrupción o demora 

en la aprobación del planeamiento, y mucho menos los que atienden a la absoluta inactividad 

planificadora. 

 

Pero desde el punto de vista de la suma económica de intereses, e incluso del número 

indeterminado de población afectada en cada concreto expediente, puede resultar mucho más 

grave la demora y falta de resolución expresa en los procedimientos de aprobación del 

planeamiento, que en los de licencia. Sobre todo si se tienen en cuenta que la naturaleza 

jurídica de estos instrumentos es de disposición general, mientras que la licencia urbanística 

no pasa de ser un mero acto administrativo singular. La disposición general -por definición y 

como su propio nombre indica- afecta a una pluralidad indeterminada de personas, mientras 

que la autorización administrativa sólo incumbe al interesado solicitante y a su círculo vital, 

sin perjuicio de que frente a ambas (normas y actos urbanísticos) se reconozca la acción 

pública debido a su incidencia en la sociedad. 

 

También es cierto que la inactividad administrativa en los expedientes de 

planeamiento y licencia encierra una complejidad interpretativa muy similar. Pero con 

una diferencia cuantitativa, porque la variedad de supuestos expresamente regulados 

durante las fases intermedias del planeamiento es mucho más rica que en los expedientes 

de licencia, donde tradicionalmente el silencio administrativo se localiza exclusivamente 

en la resolución definitiva. Por eso el planeamiento cuenta con una jurisprudencia más 

variada, que interpreta la inactividad o el silencio en función del trámite en el que tiene 

lugar. Esta circunstancia también motiva la presente investigación, porque la mayoría de 
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los trabajos doctrinales que han abordado el silencio administrativo se centran en la fase 

final del proceso de planeamiento, es decir la falta de aprobación definitiva en plazo. Pero 

no estudian la inactividad en la aprobación inicial y provisional. Desinterés doctrinal que 

es un fiel reflejo de la realidad legal, siempre centrada en el silencio producido durante la 

aprobación definitiva, pero pocas Comunidades Autónomas se ocupan del retraso en las 

aprobaciones intermedias.  

 

Por ello la presente investigación expone los distintos regímenes aplicables a la falta 

de resolución en plazo o paralización del procedimiento en todos los actos de trámite 

esenciales, como son los actos preparatorios; la solicitud de inicio; la incoación de oficio; 

la tramitación medioambiental; la aprobación inicial; la aprobación provisional; y la 

aprobación definitiva. Formulando, en fin, propuestas que corrijan las deficiencias 

detectadas. 

 

 

 

 

 

 

II. ESQUEMA DE TRABAJO 

El estudio realizado ha requerido la recopilación de las normas, jurisprudencia y 

doctrina aplicable o relacionada con la ausencia o retraso en la planificación territorial 

necesaria para el ejercicio de actividades empresariales; su ordenación sistemática 

conforme a la estructura de cuestiones planteadas; su análisis jurídico desde el punto de 

vista del interés empresarial; y la formulación de conclusiones, ideas y propuestas que 

puedan suponer un avance doctrinal en la materia. 

 

La investigación siguió una metodología descriptiva, explicativa y evaluativa 

dividida en dos fases: por un lado, la recopilación de información y el análisis de datos; 

y por otro, la formulación de conclusiones. 

 

En fase recopilatoria de información se recabó la normativa, resoluciones 

administrativas y judiciales, bibliografía, artículos doctrinales, expedientes de ordenación 

del territorio y planeamiento, así como documentación elaborada por sectores 

empresariales que resulten necesarios para examinar las cuestiones claves del tema 

estudiado. 
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En primer lugar se analiza en qué grado o medida la instalación y ejercicio de 

actividades empresariales dependen de la ordenación territorial y planeamiento 

urbanístico del suelo. Es decir, el estudio de como las normativas sectoriales y 

urbanísticas condicionan la viabilidad de cualquier proyecto industrial o comercial a la 

previa aprobación del correspondiente instrumento de ordenación del territorio o 

urbanístico, sin cuya existencia aquel no encontrará ubicación legal. Para que tal estudio 

sea riguroso ha sido necesario repasar no sólo cómo ha evolucionado históricamente esta 

interdependencia, y el estado de la legislación estatal al respecto, sino también determinar 

el régimen legal aplicable en cada una de las Comunidades Autónomas que configuran el 

ordenamiento jurídico vigente. Gracias a este examen comparativo se han detectado las 

variantes a las que lentamente tienden algunas legislaciones autonómicas, pero sobre todo 

la característica que comparten todas ellas: sin ordenación territorial no hay empresa. 

 

En segundo lugar el empleo del término empresa en el título del proyecto de Tesis 

no es baladí, sobre todo cuando originariamente la investigación se planteó como estudio 

de la inactividad administrativa en el desarrollo del suelo destinado a actividades 

económicas. Salta a la vista que la expresión actividades económicas ha sido reemplazada 

por la de actividades empresariales. El motivo del cambio es un premeditado 

acotamiento, consecuencia precisamente de las primeras labores de investigación. 

 

La actividad económica es el conjunto de actuaciones de los seres humanos 

destinadas a organizar la producción, distribución y consumo de bienes para atender sus 

necesidades35, mientras que la empresa es una figura organizada y dirigida de forma 

permanente a la realización de prestaciones generadoras del máximo beneficio posible36. 

Es decir, si la actividad económica es el género, la empresa es una de sus especies (un 

tipo de actividad económica). Desde el punto de vista de la ordenación urbanística esta 

diferencia es aún más acusada cuando se observa que los usos del suelo tradicionalmente 

considerados no económicos ïporque están destinados a actividades cuyo fin prioritario 

no es lucrativo, como el residencial, dotacional, sistema general, etc.- tienen una 

incidencia económica esencial en el negocio inmobiliario, el sector de la construcción, en 

las operaciones bancarias y en las profesiones técnicas y jurídicas. La pasada burbuja 

inmobiliaria y la tasa de desempleo alcanzada en el año 2014 (25,93 %)37 lo acredita. Sin 

embargo, a pesar de la importancia micro y macroeconómica que cualquier utilización 

del territorio pueda tener, tales negocios no se desarrollan en el suelo de modo permanente 

                                                           

35 Vid. ARRESE GARCĉA MINA, C.: ñTema 3-La actividad econ·mica. La econom²a de mercadoò, p§g. 
4, en http://es.slideshare.net/carlosarrese/tema-3-la-actividad-econmica (20/12/2016). 

36 Vid. GARCĉA ALCORTA, J.: ñLa empresa en la realidad econ·mica-socialò, en La limitaci·n de la de 
la libertad de empresa en la competencia, Atelier, 2008, p. 21 

37 Tasa de paro durante el primer trimestre del a¶o 2014 seg¼n la Encuesta de Poblaci·n Activa, publicada 
el 28 de mayo de 2014 por el Instituto Nacional de Estad²stica en /www.ine.es (20/12/2016). 

http://es.slideshare.net/carlosarrese/tema-3-la-actividad-econmica%20(20
http://www.ine.es/inebaseDYN/epa30308/epa_inicio.htm
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y constante, con vocación de continuidad. El proyecto de permanencia se ciñe al uso 

residencial, dotacional sanitario, infraestructura viaria, etc. propiamente dicho, pero no la 

ocasión de negocio que puntualmente su implantación ofrezca. Incluso aunque esa 

oportunidad se pueda repetir con ocasión de una venta, reforma o cambio de uso, la 

ocasionalidad del negocio sigue siendo su nota característica. 

 

Mientras que el uso empresarial del suelo, en sentido estricto, se refiere a la 

instalación espacial de un centro autónomo de decisiones económicas, una organización 

autónoma en la que confluye tanto las personas como un conjunto de bienes de distinto 

género, que escoge un concreto emplazamiento para su centro de operaciones38. La 

circunscripción de la presente Tesis al uso empresarial del suelo está directamente 

relacionada con las acepciones segunda y tercera que el Diccionario de la Real Academia 

atribuye al término de empresa: unidad de organización dedicada a actividades 

industriales, mercantiles o de prestación de servicios con fines lucrativos; así como lugar 

en que una empresa realiza sus actividades39. Esta investigación parte de tal delimitación 

conceptual y temática, directamente relacionada con el ejercicio de la libertad de empresa.  

 

Este concepto sirve para comprender la libertad de empresa como derecho 

reconocido en el artículo 38 de la Constitución que, en virtud del artículo 53.1, vincula a 

todos los poderes públicos. La presente Tesis analiza su naturaleza, contenido, garantías 

y límites, obviamente con especial atención a dos manifestaciones concretas: la libertad 

de establecimiento y su relación con la libre competencia, teniendo en cuenta que 

difícilmente se puede competir si no se tiene presencia o existencia, y el peso de ambos 

factores depende en gran medida del asentamiento físico de la empresa.  

 

Por eso, si el Tribunal Constitucional ha señalado expresamente que la libertad de 

empresa se ejerce dentro de un margo general configurado por las reglas que ordena la 

econom²a del mercado y, entre ellas, las que ñorganizan el urbanismo y una adecuada 

utilización del territorio por todosò40 , el presente estudio localiza esas reglas y explica 

su funcionamiento, para poder valorar las consecuencias de su omisión o incumplimiento. 

 

Precisamente la noción de la libertad de empresa ha incidido directamente en la 

delimitación de la presente Tesis. Este derecho remite a la libertad de actividad económica 

(lo que permite distinguirla de las puramente científicas, artísticas, intelectuales, etc.), 

                                                           

38 Vid. GONDRA ROMERO, J.M.: ñLa estructura jur²dica de la empresa (el fen·meno de la empresa desde 
la perspectiva de la Teor²a General del Derecho)ò, en Revista de Derecho Mercantil, n¼m. 228, 1998, pp. 
493-592, en pp. 494 y ss. 

39 Acepciones segunda y tercera del significado de la palabra ñempresaò en el Diccionario de la Real 
Academia Espa¶ola. Vid. rae.es (22/04/2017) 

40 Vid. STC, Pleno, 227/1993, de 9 de julio de 1993, rec. 884/1987, FJ 4.e. 

http://dle.rae.es/?id=EsuT8Fg
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pero no a toda actividad económica, sino a la actividad económica del empresario. 

Incluso algunos autores consideran que se refiere exclusivamente al empresario privado, 

no al empresario público41. Cuestión que esta investigación no dilucida, porque aquí lo 

importante no son todas las posibles naturalezas subjetivas de los administrados cuya 

iniciativa empresarial pende de que la ordenación urbanística exista, sino las 

consecuencias que para todos ellos tiene tal dependencia. 

 

Además, en nuestro sistema jurídico la Administración, a través de la ordenación del 

territorio y el planeamiento urbanístico, confiere derechos y obligaciones a los 

propietarios del suelo. Por tanto, de una u otra forma dicha ordenación de los espacios 

afecta a los derechos de los titulares del suelo, unas veces mermando su ejercicio 

(restringiendo facultades), y otras incrementando su contenido patrimonial y valoración 

económica, como consecuencia de los usos permitidos. Y obviamente, aunque el pleno 

dominio sea la máxima titularidad que jurídicamente se puede ostentar sobre un bien y 

quien más tiene que perder cuando el urbanismo limita su ejercicio, no es el único título 

posesorio que un empresario puede ostentar sobre el terreno. También puede ser 

arrendatario, concesionario administrativo, usufructuario, etc., que son títulos 

directamente afectados por las determinaciones del planeamiento. Porque cuando el 

propietario o titular de la posesión desea destinarlo al ejercicio de su actividad 

empresarial, el valor subjetivo amentará si el uso permitido coincide con el pretendido; 

correlativa a la pérdida que soportará cuando, por el contrario, el planeamiento prohíbe 

el uso interesado. La cuestión es qué sucede cuando ambos intereses (particular y general) 

difieren y, sobre todo, qué capacidad de maniobra dispone el propietario o poseedor para 

forzar que ambos confluyan. Aspecto que la presente investigación aborda. Por eso la 

presente investigación estudia si el pleno dominio u otro título posesorio legitiman para 

exigir a las Administraciones Públicas que el suelo cuente con el correspondiente 

planeamiento. 

 

Por eso, aunque originariamente la presente investigación concibió un estudio 

unitario de la libertad de empresa y el derecho de propiedad, como derechos que 

comparten notas esenciales y problemáticas similares, precisamente, su análisis confirmó 

que reciben un tratamiento urbanístico claramente diferenciado, lo cual afecta 

directamente a sus respectivas defensas. Por lo que, finalmente, se dedica a cada uno de 

estos derechos un capítulo separado. 

 

 

                                                           

41 Vid. CIDONCHA, A.: ñĆmbito de la libertad de empresaò, en Libertad de empresa, Editorial Aranzadi, 
S.A., Primera edici·n, 2006, p§gs. 217 y 219. 
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Por otra parte, aunque ya la LS-56 previó plazos para la sucesiva aprobación de los 

planes generales de ordenación en todos los municipios42, todavía existen Ayuntamientos 

que carecen de cualquier tipo de planeamiento43. Por lo que, atendiendo a la naturaleza 

jurídica de este tipo de instrumentos, la presente investigación también determina si la 

Administración tiene alguna obligación de reglamento que, correlativamente, genere en 

la empresa interesada otro tanto derecho al planeamiento. 

 

Esta hipótesis es analizada no sólo en lo que afecta al Plan General, como disposición 

administrativa que debe ordenar urbanísticamente la integridad del municipio; sino 

también respecto de la programación y plazos para la aprobación de los instrumentos de 

desarrollo fijados por el propio Plan General. De la respuesta que corresponda en cada 

supuesto dependerá la impugnabilidad de la inactividad administrativa y sus 

consecuencias jurídicas, como por ejemplo el devengo de responsabilidad patrimonial por 

parte de la Administración incumplidora. 

 

Además, entre la aprobación del planeamiento general y la aprobación de los 

subsiguientes instrumentos de desarrollo existe un periodo de vacacio urbanístico, es 

decir una expectativa de norma generada por otra norma superior durante la cual el terreno 

afectado se encuentra inutilizado. Su aprovechamiento urbanístico no se puede iniciar 

hasta la aprobación de la norma reglamentaria prevista que lo ordene con detalle y que, 

teóricamente, debería ser aprobada en los plazos programados: la presente investigación 

analiza las consecuencias jurídicas cuando estos plazos sean superados, así como el 

margen de actuación de los interesados para utilizar empresarialmente el suelo cuya 

explotación industrial o terciaria está prevista en el planeamiento, pero congelada hasta 

que la ordenación detallada sea aprobada. Margen de maniobra que varía en función del 

régimen vigente en cada Comunidad Autónoma. 

 

                                                           
42 Art.  29 de la LS-56. Plazos sist®micamente incumplidos, porque transcurridos veinte a¶os de su entrada 

en vigor s·lo hab²an sido aprobados 600 Planes Generales en todo el pa²s, o lo que es lo mismo, s·lo un 
7,5% del territorio espa¶ol se encontraba planeado. A est® fracaso de planeamiento se le han atribuido dos 
tipos de consecuencias: por un lado, el peligroso distanciamiento entre la norma (pensada para ejecutar a 
trav®s de los Planes) y la realidad (en la que era preciso arregl§rselas sin ellos), que determin· la p®rdida 
de credibilidad de la Ley; y por otro, una correlativa escasez de suelo apto para la edificaci·n (ya que s·lo 
los Planes pod²an crearlo), lo que contribuy· a exacerbar la tendencia especulativa y tensiones 
inflacionistas (Vid. FERNĆNDEZ RODRĉGUEZ, T.R.: ñIntroducci·n al Derecho Urban²sticoò, en 
Manual de Derecho Urban²stico, Editorial Aranzadi, S.A., enero 2014, aranzadi.aranzadidigital.es 
(17/12/2016) 

43 En el a¶o 2013 un total de 37 municipios de la Comunidad Aut·noma de Galicia no hab²an aprobado 
nunca aprobado su Plan urban²stico y segu²an rigi®ndose por las Normas Provinciales de Planeamiento 
Municipal. A 15 de diciembre de 2014 el n¼mero se redujo a 33. Mientras que en ambos ejercicios un 
total de 16 ayuntamientos s·lo dispon²an de un instrumento de Delimitaci·n de suelo urbano, seg¼n la 
ñTaboa do estado do planeamiento urban²stico xeral de Galiciaò publicada por la Conseller²a de Medio 
Ambiente, Territorio e Infraestructuras da Xunta de Galicia en www.cmati.xunta.es (18/03/2015). 

http://www.cmati.xunta.es/
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Pero el mayor peso de la investigación recae en el estudio del régimen jurídico 

aplicable a la falta de resolución expresa en los procedimientos de ordenación del 

territorio y planeamiento, con tanta variedad de supuestos como fases debe superar un 

procedimiento de ordenación del territorio o planeamiento urbanístico. A su vez, su 

número varía en función del tipo de instrumento de ordenación o planeamiento de que se 

trate. Y el régimen jurídico también difiere en función de cada Comunidad Autónoma. 

 

Esta casuística normativa no es teórica ni meramente hipotética, sino efecto de que 

las Comunidades Autónomas regulan el sentido del silencio o inactividad en cada fase 

intermedia de tramitación del planeamiento sin seguir un criterio uniforme: el sentido 

positivo que unas atribuyen, otras lo penalizan con una presunción desestimatoria. 

Tampoco faltan las legislaciones urbanísticas que, desgraciadamente, no expresan el 

sentido del silencio ni dan pautas interpretativas, por lo que es necesario recurrir a las 

reglas del régimen común. 

 

El resultado de este análisis puede ser capital para cualquier proyecto empresarial, si 

quiere conocer los plazos de tramitación total del procedimiento, que a su vez dependen 

de la suma de los intermedios; de las consecuencias del vencimiento del plazo sin 

resolución expresa; y del margen de reacción el interesado, si lo  hubiere. Datos que deben 

ser tenidos en cuenta a la hora de elegir la ubicación de las empresas. 

 
También merece especial atención el problema práctico y jurídico que plantea hacer 

valer la aprobación de una disposición general urbanística por silencio. Si la resolución 

es de trámite (por ejemplo, la incoación a instancia de parte, o la aprobación inicial, o la 

aprobación provisional) la complejidad radica en poner en marcha el siguiente trámite; si 

la resolución es definitiva, lo difícil es cumplimentar el requisito de publicidad y 

conseguir su ejecutividad. Esta Tesis recopila todos los supuestos expresamente 

regulados, y propone las posibles soluciones a los vacíos legales detectados. 

 

A toda obligación de resolver expresamente le sigue la obligación de indemnizar si 

su incumplimiento ocasiona al interesado algún daño o perjuicio evaluable 

económicamente. Cuestión de gran transcendencia cuando tal interesado es un empresario 

que invierte su patrimonio y recursos con el fin de lucrarse, porque desde este punto de 

vista subjetivo, el montante económico siempre será importante. Por eso, la compilación 

de datos legales, jurisprudenciales y doctrinales realizada en la presente Tesis también va 

dirigida a determinar si el incumplimiento de plazos, la falta de resolución expresa e 

incluso el silencio administrativo positivo en los procedimientos de ordenación territorial 

y planeamiento pueden generar, a favor del administrado, alguna responsabilidad 

patrimonial.  
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Finalmente, como resultado de la información recabada y los datos analizados, la 

Tesis formula una crítica constructiva del sistema vigente, destacando sus aciertos y 

denunciando fallos, respecto de los cuales se proponen recomendaciones y sugerencias 

que pueden facilitar la decisión empresarial de emplazamiento y mejorar el sistema 

administrativo vigente. 

 

 

 

III. LIMITACIÓN TEMÁTICA DE LA TESIS DOCTORAL 

 

La presente Tesis atiende a un problema concreto: la demanda empresarial de suelo 

urbanísticamente planificado y detalladamente ordenado. Planteamiento que determina 

un doble acotamiento temático. 

 

Por un lado, su principal destinatario no es cualquier usuario de suelo u operador 

económico, sino sólo el sector empresarial, entendiendo por tal el industrial, comercial y 

profesional44. Obviamente no sólo estas actividades necesitan suelo planificado, porque 

también los restantes usos (residencial, dotacional, espacios libres e infraestructuras) 

dependen de que la ordenación detallada haya sido definitivamente aprobada. Pero siendo 

todas estas demandas importantes, resulta que la empresarial es mucho más urgente y 

acuciante: 

 

                                                           
44 El art. 5.Dos de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto del Valor A¶adido establece que ñson 

actividades empresariales o profesionales las que impliquen la ordenaci·n por cuenta propia de 
factores de producci·n materiales y humanos o de uno de ellos, con la finalidad de intervenir en la 
producci·n o distribuci·n de bienes o servicios. En particular, tienen esta consideraci·n las actividades 
extractivas, de fabricaci·n, comercio y prestaci·n de servicios, incluidas las de artesan²a, agr²colas, 
forestales, ganaderas, pesqueras, de construcci·n, mineras y el ejercicio de profesiones liberales y 
art²sticasò. Desde este punto de vista y en sentido amplio, toda actividad industrial y comercial es 
profesional, pero actualmente no todo ejercicio profesional (en sentido estricto) es comercial, ni mucho 
menos industrial. El sobredimensionamiento que ha experimentado el sector Servicios desde principios 
del siglo XX, acelerado durante su segunda mitad, ha supuesto que a 1 de enero de 2013 en Espa¶a 
tuviera el mayor peso en la estructura empresarial, representando el 55,6% del total. Incluye todas las 
empresas dedicadas a hosteler²a, transporte y almacenamiento, informaci·n y comunicaciones, 
cient²ficas y t®cnicas, actividades administrativas y de servicios auxiliares, educativas, sanitarias y de 
asistencia social y otro tipo de actividades sociales, incluidos los servicios personales. El peso del 
Comercio era el 24,3%, que engloba las empresas que desarrollan actividades de venta al por mayor, al 
por menor y los intermediarios del comercio. Por ¼ltimo, las empresas del sector Construcci·n 
representaron el 13,5% del total y las de la Industria el 6,6% (Datos del INE: ñEstructura y dinamismo 
del tejido empresarial en Espa¶a. Directorio Central de Empresas (DIRCE) a 1 de enero de 2013ò, en 
Notas de prensa, 2 de agosto de 2013, http://www.ine.es/prensa/np794.pdf). Desde este punto de vista, 
la profesi·n liberal en sentido estricto se ci¶e a aquella actividad personal en la que impera el aporte 
intelectual, el conocimiento y la t®cnica, ñque consiste principalmente en una actividad y requiere un 
t²tulo acad®mico para su ejercicioò seg¼n la sexta acepci·n del t®rmino ñliberalò, dicho de una 
profesi·n, en del Diccionario de la RAE (rae.es [22/04/2017]) y estar²a comprendida en el sector 
Servicios. 

http://www.ine.es/prensa/np794.pdf
http://dle.rae.es/?id=NEJ9xgv
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1) Porque puede que un término municipal no cuente con planeamiento, pero siempre 

contará con un parque residencial preexistente que, a duras penas, cubrirá las 

necesidades más acuciantes de primera vivienda. Sobre todo si se potencian las 

actuaciones rehabilitadoras.  

 

2) Los principales sistemas generales e infraestructuras cuentan con normativa sectorial 

que les libera del planeamiento como condicionante previo45, sin perjuicio de la 

necesaria coordinación46. 

 

Por el contrario, los municipios sin planeamiento o con planificación obsoleta están 

imposibilitados para generar grandes bolsas de suelo industrial o terciario que acoja proyectos 

de envergadura. Sin planeamiento se podrá mantener el censo de habitantes, pero no crecer 

económicamente. 

 

Ahora bien, la problemática jurídica de los supuestos de falta de ordenación urbanística 

o retraso en su tramitación es muy similar ïpor no decir idéntica- para todos estos casos. Por 

ejemplo, la interpretación legal que corresponde a la falta de aprobación inicial del 

planeamiento tramitado a instancia de parte es la misma, tanto si su objetivo es calificar suelo 

con uso industrial o destino residencial.  Por eso, el análisis pormenorizado de cada supuesto 

de inactividad y silencio en los procedimientos de ordenación del territorio y planeamiento 

es extrapolable a cuando la demanda de suelo es para usos no empresariales. De manera que 

la presente tesis puede servir de punto de partida a posteriores estudios y trabajos que amplíen 

su centro de atención a la repercusión de la falta de planeamiento no solo en la libertad de 

empresa, sino también en la construcción de nueva vivienda, rehabilitación de cascos urbanos 

consolidados, generación de equipamientos y espacios dotacionales, construcción y 

coordinación de infraestructuras estructurales, etc. Cuestiones todas ellas de gran relevancia, 

pero que por su amplitud no son abordadas en esta Tesis.  

 

                                                           
45 Por ejemplo, el art. 16.1 de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de Carreteras permite al Consejo de 

Ministros imponer la prevalencia de carreteras o variantes no incluidas en el planeamiento urban²stico, 
que deber§ acomodarse a las determinaciones del proyecto en el plazo de un a¶o desde su aprobaci·n. 

46 En los t®rminos que se¶ala VALCĆRCEL FERNĆNDEZ, P: ñEn este sentido es necesario recalcar la 
importancia que tiene la previsi·n de mecanismos de coordinaci·n entre los diversos instrumentos de 
planeamiento que cada nivel elaboran las distintas Administraciones P¼blicas competentes, que, entre 
otros aspectos, ha desembocado en el reconocimiento del car§cter vinculante del planeamiento de 
ordenaci·n del territorio sobre el urban²stico. En concreto, se afirma la obligatoriedad de respetar por 
el planeamiento urban²stico las previsiones sobre infraestructuras previstas por el planeamiento sobre 
ordenaci·n del territorio auton·mico y estatal. Y por el planeamiento auton·mico las del planeamiento 
estatal. En sede normativa esto ha desencadenado la existencia de distintas normas estatales que 
declaran que ante la aprobaci·n de un plan en el que se prevea la realizaci·n de  una determinada 
infraestructura estatal, esta previsi·n ha de ser acogida y respetada por el planeamiento urban²stico en 
el que se habr§n de figurar dichas infraestructuras integradas como sistemas generales, como se ha 
vistoò (VALCARCEL FERNĆNDEZ, P: ñIncidencia de las Evaluaciones de Impacto Ambiental y de las 
Evaluaciones Estrat®gicas de Impacto Ambiental en la elaboraci·n de planes urban²sticosò, en Pr§ctica 
urban²stica: Revista mensual de urbanismo, nÜ 45, p§g.. 15-24). 
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Por otro lado, desde el punto de vista urbanístico es obvio que la actividad 

empresarial no depende exclusivamente de la planificación urbanística. La ordenación 

detallada del suelo sólo se logra una vez superadas todas las fases de planeamiento, pero 

tras aprobarla es necesario que la Administración competente también tramite y apruebe 

ïde oficio o a instancia de parte, según el sistema de actuación- los correspondientes 

instrumentos de gestión y equidistribución; así como el correspondiente proyecto de 

urbanización o de obra que materialice la urbanización diseñada en aquel planeamiento y 

que dotará a las parcelas resultantes de los servicios urbanísticos adecuados. Sólo una vez 

aprobados definitivamente e iniciada su ejecución47 las parcelas en la que el suelo haya 

sido legalmente dividida serán aptas para la edificación y contarán con acceso por vía 

pública pavimentada y servicios urbanos de abastecimiento de agua potable, evacuación 

de aguas residuales a la red de saneamiento, suministro de energía eléctrica, alumbrado 

público, en condiciones de caudal y potencia adecuadas para los usos permitidos, así 

como alineaciones, rasantes y normas técnicas establecidas en el planeamiento y 

legislación urbanística aplicables. 

 

Además, la actividad, apertura o funcionamiento para la instalación, implantación 

o ejercicio de cualquier actividad económica, empresarial, profesional, industrial o 

comercial precisa la correspondiente comprobación e inspección y control del 

cumplimiento de lo dispuesto en la normativa urbanística, ya sea mediante comunicación 

previa, declaración responsable o licencia de obra y actividad. Dicha comprobación se realiza 

conforme al procedimiento administrativo legalmente aplicable, en el que también se puede 

producir un silencio o inactividad administrativa.  

 

Pero el estudio de todos estos procedimientos administrativos queda fuera de la 

presente Tesis porque la legislación urbanística regula expresamente el tratamiento jurídico 

de los distintos supuestos de silencio que se pueden producir durante la tramitación de 

proyectos de equidistribución, urbanización, edificación e inicio de actividad. Incluso 

recientemente el legislador ha revocado la tradicional regla general del silencio positivo en 

los expedientes de solicitud de licencia, salvo que lo solicitado fuese ilegal. Ahora en los 

expedientes de solicitud de licencia de obra mayor el silencio siempre es negativo48. 

 

Además, la aplicación de las reglas de derecho común sobre inactividad administrativa, 

falta de resolución expresa y silencio administrativo en este tipo de expedientes es menos 

conflictiva, porque las resoluciones que aprueban o autorizan los proyectos de gestión, 

                                                           
47 Los arts. 39, 40 y 41 del RGU permiten la edificaci·n en terrenos que todav²a no hayan adquirido la 

condici·n de solar cuando se asegure la ejecuci·n simult§nea de la urbanizaci·n y de la edificaci·n. 
48 Art. 23 del Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de 

control del gasto p¼blico y cancelaci·n de deudas con empresas y aut·nomos, contra²das por las entidades 
locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitaci·n y de simplificaci·n 
administrativa (convalidado mediante Resoluci·n del Congreso de Diputados de 14 de julio de 2011), que 
ahora recoge el art. 11.4 del TRLSRU-15. 
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urbanización, edificación y actividad son actos administrativos, mientras que la naturaleza 

jurídica de  los instrumentos de ordenación del territorio y planeamiento es de disposición 

general, o como mínimo contienen algunos elementos de actos administrativos y otros de 

disposición general. Las reglas interpretativas del silencio administrativo establecidas en el 

procedimiento común están expresamente previstas para los actos administrativos, pero no 

para las normas administrativas, lo cual dificulta su aplicación. 

 

 Y, por último, el silencio administrativo en los procedimientos de solicitud de licencia 

urbanística ya ha sido tratado por numerosa jurisprudencia y doctrina, mientras que el silencio 

en los procedimientos de planeamiento y ordenación del territorio no han merecido la misma 

atención.  

 

Por último, para facilitar en la medida de lo posible la lectura corrida de la presente 

Tesis se ha procurado evitar la mención numérica de preceptos, remitiendo su concreta cita e 

a la correspondiente nota a pie de página. También se ha evitado la reproducción íntegra de 

los títulos de cada uno de los textos legales citados, recurriendo a su acrónimo. Es posible 

que, en ocasiones, el texto parezca una sopa de letras como consecuencia de la proliferación 

de citas legales, pero la opción contraria -consistente en reproducir íntegramente los títulos 

de cada referencia normativa- haría difícilmente legibles párrafos enteros, o seguir el hilo de 

la argumentación. Por eso, como mal menor, en el texto se abusa de las abreviaturas y 

acrónimos, debidamente identificados en la pertinente lista, con el fin de facilitar la lectura 

ñliterariaò del texto, sin menoscabo de su rigor jurídico. 
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I. INTRODUCCIÓN: ¿LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL DEPENDE DE LA 

PLANIFICACIÓN TERRITORIAL Y URBANÍSTICA? 
 

Es un hecho legalmente reconocido que los procedimientos de aprobación de 

instrumentos de ordenación territorial y urbanística tienen una trascendencia capital por su 

incidencia en el crecimiento económico y que desborda con mucho el plano estrictamente 

sectorial. Por eso el TRLSRU-15 encomienda a los Poderes Públicos formular y desarrollar, 

en el medio urbano, las políticas de su respectiva competencia, de acuerdo con los principios 

de competitividad y sostenibilidad económica49, así como favorecer y fomentar la 

dinamización económica y la localización de actividades económicas generadoras de empleo 

estable50. Encarga a las Administraciones Púbicas -en particular a las competentes en ambas 

materias- que en la ordenación territorial y urbanística atribuyan a los terrenos un destino que 

comporte o posibilite el paso de la situación de suelo rural a la de suelo urbanizado, mediante 

la urbanización, en cuantía suficiente para satisfacer las necesidades que lo justifiquen51; y 

destinar suelo adecuado y suficiente para usos productivos52: porque la planificación 

territorial y urbanística afecta directamente al ejercicio de la libertad de empresa en general, 

y a la libertad de competencia en particular53. 

 

A su vez, la actividad empresarial desempeña un papel trascendental en el desarrollo 

de la vida urbana por sus funciones sociales de relación y animación, así como factor de 

estructuración territorial. También porque es causa de algunos de los males que padecen las 

ciudades, como por ejemplo los problemas que generan las grandes superficies industriales y 

comerciales instaladas en la periferia (revalorizan el suelo propiciando procesos 

especulativos, crecimiento o surgimiento incontrolado de ciudades, etc.), o en el propio casco 

urbano (revalorizan el suelo, deterioro o degradación de la trama urbana consolidada, 

saturación o congestión del tráfico rodado, carencia de servicios urbanísticos prexistentes, 

propiciación de contaminación acústica y ambiental, deficiente accesibilidad, etc.). Por eso 

la planificación territorial54 es un instrumento esencial para la ordenación espacial de 

                                                           
49 Art. 3.3 del TRLSRU-15. 
50 Art. 3.3.a) y b) del TRLSRU-15. 
51 Art. 20.1.a) del TRLSRU-15. 
52 Art. 20.1.b) del TRLSRU-15. 
53 El extinto Tribunal de Defensa de la Competencia denunci· la incidencia negativa que la planificaci·n 

urban²stica estaba teniendo en la competitividad de determinados sectores econ·micos, como por ejemplo 
la actividad comercial (Vid. Tribunal de Defensa de la Competencia, Remedios pol²ticos que pueden 
favorecer a la libre competencia en los servicios y atajar el da¶o causado por lo monopolios, Tribunal 
de Defensa de la Competencia-Ministerio de Econom²a y Hacienda, Barcelona, 1994, p§g. 195). Aunque, 
como advierte P£REZ FERNĆNDEZ, la maldad no se debe atribuir al planeamiento, sino a quienes lo 
utilizan mal, porque la realidad tambi®n ofrece ejemplos en sentido contrario, como los Ayuntamientos 
de Madrid, Barcelona o Gij·n (Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de 
empresaé op. cit, p§g. 195, nota 214, y p§g. 196, nota 216). 

54 Tras la Segunda Guerra Mundial surge y se desarrolla en Europa Occidental la Planificaci·n Territorial 
como disciplina cient²fica, siendo las experiencias de Alemania, Gran Breta¶a y, en especial, Francia los 
puntos principales de referencia (vid. SĆNCH£Z PAVčN, B.; ñOrdenaci·n del territorio y planificaci·n 
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cualquier sector empresarial55 y -como la presente tesis tiene por objeto analizar las 

situaciones en las que la inexistencia de la ordenación del territorio y planificación urbanística 

imposibilita el libre ejercicio de la actividad empresarial-  procede determinar en primer lugar 

qué instrumentos disponen las Administraciones Públicas para solucionar los problemas 

urbanísticos que plantea la integración espacial de las actividades empresariales. Como señala 

PÉREZ FERNÁNDEZ, tales instrumentos se pueden reconducir a tres categorías56: 

 

a) Los instrumentos ligados a las técnicas propias de la ordenación territorial y 

urbanística: los instrumentos de ordenación del territorio y los Planes urbanísticos y 

las actuaciones específicas en la trama urbana. 

 

b) Los instrumentos ligados a una política sectorial empresarial previamente diseñada: 

los planes industriales y comerciales en sentido estricto. 

                                                           

de plataformas log²sticas: Reflexiones cr²ticas para una estrategia de futuroò, en 
ww.pendientedemigracion.ucm.es, [21/12/2016] p§g. 1, que cita a  FEAL LAGO, C.: Estudio de la 
problem§tica a nivel europeo y an§lisis de los particulares sistemas nacionales, Ministerio de la Vivienda, 
Madrid, 1970). Pero a pesar de que ya acumula d®cadas de experiencia, todav²a sigue existiendo una 
confusi·n terminol·gica en el empleo de las expresiones planificaci·n territorial, ordenaci·n territorial 
y planificaci·n urban²stica, entre otras similares. Por ejemplo, HERNĆEZ SALGUEIRO reconoce que: 
ñEl que denominamos planeamiento territorial, es el conjunto de herramientas jur²dicas destinadas a 
regular y ordenar el espacio f²sico en el que nos desenvolvemos. Si bien estrictamente hablando deber²a 
incluir el planeamiento municipal o urban²stico, puesto que evidentemente los municipios conforman el 
territorio sobre el que se asienta el n¼cleo de vida y actividad de los ciudadanos, vamos a referirnos al 
Planeamiento Territorial por exclusi·n, considerando ¼nicamente como tal aquellos instrumentos de 
ordenaci·n supramunicipal, que tienen un car§cter rector, puesto que tienen por objeto establecer unas 
directrices o l²neas b§sicas de la ordenaci·n del territorioò (Vid. HERNĆEZ SALGUEIRO, E.: 
ñPlanificaci·n urban²sticaò, en URBANISMO. La propiedad ante el urbanismo. Planificaci·n y gesti·n 
urban²stica. Licencias y disciplina urban²stica. Expropiaci·n forzosa, Coor. GARCĉA GčMEZ DE 
MERCADO, F., Editorial Comares, S.L., Granada, 2008, p§g. 146). Es decir, esta autora distingue por un 
lado la planificaci·n urban²stica (con min¼sculas), como g®nero, que comprende dos especies: por un 
lado, la Planificaci·n Territorial (con may¼sculas) supramunicipal y que establece las l²neas b§sicas de 
la ordenaci·n del territorio; y por otro el planeamiento municipal o urban²stico, que desarrolla aquellas 
l²neas b§sicas y las convierten en determinaciones concretas. FERNĆNDEZ GONZĆLEZ contempla 
ñdos categor²as de planes: aquellos a los que corresponde llevar a cabo la ordenaci·n del territorio y 
aquellos dirigidos a materializar el planeamiento urban²stico propiamente dichoò Vid. FERNĆNDEZ 
GONZĆLEZ, F.J.; ñLos distintos instrumentos de planeamiento y sus relaciones. La regulaci·n en la Ley 
del Suelo de Cantabriaò, en Derecho y urbanismo: principios e instituciones comunes, Dir. CHAMORRO 
GONZĆLEZ, J.M., Cuadernos de Derecho Judicial X-2003, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 
2004, p§gs. 247 y 248). Para intentar ganar el m§ximo rigor, en la presente Tesis se va a emplear la 
expresi·n planificaci·n territorial como referencia a la disciplina gen®rica que comprende, por un lado, 
la ordenaci·n territorial y, por otro, la planificaci·n urban²stica. Sin perjuicio de que, como consecuencia 
del deseo de no reiterar excesivamente ambos t®rminos ni alargar excesivamente las frases -y arrastrados 
por los diversos usos legales, jurisprudenciales y legales- caigamos en ocasiones en la misma confusi·n 
legal y doctrinal. 

55 Desde cualquier punto de vista, como por ejemplo el de la seguridad: el Considerando 12 de la Directiva 
2012/18/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio de 2012, relativa al control de los riesgos 
inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas y por la que se modifica y 
ulteriormente deroga la Directiva 96/82/CE, advierte de la necesidad de que las pol²ticas de ordenaci·n 
territorial aplicadas en los Estados miembros garanticen las distancias adecuadas entre las zonas sensibles 
y establecimientos industriales que presenten peligros de accidente grave, que se materializa en el art. 13 
de la Directiva sobre Planificaci·n de la ocupaci·n del suelo. 

56 Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit, p§g. 89 

http://pendientedemigracion.ucm.es/info/ec/jec10/ponencias/813SanchezPavon.pdf
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c) Los instrumentos ligados a la resolución específica del conflicto entre actividades 

empresariales: las licencias, autorizaciones, declaraciones responsables y 

comunicaciones previas administrativas. 

 

De estas tres categorías nos interesa la primera, porque los instrumentos de ordenación 

del territorio y los Planes urbanísticos son el requisito normativo previo para que los terrenos 

puedan ser urbanizados y, en su día, utilizados empresarialmente. Mientras que actualmente 

y salvo puntuales excepciones, los planes industriales y comerciales carecen de tal 

competencia, porque las legislaciones sectoriales se remiten a tal efecto a los instrumentos de 

ordenación del territorio y urbanístico.  Es decir, los instrumentos de política empresarial y 

los de control administrativo del inicio de la actividad resultan inútiles si falta el primer 

requisito, consistente en que los terrenos cuenten con la ordenación urbanística aprobada. Tal 

carácter preliminar de la planificación territorial también lo convierte en fuente de 

información prioritaria para el empresario, porque es el único documento que le aclarará si 

los terrenos escogidos tienen realmente alguna vocación industrial o comercial. Cuestión 

aparte es cuanto se demore esa vocación planificada en hacerse realidad. 

 

La necesidad de que las actividades industriales y comerciales sean tenidas en cuenta 

por los diferentes escalones de la ordenación del territorio y el planeamiento y, por tanto, la 

idoneidad de los instrumentos de ordenación y los Planes urbanísticos para llevar a cabo la 

ordenación espacial del uso empresarial, de su ubicación y establecimiento, es algo 

doctrinalmente aceptado57. La ordenación territorial -en sentido amplio-58 tiene por objeto la 

localización racional, funcional y equilibrada de las actividades humanas (uso del suelo y 

                                                           
57 Vid. CRISTOS DE LA FUENTE, J.: ñEstructura urbana del comercio interiorò, en Informaci·n 

Comercial Espa¶ola, n¼m. 405, 1967, p§gs. 74 y ss.; IRESCO (autor corporativo): Urbanismo Comercial 
en Gerona, Instituto de Reforma de las Estructuras Comerciales (IRESCO), Madrid, 1977, p§gs. 22 y 23;  
DE TERĆN, F.: ñEl planeamiento ante nuevas formas comercialesò, en Ciudad y Territorio, n¼m. 1, 1978, 
p§gs. 75 y ss.; TARRRAGO, M.: ñUrbanismo comercial. Respuestas de futuro para el binomio comercio-
ciudadò, en Distribuci·n y Consumo, n¼m. 2, 1992, p§g. 22; CASARES RIPOLL, J.: ñLa pol²tica de 
comercio interior en Espa¶a y otros pa²sesò, en Informaci·n Comercial Espa¶ola, n¼m. 713, 1995, p§g. 
40; FERRETI I JACAS, J.: ñMunicipios e intervenci·n en la actividad comercial de Catalu¶aò, en 
Municipios e intervenci·n en la actividad comercial, Ponencias de la Primeras Jornadas de Derecho 
Local, Girona, 1988, p§gs. 62 a 65; TORNO MAS, J.: ñComercio interior y exteriorò, en Derecho 
Administrativo Econ·mico (Dir. MARTĉN-RETORTILLO, S.), Tomo II, LA LEY, Madrid, 991, p§g. 647; 
MĉGUEZ MACHO, L.: ñLa reglamentaci·n administrativa de la actividad comercial por las 
Comunidades Aut·nomas en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (SSTC 225/1993, 227/1993, 
228/193 y 284/1993)ò, en Revista de Administraci·n P¼blica, nÜ 133, 1994, p§g. 278; y REBOLLO PUIG, 
M.: ñComercio, Ferias y Mercados. Defensa de los Consumidoresò, en Anuario del Gobierno Local, nÜ 1, 
1996, p§gs. 507-524 

58 P£REZ FERNĆNDEZ utiliza la expresi·n ordenaci·n urban²stica, que considera sin·nimo de 
ordenaci·n territorial y que engloba tanto la ordenaci·n del territorio como la ordenaci·n urban²stica 
propiamente dicha (Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé 
op. cit, p§g. 90, nota 150). Es un esfuerzo por parte de este autor de conjugar una terminolog²a com¼n, 
con el fin de diferenciar por un lado los instrumentos de ordenaci·n territorial, de los Planes urban²sticos, 
por otro, cuyos objetivos, contenido y procedimientos de aprobaci·n son distintos -incluso en muchas 
Comunidades Aut·nomas est§n regulados en distintos textos legales-, pero que comparten un fin com¼n: 
regular el uso y edificaci·n del suelo. Esfuerzo al que me sumo en la presente Tesis. 
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edificación), con incidencia en el medio físico y repercusión social, adecuadas a las 

exigencias del desarrollo económico-social y al servicio del bienestar de la población. Y las 

herramientas centrales para esa planificación territorial son los instrumentos de ordenación 

del territorio y el planeamiento urbanístico. 

 

En concreto, la Ordenación del Territorio es una función pública cuya aparición 

responde precisamente a la necesidad de controlar el espontáneo crecimiento de usos y 

actividades en el territorio59. Por ejemplo, en Gran Bretaña la proliferación de informes a 

cerca de problemas surgidos en relación con el uso del territorio coincidió con el movimiento 

doctrinal (Regional Plannig) sobre técnicas de gestión de aspectos geográficos, ecológicos y 

económicos de espacios físicos, de la que surgió una serie de leyes reguladoras del 

asentamiento de industrias (1945)60. En Francia el concepto de ordenación del territorio ha 

evolucionado desde una perspectiva que la situaba como una mera ampliación del urbanismo, 

hasta posiciones que la conciben como una promoción racional del espacio y utilización 

sostenible de los recursos naturales, con la finalidad de obtener un desarrollo económico 

armonioso y la elevación del nivel de vida de la población61. De este modo, la doctrina 

francesa configuró la ordenación del territorio como la proyección geográfica de la 

planificación económica62, que ha sido la opción acogida por países como Italia y España y 

definida como ñel desarrollo armonioso de las regiones en función de sus respectivas 

vocaciones productivasò63, asignando a esta disciplina la tarea de localizar los equipamientos 

públicos necesarios para el desarrollo económico y calificando la ordenación territorial como 

una ñnoción contingente del sistema económicoò64. 

 

En cuanto al Urbanismo, de entre el amplio y heterogéneo listado de materias que la 

LBRL65 atribuye a los municipios, PÉREZ FÉRNÁNDEZ considera que ésta es la que más 

incide sobre la ordenación comercial, porque afecta de un modo directo y trascendente a los 

efectos de determinar su localización66. En concreto, uno de los mecanismos sobre los que se 

articula la competencia municipal en materia de ordenaci·n comercial es ñel plan urbanístico 

para los aspectos relativos a la localización, dimensión superficial y régimen de usos 

                                                           
59 Vid. LčPEZ RAMčN, F.: ñPlanificaci·n Territorialò, en Revista de Administraci·n P¼blica nÜ 114, 

septiembre-diciembre 1987, p§gs. 127 y ss. 
60 Vid. SĆNCH£Z PAVčN, B.; ñOrdenaci·n del territorio y planificaci·n de plataformas log²sticas: 

Reflexiones cr²ticas para una estrategia de futuroò,é op. cit, p§g. 1, 
61 Vid. LAJUGIE, J.; DELFAUD, P.; LACOUR, C.; Espace regional et am®nagement du territoire, Dalloz, 

Par²s, 1979, p§gs. 83 y ss. 
62 Vid. N£MERY, J.C...; De la libert® des comunes dans lËam®nagement du territoire, LGDJ, Par²s, 1981, 

p§gs. 22 y sigs. 
63 Vid. QUERMONNE, J.L. y ANTONIE, S..; Am®nagement du territoire et d®veloppement regional, la 

Documentation fran­aise, Tomo I, Institut dËetudes politiques de Grenoble, 1965, p§g. 4 

64 Vid. N£MERY, J.C; De la libert® des comunes dans lËam®nagement du territoireé op. cit, p§gs. 22 y ss. 
65 Art. 25.2 de la LBRL 

66 Vid. ib²d., p§g. 144.  
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admitidos y excluidosò67 en el propio término municipal. Cuando el espacio abarca un ámbito 

supralocal, la competencia planificadora suele recaer en la Comunidad Autónoma, también 

al amparo ïfundamentalmente- de los títulos materiales de ordenación del territorio y 

urbanismo, sin exclusión o supresión total de la intervención municipal en la medida en que 

sus intereses también concurran68. Este autor llega a hablar de una ñordenación espacial del 

comercioò, entendiendo por tal el conjunto de instrumentos y medidas de actuación 

encaminadas a lograr una evolución racional del sector comercial que, en coordinación con 

las políticas de ordenación territorial y urbanística, permita un equilibrio entre las distintas 

formas comerciales y una adecuada satisfacción de las necesidades demandadas por el 

conjunto de los consumidores69.  Extendiendo ese concepto a la otra actividad empresarial 

por antonomasia (la industria), resulta que la ordenación espacial de la actividad empresarial 

pretende -en el marco diseñado por los instrumentos de ordenación urbanística- un desarrollo 

racional y equilibrado entre las diversas formas empresariales, y una adecuada satisfacción 

de las necesidades demandadas por el conjunto de consumidores.  Permite solventar, o ayuda 

a paliar, los problemas territoriales y urbanísticos que plantea la localización idónea y 

dimensión adecuada de los establecimientos industriales y comerciales, evitando que sean los 

operadores privados los que condicionen la futura forma y desarrollo de la ciudad y el 

territorio70. Por eso deben ser sus grandes objetivos71: 

 

1. Lograr una superficie de uso industrial y comercial adecuada a las necesidades y 

pautas de la economía en general y de consumo en particular, tanto presentes como 

en función de su previsible evolución.  

 

2. Integrar los ámbitos y sectores donde esté permitido el uso industrial y comercial 

dentro de las políticas de ordenación territorial y urbanística, al ser uno de los factores 

configurador y estructurador del territorio. Ha de buscarse su óptima localización 

territorial para satisfacer las necesidades de emplazamiento y accesibilidad, favorecer 

el equilibrio en el desarrollo de las aglomeraciones urbanas, o el mantenimiento de 

las actividades en las zonas urbanas, etc. 

 

Pero teniendo claro que la naturaleza del planeamiento estrictamente territorial no es la 

misma que la del urbanístico, porque sus respectivos objetos y ámbitos son distintos y están 

regidas por normativas diferentes72. Para ENÉRIZ OLAECHEA el urbanismo es ñuna 

                                                           
67 Vid. ib²d.,, p§g. 152 

68 Vid. ib²d.,, p§g. 156 

69 Vid. ib²d., p§g. 110. 
70 Vid. DE TERĆN, F.: ñEl planeamiento ante nuevas formas comercialesòé op. cit, p§g. 80  

71 Objetivos que P£REZ FERNĆNDEZ propone para la ordenaci·n espacial del comercio (Vid. P£REZ 
FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit, p§g. 114), en mi opini·n 
lo suficientemente acertados como para elevarlos a la ordenaci·n espacial de cualquier uso industrial y 
comercial. 

72 STSJ de Catalu¶a, Sala de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 3Û, de 13 de octubre de 2010, rec. 
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actuación administrativa que tiende, mediante la técnica del planeamiento de ámbito 

municipal, a ordenar la ciudad en su sentido estricto, y a fijar los usos y actividades, 

principalmente de los particulares, en el suelo comprendido en una magnitud localò; 
mientras que la ordenaci·n del territorio es una pol²tica y t®cnica administrativa ñdirigida a 

lograr, a través de criterios y de instrumentos de planeamiento vinculados con la 

planificación económica, bien el desarrollo equilibrado de las economías regionales y 

subregionales, junto con la mejora social de la calidad de vida ciudadana, la preservación 

del medio ambiente y la racional utilización de los recursos naturales y del suelo, bien la 

fijación de los usos y actividades, principalmente públicos, en el territorio en cuanto recurso 

natural escasoò73. Y la CE, aunque no define qué es urbanismo y ordenación del territorio, si 

diferencia ambos términos, configurándolos como dos materias distintas que se encuadran 

dentro de las competencias exclusivas de las Comunidades Autónomas en el art. 148.13ª74. 

 

 

 

                                                           

800/2006, FJ. 3Ü.  
73 Vid. EN£RIZ OLAECHEA, F.J.; La ordenaci·n del territorio en la legislaci·n Navarra, Civitas-Ivap, 

1991, p§gs. 85 y 86. Por su parte, HERNĆEZ SALGUEIRO, E.: ñPlanificaci·n urban²sticaò, en 
URBANISMO. La propiedad ante el urbanismo. Planificaci·n y gesti·n urban²stica. Licencias y 
disciplina urban²stica. Expropiaci·n forzosaé op. cit, p§g. 146, concibe el ñplaneamiento territorialò 
como el ñconjunto de herramientas jur²dicas destinadas a regular y ordenar el espacio f²sico en el que 
nos desenvolvemosò, y reconoce que ñestrictamente hablando deber²a incluir el planeamiento 
municipal o urban²stico, puesto que evidentemente los municipios conforman el territorio sobre el que 
se asienta el n¼cleo de la vida y actividad de los ciudadanosò. A pesar de lo cual separa ambas 
disciplinas y se refiere al ñPlaneamiento Territorial por exclusi·n, considerando ¼nicamente como tal 
aquellos instrumentos de ordenaci·n supramunicipal, que tienen un car§cter rector, puesto que tienen 
por objeto establecer unas directrices o l²neas b§sicas de la ordenaci·n del territorioò. Y AYALA 
GONZĆLEZ, R.; GAVILĆN RUEDA, A. y SĆNCHEZ GOYANES, E.; ñInstrumentos de ordenaci·n 
territorial en Castilla y Le·nò, en Derecho Urban²stico de Castilla y Le·n, (Coord. SĆNCHEZ 
GOYANES, E...), La Ley-Actualidad, S.A., 2005, p§g. 102, consideran que ambos tipos de instrumentos 
se diferencian: a) por su §mbito de aplicaci·n; b) por su instancia competencial o §mbito 
administrativoc) por su finalidad; d) por su contenido; e) por su ejecutividad; f) por su relaci·n de 
jerarqu²a; y g) por las t®cnicas empleadas. Aunque, en mi opini·n, estas diferencias ya no son ten 
evidentes porque: 1) el §mbito de aplicaci·n de la ordenaci·n del territorio ya no s·lo es auton·mica, 
regional o subregional, sino tambi®n local cuando se aprueban Planes y Proyectos Sectoriales para 
ubicar una infraestructura, dotaci·n o actuaci·n de inter®s supramunicipal porque puede servir a varios 
municipios, aunque f²sicamente no salga de una localidad; mientras que la mayor²a de las legislaciones 
urban²sticas permiten que los Planes Generales Supramunicpales, y algunas incluso los Planes Parciales 
y Especiales, comprendan terrenos de municipios lim²trofes; 2) la planificaci·n urban²stica tambi®n es 
competencia auton·mica cuando las legislaciones auton·micas le atribuyen la aprobaci·n definitiva del 
Plan General; 3) ning¼n l²mite legal impide articular la ordenaci·n territorial con car§cter local mediante 
los instrumentos subregionales y Planes y Proyectos sectoriales; y 4) los instrumentos de ordenaci·n 
del territorio pueden contener determinaciones directamente vinculantes y ejecutables. Ni si quiera el 
criterio jer§rquico es abosoluto, porque los instrumentos de ordenaci·n del territorio pueden atribuir a 
sus determinaciones el valor de recomendaciones u orientaciones sin car§cter vinculante. 

74 Vid. AYALA GONZĆLEZ, R.; GAVILĆN R., ANA y SĆNCHEZ GOYANES, E.; ñInstrumentos de 
ordenaci·n territorial en Castilla y Le·nòé op. cit, p§gs. 101, 106 y 107. Aunque recuerdan que la 
competencia auton·mica exclusiva no descarta competencias estatales concurrentes con ñcomponente 
territorial n²tidoò, como por ejemplo la planificaci·n econ·mica estatal y que puede limitar el ejercicio 
de aquella. 
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II. LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO COMO INSTRUMENTO DE 

LOCALIZACIÓN ESPACIAL DE LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL 

 

II.1. NATURALEZA JURÍDICA DE LOS SISTEMAS DE PLANIFICACIÓN 

TERRITORIAL: UNA NORMATIVA SECTORIAL MÁS QUE 

REGULA LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL 

 

Para el empresario la ordenación del territorio no es un mero acto administrativo o 

político con efectos puntuales que pueda ser negociado, acordado y resuelto en función 

de sus circunstancias personales y que se agote en su caso concreto, sino una disposición 

administrativa de carácter general y vocación de permanencia, equiparable a toda la 

legislación sectorial a la que debe ajustar su actividad. Tradicionalmente y en su 

concepción amplia se ha entendido que el urbanismo -como función pública y disciplina 

teórica- comprende dos tipos de operaciones planificadoras: ordenación del territorio por 

un lado, y planeamiento urbanístico, por otro. O al contrario, que la actividad urbanística 

en general (planificación, organización, dirección y control de la ocupación y utilización 

del suelo, así como su transformación mediante la urbanización y edificación) se 

desarrolla en el marco de la ordenación del territorio75: es decir, la ordenación del 

territorio es el género y el urbanismo una de sus especies. Incluso quienes desde su origen 

ha distinguido entre ordenación del territorio y urbanismo, admiten que ambos comparten 

un mismo objetivo, que es la ñdelimitación de los diversos usos a que pueda destinarse 

el suelo o espacio físico territorial76ò. Por lo que algunos autores han concebido ambas 
pol²ticas p¼blicas como reunidas en un macroconcepto de ñgobierno del territorioò, en el 
que deben cooperar todos los entes territoriales del Estado77, y que se desarrolla mediante 

una planificación territorial por escalones78. 

                                                           
75 Concepci·n que est§ legalmente expresada en el art. 2.1 de la LOUA 

76 SSTC 77/1984, de 3 de julio, rec. 250/1982, FJ. 21; 149/1991, de 4 de julio, rec. 1689/1998, FJ. 1Ü.B; 
36/1994, de 10 de febrero de 1994, rec. 1160/1987, FJ. 5Ü y 46/2007, de 1 de marzo de 2007, rec. 
3165/1999, FJ. 3Ü. En este sentido, LOBO RODRIGO afirma que la principal caracter²stica de la 
ordenaci·n del territorio es que ñse mueve en el §mbito supralocal, estableciendo las distintas 
vocaciones del territorio con la premisa de la plena integraci·n y compatibilizaci·n de las diferentes 
actividades que se realizan en ®l. Se trata de una funci·n pol²tica y administrativa dirigida a lograr una 
mayor racionalizaci·n de las actividades que se desarrollan en el territorio, todo ello partiendo de una 
perspectiva regional o suprarregional. Por tanto la ordenaci·n del territorio constituye una especie de 
supra-urbanismo, una actividad p¼blica dirigida a se¶alar la vocaci·n de las distintas partes del 
territorio, estableciendo las directrices, las pautas a seguir con el objetivo final de lograr una 
racionalizaci·n de los usos en el territorio, en aras de una mayor vertebraci·n territorial, sirvi®ndose 
para ello de diversas t®cnicas de estudio, an§lisis y programaci·n, entre las que destaca el urbanismoò 
(Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 
op. cit, p§gs. 52 y 52). 

77 Vid. PAREJO ALFONSO, L.J: Lecciones de Derecho administrativo. Orden econ·mico y sectores de 
referencia, 2Û ed., Valencia, Tirant lo Blanch, 2011, p§g. 215. 

78 Vid. SĆNCH£Z PAVčN, B.; ñOrdenaci·n del territorio y planificaci·n de plataformas log²sticas: 
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Pero aquella continua ordenación territorial-planificación urbanística diseñada por 

la legislación preconstitucional fue resquebrajada por la CE, desde el momento en que 

aparecen como títulos competenciales distintos79 donde sólo el urbanismo se integra en 

el ámbito característico de la autonomía local80. A partir de entonces ambas políticas 

pueden tener el mismo objeto, pero cumplen funciones distintas81. 

 

En lo que no hay tanto acuerdo es la conceptualización de la ordenación del 

territorio, surgiendo distintas opiniones doctrinales acerca de su significado, contenido y 

funciones, que a su vez la diferencien de la planificación urbanística. En la doctrina 

española se pueden distinguir dos grandes grupos de opinión. El primero -más vinculado 

al modelo alemán de la ordenación del territorio (Raumordung)- configura la ordenación 

del territorio como una planificación: 

 

- Superior y supralocal: comprende intervenciones en suelo extraurbanos, donde 

entran en juego intereses supralocales protegidos desde instancias públicas 

superiores: defensa nacional, carreteras, medio ambiente, etc. Por eso se 

entiende que su ámbito de actuación es supramunicipal, coordinando los 

diferentes Planes urbanísticos municipales para solucionar las relaciones 

funcionales entre los municipios, dar solución de continuidad a la planificación 

territorial y diseñar actuaciones concretas que comprenden terrenos de más de 

un municipio, o que dan servicio a más de uno. 

 

- General o integral, porque su fin esencial es coordinar las distintas actividades 

sectoriales que se van a desarrollar en el espacio físico. 

 

Este sector doctrinal ve la ordenación del territorio como una planificación y 

ordenación superior, supralocal e integral del espacio, ostentando una condición superior 

                                                           

Reflexiones cr²ticas para una estrategia de futuroòé op. cit, p§g. 6. En cualquier caso, la te·rica 
primac²a de la ordenaci·n del territorio sobre el urbanismo no encuentra respaldo en el origen hist·rico 
de ambas disciplinas, porque desde un punto de vista cronol·gico la aparici·n del urbanismo fue anterior 
a la ordenaci·n del territorio. LOBO RODRĉGO localiza el origen del t®rmino urbanismo en la figura 
del Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos espa¶ol IDELFONSO CERDê, responsable del Plan de 
Ensanche de Barcelona, aunque al principio utiliz· la expresi·n ñurbanizaci·nò en su obra Teor²a 
General de la Urbanizaci·n y aplicaci·n de sus principios y doctrinas a la reforma y ensanche de 
Barcelona, Imprenta Espa¶ola, Madrid, 1867, Edici·n realizada por el Instituto de Estudios Fiscales, 
Madrid, 1971, I, p§gs. 30 y 31. Mientras que el primer ejemplo de ordenaci·n del territorio lo encuentra 
en la llamada ñtown planning schemeò de 1909 en Reino Unido (Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La 
ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·n.. op. cit, p§g. 37) 

79 Art. 148.1.3Û de la CE. 
80 Art. 25.2.a) de la LBRL 

81 Vid. VAQUER CABALLERĉA, M.: ñEl urbanismo supramunicipalò, en Revista de Derecho Urban²stico 
y medio ambiente, n¼m. 279, Madrid, enero-febrero 2013, p§g. 36 



34 

 

precisamente por su carácter supralocal y su función coordinadora de una pluralidad de 

planificaciones82. A lo cual contribuye que, desde la perspectiva jurídica, uno de los 

aspectos más destacados y problemáticos de la ordenación territorial sea el eventual 

enfrentamiento de títulos competenciales: el genérico de la ordenación del territorio 

propio de las Comunidades Autónomas, que tiene una enorme tendencia expansiva; y los 

más específicos del Estado y las Corporaciones Locales, que subsisten y que ñconfieren 

a esa visión omnicomprensiva y global del tema una dimensión más concreta, detallista 

y sectorial, que es donde efectivamente se generan los problemasò83.  

 

Por el contrario, el sector mayoritario de la doctrina española atribuye a la 

ordenación del territorio un contenido más amplio, en línea con el sistema francés del 

ñam®nagement du territoireò84 y la Carta Europa de Ordenación del Territorio de 

198385. Para ellos la ordenaci·n territorial es ñel conjunto de acciones esencialmente de 

carácter público dirigidas a conseguir en un territorio definido la óptima utilización de 

sus propios recursos y de los recursos ajenos que le sean atribuidos, para que su 

población pueda desarrollar plenamente sus actividades, en forma equilibrada con su 

propio marco natural y ambiental, así como con otros territorios integrados en unidades 

solidarias de ámbito superiorò86. A la misma conclusión parece llegar el TC, cuando -

                                                           
82 Vid. PAREJO ALFONSO, L.J.: ñLa organizaci·n administrativa de la ordenaci·n del territorioò, Revista 

de Derecho Urban²stico, n¼m. 105, 1987, p§g. 18, nota 2, que se remite a la definici·n apuntada por el 
Tribunal Constitucional Federal alem§n en el Dictamen del 16 de junio de 1954. En la misma l²nea, Vid. 
QUINTANA LčPEZ, T.; ñLas actividades mineras y la ordenaci·n del espacioò, en Revista de Derecho 
Urban²stico, n¼m. 106, 1988, p§gs. 57 y 58; y Vid. CARCELLER FERNĆNDEZ, A.; Instituciones de 
Derecho Urban²stico, 4Û ed. Montecorvo, Madrid, 1989, p§gs. 34 y 35, que explican el nacimiento y 
origen de la ordenaci·n del territorio en la superaci·n de los objetivos iniciales que ten²a el urbanismo.  

83 Vid. MARTĉN REBOLLO, L.; ñPrologoò, en Estudios jur²dicos sobre ordenaci·n del territorio (Aut. 
LčPEZ RAMčN, F.), Editorial Aranzadi, Pamplona, 1995, p§g. 18. En el mismo sentido, vid. LčPEZ 
RAMčN, F.; ñPlanificaci·n Territorialò, Revista de Administraci·n P¼blica, n¼m. 114, 1987, p§gs. 142 
a 146. VAQUER CABALLERĉA advierte que: ñSubsumir estas competencias estatales o auton·micas 
en la materia de ordenaci·n del territorioò o hacerlo alternativamente en la de ñurbanismoò no es s·lo 
una cuesti·n te·rica, sino tambi®n pr§ctica, porque el bloque de la constitucionalidad instaura repartos 
competenciales distintos en ambas materias, de las que s·lo la segunda es necesariamente de inter®s 
local, con el alcance que ya conocemosò (Vid. VAQUER CABALLERĉA, M.: ñEl urbanismo 
supramunicipalòé op. cit, p§g. 26). 

84 Vid. BASSOLS COMA, M.; ñOrdenaci·n del territorio y medio ambiente: aspectos jur²dicosò, en Revista 
de Administraci·n P¼blica, nÜ 95, p§g. 47: ñel modelo franc®s aporta una valoraci·n del espacio o 
territorio desde una perspectiva de pol²tica econ·mica y en funci·n de su desarrollo programado, al 
objeto de conseguir una adecuada localizaci·n de las actividades econ·micas y de los asentamientos 
humanosò. Para este autor ñlËam®nagement du torritoire ser§ la traslaci·n o plasmaci·n geogr§fica de 
la planificaci·n econ·micaò. 

85 La Carta Europea de Ordenaci·n del Territorio, aprobada el 20 de mayo de 1983 en Torremolinos 
(Espa¶a) por la Conferencia Europea de Ministros Responsables de la Ordenaci·n del Territorio 
(CEMAT) define expresamente la noci·n de ordenaci·n del territorio en su apdo. 9: ñEs a la vez una 
disciplina cient²fica, una t®cnica administrativa y una pol²tica concebida como un enfoque 
interdisciplinario y global cuyo objetivo es un desarrollo equilibrado de las regiones y la organizaci·n 
f²sica del espacio seg¼n un concepto rectorò. 

86 Vid. LARRODERA LčPEZ, E.; ñUrbanismo y ordenaci·n territorialò, en Curso de Ordenaci·n del 
Territorio, Colegio de Arquitectos de Madrid, 1982, p§g. 15 
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asumiendo que ñla ordenación del territorio es, efectivamente, más una política que una 

concreta técnica y una política, además, de enorme amplitudò- afirma que: ñEsa enorme 
amplitud de su ámbito propio evidencia que quien asume, como competencia propia, la 

ordenación del territorio, ha de tomar en cuenta, para llevarla a cabo la incidencia 

territorial de todas las actuaciones de los poderes públicos, a fin de garantizar de ese 

modo el mejor uso de los recursos del suelo y del subsuelo, del aire y del agua y el 

equilibrio entre las distintas partes del territorio mismoò87. 

 

Intentando alcanzar una conclusión ecléctica que identifique los elementos o 

funciones de la planificación territorial y ambas teorías acepten, resulta que88: ñlos dos 

sectores de la Doctrina española han coincidido únicamente en fijar estas tres grandes 

notas que caracterizan a la ordenación del territorio: a) su ámbito de actuación 

supramunicipal, en contraposición al urbanismo, que es municipal89; b) su amplio 

contenido material, comprensivo de distintos sectores de la actuación administrativa, y 

c) la formulación de la ordenación del territorio a través de las técnicas de 

planificaciónò. Y sin perjuicio de la conexi·n que las vincula, se puede se¶alar el distinto 
objeto de la ordenaci·n del territorio y el urbanismo: ñla expresi·n ñordenaci·n del 
territorioò hace referencia a las grandes magnitudes, las decisiones básicas 

condicionantes de la estructura, disposición y composición de las actividades en el 

territorio, y por ello, en suma, a una actividad pública dirigida más bien a evaluar las 

características de un determinado territorio, así como su posición y función en la 

econom²a del conjunto, y a ñdirigirò, consecuentemente, la actuaci·n de los grandes 
operadores sobre el mismo (fundamentalmente, pues, el sector público), más que a 

ñestablecerò directamente la utilización concreta de éste en forma vinculante. Por el 

contrario, el urbanismo debe entonces hacer alusión a la magnitud local, al espacio de 

convivencia urbana y, por tanto, a una acción pública de regulación directa y precisa del 

uso del sueloò90. 

 

                                                           
87 STC 129/1991, Pleno, de 4 de julio de 1991, rec. 1689/1988, FJ. 1Ü.B. 
88 Vid. EN£RIZ OLAECHEA, F.J.; La Ordenaci·n del Territorio en la Legislaci·n de Navarraé op. cit, 

p§g. 54. 
89 Esta afirmaci·n ya no es del todo correcta o, al menos, no es seguida por algunas legislaciones 

urban²sticas que, a pesar de regular separadamente la ordenaci·n territorial y la planificaci·n 
urban²stica, incluyen en el primero planes cuyo §mbito territorial es exclusivamente municipal, pero 
cuya incidencia trascienda del t®rmino municipal en que se localicen; mientras que en el segundo 
permiten que algunos instrumentos de planeamiento abarquen uno o varios municipios.  Por ejemplo, 
en Galicia el art. 22.1 de la LOTG permite Planes Sectoriales de Incidencia Supramunicipal que se 
asienten en un ¼nico municipio, aunque transciendan del t®rmino municipal por su magnitud, 
importancia, demanda social o especiales caracter²sticas; mientras que el art. 51.2 de la LSG-16, que 
define los Planes Generales de Ordenaci·n Municipal como instrumentos urban²sticos de ordenaci·n 
integral que pueden abarcar ñuno o varios t®rminos municipales completosò.  

90 Vid. PAREJO ALFONSO, L.J.: ñLa organizaci·n administrativa de la ordenaci·n del territorioòé op. 
cit, p§g. 20. 



36 

 

Otros autores marcan la diferencia en la distinción funcional: la ordenación de 

territorio cumpliría una función normativa de equilibrio territorial supraordenada al 

urbanismo, mediante un sistema de planes e instrumentos de ordenación de finalidad 

coordinadora, de carácter estructural y de competencia supramunicipal; Mientras que el 

urbanismo cumple ñla determinación, en lo pertinente, del régimen jurídico del suelo en 

tanto que soporte de la actividad transformadora que implica la urbanización y la 

edificaciónò91. VAQUER CARBALLERÍA lo expresa sintéticamente: la función de la 

ordenación del territorio es ordenación estratégica y la función de la ordenación 

urbanística es la ordenación operativa, ñde donde se sigue que la primera está 

funcionalmente supraordenada a la segunda, pero también, y por ello mismo, 

diferenciada de ellaò92. 

 

Es decir, la ordenación territorial y urbanística serían funciones públicas que 

organizan y definen el uso del territorio y del suelo de acuerdo con el interés general, 

determinando las facultades y deberes del derecho de propiedad del suelo conforme al 

destino de este93. Ambas concurren en la determinación tanto del régimen jurídico 

objetivo del suelo, fijando su destino, como también el estatuto subjetivo de su 

propiedad94, pero no lo hacen del mismo modo ni con el mismo alcance: la ordenación 

del territorio se agota en la función normativa, como su nombre indica, mientras que el 

urbanismo comprende naturalmente tanto la ordenación como su ejecución, precisamente 

por tratarse de una ordenación operativa o directamente ejecutiva a la que le corresponde, 

entre otras cosas, establecer las dotaciones y servicios propios de los núcleos de población 

o urbanos y detallar los usos del suelo urbanizado95. 

 

Pero la realidad legislativa pone en duda este criterio de distinción cuando las leyes 

urbanísticas establecen que un determinado instrumento de ordenación del territorio tiene 

por objeto la ñclasificación y calificación urbanísticaò96 o ñnormativa urbanísticaò97 con 

ñlos mismos estándares de los planes parcialesò98 y con suficiente grado de detalle o 

determinación como para habilitar su inmediata ejecución99. Hasta el punto que, cuando 

                                                           
91 STC 61/1997, de 20 de marzo de 1997, rec. 2477/1990, FJ. 6Ü. 
92 Vid. VAQUER CABALLERĉA, M.: ñEl urbanismo supramunicipalòéop. cit, p§g. 36. 
93 Art. 4.1. del TRLSRU-15. 
94 Art. 1.1 del TRLSRU-15. 
95 Vid. VAQUER CABALLERĉA, M.: ñEl urbanismo supramunicipalòéop. cit, p§g. 36. 
96 Por ejemplo, los Planes de Singular Inter®s  en el art. 18.bis.1 y Proyectos de Singular Inter®s del art. 

19.1 del TRLOTAUCLM 

97 Por ejemplo, los Proyectos de Zonas de Inter®s Regional en el art. 32.6 de la LOTULR. 
98 Por ejemplo, los Proyectos de Zonas de Inter®s Regional de car§cter industrial en el art. 31.1.e) de la 

LOTULR. 
99 Posibilidad reconocida por la jurisprudencia cuando ampara que los instrumentos territoriales aprobados 

por las Comunidades Aut·nomas ñpueden clasificar y desclasificar suelo, regular usos e intensidades 
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tengan tal contenido, esta línea doctrinal niega que tales instrumentos merezcan el 

calificativo ñde ordenaciónò, sino que deben considerarse ñurbanísticosò, porque ñya no 

hace genuina ordenación del territorio sino urbanismo, por más que el interés de la obra 

o del uso del suelo trascienda al municipalò100. 

 

En definitiva, algunos autores afirman que ñla ordenación del territorio sólo existe 

en nuestro país como discurso académico y ni siquiera a este nivel el concepto parece 

estar claro entre los profesionalesò101. Esta opinión -no del todo errada si se atiende a la 

evidente posibilidad de regular en un mismo cuerpo legal los instrumentos de ordenación 

del territorio con los de planificación urbanística102; a la inexistencia de grandes 

diferencias técnicas entre ambos tipos de documentos; y a la propia confusión que el 

legislador propicia cuando regula como instrumentos de planeamiento los Planes 

Generales de Ordenación Supramunicipal- decae en la práctica ante la realidad legislativa 

configurada por las Comunidades Autónomas que, mayoritariamente, regulan en cuerpos 

o títulos legales separados y distintos la ordenación del territorio, por un lado, y la 

planificación urbanística, por otro. 

 

Lo que no se discute es que, en todo caso, la ordenación territorial consiste en un 

conjunto o sistema de planes de ámbito superior, competencia autonómica y eficacia 

vinculante sobre los Planes urbanísticos, o en unos instrumentos sectoriales de 

planificación también prevalentes, que siempre se superpone al urbanismo103. 

                                                           

y establecer est§ndares urban²sticos, siempre que ello sea necesario para el cumplimiento de la 
finalidades que a estos instrumentos (que son a la vez instrumentos de ordenaci·n territorial y de 
ordenaci·n urban²stica) se¶ala aquella normaò (STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, 
Secci·n 5Û, de 20 de febrero de 2003, rec. 775/1999, F.J. 7Ü). 

100 Vid. VAQUER CABALLERĉA, M.: ñEl urbanismo supramunicipalòéop. cit, p§g. 37. Por eso para 
GONZĆLEZ-VARAS IBA¤EZ no queda jur²dicamente claro donde se encuentra el l²mite regulatorio 
de un Plan de Ordenaci·n del Territorio respecto de un Plan Urban²stico Municipal (Vid. GONZĆLEZ-
BARAS IBĆ¤EZ, S.J.: Urbanismo y Ordenaci·n del Territorio, Thompson-Aranzadi, Cizur menor, 
2005, p§g.42) 

101 Vid. TORRES RIESCO, J.C.; ñPropuestas para una pol²tica de ordenaci·n del territorio en Espa¶aò, en 
Estudios territoriales, n¼m. 8, 1982, p§g. 69. 

102 Como en Canarias hace el TRLOTCENC; en Cantabria hace la LOTULR; en Extremadura hace la 
LSOTE; en Asturias hacen el TRDLVMOTUA y el ROTUA; en Castilla-La Mancha hacen el 
TRLOTAUCLM y el RPLOTAUCLM; en Navarra hacen la LFOTUN y el RDLFOTUN; en la 
Comunidad Valenciana hace la LOTUPV; y en Murcia hace la LOTURM, que regulan en el mismo 
texto la ordenaci·n de los recursos naturales y del territorio y la ordenaci·n urban²stica. Fusi·n 
normativa que LOBO RODRĉGUEZ felicita porque, aunque el objeto de ambas disciplinas pueda 
diferir, inciden sobre un mismo espacio f²sico: el territorio; ñpor lo que es preceptiva una coordinaci·n 
entre ambos campos, no solamente en cuanto a las acciones, sino sobre todo en cuanto a su regulaci·nò 
(Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 
op. cit, p§g. 55). En el mismo sentido, vid. PAREJO ALFONSO, L.J.; ñLa ordenaci·n territorial; un reto 
para el Estado de las Autonom²asò, en Revista de estudios de la administraci·n local y auton·mica, nÜ 
226, 1985, p§g. 220. 

103 Vid. VAQUER CABALLERĉA, M.; ñEl urbanismo supramunicipalòé op. cit, p§g. 26, que cita a 
LčPEZ RAMčN, F.; ñUrbanismo municipal y ordenaci·n del territorioò, en Revista Espa¶ola de 
Administraci·n P¼blica, nÜ 82, 1994, p§g. 214: ñdos son los mecanismos de relaci·n entre ordenaci·n 



38 

 

 

Por otra parte, en principio ambos tipos de instrumentos comparten la misma 

naturaleza jurídica. A pesar de que la jurisprudencia no se ha pronunciado con rotundidad 

sobre esta cuestión, nunca ha negado la superioridad jerárquica de los extintos Planes 

Directores Territoriales de Coordinación (ahora sustituidos por los Planes de Ordenación 

del Territorio autonómicos), a cuyas determinaciones ïcuando existan- deben someterse 

los Planes Generales de Ordenación Urbana104: ñla vinculatoriedad de los actuales planes 

de ordenación del territorio sobre los planes urbanísticos solo puede significar que 

aquellos participan de la naturaleza normativa de éstosò105. ñPara todo ello resulta 

esencial reconocer la naturaleza normativa del Plan, en cuanto que se integra en el 

ordenamiento jurídico y lo innova, sin que su aplicación determine el agotamiento de su 

eficacia, lo que, como es bien sabido, excluye de su concepto a los actos administrativos 

generales, como elementos ordenados por aquél, que se limitan a aplicar la norma en un 

supuesto dadoò106. Es decir, un instrumento de ordenación territorial no es un acto 

administrativo, sino una disposición general o norma jurídica con rango reglamentario: 

ñtirando de manual, acto administrativo es la declaración de voluntad, de juicio, de 

conocimiento o deseo realizada por la Administración en el ejercicio de una potestad 

                                                           

territorial y urbanismo regulados con car§cter general en la legislaci·n auton·mica de ordenaci·n del 
territorio: la atribuci·n de efectos directos prevalentes a los instrumentos de ordenaci·n del territorio 
y la remisi·n a los instrumentos urban²sticos de la capacidad de concretar y hacer operativas las 
previsiones de la ordenaci·n territorialò. 

104 As² lo establec²a expresamente el art. 10.2 del TRLS-76: ñCuando existan Planes Directores 
Territoriales de Coordinaci·n los Planes Generales Municipales deber§n redactarse teniendo en cuenta 
las determinaciones y directrices establecidas en aquellos de forma coordinada con las previsiones de 
la planificaci·n econ·mica y socialò; y el art. 70.2 del TRLS-92: ñCuando existan Planes Territoriales, 
los Planes Generales Municipales deber§n redactarse teniendo en cuenta las determinaciones y 
directrices establecidas en aqu®llosò. La doctrina considera que esa posici·n jer§rquicamente superior 
de los instrumentos de ordenaci·n del territorio respecto de la planificaci·n urban²stica es una de las 
caracter²sticas esenciales del concepto de ordenaci·n del territorio: los Planes urban²sticos se mueven 
en un §mbito territorial menor y deben adecuarse y respetar el contenido de los instrumentos de 
ordenaci·n territorial (Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes 
de telecomunicaci·né op. cit, p§g. 53, y GONZĆLEZ-VARAS IBĆ¤EZ, S.J.: ñLa jurisprudencia 
constitucional en materia de ordenaci·n del territorioò, Repertorio Aranzadi del Tribunal 
Constitucional, nÜ 1, 2000, p§g. 1893). Este ¼ltimo autor, en ñUrbanismo y ordenaci·n del territorioò, 
en Derecho urban²stico estatal y auton·mico (Coord. QUINTANA LčPEZ, T.), Tirant lo Blanch, 2001, 
p§gs. 80 y 81, destaca el car§cter vinculante de los planes de ordenaci·n territorial sobre los urban²sticos, 
consecuencia de su car§cter supramunicipal, configur§ndose como los instrumentos m§s id·neos para 
tratar los problemas que superan la dimensi·n municipal de los Planes urban²sticos. 

105 STSJ de Andaluc²a de M§laga, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 21 de enero de 2013, rec. 
958/2009, F.J. 2Ü, que cita a la STSJ del Pa²s Vasco de 20 de julio de 2006, rec. 1264/2001 y la STS, 
Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 4Û, de 11 de marzo de 2005, rec. 4751/2001, 
F.J. 2Ü, seg¼n la cual un instrumento sectorial de ordenaci·n debe calificarse como una norma jur²dica, 
pero no propiamente como un reglamento ejecutivo de la ley, por lo que no requiere dictamen de la 
Comisi·n Consultiva auton·mica. En el mismo sentido, SSTSJ de Andaluc²a de M§laga, Sala de lo 
Contencioso-administrativo, de 14 de noviembre de 2011, rec. 273/2007, FJ. 2Ü, y de 23 de mayo de 
2011, rec. 1518/2006. 

106 STSJ de Andaluc²a de M§laga, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 23 de diciembre de 2010, rec. 
274/2007, FJ. 4Ü. 
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administrativa distinta de la potestad reglamentaria, en cuanto que por medio de ésta se 

crea o innova derecho objetivo, en tanto que el acto administrativo, simplemente, lo 

aplicaò107. 

 

Por ejemplo, la legislación ARAGONESA confirma expresamente la naturaleza 

reglamentaria de la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón108 y la legislación 

asturiana establece que los planes y otros instrumentos de ordenación urbanística están 

vinculados jerárquicamente a los instrumentos de ordenación territorial109, atribuyéndoles 

expresamente ñcarácter normativoò110.  

 

Y el TSJ del País Vasco afirma que un Plan Territorial Sectorial de Creación 

Pública de Suelo para Actividades Económicas y de Equipamientos Comerciales, como 

instrumento de ordenaci·n del territorio, ñse trata de un acto político, de relación 

político-institucional entre el Gobierno y el Parlamento, y en el que aparece 

comprometida la potestad reglamentaria del Ejecutivoò, que participa de la naturaleza de 
las disposiciones generales o normativa contra la que no cabe recurso en vía 

administrativa111. 

 

Aunque esta afirmación no se debe realizar de forma categórica, porque también 

depende del carácter de cada una de sus determinaciones. Por ejemplo, desde el punto de 

vista de la vinculación, las determinaciones de los Planes de Ordenación del Territorio en 

Andalucía pueden tener carácter de Normas, Directrices o meras Recomendaciones 

Territoriales112: 

 

- Las normas son determinaciones de aplicación directa vinculantes para las 

Administraciones Públicas y para los particulares, en los suelos urbanizables y 

no urbanizables. 

 

- Las Directrices son determinaciones vinculantes en cuanto a sus fines. Con 

sujeción a ellas, los órganos competentes de las Administraciones Públicas a 

quienes corresponda su aplicación establecerán las medidas concretas para la 

consecución de dichos fines. 

                                                           
107 STSJ de Andaluc²a de M§laga, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 14 de noviembre de 2011, rec. 

273/2007, FJ. 2Ü. 
108 P§rrafo 6 del apartado III de la TRLOTA. 
109 Art. 27.1Ü del TRDLVMOTUA y art. 62 del ROTUA 

110 Art. 60.2 del ROTUA 

111 STSJ del Pa²s Vasco, Sala de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 1Û, de 6 de julio de 2011, rec. 
750/2010, FJ. 4Ü. 

112 Art. 21 de la LOTCA. 
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- Las recomendaciones son determinaciones de carácter indicativo dirigidas a las 

Administraciones Públicas que, en caso de apartarse de las mismas, deberán 

justificar de forma expresa la decisión adoptada y su compatibilidad con los 

objetivos de la Ordenación del Territorio. 

 

La legislación ASTURIANA, aunque genéricamente atribuye a los instrumentos de 

ordenaci·n territorial ñcarácter normativoò113, en realidad el grado de vinculación de su 

contenido depende de la naturaleza de sus determinaciones114. Por eso las Directrices de 

Ordenación del Territorio y los Planes Territoriales Especiales deben identificar con 

claridad la naturaleza de cada una de sus determinaciones: norma, objetivo o 

recomendación115. Si las Directrices de Ordenación Territorial consideran necesario el 

establecimiento de preceptos materialmente urbanísticos directamente aplicables, o 

resulte necesario para dar un contenido más detallado a la ordenación territorial, podrán 

aprobarse Planes Territoriales Especiales de ámbito supramunicipal116. Son estos últimos 

-los Planes Territoriales Especiales- los directamente aplicables que prevalecen de forma 

inmediata sobre los preceptos contrarios del planeamiento urbanístico, que deberá ser 

objeto de adaptación117. 

 

En la COMUNIDAD DE MADRID las disposiciones del  Plan Regional Territorial 

tienen la eficacia propia de las disposiciones reglamentarias118, pero con distinto alcance 

según se trate de determinaciones básicas o esenciales (con carácter normativo) y las de 

ordenación sustantiva de aplicación directa, frente a las restantes determinaciones que 

pueden ser normas, directrices o recomendaciones, precisando en cada caso el grado de 

vinculación que impliquen para los planes de las distintas Administraciones públicas y la 

adaptación que de éstos demanden119. 

 

Al igual que en la COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA, donde los instrumentos 

de ordenación territorial pueden tener determinaciones vinculantes sobre el territorio; 

determinaciones vinculantes para la planificación y determinaciones orientativas120. Así 

como en el PAÍS VASCO, donde la eficacia vinculante de cada determinación de las 

                                                           
113 Art. 60.2 del ROTUA 

114 Art. 63.1 del ROTUA 

115 Art. 63.2 del ROTUA 

116 Art. 38 del TRDLVMOTUA y art. 74 del ROTUA 

117 Art. 39.1 del TRDLVMOTUA y art. 77.1 del ROTUA 

118 Art. 17 de la LMPTSUCM 

119 Art. 16.2 de la LMPTSUCM 

120 Art. 29.2 de la LFOTUN 
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Directrices de Ordenación Territorial puede ser directa o indirecta, mediante la 

imposición de criterios; la exclusión expresa de otros; la definición de alternativas; y la 

simple recomendación de líneas de actuación. La Administración competente puede 

apartarse de estas últimas, pero está obligada a justificar de forma expresa la decisión 

adoptada y su compatibilidad con los objetivos que en cada caso informan la 

recomendación de que se trata121. 

 

Por otra parte y desde una perspectiva puramente formal, las legislaciones 

urbanísticas incluyen dentro de los instrumentos de ordenación territorial a los Planes y 

Proyectos Singulares con incidencia en la ordenación del territorio, y de esta calificación 

como instrumento de ordenación territorial podría desprenderse su naturaleza jurídica de 

disposición de carácter general. Sin embargo, por encima de esta consideración 

puramente formal, y atendiendo a su contenido y al procedimiento en el que se insertan, 

la jurisprudencia ha descartado que estos Proyectos y Planes Singulares sean realmente 

instrumentos de ordenación. Partiendo de la base de que, desde una perspectiva de 

realismo jurídico, lo que importa no es tanto la denominación formal del instrumento 

jur²dico, sino su naturaleza, finalidad y contenido real, ñlas cosas son lo que son, y no 

como se las llameò y lo verdaderamente determinante ser§ si en el instrumento en cuestión 

se pretenda introducir una ordenación jurídica con repercusión sobre la ordenación 

territorial y urbanística122. 

 
De la regulación del contenido concreto de cada uno de estos Proyectos y Planes 

singulares con incidencia en la ordenación del territorio se desprende que su finalidad no 

es completar la ordenación urbanística, sino la realización de unos concretos actos de 

construcción o uso del suelo. Además carecen de las notas de generalidad y permanencia 

propias de los instrumentos de ordenación y de las disposiciones generales. De lo que se 

desprende su naturaleza jurídica como acto administrativo123. 

 

                                                           
121 Art. 8 de la LOTPV 

122  STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 5Û, de 7 de febrero de 2013, rec. 
4199/2010, que cita STS de 9 de marzo de 2011, rec. 3037/2008, F.J. 6Ü. 

123 STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 5Û, de 26 de febrero de 2010, rec. 12/2006, 
F.J. 2Ü, que cita el ATS, Secci·n 1Û, de la Sala de lo Contencioso-administrativo, de 25 de octubre de 
2007, rec. nÜ 11350/204, y los AATS de 31 de enero de 2008, recs. 2285/2005, 4476/2005 y 6890/2005, 
entre otros. Todos ellos respecto de las Calificaciones Territoriales que el art. 14.3 de la Ley 9/1999, de 
13 de mayo, de Ordenaci·n de Territorio de Canarias y el art. 14.3 del Texto Refundido de las Leyes de 
Ordenaci·n del Territorio y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias, aprobado por Decreto 
Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, conceptuaba como un instrumento de ordenaci·n del territorio.  Hasta 
que el art. 2 de la Ley 6/2009, de 6 de mayo, de medidas urgentes en materia de ordenaci·n territorial 
para la dinamizaci·n sectorial y la ordenaci·n de turismo modific· aquel art. 14.3, excluyendo las 
Calificaciones Territoriales de entre los instrumentos de ordenaci·n territorial, e introdujo un nuevo art. 
62.quinquies, en cuyo apartado 1 determina expresamente que ñLa calificaci·n Territorial es un acto 
administrativoéò. 
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Pero tampoco esta opini·n es un§nime, porque para el TSJ de Extremadura ñvaya 

por adelantado que la misma naturaleza de un Proyecto de Interés Regional, como 

instrumento de ordenación territorial, tiene naturaleza de disposición reglamentaria y 

no cabe estimar que en relación al ejercicio de la potestad reglamentaria, hasta que no 

se haya producido su eficacia plena, mediante la publicación, previa aprobación por el 

órgano competenteò124. 

 
 

 

 II.2. LOS SISTEMAS PLANIFICADORES TERRITORIALES Y LA 

ACTIVIDAD EMPRESARIAL 

 

Según PAREJO ALFONSO, la ordenaci·n del territorio ñconsiste materialmente 

en la reducción o coherencia, la racionalización de la compleja intervención humana en 

y sobre el territorio, por lo que ïpor definición- ninguna de las actividades públicas con 

incidencia o repercusión física relevante le puede ser ajenaò125.  No se limita a señalar 

los distintos usos del suelo ïcomo el urbanismo-, sino que, desde una perspectiva 

territorial más amplia, establece las distintas vocaciones del territorio que serán 

concretadas mediante la técnica urbanística126. Por tanto la actividad empresarial, como 

conjunto de acciones humanas dirigidas a organizar el trabajo personal y/o capital, por 

cuenta propia, con la finalidad de crear o distribuir bienes y servicios destinados a sus 

consumidores y usuarios, que de una u otra manera necesariamente se realiza sobre un 

territorio, se ve afectada por la ordenación del territorio. A esta transversalidad LÓPEZ 

RAMčN la ha denominado ñfunción horizontal por excelenciaò, porque la ordenaci·n 
territorial no sólo comprende las actividades sectoriales que inciden en el territorio, sino 

también las funciones públicas horizontales que son fundamentalmente la planificación 

económica, urbanística y de los recursos naturales127; y que para LOBO RODRÍGO 

                                                           
124 STSJ de Extremadura, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 29 de febrero de 2012, rec. 1385/2008, 

F.J. 9Ü. 
125 Vid. PAREJO ALFONSO, L.J.; ñLa ordenaci·n territorial; un reto para el Estado de las Autonom²asòé 

op. cit, p§g. 238. Similar consideraci·n recoge la STC 129/1991, Pleno, de 4 de julio de 1991, rec. 
1689/1988, FJ. 1Ü.B, ya citada; y la STC 36/1994, Pleno, de 10 de febrero de 1994, rec. 1160/1987, FJ. 
3Ü, seg¼n la cual: ñEn una primera aproximaci·n global al concepto de ordenaci·n del territorio este 
Tribunal ha destacado que el referido t²tulo competencial ñtiene por objeto la actividad consistente en 
la delimitaci·n de los diversos usos a que pueda destinarse el suelo o espacio f²sico territorialò (SSTC 
77/1984 y 149/1991). Concretamente, en lo que aqu² interesa y dejando al margen otros aspectos 
normativos y de gesti·n y ejecuci·n, el n¼cleo fundamental de esta materia competencial est§ 
constituido por un conjunto de actuaciones p¼blicas de contenido planificador cuyo objeto consiste en 
la fijaci·n de los usos del suelo y el equilibrio entre las distintas partes del territorio mismoò. 

126 Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 
op. cit, p§g. 54, para quien, desde este punto de vista, la ordenaci·n del territorio supone un plus frente 
al urbanismo y no una mera planificaci·n supralocal. 

127  Vid. LčPEZ RAMčN, F.; Estudios jur²dicos sobre ordenaci·n del territorioé op. cit, p§g. 64 
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consiste en la técnica de localización de las distintas actividades económicas y de los 

asentamientos humanos, por lo que la ordenación del territorio está impregnada de una 

ñinequívoca impronta económicaò128. 

 

Pero la incidencia que la ordenación territorial tiene en la actividad económica no 

es casual ni un mero efecto colateral o secundario, sino un objetivo principal que motiva 

su existencia. Es más, en el ámbito europeo la mayoría de las políticas de ordenación 

territorial han coincidido a la hora de subrayar la íntima relación existente entre esta 

función pública con la Planificación económica129: ñla planificación económica 

comprende entre sus contenidos esenciales las elecciones relativas a la ordenación 

territorial, diseñando en el cuadro de las decisiones político-económicas asumidas, una 

organización del territorio a conseguir mediante la localización de las infraestructuras 

con sus características técnicas y la determinación de las zonas industriales, agrícolas, 

residenciales y mixtas y las zonas destinadas a los servicios públicosò130. Desde esta 

perspectiva, la ordenación del territorio constituye un segmento de la planificación global, 

pero con sustantividad propia, dirigida a la adecuada localización de actividades en el 

espacio131. 

 

Tan es así que LOBO RODRÍGUEZ relaciona el nacimiento como disciplina de la 

ordenación del territorio con los efectos de la Revolución Industrial y la necesidad de 

planificar ïentre otros- la localización de los centros de producción132. Precisamente el 

informe BARLOW de 1939 puso de manifiesto la necesidad de superar la planificación 

urbanística local para corregir el desequilibrio territorial que se daba en Gran Bretaña 

                                                           
128 Vidl. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 

op. cit, p§g. 54. Para este autor uno de los principales objetivos de la ordenaci·n del territorio es la 
pol²tica de desarrollo regional, intentando evitar la aparici·n de desequilibrios territoriales y paliando 
los ya existentes. Para ello es necesaria una coordinaci·n de los instrumentos de ordenaci·n del territorio 
con la pol²tica de planificaci·n econ·mica (p§g. 56). 

129 SĆNCHEZ PAVčN cita a amplios sectores de la doctrina y el Derecho positivo franc®s que conciben la 
ordenaci·n territorial como la plasmaci·n geogr§fica de la planificaci·n econ·mica (Vid. SĆNCH£Z 
PAVčN, B.; ñOrdenaci·n del territorio y planificaci·n de plataformas log²sticas: Reflexiones cr²ticas 
para una estrategia de futuroòé op. cit, p§g. 2) 

130 Vid. CARABBA, M.; LËintervento pubblico per la sistemazione del territorio, Giuffr®, Roma, 1970, 
p§g. 1. 

131 Vid. SĆNCH£Z PAVčN, B.; ñOrdenaci·n del territorio y planificaci·n de plataformas log²sticas: 
Reflexiones cr²ticas para una estrategia de futuroòé op. cit, p§gs. 2 y 3. Pero esta integraci·n de la 
ordenaci·n territorial en la integraci·n econ·mica no es un§nime ni siempre consustancial. Como se¶ala 
este autor: ñA pesar de que la perspectiva econ·mica de la Ordenaci·n Territorial parece imponerse, 
no debe olvidarse la existencia de supuestos de ordenaci·n que se han caracterizado por la ausencia 
de planificaci·n econ·mica. Tal es el caso de Alemania, donde la elaboraci·n de la Ley Federal de 
Ordenaci·n del Territorio de 1965 se centr·, exclusivamente, en aspectos f²sicos esto es, en la 
coordinaci·n de las infraestructuras, la ocupaci·n del suelo y la protecci·n ambientalò. 

132 Vid. LOBO RODRĉGO, A; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 
op. cit, p§g. 40 
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entre el próspero sur y los viejos centros industriales del norte133, que se materializó en 

una serie de leyes como la Distribution of Industries Act de 1945, New Towns Act de 

1946, National Park and Access to the Country Side Act de 1949, Town Development Act 

de 1952, y sobre todo la Town and Country Planning Act de 1947, que constituyó la 

primera norma jurídica sobre la ordenación del territorio134. Este conjunto de leyes 

supusieron la superación del ámbito urbanístico meramente local, erigiéndose en 

instrumentos de ordenación de carácter supralocal, denominados ñregional planningò135, 

que transcendieron de la mera planificación de la ciudad y constituyeron un instrumento 

de ordenación y localización de servicios e infraestructuras que establecía las distintas 

vocaciones del territorio, conectados con los instrumentos de planificación económica 

para promover un uso racional de los recursos naturales y un mayor equilibrio entre las 

distintas zonas del territorio. Desde una perspectiva descentralizada, trataban de dar 

solución a distintos aspectos que afectan al territorio, como los económicos, y no sólo los 

urbanísticos136. 

 

La concepción francesa de la ordenación del territorio -instrumentalizada en el 

ñAménagement du territoireò- conecta aún más con la planificación económica, porque 

la configura como una proyección geogr§fica de ®sta, asign§ndole la misi·n ñde promover 

racionalmente el espacio y la utilización óptima de los recursos naturales, con la 

finalidad de obtener un desarrollo económico armonioso y la elevación del nivel de vida 

de la poblaciónò137. De modo que en Francia la ordenación del territorio es el soporte 

espacial de la política tendente a elevar el nivel de vida de los ciudadanos y corregir los 

desequilibrios regionales138. 

                                                           

133Vid.  P£REZ ANDR£S, A.F.; La ordenaci·n del territorio en el Estado de las Autonom²as, Marcial Pons, 
1998, p§g. 175. 

134 Vid. SANCH£Z MORčN, M.: ñPlanificaci·n hidrol·gica y ordenaci·n del territorioò, en Revista de 
Administraci·n P¼blica, nÜ 123, septiembre-diciembre 1990, p§g. 86; y LčPEZ RAMčN, F.; 
ñPlanificaci·n Territorialòé op. cit, p§g. 130 

135 Vid. CARRETERO SĆNCHEZ, S.: ñLa ordenaci·n del territorioò, en Actualidad Administrativa, nÜ 
8/19-25 de febrero, 1996, p§g. 168; y FERNĆNDEZ DE GATTA SĆNCHEZ, D.; ñLos problemas de 
coordinaci·n de las actividades sectoriales sobre el territorio, con especial referencia a Castilla y Le·nò, 
en Revista de Derecho Ambiental, nÜ 12, 1994, p§g. 109, que subrayan la impronta local del ñregional 
planningò. Sin embargo, LOBO RODRĉGO advierte que este car§cter local del ñregional planningò 
s·lo fue apreciable en sus comienzos (Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y 
urban²stica de las redes de telecomunicaci·né op. cit, nota 10 de p§g. 41) 

136 Vid. BASSOLS COMA, M.; ñOrdenaci·n del territorio y medio ambiente: aspectos jur²dicosò,é op. 
cit, p§g. 44 

137 Vid. LOPEZ RAMčN, F.; ñPlanificaci·n Territorialòé op. cit, p§g. 133 

138 Vid. FERNĆNDEZ DE GATTA SĆNCHEZ, D.; ñLos problemas de coordinaci·n de las actividades 
sectoriales sobre el territorio, con especial referencia a Castilla y Le·nòé op. cit, p§g. 109; y BASSOLS 
COMA, M.; ñOrdenaci·n del territorio y medio ambiente: aspectos jur²dicosòé op. cit, p§gs. 46 a 48. 
Sin embargo, en Alemania la ordenaci·n del territorio ha sido concebida como un superurbanismo 
(ñRaumdingò), sin conexi·n aparente con la planificaci·n econ·mica, de modo que la pol²tica de 
desarrollo regional (planificaci·n econ·mica) es tratada como una pol²tica sectorial m§s y sujeta, como 
el resto, a los designios de la planificaci·n espacial. Modelo seguido por otros pa²ses como Suiza 
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Perspectiva que asume la Carta Europea de Ordenación del Territorio de 1983, 

para la cual ñes la expresión espacial de la política económica, social, cultural y 

ecológica de toda la sociedadò139 y uno de sus objetivos fundamentales es el desarrollo 

socio-económico equilibrado de las regiones europeas140. Para BASSOLS COMA, 

ñaporta una valoración del espacio o territorio desde una perspectiva de política 

económica y en función de su desarrollo programado, al objeto de conseguir una 

adecuada localización de las actividades económicas y de los asentamientos humanosò, 
hasta el punto de que es ñla traslación o plasmación geográfica de la planificación 

económicaò141. LčPEZ RAMčN afirma que, ñdesde los puntos de vista científico y 

técnico, la ordenación del territorio constituye una fase de unión entre disciplinas 

económicas y urbanísticas, propiciada también por la pujanza analítica y operativa de 

la Geografía humanaò142 y ñla función ordenadora del territorio consiste en 

proporcionar, de acuerdo con la política económica, una organización de los 

asentamientos que responda a objetivos de solidaridad y calidad de vidaò143. MARTÍN 

MATEO considera que ñes el conjunto de decisiones sobre utilización óptima de un 

territorio a nivel de grandes lineamientos con un horizonte temporal de medio y largo 

plazo y de forma tal que el espacio en cuestión constituye una plataforma adecuada para 

una máxima potenciación de los intereses socioeconómicos de las comunidades que la 

habitanò144. ñDesde esta perspectiva,éò ïsegún PÉREZ FERNÁNDEZ- ñéla 

ordenación o planificación territorial realizará un enfoque de carácter global e integral 

de todos los factores que inciden o implican no sólo el planeamiento urbanístico como 

último escalón del proceso de planificación, sino también la planificación 

socioeconómica y física y al protección medio-ambientalò145.  

 

                                                           

(ñRaumplanungò), Austria (ñRaumordungò), Holanda (ñRuimtelijke Ordeningò), Italia (ñassetto 
territorialeò) y Portugal (ñordenamento do territorioò) (Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n 
territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né op. cit, p§g. 43 y nota 17, y que incluye en 
este modelo a la ordenaci·n del territorio vigente en Espa¶a) 

139 Carta Europea de Ordenaci·n del Territorio, aprobada el 20 de mayo de 1983 en Torremolinos (Espa¶a) 
por la Conferencia Europea de Ministros Responsables de la Ordenaci·n del Territorio (CEMAT), apdo. 
8. 

140 Carta Europea de Ordenaci·n del Territorio, aprobada el 20 de mayo de 1983 en Torremolinos (Espa¶a) 
por la Conferencia Europea de Ministros Responsables de la Ordenaci·n del Territorio (CEMAT), apdo. 
14. 

141 Vid. BASSOLS COMA, M.; ñOrdenaci·n del territorio y medio ambiente: aspectos jur²dicosò,é op. 
cit, p§g. 47 

142 Vid. LčPEZ RAMčN, F.; Estudios jur²dicos sobre ordenaci·n del territorio,é op. cit, p§g. 63. 
143 Vid. ib²d., p§g. 75. 
144 Vid. MARTĉN MATEO, R.; ñLa ordenaci·n del territorio y el nuevo marco institucionalò, en Revista de 

estudios de la vida local, n¼m. 206, 1980, p§g. 210. 
145 Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit, p§g. 222. 
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Así entendida, la ordenación del territorio tiene como objeto o finalidad esencial 

ñordenar los asentamientos y demás usos territoriales para corregir los desequilibrios 

que produce el espontáneo crecimiento económico; superar la perspectiva limitada de 

cada asentamiento y de cada actividad, proporcionando pautas para las instalaciones 

industriales, la realización de infraestructuras, el establecimiento de servicios, la 

previsión de áreas de recreo, la vocación, en definitiva, de las diversas zonas del 

territorioò146. Por eso ENERIZ OLEACHEA reprocha que la expresi·n ñordenación del 

territorioò no resulta muy afortunada, ñpues lo que se ordena no es tanto el territorio 

como todo el cúmulo de actividades que se realizan o se pretenden realizar sobre el 

mismoò147. 

 

Aun así, para PAREJO ALFONSO no hay tal confusión o disfunción porque, en 

todo caso, ñla ordenación económica tiene una clara componente territorial, no sólo 

porque necesariamente tiene una proyección o repercusión territorial (en la medida en 

que incide en el comportamiento de los distintos sectores relevantes económicamente, los 

cuales suponen una determinada utilización de los recursos naturales y un concreto 

aprovechamiento del territorio, condicionantes de la ordenación de este último), sino 

porque la Constitución así lo impone a través de los mandatos de equitativa distribución 

de la renta regional, equilibrio y armonía del desarrollo regional y sectorial y equilibrio 

económico ïadecuado y justo- entre las diversas partes del territorio español (arts. 40, 

131 y 138). Por esta elemental razón, las ordenaciones territorial y económica, aunque 

diferentes, están obligadamente en íntima relación, de modo que ninguna de las dos 

puede cumplir adecuadamente y satisfactoriamente su función propia sin el juego de la 

otraò148. Como dice LčPEZ RAMčN: ñningún inconveniente existe, en definitiva, para 

que la planificación económica y ordenación territorial aparezcan conceptualmente 

unidas; antes bien, parece que ambas conforman una secuencia lógica, habida cuenta 

del entramado constitucional españolò149. A fin de cuentas, si de una interpretación 

sistemática de los arts. 40.1150 y 45.2151 de la CE cabe concluir que los Poderes Públicos 

                                                           
146 Vid. LčPEZ RAMčN, F.; Estudios jur²dicos sobre ordenaci·n del territorio, Aranzadi, Pamplona, 1995, 

p§g. 71. 
147 Vid. EN£RIZ OLAECHEA, F.J.; La Ordenaci·n del Territorio en la Legislaci·n de Navarra, Editorial 

C²vitas-IVAP, O¶ati, 1991, p§g. 39. En el mismo sentido, FERNĆNDEZ DE GATTA SĆNCHEZ 
considera que estos instrumentos cubren la necesidad de ordenar las actividades que se desarrollan sobre 
el territorio, y no tanto el territorio en s², que constituye el mero soporte f²sico de dichas actividades 
(Vid. FERNĆNDEZ DE GATTA SĆNCHEZ, D.; ñLos problemas de coordinaci·n de las actividades 
sectoriales sobre el territorio, con especial referencia a Castilla y Le·nòé op. cit, p§gs. 108 y 109 

148 Vid. PAREJO ALFONSO, L.J.; ñLa ordenaci·n territorial; un reto para el Estado de las Autonom²asòé 
op. cit, p§g. 223. 

149 Vid. LčPEZ RAMčN, F.; Estudios jur²dicos sobre ordenaci·n del territorio,é op. cit, p§gs. 75 y 76. 
150 ñLos poderes p¼blicos promover§n las condiciones favorables para el progreso social y econ·mico y 

para una distribuci·n de la renta regional y personal m§s equitativa, en el marco de una pol²tica de 
estabilidad econ·mica. De manera especial realizar§n una pol²tica orientada al pleno empleoò. 

151 ñLos poderes p¼blicos velar§n por la utilizaci·n racional de todos los recursos naturales, con el fin de 
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están llamados a la procura de un progreso social y económico armónico en todo el 

territorio, compatible con el mantenimiento de una adecuada calidad del medio ambiente, 

este objetivo no puede ser alcanzado con políticas económicas y medioambientales 

concebidas desde la mutua ignorancia, sino que sólo se logrará articulando instrumentos 

planificadores que permitan conjugar adecuadamente medidas de desarrollo económico 

y de protección del medio ambiente152. 

 

Y en todo caso, resulta indudable que la ordenación territorial no sólo constituye un 

instrumento idóneo para afrontar alguno de los problemas de la ordenación espacial de 

los usos empresariales (industriales y comerciales)153, sino que esa es precisamente una 

de sus funciones esenciales. En un ámbito espacial y específico no es posible hacer una 

ordenación del territorio diferenciada de la planificación económica, al igual que no se 

puede desentender de los planes de infraestructuras y medioambientales para la zona. 

ñLos instrumentos de ordenación del territorio son los planes en los que se han de 

contener los grandes compromisos ïno declaraciones de intenciones- al respecto de 

todos y cada uno de esos ámbitosò154. 

 

Por eso el vigente TRLSRU-15: 

 

1) Recuerda que, en virtud del principio de economía sostenible, las políticas 

públicas relativas a la regulación, ordenación, ocupación, transformación y uso 

del suelo deben propiciar el uso racional de los recursos naturales armonizando 

los requerimientos ïentre otros- de la economía y empleo155. 

 

                                                           

proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoy§ndose en la 
indispensable solidaridad colectivaò. 

152 Vid. SĆNCH£Z PAVčN, B.; ñOrdenaci·n del territorio y planificaci·n de plataformas log²sticas: 
Reflexiones cr²ticas para una estrategia de futuroòé op. cit, p§g. 3 

153 Por ejemplo, su incidencia en los ejes de comunicaciones (tanto v²as urbanas como supraurbanas), las 
infraestructuras b§sicas del sistema de transporte, la protecci·n y conservaci·n del paisaje y los recursos 
naturales, los servicios generales, la calificaci·n del suelo, etc. ñUna problem§tica que desborda la 
dimensi·n local, demandando, por ello, una ·ptica supramunicipal que convierte a la ordenaci·n del 
territorio y sus instrumentos en el §mbito adecuado para afrontar su ordenaci·n espacialò (Vid. P£REZ 
FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit, p§gs. 225 y 226). 

154 Vid. SĆNCH£Z PAVčN, B.; Ordenaci·n del territorio y planificaci·n de plataformas log²sticas: 
Reflexiones cr²ticas para una estrategia de futuroòé op. cit., p§g. 11. Hasta el punto de proclamar este 
autor que ñla soluci·n m§s acertada pasar²a por residenciar la ordenaci·n del territorio en los 
departamentos de econom²a, cre§ndose ·rganos interdepartamentales con la finalidad de que los 
distintos sectores administrativos implicados puedan compartir la tarea planificadora, m§s siempre 
bajo la direcci·n de los responsables econ·micosò (op. cit, p§g. 12). 

155 Art. 3.2 del TRLSRU-15, al igual que antes el art. 2.2 del derogado TRLS-08. 



48 

 

2) Exige que los Poderes Públicos propicien la consecución de un medio urbano 

en el que se ocupe el suelo de manera eficiente, y en el que se combinen los 

usos de forma funcional156. 

 

3) Para hacer efectiva las condiciones básicas de igualdad en los derechos y 

deberes constitucionales de los ciudadanos, y en particular las competentes en 

materia de ordenación territorial, establece que las Administraciones Públicas 

deben destinar suelo adecuado y suficiente para usos productivos157. 

 

4) Exige que los documentos de ordenación de las actuaciones de transformación 

urbanística incluyan un Informe o Memoria de Sostenibilidad Económica, en el 

que se deben ponderar la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos 

productivos158 

 

 Y las legislaciones autonómicas proclaman que son objetivos específicos de esta 

materia ñla distribución geográfica de las actividades y de los usos del suelo, armonizada 

con el desarrollo socio-económico, las potencialidades existentes en el territorio y la 

protección de la naturaleza y del patrimonio histórico culturalò159; así como la 

promoción del desarrollo sostenible de la Comunidad Autónoma, haciendo compatible en 

todo su territorio la gestión, protección y mejora del patrimonio natural y cultural con la 

competitividad económica160, estableciendo el modelo territorial y los objetivos 

territoriales a conseguir en función del ámbito de actuación y de los diferentes sectores 

de actividad, así como las estrategias y directrices para alcanzarlos161. Es decir, entre los 

objetivos de la ordenación del territorio, como competencia autonómica y materia propia 

de instrumentos de planificación, se incluye de manera principal la distribución 

geográfica de las actividades y de los usos del suelo, armonizada con el desarrollo 

socioeconómico162. 

 

Esta visión supramunicipal a la hora de localizar las futuras instalaciones de 

actividades secundarias y terciarias es fundamental si se pretende planificar las áreas 

empresariales ïtanto de nueva construcción como por reconversión de las existentes- 

                                                           
156 Art. 3.3 del TRLSRU-15, al igual que antes el art. 2.3 del derogado TRLS-08 

157 Art. 10.1.b) del TRLSRU-15, al igual que antes el art. 10.1.b) de los derogados TRLS-08 y LS-07. 
158 Art. 22.4 del TRLSRU-15 

159 Art. 2.2.b. de la LOTCA. 
160 Art. 2.b de la LOTA. 
161 Art. 4.a de la LOTA. 
162 STSJ de Andaluc²a de M§laga, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 21 de enero de 2013, rec. 

958/2009, FJ. 3Ü. 
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atendiendo a la perspectiva de la ecología industrial, con el fin de buscar la eficiencia y 

contribuir al desarrollo sostenible163. Por eso en la elaboración de los instrumentos de 

ordenación del territorio conviene ïpor no decir que es necesario- un análisis, 

caracterización y diagnóstico de las principales actividades económicas en cada 

municipio y de sus estrategias de acción futura, empleando datos actualizados y 

procedentes de fuentes oficiales. Este análisis debe tener esa visión supramunicipal, 

considerando los sectores próximos a los ámbitos industriales propuestos, y los previstos 

por los planes sectoriales de áreas de empresas y Planes urbanísticos de municipios 

limítrofes. De este modo, los instrumentos de ordenación deberán ajustarse a las 

previsiones de crecimiento y a los resultados del diagnóstico supramunicipal realizado, 

sobre todo en lo tocante a la demanda de suelo empresarial, debiendo justificar la 

propuesta en base a sus conclusiones164. 

 

A continuación vamos a analizar cómo se configura esa función en el ordenamiento 

legal, es decir como antes el Estado y ahora las distintas Comunidades Autónomas han 

reglado y regulan la planificación del uso empresarial del suelo en los instrumentos de 

ordenación del territorio, que es el paso previo para determinar las consecuencias jurídicas 

que siguen a la ausencia o retraso en tal ordenación. 

 

Los ordenamientos autonómicos ofrecen una variada gama de instrumentos de 

ordenación territorial -casi tantos como instrumentos de planeamiento urbanístico- que 

siguen una estructura jerárquica y que, a pesar de que la mayoría Comunidades 

Autónomas comparten denominaciones y funciones, no todas las figuras son 

equivalentes. A pesar de lo cual nuestra sistematización incluye en la misma categoría 

todos aquellos documentos a los que cada Comunidad Autónoma atribuye similar rango, 

porque el objetivo de esta investigación no es realizar una exposición y análisis completo 

de los diferentes sistemas de planificación territorial vigentes en España, sino 

exclusivamente determinar su incidencia en la disponibilidad de suelo destinado a 

actividades empresariales.   
 

 

 

 

 

                                                           
163 Determinaci·n 3.2.1.g) de las DOTG. 
164 As² se lo indic· la Conseller²a de Medio Ambiente, Territorio e Infraestructura de la Xunta de Galicia al 

Ayuntamiento de Salceda de Caselas (Pontevedra) en el Documento de Referencia del Plan Xeral de 
Ordenaci·n Municipal do Concello de Salceda de Caselas, emitido por Resoluci·n del Secretario Xeral 
de Calidade e Avaliaci·n Ambiental el 14 de febrero de 2014, p§g. 8 (Expediente 2013AAE1658). 
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 II.2.1. Planificación territorial de ámbito regional 

 
En realidad, en España durante la primera mitad del siglo XX la ordenación del 

territorio sólo se llevó a cabo de manera tangencial con ocasión de intervenciones públicas 

sectoriales con incidencia territorial, como las Confederaciones Hidrográficas en 1926 y 

las Leyes de colonización interior de 1939165. Desde el año 1939 hasta el año 1959 las 

políticas de desarrollo regional de posguerra se caracterizaron por la negación de la región 

como centro de poder -debido al triunfo de la política centralizadora- y las diferencias 

económicas interregionales que existían dentro de España. La industrialización era la 

variable que medía el desarrollo de unas regiones o áreas, frente a la decadencia de otras, 

determinando el diferente nivel de vida entre los territorios. La preocupación que generó 

estas desigualdades interregionales (bajo nivel de vida, recursos económicos 

desaprovechados, conflictividad entre territorios y descontento social) provocó que a 

partir del año 1952 se iniciaran las primeras actuaciones dirigidas a conseguir un 

desarrollo económico equilibrado. Así se llegó a una idea de planificación global de la 

economía, que a finales de la década de los años 50 comenzó a recibir las primeras 

influencias de Francia y progresivamente pasaron de la doctrina al derecho positivo. 

 

Por eso, en rigor, hasta la primera mitad del siglo XX el Derecho Urbanístico 

español no comenzó a asumir la misión de ordenar no sólo la ciudad, sino también su 

territorio de influencia166. Fue en aquella etapa cuando el Plan adquirió especial 

relevancia como instrumento ordenador del suelo y como técnica para satisfacer las 

exigencias sociales, pol²ticas y, como no, econ·micas, ñfruto de un nuevo tiempo más 

complicado que el vivido en el siglo XIXò167. Son resultado de este incipiente urbanismo 

de extrarradio el Plan de Ordenación urbanística y comarcal de Bilbao y su Zona de 

influencia de 1943168, el Plan de Ordenación de la Provincia de Guipúzcoa169 de 1943 y 

                                                           
165 Vid. BASSOLS COMA, M.; ñOrdenaci·n del territorio y medio ambiente: aspectos jur²dicosòé op. cit, 

p§g. 46, y LčPEZ RAMčN, F.; Estudios jur²dicos sobre ordenaci·n del territorio,é op. cit, p§g. 25 

166 Hasta entonces -y sobre todo a lo largo del siglo XIX- el urbanismo se centraba en la b¼squeda de 
soluciones intraciudad, sin trascendencia urbana, limit§ndose a los problemas ubicados dentro de la 
propia ciudad, como la salubridad, saneamiento, masificaci·n, falta de espacios verdes, etc., todos ellos 
consecuencia de la industrializaci·n y emigraci·n de la poblaci·n rural a las ciudades. De esta primera 
preocupaci·n derivaron la pol²tica, legislaci·n y planes de ensanches (Vid. P£REZ ANDR£S, A.F.; La 
ordenaci·n del territorio en el Estado de las Autonom²asé op. cit, p§gs. 30 a 64) 

167  Vid. AYALA GONZĆLEZ, R.; GAVILĆN RUEDA, A. y SĆNCHEZ GOYANES, E.; ñInstrumentos de 
ordenaci·n territorial en Castilla y Le·né op. cit, p§g. 10. 

168 Que aborda como temas sustantivos las zonas industriales, tratando por separado las ordenaciones del 
Ensanche de Deusto, de Baracaldo y del poblado de As¼aò (Vid. ERQUICIA OLACIREGUI, J.M.; Del 
planeamiento urban²stico a la ordenaci·n del territorio, 1Û ed. Vitoria-Gasteiz, Servicio Central de 
Publicaciones del Gobierno Vasco, 2003,  p§g. 46 

169 Concebido como elemento estructurador del territorio, situando a Donostia-San Sebasti§n como n¼cleo 
organizador por excelencia (Vid. MAS SERRA, E.; ñEl urbanismo del per²odo desarrollista en las 
capitales vascasò, en Revista Internacional de los Estudios Vascos, nÜ 50:2, 2005, p§g. 458 
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el Plan Comarcal de Barcelona de 1953170. Mientras que AYALA GONZÁLEZ, 

GAVILÁN RUEDA y SÁNCHEZ GOYANES citan como primeros ejemplos los Planes 

Provinciales de obras y servicios, previstos en la legislación local del año 1955171 y que 

puso en marcha la Ley de Presupuestos Generales de Estado de 1958, que ñtenían entre 

sus objetivos los que posteriormente se plasmarían dentro del concepto más vanguardista 

de ordenación del territorio de la década de los sesentaò y en cuya elaboración y 

aprobación tenían principal protagonismo las Diputaciones Provinciales172. 

 

Por otra parte, en España la organización política centralista anterior a la 

consolidación de las Comunidades Autónomas propició que la planificación económica 

estatal extendiera sus directrices a la labor de planeamiento, formulando directamente la 

ordenación urbanística ajustada a sus necesidades. Entre los años 1959 y 1964 se ejerció 

una política de economía liberal, construida mediante políticas expansivas y la concesión 

de incentivos económicos. Su principal consecuencia fue la concentración geográfica del 

poder económico, aumentando los desequilibrios regionales y la emigración hacia las 

zonas más desarrolladas. Su máximo exponente fue el Plan Nacional de Estabilización 

Económica de 1959, aunque este Plan no contiene determinaciones territoriales 

propiamente dichas, ni considera su problemática. Pero sirvió de punto de partida para el 

ejercicio en España de la función pública de ordenación del territorio mediante la 

legislación sobre localización industrial. 

 

Fue con la LS-56 cuando realmente se innovo el sistema, comenzando en España 

el urbanismo contempor§neo ñtotal e integral, ordenador del espacio para adaptarlo a 

las exigencias sociales y económicasò173. Para LOBO RODRIGO fue el primer ejemplo 

en nuestro ordenamiento jurídico de superación del urbanismo considerado como tarea 

municipal174, porque apuntó como objetivo de su regulaci·n ñla ordenación de todo el 

territorio nacionalò175, abandonando la tradicional concepción sobre el urbanismo176. 

                                                           
170 Ley sobre Ordenaci·n Urbana de Barcelona y su Comarca de 3 de diciembre de 1953, por la que se 

aprueba el Plan Comarcal y se creaba la Comisi·n de Urbanismo de Barcelona. 
171 Art. 274.a) del Decreto de 24 de junio de 1955 por el que se aprueba el Texto Articulado y Refundido de 

las Leyes de Bases de R®gimen Local, de 17 de julio de 1945 y 3 de diciembre de 1953; y art. 162.2 del 
Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporaciones 
Locales 

172 Vid. AYALA GONZĆLEZ, R.; GAVILĆN RUEDA, A. y SĆNCHEZ GOYANES, E.; ñInstrumentos de 
ordenaci·n territorial en Castilla y Le·nòé op. cit, p§g. 105 

173 Vid. ib²d., p§g. 10. LOBO RODRĉGO considera que el concepto de ordenaci·n del territorio se fue 
forjando gracias a la interacci·n de tres elementos fundamentales, de los cuales el primero es la 
legislaci·n urban²stica (Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes 
de telecomunicaci·né op. cit, p§g. 44) 

174 Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 
op. cit, p§g. 45 

175 Art. 1 de la LS-56 

176 Vid. QUINTANA LčPEZ, T.: ñLas actividades mineras y la ordenaci·n del espacioòé op. cit, p§gs. 53 
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Para ser sinceros, en realidad no reguló la ordenación del territorio como sistema 

normativo diferenciado del urbanístico, sino que mantuvo un sistema centralizado en la 

idea de remisión al Plan, diseñado como un sistema integral de planes jerarquizados. Eso 

sí, en la cumbre de esta pirámide situó al Plan Nacional de Urbanismo como instrumento 

configurador de las grandes directrices de la organización urbanística del territorio 

español, en función de las conveniencias de la ordenación social y económica, para el 

mayor bienestar de la población177, aunque sin más especificación178. 

 

Menos aún exigía la LS-56 a los Planes Provinciales, que sólo debían justificar su 

propia existencia dentro del plan de ordenación social y económica179, nada más. Pero 

ambos instrumentos, sin decirlo expresamente así la LS-56, constituyeron dos 

mecanismos teóricos de planificación territorial supramunicipal que encajan en lo que 

hoy en d²a se entiende por ordenaci·n territorial, y digo ñte·ricosò porque la previsi·n 
legal de un ñPlan Nacionalò nunca lleg· a tener existencia real. 

 

En realidad, fueron los Planes de Desarrollo Económico y Social donde se 

incorporaron importantes determinaciones de ordenación territorial con vocación 

integradora y orientados al reequilibrio propio de la función pública de ordenación del 

territorio, todos ellos ñfruto de la influencia de la concepción francesa de la ordenación 

del territorio como una proyección geográfica de la planificación económicaò180, y 

ñdonde se proclama la importancia de la región-plan como área óptima para planificar 

la regiónò181. Planificación que inició la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, sobre 

industrias de Interés preferente, y en el Decreto 2853/1964, de 8 de septiembre, que la 

desarrolló y reguló el procedimiento sobre declaración de zonas geográficas de preferente 

localización industrial y los sectores industriales de interés preferente182, al que siguió la 

                                                           

a 83 

177 Art. 7 de la LS-56. 
178 LOBO RODRIGO considera que con esta concepci·n del Plan Nacional de Urbanismo la LS-56 

conectaba la ordenaci·n del territorio con la planificaci·n econ·mica, a pesar de lo cual no se pod²a 
considerar como un plan de ordenaci·n del territorio stricto sensu porque part²a de un enfoque 
exclusivamente urbano (Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes 
de telecomunicaci·né op. cit, p§g. 45) 

179 Art. 8.f) de la LS-56 

180 Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 
op. cit, p§g. 49. Este autor critica que la adopci·n de esta f·rmula supusiera en la pr§ctica el abandono 
del protagonismo del enfoque territorial que planteaba, aunque de forma incipiente, la LS-56, que qued· 
en papel mojado en favor de la concepci·n francesa de la ordenaci·n del territorio como plasmaci·n 
geogr§fica de la pol²tica econ·mica (p§g. 45). 

181 Vid. AYALA GONZĆLEZ, R.; GAVILĆN RUEDA, A. y SĆNCHEZ GOYANES, E.; ñInstrumentos de 
ordenaci·n territorial en Castilla y Le·nòé op. cit, p§gs. 105 y 106 

182 Para LOBO RODRIGO este y los siguientes Planes de Desarrollo Econ·mico y Social fueron en aquella 
®poca las ¼nicas figuras que llevaron a cabo una verdadera y efectiva planificaci·n a nivel regional o 
nacional. Su aparici·n en 1963 se debi·, por un lado, a la necesidad de mitigar los desequilibrios 
interterritoriales surgidos de la etapa de desarrollismo econ·mico tras la Segunda Guerra Mundial, y 
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Ley 1/1969, de 11 de febrero, por el que se aprueba el II plan de Desarrollo Económico 

y Social. Estos dos Planes realizaron una planificación estrictamente económica, 

localizando una serie de puntos clave donde concentrar las inversiones y esperando que 

tal política se tradujese en un desarrollo del entorno183. 

 

Posteriormente el Texto Refundido del III Plan de Desarrollo Económico y Social, 

aprobado por el Decreto 1541/1972, de 15 de julio, dispuso el deber de establecer grandes 

áreas de expansión industrial para el fomento de la industrialización; y ordenó que la 

localización y delimitación de las grandes áreas de expansión industrial se determinasen 

por Decreto, a propuesta del Ministerio de Planificación y Desarrollo, previo informe de 

la Organización Sindical y de los Ministerios Competentes184. Tambi®n introdujo ñla idea 

de la llamada ñvertebraci·n del territorioò, basada en la consideraci·n de las ciudades 
como eje del desarrollo y en la plasmación espacial de los designios de la planificación 

económica, fundamentalmente la localización industrial, siguiendo, por tanto, la 

doctrina francesa de ñlËam®nagement du territoireòò185. 

 

A pesar de lo cual el legislador no desistió de implantar en España un sistema de 

ordenación del territorio con sustantividad propia, independiente (aunque coordinada) de 

la planificación sectorial económica. De este modo, fue en la Ley 19/1975, de 2 de mayo, 

de Reforma de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana186 donde por 

primera vez en la historia del Derecho Urbanístico español se regula en un texto legal el 

concepto sobre ordenación del territorio, aunque la doctrina ya venía utilizando este 

término desde principios de los años sesenta187. Con esta reforma legislativa aparecen 

                                                           

por otro, como forma de conseguir un modelo de crecimiento econ·mico similar al que experimentaban 
los dem§s pa²ses de la Europa Occidental. (Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y 
urban²stica de las redes de telecomunicaci·né op. cit, p§g. 48) 

183 Vid. ib²d., p§g. 49, que critica que fueran el origen de problem§ticas actuales tales como la congesti·n y 
la contaminaci·n 

184 Art. 36.1 y art. 38.2 del mismo texto legal, en relaci·n con la disposici·n transitoria ¼nica del Decreto 
1384/1973, de 28 de junio 

185 Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 
op. cit, p§g. 50. Mientras que LčPEZ RAMčN, F.  ha visto en este protagonismo de la planificaci·n 
sectorial una oportunidad para que la finalidad p¼blica de la ordenaci·n del territorio se pudiese obtener 
mediante la implementaci·n de forma coordinada de pol²ticas sectoriales (Vid. LčPEZ RAMčN; 
Estudios jur²dicos sobre ordenaci·n del territorio,é op. cit, p§g. 209). LOBO RODRĉGO rechaza esta 
postura porque parte de un enfoque unidimensional de la ordenaci·n del territorio, muy alejada del 
actual concepto globalizador e integrador de esta funci·n p¼blica, aunque la realizaci·n de pol²ticas 
sectoriales sobre la ordenaci·n del territorio sea uno de los argumentos que esgrimen aquellos autores 
que defienden una ordenaci·n del territorio estatal (Vid. LOBO RODRĉGO, A; La ordenaci·n 
territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né op. cit, p§g. 51). 

186 Integrada en el TRLS-76 conforme a lo dispuesto en el apartado ¼ltimo de la tabla de vigencias de dicho 
texto refundido, salvo las disposiciones finales tercera, cuarta, sexta y s®ptima, que, 
independientemente, quedaron subsistentes. 

187 As² lo considera la doctrina casi un§nime, como LčPEZ RAMčN, F; Estudios jur²dicos sobre 
ordenaci·n del territorio,é op. cit, p§g. 38; P£REZ ANDR£S, A.F.; ñLa ordenaci·n del territorio, una 
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auténticos instrumentos de planificación territorial integrada que superan el urbanismo 

tradicional, regulando ex novo la figura de los Planes Directores Territoriales de 

Coordinación, de ámbito espacial indeterminado a priori, a los que asignó, como misión 

fundamental, la de señalar las grandes directrices que debían orientar y coordinar la 

ordenación urbanística del territorio dentro de las previsiones de los Planes de Desarrollo 

y con la adecuada atención a los problemas del medio ambiente, así como establecer el 

marco físico en el que debían desarrollarse coordinadamente las previsiones, localizables 

especialmente, de la planificación económica y social188. 

 

El posterior TRLS-76 poco más varió la situación. Atribuyó al Plan Nacional de 

Ordenación la determinación de las grandes directrices de ordenación del territorio, en 

coordinación con la planificación económica para la mayor bienestar de la población189, 

de lo cual LOBO RODRÍGO atisba una clara influencia de la concepción francesa, porque 

conecta directamente la ordenación del territorio con lo establecido en la planificación 

económica, convirtiéndose, por tanto, en una proyección espacial de ésta. Precisamente 

la razón de ser de esta figura sería la necesidad de plasmar las previsiones de los Planes 

de Desarrollo Económicos y Sociales aplicados en la década de los sesenta y la primera 

mitad de los setenta, intentando paliar los desajustes provocados por su 

implementación190.  

 

 A su vez el TRLS-76 atribuyó a los Planes Directores Territoriales de 

Coordinación el establecimiento, de conformidad con los principios del Plan Nacional de 

Ordenación y de la Planificación Económica y Social y las exigencias del desarrollo 

regional, de las directrices para la ordenación del territorio, el marco físico en que debían 

desarrollarse las previsiones del Plan y el modelo territorial en que debían coordinarse los 

Planes y Normas a que afectare191. Estos Planes Directores debían contener el esquema 

de la distribución global y geográfica de los usos y actividades a que debía destinarse 

prioritariamente el suelo afectado192, y en la Memoria la información básica, acompañada 

de los estudios necesarios, que debía considerar todos los aspectos que pudieran 

                                                           

encrucijada de competencias planificadorasò, en Revista de Administraci·n P¼blica, n¼m. 147, 
Septiembre-diciembre 1998, p§gs. 89 y 101; y el mismo autor en La ordenaci·n del territorio en el 
Estado de las Autonom²as,é op. cit, p§g. 44; BASSOLS COMA, M.; ñOrdenaci·n del territorio y 
medio ambiente: aspectos jur²dicosò,é op. cit, p§gs. 49 y 50. 

188 P§rrafo und®cimo de la Exposici·n de Motivos de la Ley 19/1975, de Reforma de la Ley Sobre R®gimen 
del Suelo y Ordenaci·n Urbana y art²culo primero, que a su vez dio una nueva redacci·n al art. 8Ü de la 
LS-56. 

189 Art. 7 del TRLS-76 y art. 8 del RPU.  
190 Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 

op. cit, p§g. 46 

191 Art. 8.1 del TRLS-76 y art. 10.1 del RPU 

192 Art. 8.2.a) del TRLS-76 y arts. 10.2 y 11.a) del RPU. 
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condicionar o determinar la estructuración del territorio, como son los usos y actividades 

básicas localizadas en el territorio193. Información que debía plasmarse en los planos de 

información194. Para GONZÁLEZ PÉREZ, estos Planes suponían el intento de coordinar 

el planeamiento urbanístico con el económico, estableciendo una serie de directrices de 

carácter vinculante195. 

 

 En cualquier caso y para hacer honor a la verdad, en aquel momento tal ordenación 

del territorio continuó integrada dentro de la ordenación urbanística, porque ambas 

funciones pretend²an conseguir los mismos objetivos, ñlo cual reducía el concepto 

moderno de ordenación del territorioò196. Y en la práctica nunca se llegó a aprobar el 

Plan Nacional de Ordenación, y los intentos de poner en marcha Planes Directores 

Territoriales de Coordinación en Andalucía, Aragón, Asturias y Galicia entre los años 

1976 y 1977 resultaron un fracaso y fueron abandonados, por la gran oposición que 

despertaron en instancias regionales como reacción al origen centralista en su 

elaboraci·n. ñTras las elecciones democráticas de 1977, y la creación del Ministerio de 

Obras Públicas y Urbanismo, se produjo un efecto contrario al deseado, creando una 

disfunción mayor entre las funciones públicas implicadas en la elaboración y puesta en 

marcha de los Planes Directores Territoriales de Coordinación. Se puede argumentar 

fácilmente que los PDTC fracasaron de pleno debido a la dificultad de concertación entre 

las Administraciones implicadas, por el centralismo imperante en la época. Además, la 

transformación del Estado unitario en Estado Autonómico supuso la reorganización del 

Estado que hizo que los PDTC hibernaran o se postergaran finalmenteò197. LOBO 

RODRÍGO atribuye también su fracaso al declive de la concepción planificadora de la 

economía como consecuencia de la crisis del petróleo de 1973198. 

 

Por eso y conforme a lo expresamente previsto en el citado III Plan de Desarrollo 

Económico y Social199, los instrumentos de planificación económica continuaron 

ordenando directamente el territorio, como cuando el 28 de septiembre de 1973 se aprobó 

el Decreto 2414/1973  por el que se determina la localización y delimitación del Gran 

Área de Expansión Industrial de Galicia, cuyos límites venían definidos por seis Zonas 

                                                           
193 Art. 12.1.a) del RPU. 
194 Art. 12.2.b) del RPU 

195 Vid. GONZĆLEZ P£REZ, J.: Comentarios a la Ley del suelo, C²vitas, Madrid, 1987, Tomo I, p§gs. 163 
y 164 

196 Vid. AYALA GONZĆLEZ, R.; GAVILĆN RUEDA, A. y SĆNCHEZ GOYANES, E.; ñInstrumentos de 
ordenaci·n territorial en Castilla y Le·né op. cit, p§g. 10. 

197 Vid. ib²d., p§g. 10. 
198 Vid. LOBO RODRĉGO, Ć.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 

op. cit, p§gs. 47 y 48 

199 Que preve²a, entre sus objetivos, que durante su vigencia se delimitara una gran §rea de expansi·n 
industrial en Galicia. 
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de Expansión Industrial: de El Ferrol; de La Coruña; de Arosa; de Compostela; de Vigo; 

de Orense; y de Lugo.  Gran Área que fue ampliada por el Decreto 3321/1974, de 28 de 

noviembre, y posteriormente mediante el Decreto 1837/1975, de 24 de julio, por el que 

se modifica la delimitación de la Gran Área de Expansión Industrial de Galicia. Por una 

parte se pretendía atender a la salvaguardia de los valores ambientales y culturales, en su 

aceptación más amplia, arbitrando los mecanismos precisos para la ordenación 

urbanística del área, en uso de los instrumentos de planificación urbana creados por la 

legislación urbanística200. Lo que explica que el Decreto 1837/1975 encomendara al 

Ministerio de la Vivienda, a través del procedimiento legalmente establecido, proceder a 

la ordenación urbanística de los terrenos afectados por la Gran Área de conformidad con 

la legislación vigente, incluso mediante la aprobación de normas subsidiarias de 

planeamiento, todo ello sin perjuicio de las competencias municipales sobre la materia201. 

 

Es decir, como reacción a las rigideces precedentes, en aquel momento ya se estimó 

que la determinación del territorio sobre el que se localizaba el área no podía ser un factor 

limitativo de las iniciativas industriales que pudieran surgir en o para la región, sino que 

su función primordial era la de fijar las zonas en que debía instrumentarse una más intensa 

actuación del sector público en la creación y dotación de la necesaria infraestructura y 

equipo social202. Por ello el propio Decreto 1837/1975  facultó a la Administración, en 

cada caso, a tomar en consideración, a los efectos de conceder los beneficios del Área, 

otras solicitudes de instalación de actividades industriales y sociales a localizar en zonas 

no incluidas en la delimitación que en el mismo Decreto 1837/1975 efectuaba dentro de 

Galicia, cuando por razón de las circunstancias concurrentes en cada proyecto -que debían 

examinarse discrecionalmente- se justificase la necesidad de emplazamiento o bien se 

tratase del traslado de plantas inadecuadamente emplazadas con observancia del 

planeamiento vigente o que se dictase en lo sucesivo203. 

 

El mismo régimen general y excepcional recogieron el Real Decreto 2622/1976, de 

30 de octubre, por el que se determinaba la localización y delimitación del Gran Área de 

Expansión Industrial de Andalucía204 y el Real Decreto, 3154/1978 de 29 de septiembre, 

por el que se establecía la localización y delimitación del Gran Área de Expansión 

                                                           
200 Pen¼ltimo p§rrafo del Decreto 1837/1975, de 24 de julio, por el que se modifica la delimitaci·n de la 

Gran Ćrea de Expansi·n Industrial de Galicia. 
201 Art. 1.2Ü Decreto 1837/1975, de 24 de julio, por el que se modifica la delimitaci·n de la Gran Ćrea de 

Expansi·n Industrial de Galicia 

202 Antepen¼ltimo p§rrafo del Decreto 1837/1975, de 24 de julio, por el que se modifica la delimitaci·n de 
la Gran Ćrea de Expansi·n Industrial de Galicia. 

203 Art. 2 del Decreto 1837/1975, de 24 de julio, por el que se modifica la delimitaci·n de la Gran Ćrea de 
Expansi·n Industrial de Galicia 

204 Arts. 4 y 5 del Real Decreto 2622/1976, de 30 de octubre, por el que se determinaba la localizaci·n y 
delimitaci·n del Gran Ćrea de Expansi·n Industrial de Andaluc²a 
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Industrial de Extremadura205. Pero éste último también establecía que el Plan Director 

Territorial de Coordinación, previsto en el TRLS-76, debía fijar obligatoriamente los 

esquemas de distribución de usos y actividades del suelo y establecer la localización de 

las infraestructuras básicas relativas a las comunicaciones de todo tipo, de abastecimiento 

de agua, saneamiento, suministro de energía y otros análogos que afectasen a los 

municipios comprendidos dentro de la delimitación de la Gran Área206. Y que en el plazo 

de dos años los municipios comprendidos dentro de la Gran área debían proceder a la 

ordenación urbanística de los terrenos afectados, conforme a los procedimientos 

establecidos en el TRLS-76207. El mismo modelo contemplaba el Real Decreto 

2620/1979, de 11 de octubre, por el que se determina la localización y delimitación de la 

Gran Área de Expansión Industrial de las Provincias de Castilla la Vieja y de León. 

 

Pero sin una consolidación definitiva, porque el Real Decreto 3119/1982 de 1 de 

octubre, por el que se creó la Gran Área de Expansión Industrial de Castilla-La Mancha 

-que sintetizó y valoró diversos estudios realizados por la Dirección General de Acción 

Territorial y Urbanismo y el Centro de Estudios de Ordenación del Territorio y Medio 

Ambiente del entonces Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo- ya no previó 

expresamente aquella coordinación e incorporación de sus determinaciones a los 

instrumentos de ordenación urbanística. 

 

Por otra parte, hasta tiempos muy recientes la planificación territorial del sector 

terciario en España ha estado, casi por completo ausente de la ordenación del suelo, y 

durante una larga etapa la única conexión que existió fue la licencia municipal de apertura 

de los establecimientos comerciales208. Cuando de una vez la demanda de suelo de uso 

terciario comenzó a ser tenida en cuenta, su satisfacción le vinculó más al planeamiento 

urbanístico que a la ordenación del territorio propiamente dicha, probablemente porque 

durante largo tiempo las necesidades que debía cubrir se calculaban desde una perspectiva 

local, más que regional o subregional. Cuestión que abordaremos con mayor detalle en el 

apartado III.2.6 del presente capítulo primero al repasar la Planificación urbanística 

sectorial. 

 

                                                           
205 Arts. 1, 2 y 3 del Real Decreto 3154/1978 de 29 de septiembre, por el que se establec²a la localizaci·n y 

delimitaci·n del Gran Ćrea de Expansi·n Industrial de Extremadura 

206 Art. 4.1 del Real Decreto 3154/1978 de 29 de septiembre, por el que se establec²a la localizaci·n y 
delimitaci·n del Gran Ćrea de Expansi·n Industrial de Extremadura 

207 Art. 4.2 del Real Decreto 3154/1978 de 29 de septiembre, por el que se establec²a la localizaci·n y 
delimitaci·n del Gran Ćrea de Expansi·n Industrial de Extremadura 

208 Vid. MIGUEZ MACHO, L.: La intervenci·n administrativa en el comercio interior, Iustel, Madrid, 
2005, p§gs. 192 y 193, que trae a colaci·n el precursor art. 22.2 del RSCL conforme al cual: ñLa 
intervenci·n municipal tender§ a verificar si los locales e instalaciones re¼nen las condicionesé que, 
en su caso, estuvieran dispuestas en los planes de urbanismo debidamente aprobadosò. 
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Finalmente, en nuestro actual ordenamiento constitucional el último intento de 

mantener alguna competencia estatal en la ordenación del territorio fue el TRLS-92, que 

continuó atribuyendo al Plan Nacional de Ordenación las funciones de establecer las 

grandes directrices territoriales, fijar los fines y objetivos y determinar las prioridades de 

la acción pública a escala del territorio nacional, de forma que permitiese la adopción 

coordinada de las decisiones estratégicas referentes a la compatibilidad del espacio 

económico con la calidad de vida y el bienestar social209. Mientras que encomendaba a 

los Planes Directores Territoriales de Coordinación el establecimiento del esquema de 

distribución geográfica de los usos y actividades a que debía destinarse el suelo 

afectado210. Intento que echó abajo el TC cuando declaró inconstitucionales y anuló los 

preceptos que pretendían atribuir a la regulación del Plan Nacional de Ordenación una 

ñaplicación plenaò, y a los Planes Directores Territoriales de Coordinaci·n una 
aplicación supletoria en defecto de la regulación específica de las Comunidades 

Autónomas211. A partir de este momento al Estado sólo le compete la política de 

planificación económica de ámbito estatal que le atribuyen los arts. 131 y 149.1.13ª de la 

CE, sin formulación directa de instrumentos de ordenación territorial toda vez que ya no 

prescribe ninguna planificación global de la economía212. 

                                                           
209 Art. 66 del TRLS-92, aunque posteriormente el art. 8 del RPU, que regulaba el Plan Nacional de 

Ordenaci·n, fue derogado por el Real Decreto 304/1993, 26 febrero, por el que se aprueba la tabla de 
vigencias de los Reglamentos de Planeamiento, Gesti·n Urban²stica, Disciplina Urban²stica, 
Edificaci·n Forzosa y Registro Municipal de Solares y Reparcelaciones, en ejecuci·n de la disposici·n 
final ¼nica, del Texto Refundido de la Ley sobre R®gimen del Suelo y Ordenaci·n Urbana. Es decir, que 
a partir del 19 de marzo de 1993 (fecha en que dicha derogaci·n entr· en vigor) el Plan Nacional de 
Ordenaci·n dej· de contar con desarrollo reglamentario, aunque sobre el papel sigui· teniendo 
existencia legal. 

210 Art. 68.2.a) del TRLS-92 

211 STC 61/1997, Pleno, de 20 de marzo, rec. 2477/1990, que declara la inconstitucionalidad y nulidad del 
art. 66, por haberlo calificado de ñaplicaci·n plenaò en el apartado segundo de la disposici·n final ¼nica; 
as² como del n¼mero 3 de la disposici·n final ¼nica y, consiguientemente, del art. 68 aprobado por el 
Estado con eficacia supletoria, todos ellos del TRLS-92 

212 Vid.  LčPEZ RAMčN, F.; Estudios jur²dicos sobre ordenaci·n del territorio,é op. cit, p§g. 58. 
Aunque este autor advierte que la competencia del Estado sobre una serie de infraestructuras y servicios 
estatales que requieren cierto tipo de equipamiento conlleva tambi®n la facultad de establecer su 
localizaci·n geogr§fica, porque resultar²a incoherente que sus competencias exclusivas en puertos y 
aeropuertos de inter®s general o instalaciones defensivas no incluyese tambi®n la posibilidad de su 
localizaci·n geogr§fica, independientemente de su obvia repercusi·n territorial (p§g. 144). Tesis que 
encuentra respaldo en la STC 56/1986, Pleno, de 13 de mayo de 1986, rec. 228/1983, FJ 3Ü, para edificar 
Cuarteles o Comisar²as de Polic²a cuyo emplazamiento o localizaci·n no se ajuste a las determinaciones 
de los planes urban²sticos. Desde este punto de vista, LOBO RODRĉGO, Ć.; La ordenaci·n territorial 
y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né op. cit, p§g. 60, habla de la posible existencia de una 
verdadera ñordenaci·n urban²stica estatalò. Pero que otros autores -como P£REZ ANDR£S- rechazan 
porque niegan al Estado cualquier facultad para localizar las infraestructuras de su competencia y menos 
a¼n los equipamientos relacionados con servicios a su cargo. Defienden que las Comunidades 
Aut·nomas son las ¼nicas competentes para adoptar decisiones de localizaci·n territorial, sin perjuicio 
de la facultad del Estado de introducir condicionantes que de alguna manera limiten la decisi·n final de 
las Comunidades Aut·nomas. Pero tales condicionantes no pueden suponer una ñexacta e inmutable 
localizaci·n, salvo en casos extremos en los que de dicha localizaci·n dependa por completo el ejercicio 
de las competencias constitucionalmente reconocidasò (vid. P£REZ ANDR£S, A.F.; La ordenaci·n del 
territorio en el Estado de las Autonom²as... op. cit, p§gs. 418 y 420; as² como P£REZ ANDR£S, A.F.; 
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Por último y tras la asunción por todas las Comunidades Autónomas de la competencia 

exclusiva en ordenación territorial213, los instrumentos de ordenación que comprenden todo 

o parte del territorio de cada comunidad autónoma han recibido distintas denominaciones en 

cada legislación urbanística, y su implicación en la habilitación de suelo destinado a 

actividades empresariales se manifiesta, con distintas matizaciones, de la siguiente manera: 

 

a) Andalucía 

 

En la Comunidad Autónoma de Andalucía el Plan de Ordenación del Territorio de 

Andalucía tiene por finalidad establecer los elementos básicos para la organización y 

estructura del todo territorio de la Comunidad Autónoma, siendo el marco de referencia 

territorial para los demás planes de ordenación territorial y para los instrumentos 

denominados Actuaciones con Incidencia en la Ordenación del Territorio, así como para la 

                                                           

ñLa ordenaci·n del territorio, una encrucijada de competencias planificadorasòé op. cit., p§gs. 116 y 
117). Opini·n compartida por ALLENDE LANDA, J.: ñOrdenaci·n del territorio versus grandes 
infraestructuras: el caso de Vizcayaò, en Ciudad y territorio: Revista de ciencia urbana, nÜ 74, 1987, 
p§gs. 52 y 53, aunque reconoce -y critica- que de hecho las grandes infraestructuras de competencia 
estatal est§n condicionando y dirigiendo la ordenaci·n del territorio. Sirve de ejemplo el apdo. 2 de la 
Ley 13/2003, de mayo, reguladora del contrato de concesi·n de obras p¼blicas. En todo caso, seg¼n 
LčPEZ FERNĆNDEZ, la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 
diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior ha inutilizado la competencia contenida 
en el art. 149.1.13 de la CE ïecon·mica- en cuanto se refiere a la implantaci·n de una autorizaci·n 
destinada a los granes establecimientos comerciales (Vid. LčPEZ FERNĆNDEZ, F.: El impacto de la 
directiva de servicios sobre el urbanismo comercial (Por una ordenaci·n espacial de los grandes 
establecimientos comerciales), Atelier, Barcelona, 2009, p§g. 183) 

213 Competencia exclusiva con matizaciones. El apdo. 21 de la Carta Europea de Ordenaci·n del Territorio, 
aprobada el 20 de mayo de 1983 en Torremolinos (Espa¶a) por la Conferencia Europea de Ministros 
Responsables de la Ordenaci·n del Territorio (CEMAT) habla expresamente de la necesidad de 
coordinar ·ptimamente el nivel local, regional, nacional y europeo, as² como transfronteriza, de modo 
que las autoridades tengan en cuenta las medidas tomadas o previstas en el escalaf·n interior. A nivel 
europeo, la coordinaci·n de pol²ticas de ordenaci·n del territorio con vistas a la realizaci·n de objetivos 
de importancia europea y de un desarrollo general equilibrado. Este principio -sumado a que el art. 
192.2.b) del Tratado de Funcionamiento de la Uni·n Europea, hecho en Roma el 25 de marzo de 1957, 
que faculta al Consejo, al Comit® Econ·mico y Social y al Comit® de las Regiones a adoptar medidas 
que afecten a la ordenaci·n territorial y la utilizaci·n del suelo (con excepci·n de la gesti·n de los 
residuos)- ha determinado que algunos autores planteen la existencia de una planificaci·n territorial a 
nivel europeo (Vid. LOBO RODRĉGO, Ć.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de 
telecomunicaci·né op. cit, p§gs. 71 a 75). En el mismo sentido, GONZĆLEZ-VARAS IBA¤EZ, S.J.; 
Urbanismo y Ordenaci·n del Territorioé op. cit, p§gs. 119 a 121, que destaca como, en un momento 
en el que la STC 61/1997, de 20 de marzo cierra al Estado la posibilidad de regular el urbanismo, por 
considerar que aqu®l corresponde a instancia territoriales inferiores (Comunidades Aut·nomas y 
Entidades Locales), las instituciones comunitarias inician ciertas acciones que revelan una voluntad 
decidida de llevar a cabo una ordenaci·n territorial de §mbito comunitario europeo, y que deben ser 
consideraras y respetadas por las instancias nacionales (en el caso espa¶ol, regionales con competencia 
en la materia territorial). Para este autor, dicha ordenaci·n a nivel europeo se asentar²a en cuatro pilares: 
primero, la cooperaci·n transfronteriza; segundo, los documentos y programas de la Uni·n Europea en 
materia de ordenaci·n del territorio; tercero, las competencias sectoriales de la Uni·n Europea que 
repercuten en la ordenaci·n del territorio; y cuarto, la posible competencia de la Uni·n Europea en 
materia de ordenaci·n del territorio en el marco de la Constituci·n Europea conforme a las m§s recientes 
tendencias jur²dicas. 
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acción pública en general214. Aunque sólo deba contener los criterios territoriales básicos para 

la delimitación y selección de áreas de planificación económica215, como su objetivo es la 

distribución geográfica de las actividades y de los usos del suelo -armonizada con el 

desarrollo económico, las potencialidades existentes en el territorio y la protección de la 

naturaleza y del patrimonio histórico216- no cabe duda de que este instrumento incide 

directamente en el ejercicio de cualquier actividad empresarial, porque condiciona su 

permisibilidad, viabilidad y simple existencia217. 

 

En esta línea, el Programa Industrial de Andalucía 2003-2006 y el Plan Andaluz de 

Desarrollo Industrial 2008-2013 incluyeron actuaciones dirigidas a crear nuevos espacios 

industriales de tipo tradicional (polígonos industriales) y espacios tecnológicos, así como el 

desarrollo de la Red de áreas logísticas de Andalucía218, que se corresponden con el Plan de 

Ordenación Territorial de Andalucía para el programa andaluz de ciudades y que contempla 

la necesidad de una oferta de suelos para actividades productivas en lo que se refiere a los 

centros regionales219. 

 

b) Aragón 

En Aragón la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón220 tiene por finalidad 

determinar el modelo de ordenación y desarrollo sostenible de toda la Comunidad Autónoma, 

las estrategias para alcanzarlo y los indicadores para el seguimiento de la evolución de la 

estructura territorial y su aproximación al modelo establecido221. Su memoria debe contener 

el análisis del sistema territorial de Aragón considerando las actividades económicas222. 

 

                                                           
214 Art. 6 de la LOTCA. 
215 Art. 7.c. de la LOTCA. 
216 P§rrafo 5Ü de la Exposici·n de Motivos de la LOTCA 

217 Por ejemplo, P£REZ FERNĆNDEZ considera que son el instrumento id·neo para afrontar una 
ordenaci·n sectorial del comercio a trav®s de su integraci·n con la ordenaci·n territorial y, en concreto, 
un veh²culo adecuado para resolver el problema de la localizaci·n de las grandes superficies (Vid. 
P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit, p§g. 258). 

218 Localizadas en el entorno de los puertos comerciales (que cuentan con importantes complejos 
industriales asociados) y de los §mbitos metropolitanos del interior (que han de actuar como puertos 
secos), seg¼n el apartado 4.2 del Anexo del Decreto 10/2008, de 22 de enero, por el que se aprueba el 
Plan Andaluz de Desarrollo Industrial (PADI 2008-2013). 

219 Medida 2.1.7 del Anexo del Decreto 10/2008, de 22 de enero, por el que se aprueba el Plan Andaluz de 
Desarrollo Industrial (PADI 2008-2013), al que a su vez se remite el apartado 25.4.c) del cap²tulo 1 del 
T²tulo II del Anexo del Decreto 206/2006, de 28 de noviembre, por el que se adapta el Plan de 
Ordenaci·n del Territorio de Andaluc²a a las Resoluciones aprobadas por el Parlamento de Andaluc²a 
en sesi·n celebrada los d²as 25 y 26 de octubre de 2006 y se acuerda su publicaci·n. 

220 Art. 5.1 del TRLOTA. 
221 Art. 17 del TRLOTA. 
222 Art. 18.2.a. del TRLOTA 
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c) Asturias 

 
En el Principado de Asturias uno de los sistemas de estructuración territorial es el suelo 

destinado a la implantación de actividades productivas de repercusión supramunicipal223, y 

uno de los principios que informan y presiden toda actuación pública o privada en relación 

con la ordenación territorial es el desarrollo territorial y urbano sostenible y equilibrado, 

cuyos objetivos son, en primer lugar, el progreso económico224. Por eso uno de los objetivos 

fundamentales de la ordenación territorial es promover una gestión prudente y eficaz de los 

recursos naturales que coordine las necesidades del desarrollo socioeconómico con las 

obligaciones de conservación y mejora del medio ambiente y de los lugares y construcciones 

de interés cultural y natural225; y le compete señalar los criterios para el emplazamiento o 

directamente emplazar las áreas destinadas a los centros de producción, para favorecer la 

coordinación de las políticas territoriales y la ordenación urbanística226. 

 

 En concreto, las Directrices Regionales de Ordenación del Territorio son el 

instrumento expresivo de los fines y objetivos de la política territorial de todo el Principado, 

constituyendo el principal elemento de planificación y coordinación territorial y la base para 

el desarrollo de las actuaciones con incidencia territorial que hayan de producirse en la 

Comunidad Autónoma227.  

 

Su contenido debe servir de marco territorial de referencia para la elaboración de los 

planes y programas económicos del Principado de Asturias, pudiendo fijar las previsiones de 

índole social y económica228; y en la determinación de los objetivos y líneas de actuación de 

la política territorial que emanen de las distintas áreas analizadas, debiendo tomar como 

referencia mínima la actividad económica229, en concreto sus necesidades de suelo e 

infraestructuras230 y criterios de compatibilización del planeamiento urbanístico en lo relativo 

a la integración de suelos industriales y comerciales231. En el señalamiento, mantenimiento o 

                                                           
223 Art. 4.g) del ROTUA 

224 Art. 7.b) del ROTUA 

225 Art. 8.c) del ROTUA 

226 Art. 11.1.b) del Art. 7.b) del ROTUA. Uno de los problemas heredados y denunciados por la Exposici·n 
de motivos de la derogada Ley 1/1987, de 30 de marzo, de Coordinaci·n y Ordenaci·n Territorial de 
Asturias es la actuaci·n de la Administraci·n y de los particulares sobre el territorio caracterizada por 
propiciar el desequilibrio territorial, en el que la actividad econ·mica se ha concentrado en una parte 
relativamente reducida de la regi·n -el §rea central- dejando en gran manera desasistidas las zonas 
oriental y occidental. 

227 Arts. 28 y 30.a) del TRDLVMOTUA 

228 Art. 29.2 del TRDLVMOTUA 

229 Art. 31.2.b) del TRDLVMOTUA 

230 Art. 70.2.b).3Û del ROTUA. 
231 Art. 70.2.f).2Û del ROTUA 
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ampliación áreas de protección deben tener en cuenta su valor económico232, y en todo caso 

deben formular los criterios y normas que regulen la implantación de usos y actividades en el 

territorio233. 

 
También se pueden aprobar unas Directrices Sectoriales de Ordenación del Territorio 

destinadas a regular y orientar la incidencia territorial de las actividades sectoriales en el 

ámbito de la totalidad del Principado234.  

 

 En concreto, la legislación comercial asturiana prevé que la ordenación de los usos y 

los equipamientos comerciales en la totalidad del territorio de la Comunidad Autónoma se 

realizará a través de las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial, con arreglo al 

modelo definido por la legislación vigente en materia de ordenación territorial y urbanismo. 

Constituyen un instrumento de planificación y coordinación territorial cuya finalidad básica 

es orientar la incidencia territorial y medioambiental de los usos y los equipamientos 

comerciales desde la defensa de un modelo de desarrollo urbano compacto, multifuncional, 

sostenible y socialmente solidario.  Los criterios de orientación y ordenación de estas 

Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial no deben ser discriminatorios; deben 

estar justificados por una razón imperiosa de interés general; ser proporcionados a dicho 

objetivo de interés general; ser claros e inequívocos; ser objetivos; ser hechos públicos con 

antelación; así como transparentes y accesibles. Pero en ningún caso podrán establecerse 

criterios de naturaleza económica que supediten la implantación de los equipamientos 

comerciales a la prueba de la existencia de una necesidad económica o de una demanda en el 

mercado, a que se evalúen los efectos económicos, posibles o reales, de la actividad o al 

cumplimiento de una eventual planificación económica. Deben concretar sus 

determinaciones atendiendo a los objetivos de propiciar el desarrollo de la actividad 

comercial en ciudades, villas o núcleos de población, en especial, en sus cascos históricos, 

centros urbanos y nuevas áreas residenciales; favorecer la salvaguarda de los centros 

históricos; abordar la integración de los equipamientos comerciales en su entorno; y satisfacer 

los intereses y las necesidades de compra de los consumidores235. 

 

De este modo, el Gobierno del Principado de Asturias ha aprobado unas Directrices 

Sectoriales de Equipamiento Comercial, con el objetivo de establecer un nivel adecuado de 

equipamiento comercial y una correcta distribución territorial de los establecimientos 

comerciales236; establecer los criterios necesarios para su localización y dimensión y fijar los 

criterios sobre equipamiento comercial, que deberán ser incorporados al planeamiento 

                                                           
232 Art. 31.2.e) del TRDLVMOTU 

233 Art. 69.a).3Ü de la ROTUA 

234 Arts. 28 y 30.b) y c) del TRDLVMOTUA 

235 Art. 17 de la Ley del Principado de Asturias 9/2010, de 17 de diciembre, de Comercio Interior 
236 Art. 1.2.b) de las DSECA-05 y art. 12.1 de las DSECA-10 



63 

 

urbanístico237. Aunque, en realidad, se ejecutan mediante la aprobación y revisión de los 

instrumentos de planeamiento urbanístico (Planes Generales, Planes Parciales o Planes 

Especiales), por cuanto que, en todo caso, el planeamiento deberá adecuarse a las 

determinaciones y previsiones de las Directrices Sectoriales238, y tener debidamente presente 

en su contenido y procedimiento de elaboración la implantación del equipamiento comercial 

y su tratamiento239, conforme a los principios generales fijados por las propias Directrices240. 

Por último, los Programas de Actuación Territorial ïque tienen por objeto recoger de 

forma sistemática las actuaciones con incidencia en el territorio que vayan a realizarse por 

los diversos organismos y entidades de la Administración del Principado de Asturias241- se 

pueden referir a la totalidad del territorio del Principado cuando estén destinados 

especialmente a la programación dentro de un solo sector o a la consecución de una finalidad 

específica242. 

 

d) Cantabria 

En Cantabria la ordenación territorial comprende la elaboración y aprobación de los 

instrumentos necesarios para planificar y plasmar en el territorio la política económica y 

medioambiental de la Comunidad Autónoma243. Para ello se puede aprobar el Plan Regional 

de Ordenación Territorial, que debe formular los objetivos económicos del Gobierno 

relacionados con el territorio y las directrices para calcular la capacidad de acogida, entendida 

como el máximo crecimiento urbanístico que un territorio puede soportar atendiendo, entre 

otras, a la actividad económica244. 

El Gobierno Autonómico también puede aprobar las Normas Urbanísticas Regionales 

para establecer y fijar pautas normativas en lo referente al uso del suelo y la edificación245, 

pero que sólo son de aplicación directa en ausencia de Plan General de Ordenación o como 

complemento de éste246. 

 

                                                           
237 Art. 1.3.b) y c) de las DSECA-05 y arts. 1.2 y 2.1 de las DSECA-10, estableciendo este ¼ltimo que las 

Directrices tambi®n se ejecutan mediante la elaboraci·n de los Planes Locales y Sectoriales de 
Orientaci·n Comercial. 

238 Arts. 3.a) 11.2 de las DSECA-05 y art. 4.a) y arts. 44.2 y 3 de las DSECA-10 

239 Art. 44.1 de las DSECA-10 

240 Art. 45 de las DSECA-10 

241 Art. 34 del TRDLVMOTUA 

242 Art. 36.2 del TRDLVMOTUA 

243 Art. 2.1 de la LOTRUSC 

244 Art. 12.b) y e) de la LOTRUSC 

245 Art. 19 de la LOTRUSC 

246 Art. 30.3 de la LOTRUSC 
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e) Castilla-La Mancha 

 
En Castilla-La Mancha toda actuación pública de ordenación del territorio debe 

responder a la armonización de los requerimientos del desarrollo económico247, perseguir la 

utilización racional de los espacios de interés económico y promover el desarrollo económico 

y social a través del fomento de actividades productivas y generadoras de empleo estable248. 

 

En concreto, los Planes de Ordenación del Territorio, de carácter Integral o Sectorial, 

establecen las directrices de coordinación territorial para la formulación de los diferentes 

instrumentos de ámbito espacial menor249. Pueden tener por objeto la ordenación integral de 

todo el territorio de la Comunidad Autónoma, o de una o varias cuestiones sectoriales de todo 

éste ámbito250. 

 

f) Castilla y León 
 

Las Directrices de Ordenación del Territorio de Castilla y León deben formular los 

criterios y normas que regulen la implantación de usos y actividades en el territorio del 

conjunto de la Comunidad251, y en concreto debe contener criterios de actuación en áreas 

desfavorecidas por declive económico252. 

 

También se pueden aprobar Planes Regionales de Ámbito Sectorial, que tienen por 

objeto ordenar y regular las actividades sectoriales sobre el conjunto de la Comunidad253. 

Precisamente, y a los efectos de lograr la adecuada y equilibrada integración territorial de los 

establecimientos comerciales, se utilizarán los instrumentos que la legislación de ordenación 

del territorio de Castilla y León tiene previstos para ordenar y regular las actividades 

sectoriales254. 

 

Y, en todo caso, en esta Comunidad Autónoma los instrumentos de ordenación del 

territorio pueden establecer, por subrogación, las determinaciones del planeamiento 

urbanístico cuando concurran circunstancias de interés supralocal tales como ausencia de 

planeamiento municipal y necesidad de suelo para actividades productivas255. 

                                                           
247 Art. 4.1.b) del TRLOTAUCLM  
248 Art. 5.b) y g) del TRLOTAUCLM 

249 Art. 17.1.A.a) del TRLOTAUCLM 

250 Art. 18.1 del TRLOTAUCLM y art. 8 del RPLOTAUCLM 

251  Art. 8.1 y 2.b) de la LOTCL 

252 Art. 10.1.g) de la LOTCL 

253 Art. 20.1.a) de la LOTCL 

254 Art. 13.3 del Decreto Legislativo 2/2014, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley de Comercio de Castilla y Le·n, y art. 21.2 del RUCL 

255 Art. 33.4 de la LUCL 
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g) Cataluña 

En Cataluña la Administración de la Generalitat debe promover, mediante la 

ordenación del territorio, el desarrollo socio económico con criterios de equilibro social y 

territorial256, fomentando y regulando el crecimiento económico y de actividades257.  

Compete al Plan Territorial General indicar las áreas del territorio de toda la 

Comunidad Autónoma en las que es necesario promover usos específicos258. Debe delimitar 

las zonas deprimidas (por ejemplo, con problemas de estancamiento económico); zonas de 

desarrollo y zonas congestionadas (por ejemplo, territorios en los que la elevada densidad de 

actividades crea deseconomías)259.  En este sentido el Parlamento de Cataluña aprobó la Ley 

1/1995, de 16 de marzo, por la que se aprueba el Plan Territorial General de Cataluña.  

El Consejo Ejecutivo también puede determinar la elaboración de Planes territoriales 

sectoriales, que son los planes de incidencia territorial260  con ámbito de aplicación en todo 

el territorio de Cataluña261. 

 

h) Extremadura 

En Extremadura la actividad de ordenación territorial es una función pública de 

organización, dirección y control de la ocupación y utilización del suelo262 mediante 

determinaciones, de carácter vinculante u orientativo, reguladoras de los factores 

condicionantes de la ocupación y utilización del suelo por usos y actividades de ámbito de 

servicio y trascendencia supramunicipal263. Por eso son fines de la actuación pública con 

relación al territorio la regulación de la utilización racional de los espacios cuyo interés 

económico lo justifique264; mantener y mejorar la calidad del entorno urbano regulando los 

usos del suelo, con el fin de promover un progreso económico y social equilibrado265 y 

sostenible, a través del fomento de las actividades productivas y generadoras de empleo 

estable266. 

                                                           
256 Art. 2.1 de la LPTC 

257 Art. 3.a) y b) de la LPTC 

258 Art. 5.1.f) de la LPTC 

259 Art. 6 de la LPTC 

260 Art. 17 de la LPTC 

261 Art. 18.2 de la LPTC 

262 Art. 2.1 de la LSOTE 

263 Art. 8 del RPE 

264 Art. 4.b) de la LSOTE 

265 Art. 4.f) de la LSOTE 

266 Art. 4.h) de la LSOTE 
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Para ello la Asamblea de Extremadura267 puede aprobar las Directrices de Ordenación 

Territorial de carácter General que definan los elementos de organización y estructuración 

de la totalidad del territorio de Extremadura268, formulando el conjunto de determinaciones 

que ordenen y regulen, con carácter estratégico, los procesos de ocupación del territorio por 

las distintas actividades económicas y sociales, consolidando y potenciando, desde una 

opción sostenible de desarrollo, la distribución equilibrada de estos procesos en los 

emplazamientos idóneos y adecuados al interés general269. 

También se pueden aprobar unas Directrices de Ordenación Territorial de carácter 

parcial exclusivamente destinadas a ordenar y regular esos procesos de ocupación del 

territorio por las distintas actividades económicas270. 

La Junta de Extremadura también puede aprobar Planes Territoriales Generales para 

definir integral o sectorialmente los elementos básicos que estructuran un área geográfica 

determinada. Pero no pueden clasificar suelo, ni sustituir en ningún caso el planeamiento 

urbanístico en su función propia271, ni tener un ámbito territorial inferior al municipal272. 

Pueden ser Integrales, cuando ordenen de modo comprensivo, por relación al conjunto de 

actividades y usos posibles, el ámbito territorial a que se refieran; o Sectoriales, cuando 

ordenen selectivamente, es decir, por relación a uno o algunos de los usos y actividades 

posibles, el ámbito territorial a que se refieran273. 

 

i) Galicia 

En Galicia los instrumentos de ordenación del territorio tienen como objetivos, entre 

otros, compatibilizar el proceso de desarrollo del sistema productivo, así como perfeccionar 

y corregir, en su caso, la distribución espacial de las instalaciones productivas propias de los 

sectores secundarios mediante la utilización de procedimientos de fomento o disuasión en 

relación con las existentes o futuras274.  

Para ello el Consejo de Gobierno puede aprobar las Directrices de Ordenación del 

territorio con el fin, entre otros, de formular con carácter global e interrelacionado, y en el 

marco del Plan económico-social de la Comunidad Autónoma, el conjunto de criterios y 

                                                           
267 Art. 55.5 de la LSOTE 

268 Art. 48.1 y 3 de la LSOTE 

269 Art. 4.2.a) de la LSOTE y art. 10.1 del RPE 

270 Art. 48.3 de la LSOTE 

271 Arts. 54.1 y 2 de la LSOTE y art. 15.1.a) del RPE 

272 Art. 14.1 del RPE 

273 Art. 15.2 del RPE 

274 Art. 3.c) y d) de la LOTG 



67 

 

normas que orienten y regulen los procesos de asentamiento en el territorio de las distintas 

actividades económicas de los agentes públicos y privados que operen en dicho territorio275.  

También se pueden formular Programas Coordinados de Actuación, de carácter 

plurianual, referido a la totalidad del ámbito comunitario, de carácter sectorial o intersectorial, 

integrando las actuaciones propuestas por las distintas Administraciones u organismos 

públicos que operen en el ámbito de la Comunidad Autónoma276. 

En todo caso la ordenación territorial, al ordenar los usos comerciales, destinará suelo 

adecuado y suficiente para atender las necesidades de la población, prestando especial 

atención a la densidad comercial, intentando conseguir el equilibrio del territorio277. 

Además la declaración de una propuesta de inversión como proyecto industrial 

estratégico requiere que el solicitante justifique la relación del contenido del proyecto con las 

Directrices de Ordenación del Territorio mediante el correspondiente análisis de 

compatibilidad estratégico278. 

 

j) Islas Baleares 

En las Islas Baleares uno de los objetivos de la ordenación territorial es disponer una 

estructura espacial adecuada que permita conseguir un desarrollo socioeconómico compatible 

con la utilización racional de los recursos naturales279. Para lo cual los instrumentos de 

ordenación territorial deben regular las dimensiones físicas de los asentamientos vinculados 

a los sectores productivos secundario y terciario, así como ordenar la distribución espacial de 

las instalaciones productivas propias de los sectores primario y secundario, mediante la 

utilización de procedimientos de fomento o de disuasión en relación con las instalaciones 

existentes o futuras280. 

Las Directrices de Ordenación Territorial son el instrumento superior y básico de la 

ordenación territorial y conjunta de las Islas Baleares281. Determinan los límites y los techos 

máximos de crecimiento de los diversos usos del suelo y los límites de su materialización, y 

establecen las prescripciones para el desarrollo económico que incida en el territorio282, y una 

mejor distribución en el espacio de los usos y actividades productivas283. 

                                                           
275 Art. 6.a) de la LOTG 

276 Art. 16.a) de la LOTG. 
277 Art. 27.2 de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, de Comercio Interior de Galicia 

278 Art. 41.1.d) de la Ley 13/2011, de 16 de diciembre, de pol²tica industrial de Galicia 

279 Art. 1.b) de la LOTIB 

280 Art. 2.a) y b) de la LOTIB 

281 Art. 5 de la LOTIB y art. 2 de la LDOTIB 

282 Art. 6.1.a) y b) de la LOTIB 

283 Art. 1.2 de la LDOTIB 
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En todo caso, a partir del 19 de octubre de 2014 esta legislación autonómica 

sectorial ha dejado fuera de su regulación la ordenación territorial de la actividad 

comercial, para que sea objeto de una regulación específica284. 

 

k) Islas Canarias 

En las Islas Canarias los Poderes Públicos deben orientar sus políticas de actuación en 

relación con la ordenación territorial hacia la armonización de los requerimientos del 

desarrollo económico285. Por eso con relación al territorio son fines de actuación pública 

mantener y mejorar la calidad del entorno urbano, regulando los usos del suelo y las 

actividades productivas, comerciales, de transporte, ocio, turísticas o de otra índole, con el 

fin de promover un desarrollo económico y social equilibrado y sostenible286. Obviamente, 

con la peculiaridad de que prevalece como criterio específico el mantenimiento de la actividad 

turística como motor económico insular287. 

En concreto, las actuaciones públicas en materia de ordenación del territorio deben 

promover la habilitación de suelo adecuado para la implantación de las actividades 

productivas288, mediante las herramientas propias del planeamiento general 

Para ello las Directrices de Ordenación General son el instrumento de planeamiento 

propio del Gobierno de Canarias que integra la ordenación del territorio289. En concreto, 

tienen como objeto fijar el ritmo de expansión de las actividades económicas en función de 

las dotaciones, infraestructuras y servicios de cada sistema insular, así como determinar las 

orientaciones de reconversión de las actividades económicas con incidencias negativas sobre 

el territorio290.  

El Gobierno Canario también puede aprobar Directrices de Ordenación Sectoriales que 

se refieran a uno o varios ámbitos de la actividad social o económica291, y que deben facilitar 

la diversificación de la base económica canaria, mediante el crecimiento y renovación de la 

actividad industrial, así como la expansión de las actividades de servicios, en particular, 

aquellos asociados a la valorización del conocimiento292. 

                                                           
284 Pen¼ltimo p§rrafo del apartado II de la Exposici·n de Motivos de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de 

Comercio de las Islas Baleares 

285 Art. 3.1.b) del TRLOTCENC 

286 Art. 5.g) del TRLOTCENC 

287 Directriz 3.2.f) de las DOGDOTC 

288 Directriz 134.1 de las DOGDOTC 

289 Art. 15.1 del TRLOTCENC y Directriz 140.1.a) de las DOGDOTC 

290 Directriz 1.2.a), n¼meros 2 y 3, de las DOGDOTC 

291 Art. 15.3 del TRLOTCENC 

292 Directriz 118.2 de las DOGDOTC 
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En cualquier caso ñconviene recordar que las Directrices son un instrumento de 

ordenación del territorio, y no un documento estratégico de planificación económica y 

social, ni a nivel sectorial ni generalò293. 

 

l) La Rioja 

En la Comunidad Autónoma de La Rioja uno de los fines de la ordenación del 

territorio es promover el desarrollo económico y social sostenible a través del fomento de 

las actividades productivas y generadoras de riqueza, mediante la definición y regulación 

de los usos del suelo, del vuelo, del subsuelo, de los núcleos residenciales, del 

establecimiento de dotaciones públicas, actividades productivas, comerciales, de 

transporte o similares294. 

Para ello la Estrategia Territorial de La Rioja es el instrumento de planificación 

estratégica de la Comunidad Autónoma, que comprende el conjunto de criterios, 

directrices y guías de actuación sobre las actividades económicas295, y formulan el 

conjunto de criterios y normas que orientan y regulan los procesos de asentamiento de las 

distintas actividades económicas de los agentes, públicos y privados, que operen en dicho 

ámbito296. Debe contener las estrategias y directrices para la ordenación de las áreas de 

localización de actividades económicas y su desarrollo en el territorio297, así como de 

localización de los equipamientos y dotaciones regionales de carácter comercial298. 

  

ll) Comunidad de Madrid 

Uno de los principales objetivos de la ordenación del territorio en la Comunidad de 

Madrid son las determinaciones de ámbito regional dirigidas a armonizar el desarrollo 

económico-social con el medio ambiente en general299.  

Para ello dispone del Plan Regional de Estrategia Territorial, que establece los 

elementos básicos para la organización y estructura del conjunto del territorio de la 

Comunidad de Madrid, así como sus objetivos estratégicos, y define el marco de 

                                                           
293 Apartado III.1 de la Introducci·n de la Memoria de las Directrices de Ordenaci·n General de Canarias, 

anexo de las DOGDOTC 

294 Art. 2.j) de la LOTULR 

295 P§rrafo 3Ü del apartado IV de la Exposici·n de motivos y art. 18.1 de la LOTULR 

296 Art. 18.2.a) de la LOTULR 

297 Art. 19.2.d) de la LOTULR 

298 Art. 19.2.f) de la LOTULR 

299 Art. 13.1.b) de la LMPTSUCM 
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referencia de todos los demás instrumentos o planes de ordenación del territorio300.  En 

concreto, debe contener las directrices de coordinación del planeamiento municipal con el 

Plan de Estrategia Territorial, estableciendo los criterios de solidaridad y compatibilidad en 

la distribución de actividades económicas entre los diversos municipios, en atención a la 

estrategia territorial regional prevista301. 

 

m) Región de Murcia 

En la Región de Murcia la actividad administrativa en materia de ordenación del 

territorio se orienta, en aplicación de los principios constitucionales de la política económica 

y social, a la consecución ïentre otras finalidades- del progreso social y económico, mediante 

la regulación del uso del suelo para favorecer la funcionalidad del tejido productivo y la 

atracción de nuevas inversiones302. 

El primer instrumento son las Directrices de Ordenación Territorial, que tiene como 

finalidad la regulación de actividades y la coordinación de políticas urbanísticas y sectoriales 

con incidencia territorial regional, que puede abarcar el ámbito de toda la Comunidad 

Autónoma o sectores específicos de actividad303. 

A las que, como instrumento técnico complementario, le puede acompañar un Estudio 

de Impacto Territorial que contenga un análisis del medio socioeconómico304. Pero desde el 

6 de mayo de 2015 ya no es necesario que comprenda los estudios y análisis encaminados a 

predecir, valorar y adecuar su posible impacto sobre la localización de actividades 

económicas305. 

 

n) Navarra 

En la Comunidad Foral de Navarra una de los fines de la actuación pública con relación 

al territorio es la utilización racional de los espacios cuyo interés económico así lo justifique, 

para propiciar su recualificación económica; así como regular las actividades productivas y 

comerciales, con el fin de promover un progreso económico equilibrado y sostenible306. 

                                                           
300 Art. 14.2 de la LMPTSUCM 

301 Art. 16.1.d).2 de la LMPTSUCM 

302 Art. 3.6 de la LOTURM 

303 Art. 23 de la LOTURM. Por ejemplo, el 8 de junio de 2006 del Consejo de Gobierno aprob· el Decreto 
nÜ 102/2006, de 8 de junio, por el que se aprueban las Directrices y Plan de Ordenaci·n Territorial del 
Suelo Industrial de la Regi·n de Murcia. 

304 Art. 44.a) de la LOTURM 

305 Que antes exig²a el art. 48.2.c) del derogado TRLSRM 

306 Art. 4.b) y e) de la LFOTUN 
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Para ello la Estrategia Territorial de Navarra es -como su propio nombre indica- 

el instrumento de planificación estratégica que comprende el conjunto de criterios, 

directrices y guías de actuación sobre la ordenación física del territorio de la Comunidad 

Foral y las actividades económicas307. Debe incluir las estrategias, directrices y medidas 

para la ordenación de las áreas de localización de actividades económicas y sus 

desarrollos en el territorio, así como el equipamiento en materia comercial308.  

 

El 21 de junio de 2005 el Parlamento de Navarra aprobó la Estrategia Territorial de 

Navarra como principal instrumento de ordenación territorial de la Comunidad Foral con 

un horizonte de 25 años. Su función es orientar las políticas sectoriales de los diferentes 

niveles administrativos bajo el paraguas de una estrategia común309, pero limitada a 

enunciar principios y objetivos genéricos de política económica con pronunciamientos 

territoriales limitados a desear ñconsolidar el parte tecnológico de Navarraò y ñcrear 

infraestructura industrial y empresarial en las zonas ruralesò310. 

 

  

ñ) País Vasco 

 

 En el País Vasco las Directrices de Ordenación Territorial es el instrumento de 

ordenación conjunta de toda la Comunidad Autónoma311 que tienen la función de 

formular con carácter global e interrelacionado y de acuerdo con la política y/o planes 

económicos de la Comunidad Autónoma, el conjunto de criterios y normas que orienten 

y regulen los procesos de asentamiento en el territorio de las distintas actividades 

económicas de los agentes públicos y privados que operen en dicho territorio, a fin de 

garantizar el necesario equilibrio territorial de interés general para Euskadi y la creación 

de condiciones adecuadas para atraer la actividad económica a los espacios territoriales 

idóneos312. 

 

 

                                                           
307 Art. 31.1 de la LFOTUN 

308 Art. 32.2.b) y d) de la LFOTUN 

309 Vid. III Memoria Bienal 2009-2010. Estrategia Territorial de Navarra, Informe elaborado por el 
Consejo Social de Pol²tica Territorial con la asistencia t®cnica del Observatorio Territorial de Navarra, 
www.cenavarra.es (22/03/2014) 

310 Apartado 8.3.5 de la Estrategia Territorial de Navarra. 
311 Art. 6 de la LOTPV 

312 Art. 5.a) de la LOTPV 

http://www.cenavarra.es/
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o) Comunidad Valenciana 

 

En la Comunidad Valenciana la planificación debe clasificar suelo urbano y suelo 

urbanizable en una dimensión suficiente para satisfacer las demandas que lo justifiquen e 

impedir la especulación, basándose en necesidades reales, previstas o sobrevenidas, y se 

justificará mediante parámetros objetivos que analicen las expectativas y posibilidades 

estratégicas de cada municipio en su contexto supramunicipal, de acuerdo con la 

Estrategia Territorial de la Comunidad Valenciana313. 

 

El instrumento marco que en el ámbito de toda la Comunidad Autónoma que tiene 

como finalidad la consecución de un territorio competitivo en lo económico es la 

Estrategia Territorial de la Comunitat Valenciana 314, pero sin un contenido mínimo 

obligatorio en tal sentido. 

 

En este sentido, la vigente Estrategia Territorial de la Comunitat Valenciana fija 

como objetivos generales convertir esta Comunidad Autónoma en la principal plataforma 

logística del Mediterráneo y prever en cantidad suficiente y adecuada suelo para la 

actividad económica315. Siguiendo el esquema planteado por la Estrategia Europa 2020 

de la Unión Europea, propone un modelo de desarrollo que permita una economía 

sostenible, inteligente e integradora, respetuoso con el territorio, que al mismo tiempo 

está obligado a procurar alcanzar tasas altas de empleo cualificado, de una productividad 

en constante incremento y de una elevada cohesión social del territorio316. 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
313 Art. 7.1 de la LOTUPV 

314 Art. 15.1 de la LOTUPV 

315 Objetivos 16 y 24 de la Directriz 3 del Anexo del Decreto 1/2011, de 13 de enero, por el que se aprueba 
la Estrategia Territorial de la Comunista Valenciana 

316 Directriz 24.1 y 4 del Anexo del Decreto 1/2011, de 13 de enero, por el que se aprueba la Estrategia 
Territorial de la Comunitat Valenciana 
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II.2.2. Instrumentos de ordenación del territorio de ámbito subregional 

 

Los instrumentos de ordenación que delimitan y comprenden un concreto ámbito o 

sector dentro de una Comunidad Autónoma también reciben distintas denominaciones en 

cada una de las legislaciones ordenadoras, y la misión que se les atribuye en la habilitación 

de suelo destinado a actividades industriales, comerciales o profesionales depende que cada 

régimen jurídico aplicable: 

 

a) Andalucía 

En la Comunidad Autónoma de Andalucía se denomina Planes de Ordenación del 

Territorio de Ámbito Subregional a los instrumentos que establecen los elementos básicos 

para la organización y estructura del territorio en un determinado ámbito, siendo el marco de 

referencia territorial para el desarrollo y coordinación de las políticas, planes, programas y 

proyectos de las Administraciones y Entidades Públicas así como para las actividades de los 

particulares317. 

No tienen que contener ninguna determinación de planificación económica318, pero 

desde el momento en que su objetivo también es la distribución geográfica de las actividades 

y de los usos del suelo, armonizada con el desarrollo económico, las potencialidades 

existentes en el territorio y la protección de la naturaleza y del patrimonio histórico319, no 

cabe duda de que inciden directamente en el ejercicio de cualquier actividad empresarial, 

porque condicionan su permisibilidad, viabilidad y simple existencia320.  

 

b) Aragón 

En Aragón las Directrices de Ordenación Territorial también pueden ser Directrices 

Zonales (con la finalidad de establecer la ordenación territorial de comarcas o zonas 

delimitadas por sus características homogéneas o funcionales) o Directrices Especiales (con 

la finalidad de ordenar la incidencia sobre el territorio de determinadas actividades 

económicas o administrativas, o de elementos relevantes del sistema territorial)321.  

                                                           
317 Art. 10 de la LOTCA. 
318 Art. 11 de la LOTCA. 
319 P§rrafo 5Ü de la Exposici·n de Motivos de la LOTCA 

320 El art. 11.1.c) de la LOTCA establece que estos documentos deben contener la indicaci·n de las zonas 
de ordenaci·n y compatibilizaci·n de usos del territorio. Por eso P£REZ FERNĆNDEZ considera que 
es id·neo para afrontar una ordenaci·n sectorial del comercio a trav®s de su integraci·n con la 
ordenaci·n territorial y, en concreto, un veh²culo adecuado para resolver el problema de la localizaci·n 
de las grandes superficies (Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J. M.: Urbanismo comercial y Libertad de 
empresaé op. cit, p§g. 258). 

321 Arts. 5.1 y 21 del TRLOTA 
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También se pueden aprobar Planes de Carácter Estratégico y Ámbito Comarcal 

previstos para diseñar el modelo territorial deseado en la respectiva Comarca e identificar el 

catálogo de actuaciones a desarrollar por diferentes agentes públicos y privados. Pero con 

valor meramente orientativo322.  

 

c) Asturias 

En el Principado de Asturias las Directrices Subregionales de Ordenación del 

Territorio y las Directrices Sectoriales de Ordenación del Territorio son el instrumento 

expresivo de los fines y objetivos de la política territorial, pero de un territorio menor al del 

Principado, y destinadas a regular y orientar la incidencia territorial de las actividades 

sectoriales en un ámbito reducido del Principado que se determine al efecto. Junto a las 

Directrices Regionales de Ordenación del Territorio, también constituyen el principal 

elemento de planificación y coordinación territorial y la base para el desarrollo de las 

actuaciones con incidencia territorial que hayan de producirse en la Comunidad Autónoma323.  

Su contenido debe servir de marco territorial de referencia para la elaboración de los 

planes y programas económicos del Principado de Asturias, pudiendo fijar las previsiones de 

índole social y económica324.  Por eso, para la determinación de los objetivos y líneas de 

actuación de la política territorial que emanen de las distintas áreas analizadas, deben tomar 

como referencia mínima la actividad económica325. Si señalan, mantienen o amplían áreas de 

protección deben atender a su valor económico326, y en todo caso deben proponer un modelo 

estratégico para la utilización racional del territorio, que optimice sus aptitudes para la 

localización de actividades susceptibles de propiciar su desarrollo equilibrado y sostenible327. 

Además, cuando las Directrices de Ordenación Territorial consideren necesario el 

establecimiento de preceptos materialmente urbanísticos directamente aplicables, o resulte 

necesario para dar un contenido más detallado a la ordenación territorial, pueden aprobarse 

Planes Territoriales Especiales de ámbito Supramunicipal328, que pueden establecer reservas 

para la localización de actividades329. 

 

 

                                                           
322 Disposici·n adicional primera de la LOTA. 
323 Arts. 28 y 30.b) y c) del TRDLVMOTUA 

324 Art. 29.2 del TRDLVMOTUA 

325 Art. 31.2.b) del TRDLVMOTUA 

326 Art. 31.2.e) del TRDLVMOTUA 

327 Art. 69.b).1Ü de la ROTUA 

328 Art. 38 del TRDLVMOTUA y art. 74 del ROTUA. 
329 Art. 75.1.f) del ROTUA 
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d) Cantabria 

 
En Cantabria el Gobierno de la Comunidad Autónoma puede aprobar Planes 

Comarcales de Ordenación Territorial, que deben formular los objetivos económicos 

relacionados con el territorio y las directrices para calcular la capacidad de acogida entendida 

como el máximo crecimiento urbanístico que un territorio puede soportar atendiendo, entre 

otras, a la actividad económica330. 

 

También puede aprobar las Normas Urbanísticas Comarcales para establecer y fijar 

pautas normativas en lo referente al uso del suelo y la edificación331, pero que sólo son de 

aplicación directa en ausencia de Plan General de Ordenación o como complemento de 

éste332. 

 

e) Castilla-La Mancha 

 

En Castilla-La Mancha los Planes de Ordenación del Territorio, de carácter Integral o 

Sectorial, también pueden limitarse a abarcar parte del territorio de la Comunidad Autónoma, 

o de una o varias cuestiones sectoriales del concreto ámbito al que se refieran333. 

 

f) Castilla y León 

 

En Castilla y León las Directrices de Ordenación de ámbito Subregional tienen como 

objetivo la planificación de las áreas de la Comunidad que precisen una consideración 

conjunta y coordinada de los problemas territoriales334. A tal efecto deben proponer un 

modelo flexible para la utilización racional del territorio, que optimice sus aptitudes para la 

localización de actividades susceptibles de propiciar su desarrollo equilibrado y sostenible335, 

y contener la cuantificación, localización y criterios de diseño y ejecución del suelo para la 

implantación de actividades económicas, considerando las previsiones de los planes de 

ordenación urbanística y de la planificación sectorial336. 

 

Además cuenta con la posibilidad de aprobar Planes Regionales de ámbito Sectorial, 

que tienen por objeto ordenar y regular las actividades sectoriales sobre partes de la 

Comunidad337. 

                                                           
330 Arts. 12.b) y e) y 14 de la LOTRUSC 

331 Arts. 19 y 21 de la LOTRUSC 

332 Art. 30.3 de la LOTRUSC 

333 Art. 18.1 del TRLOTAUCLM 

334 Art. 14.1 de la LOTCL 

335 Art. 14.2.a) de la LOTCL. 
336 Art. 17.1.d).4 de la LOTCL. 
337 Art. 20.1.a) de la LOTCL 
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g) Cataluña 

En Cataluña los Planes Territoriales Parciales definen los objetivos de equilibrio 

de una parte de Cataluña y son el marco orientador de las acciones que se emprendan. Su 

ámbito es como mínimo de extensión comarcal y pueden agrupar unidades comarcales y, 

eventualmente, municipios338. En ellos se ha de incluir las previsiones de desarrollo 

socioeconómico339; cuantificar, para cada sistema de propuesta, los parámetros 

urbanísticos básicos necesarios para dar acogida al crecimiento de población previsto, 

entre los cuales, como mínimo y entre otros, se encuentran el techo industrial y 

terciario340; así como definir el esquema de los sistemas de propuesta a partir de los suelos 

destinados a acoger los diferentes usos341. 

Además, los Planes Directores Territoriales concretaran las directrices generales 

del planeamiento contenidas en el Plan Territorial General de Cataluña o en los Planes 

Territoriales Parciales en las áreas y para los aspectos sobre los cuales inciden342. Su 

ámbito territorial debe ser inferior al de toda la Comunidad Autónoma, pero, como 

mínimo, debe tener carácter supramunicipal. Incluso puede comprender municipios 

pertenecientes a diferentes ámbitos de planificación343. También deben incluir las 

previsiones de desarrollo socioeconómico en su ámbito344. 

 

h) Extremadura 

La Asamblea de Extremadura345 también puede aprobar Directrices de Ordenación 

Territorial de carácter Parcial limitadas a definir los elementos de organización y 

estructuración de un área geográfica determinada346, formulando el conjunto de 

determinaciones que ordenen y regulen, con carácter estratégico, los procesos de 

ocupación de esa concreta parte del territorio por las distintas actividades económicas y 

sociales, consolidando y potenciando, desde una opción sostenible de desarrollo, la 

                                                           
338 Art. 12.1 y 2.2 de la LPTC; art. 1 de la Ley 1/1995, de 16 de marzo, por la que se aprueba el Plan 

Territorial General de Catalu¶a y art. 3 del Decreto 142/2005, de 12 de julio, de aprobaci·n del 
Reglamento por el que se regula el procedimiento de elaboraci·n, tramitaci·n y aprobaci·n de 
elaboraci·n, tramitaci·n y aprobaci·n de los planes territoriales parciales. 

339 Art. 13.1.f) de la LPTC. 
340 Art. 3.2 de la Ley 1/1995, de 16 de marzo, por la que se aprueba el Plan Territorial General de Catalu¶a 

341 Art. 3.3 de la Ley 1/1995, de 16 de marzo, por la que se aprueba el Plan Territorial General de Catalu¶a 

342 Art. 19.bis.1 de la LPTC 

343 Art. 19.bis.2 de la LPTC 

344 Art. 19.ter.1, en relaci·n con el art. 13.1.f), ambos de la LPTC 

345 Art. 55.5 de la LSOTE 

346 Art. 48.1 y 3 de la LSOTE 
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distribución equilibrada de estos procesos en los emplazamientos idóneos y adecuados al 

interés general347. 

La Junta de Extremadura también puede aprobar Planes Territoriales Parciales 

para definir integral o sectorialmente los elementos básicos que estructuran un área 

geográfica determinada. Pero no pueden clasificar suelo, ni sustituir en ningún caso el 

planeamiento urbanístico en su función propia348, ni tener un ámbito territorial inferior al 

municipal349. Pueden ser Integrales, cuando ordenen de modo comprensivo, por relación 

al conjunto de actividades y usos posibles, el ámbito territorial a que se refieran; o 

Sectoriales, cuando ordenen selectivamente, es decir, por relación a uno o algunos de los 

usos y actividades posibles, el ámbito territorial a que se refieran350. 

En desarrollo de las previsiones contenidas en los Planes Territoriales podrán 

formularse y aprobarse Planes Especiales. Unos y otros se ejecutarán a través de los 

correspondientes proyectos de obras y servicios, formulados y aprobados por los órganos 

y organismos administrativos competentes por razón de la materia de conformidad con la 

legislación que sea de pertinente aplicación351. 

 

i) Galicia 

En Galicia el Consejo de Gobierno de la Xunta puede aprobar Planes Territoriales 

Integrados dirigidos a la organización de áreas geográficas supramunicipales de 

características homogéneas o de aquellas que, por su tamaño y relaciones funcionales, 

precisen una planificación infraestructural, de equipamientos y recursos de ámbito 

comarcal, y de carácter integrado352. Deben contener los documentos gráficos y escritos 

que sean necesarios para reflejar la estimación ponderada de las superficies de suelo que 

deban reservarse con destino a la promoción pública de suelo industrial al objeto de 

posibilitar la formación de polígonos urbanizados353. Uno de estos planes singularizados 

es el posible Plan integrado del Área Metropolitana de Vigo, aprobable por la Comisión 

de Ordenación del Territorio y Urbanismo del Área Metropolitana de Vigo354. 

                                                           
347 Art. 4.2.a) de la LSOTE 

348 Arts. 54.1 y 2 de la LSOTE y art. 15.1.b) del RPE 

349 Art. 14.1 del RPE 

350 Art. 15.2 del RPE 

351 Art. 54.3 de la LSOTE 

352 Art. 12.1 de la LOTG 

353 Art. 13.g) de la LOTG 

354 Art. 15.bis.1 de la LOTG, introducido por el n¼mero 1 de la disposici·n final primera de la Ley 4/2012, 
de 12 de abril, del Ćrea Metropolitana de Vigo. Pero este instrumento de momento s·lo existe sobre el 
papel, porque el acuerdo constitutivo de 1 de diciembre de 2016 (Vid. CARLOS LLERA, L.; ñTenso 
pleno para constituir el Ćrea Metropolitana de Vigoò, en La Voz de Galicia, Vigo, 1 de diciembre de 
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Los Programas Coordinados de Actuación, de carácter plurianual, también pueden 

estar referidos solo a algunas áreas del ámbito comunitario, de carácter sectorial o 

intersectorial, integrando las actuaciones propuestas para esa concreta área territorial por 

las distintas Administraciones u organismos públicos que operen en el ámbito de la 

Comunidad Autónoma355. 

 

j) Islas Baleares 

En las Islas Baleares los Planes Territoriales Insulares son los instrumentos 

generales de ordenación del territorio de las islas de Mallorca, Menorca, Ibiza y 

Formentera356. Deben contener un diagnóstico territorial de la situación socioeconómica 

del área; un estudio de las posibilidades de desarrollo socioeconómico de las distintas 

áreas con características homogéneas, con determinación de objetivos; y un 

establecimiento de techos máximos de crecimiento para cada uso y distribución 

espacial357. 

También pueden aprobarse Planes Territoriales Parciales para áreas homogéneas 

de carácter supramunicipal definidas por las Directrices de Ordenación Territorial358, que 

para el desarrollo económico deben indicar objetivos en cuanto a la formación técnica y 

especializada, y la calificación profesional; la innovación empresarial para los sectores 

tradicionales; la creación de empresas de nuevas tecnologías; y la ubicación y 

características de las grandes infraestructuras359. Por ejemplo, los Plantes Territoriales 

Parciales pueden reordenar los espacios destinados a diversas actividades industriales por 

razones de interés supramunicipal360; y los nuevos suelos urbanizables o aptos para la 

urbanización destinados a uso residencial, turístico o mixto deberán desarrollarse de 

forma integrada o contigua a los núcleos existentes que no sean de uso industrial o de 

servicios361. 

 

                                                           

2016, www.lavozdegalicia.es)    ha sido cautelarmente suspendido por Auto de Juzgado de lo 
Contencioso-administrativo nÜ 1 de Vigo de 5 de abril de 2017, Procedimiento abreviado 25/2017.  

355 Art. 16.a) de la LOTG. 
356 Art. 8.1 de la LOTIB  
357 Art. 9.a), b) y c) de la LOTIB. Por ejemplo, uno de los objetivos espec²ficos del Plan Territorial Insular 

de Menorca, aprobado por Acuerdo del 29 de abril de 2003, es ñla potenciaci·n de la actividad 
industrial como factor de reequilibrio territorial y diversificaci·n sectorial de la econom²aò (art. 11, 
apdo. 6.2). 

358 Art. 13.1 de la LDOTIB 

359 Art. 15.2 de la LDOTIB 

360 Art. 30 de la LDOTIB 

361 Art. 32.1 de la LDOTIB 

http://www.lavozdegalicia.es/
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A partir del 19 de octubre de 2014 la legislación autonómica sectorial ha dejado 

fuera de su regulación la ordenación territorial de la actividad comercial, para que sea 

objeto de una regulación específica362. Aun así, los Consejos Insulares, mediante las 

previsiones adecuadas en el Plan Territorial Insular respectivo -o a través de la 

elaboración y la aprobación específica de un Plan Director Sectorial- deben establecer la 

ordenación y las medidas de fomento del sector comercial para conseguir un desarrollo 

armonioso y coherente de la ocupación y la utilización del suelo destinado al ejercicio de 

actividades comerciales363. 

 

 

k) Islas Canarias 

 

En las Islas Canarias el Plan Insular de Ordenación de cada isla establece la 

ordenación estructural de su territorio364, definiendo su modelo de organización y 

utilización para garantizar su desarrollo sostenible365. Sus determinaciones deben tener 

en cuenta las características socioeconómicas de su territorio y población366 y contener la 

implantación de polígonos industriales de trascendencia supramunicipal o de industrias 

relevantes o singulares367. 

 

 

                                                           
362 Pen¼ltimo p§rrafo del apartado II de la Exposici·n de Motivos de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de 

Comercio de las Islas Baleares 

363 Disposici·n adicional primera de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de Comercio de las Islas Baleares. 
Antes el art. 59.1 de la derogada Ley 11/2001, de 15 de junio, de Ordenaci·n de la Actividad Comercial 
establec²a que para alcanzar un nivel adecuado de equipamiento comercial y una distribuci·n insular 
correcta, el Plan Territorial correspondiente pod²a fijar la planificaci·n comercial de diversos aspectos, 
como: a) Ordenaci·n de los establecimientos comerciales que puedan tener una influencia 
supramunicipal; b) Reordenaci·n del uso comercial minorista en los diferentes pol²gonos o sectores, de 
uso industrial o de servicios, que dispusieran a la entrada en vigor de la ley 11/2001 de Planeamiento 
Urban²stico de Ordenaci·n y de Desarrollo aprobado definitivamente; c) Din§micas urbanas, actuales y 
tendenciales, que incidiesen en la actividad comercial desde la perspectiva espacial y territorial, sectorial 
y sociodemogr§fica, dado que el comercio es una actividad de capacidad estructurante elevada, asociada 
a la centralidad urbana, por su capacidad de atraer y aglutinar a otras actividades y servicios; d) 
Equipamientos y servicios p¼blicos urbanos que tengan plena incidencia en la actividad comercial;  e) 
Potencialidades y debilidades de los diferentes municipios que incidan en la actividad comercial y de 
servicios, con la concreci·n de las oportunidades y las amenazas; e f) Intercambio de experiencias de 
los municipios de similares caracter²sticas sectoriales, territoriales, urban²sticas y sociodemogr§ficas, 
con un tratamiento especial de la recopilaci·n de buenas pr§cticas comerciales. 

364 Art. 17 del TRLOTCENC y Directriz 140.1.b) de las DOGDOTC 

365 Art. 18.1 del TRLOTCENC 

366 Art. 18.2.b) del TRLOTCENC 

367 Art. 19.1.A.d) del TRLOTCENC 
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En concreto, el Plan Insular de Ordenación debe establecer las condiciones de 

implantación de los equipamientos comerciales y de ocio con incidencia territorial 

amplia, determinando su localización directamente, a través de Planes Territoriales 

Especiales o, en su caso, del planeamiento general368. 

 

Y el planeamiento insular, en función del modelo territorial elegido para cada isla, 

del sistema territorial diseñado y de su estrategia para implantarlo, contendrá una 

previsión expresa de la extensión de suelo urbanizable con destino industrial o terciario, 

estableciendo las implantaciones, dimensiones y características del suelo estratégico para 

actividades productivas que se estimen convenientes para el mantenimiento de la 

dinámica económica de cada isla; y el uso industrial se concentrará en los polígonos 

existentes y sus eventuales ampliaciones, pudiendo excepcionalmente, prever la 

implantación de nuevos polígonos de carácter supramunicipal, localizados en óptimas 

condiciones de accesibilidad, que produzcan impacto mínimo369.  

 

El planeamiento insular deberá establecer los criterios para la habilitación por el 

planeamiento general de los espacios adecuados para las actividades productivas 

existentes o de las que puedan emprenderse. También determinará los emplazamientos 

de las operaciones estratégicas de suelo para actividades productivas, que cada isla 

considere oportuno emprender370. 

 

Además, el planeamiento insular podrá prever, expresa y excepcionalmente, la 

clasificación de suelo urbanizable aislado, solamente cuando se destine a uso industrial o 

terciario de carácter supramunicipal, así como a complejos turísticos371. 

 

También se pueden aprobar Planes Territoriales Parciales, con objeto de ordenar 

integralmente partes singulares y concretas del territorio, que en virtud de sus 

características naturales o funcionales, el interés de su ordenación o planificación de sus 

usos tenga trascendencia insular o supramunicipal. La delimitación de su ámbito y 

contenido de ordenación deberá estar previsto en el Plan Insular, por lo que 

exclusivamente podrán formularse por el Cabildo respectivo en desarrollo de aquel. Pero 

solo serán vinculantes para el planeamiento general las determinaciones de los Planes 

Territoriales Parciales relativas a los sistemas generales y equipamientos estructurantes 

supramunicipales; y solo la ejecución de las obras correspondientes a los sistemas 

generales y equipamientos quedará legitimada con la aprobación del respectivo proyecto 

                                                           
368 Directriz 136, apartado 1, de las DOGDOTC 

369 Directriz 66, apartado 1, de las DOGDOTC 

370 Directriz 134, apartados 2 y 3, de las DOGDOTC 

371 Directriz 71, apartado 2, de las DOGDOTC 
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técnico. No obstante, si pese a la previsión del planeamiento insular se hubiera iniciado 

la tramitación del planeamiento general municipal y hubiera alcanzado la aprobación 

previa, antes del inicio de la tramitación del Plan Territorial Parcial, sus determinaciones 

tendrán para aquel el carácter de meras recomendaciones372. 

 

Por último, también se pueden aprobar Planes Territoriales Especiales, que pueden 

tener ámbito insular o comarcal, tendrán por objeto la ordenación de cualesquiera actuaciones 

o actividades de carácter económico. Si se inicia la tramitación de un Plan Básico Municipal 

y recae su aprobación previa con anterioridad a que el Plan Territorial Especial se formule 

por la Administración correspondiente, las determinaciones del Plan Territorial Especial 

referentes al sistema general tendrán el carácter de recomendaciones para el Plan Básico 

Municipal; y la ejecución de las obras correspondientes a los equipamientos, dotaciones, 

infraestructuras y aprovechamientos previstos en los Planes Territoriales Especiales, 

quedarán legitimadas con la aprobación de los respectivos proyectos técnicos373. 

 

 

l) La Rioja 

 
En La Rioja el Gobierno Autonómico puede aprobar Directrices de Actuación 

Territorial para la ordenación territorial de áreas o zonas de la Comunidad Autónoma de 

ámbito supramunicipal374, que pueden incluir determinaciones territoriales relativas al 

sistema económico y productivo, comprensivas, entre otras cosas, de esquemas de 

distribución espacial de las grandes áreas de actividad y, en su caso, criterios de ampliación 

de las mismas375. 

 

El Consejero competente en materia de ordenación del territorio también puede aprobar 

las Zonas de Interés Regional con objeto de delimitar y ordenar ámbitos en los que se 

pretendan desarrollar actuaciones industriales y terciarias que se consideren de interés o 

alcance regional376. En concreto, las Zonas de Interés Regional de carácter industrial en suelo 

no urbanizable deben contener los mismos estándares de los Planes Parciales, configurando 

un sector a efectos de determinación y cesión del porcentaje correspondiente de 

aprovechamiento medio377. 

 

 

                                                           
372 Art. 23.1.a) y 2 del TRLOTCENC 

373 Art. 23.1.b) y 3 del TRLOTCENC 

374 Art. 22.1 de la LOTULR 

375 Art. 22.2.e) de la LOTULR 

376 Art. 30.1 de la LOTULR 

377 Art. 31.1.e) de la LOTULR 
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ll) Comunidad de Madrid 

 
En la Comunidad de Madrid las Zonas de Interés Regional pueden tener como fin el 

despliegue ordenado, integrado y armónico del desarrollo económico y social de la región, 

así como la superación de crisis o de transformación de sectores económicos378. Pueden ser 

de Actuación Inmediata o de Actuación Diferida, según que su finalidad sea, respectivamente, 

constituir el soporte de operaciones urbanísticas regionales cuyo inicio de ejecución se 

programe en los siguientes cuatro años, o constituir reservas estratégicas de suelo para el 

desarrollo de operaciones urbanísticas regionales no programadas379. 

 

La ordenación urbanística de todas estas Zonas de Actuación se lleva a efecto -para 

toda o parte de la superficie que dichas zonas comprendan- mediante Planes Especiales, 

Programa de Actuación Urbanística y Proyectos de Alcance Regional, según proceda, 

aprobados por el Consejero competente en materia de ordenación del territorio y 

urbanismo380. 

 

 

m) Región de Murcia 

 

En la Región de Murcia se pueden aprobar Directrices de Ordenación Territorial que 

limiten sus determinaciones a un ámbito territorial determinado381. 

 

También los Planes de Ordenación Territorial son instrumentos directores y operativos 

para la regulación de la política territorial en un ámbito espacial determinado o sector de 

actividad específica382, que deben contener los criterios urbanísticos de localización y 

dimensionamiento de áreas industriales, usos terciarios, dotaciones y distribución de 

actividades383. Pero desde el 6 de mayo de 2015 ya no es necesario que contenga una 

estimación de reservas de suelo con destino a la promoción pública de suelo industrial384. 

 

Como instrumento técnico complementario les puede acompañar un Estudio de 

Impacto Territorial que contenga un análisis del medio socioeconómico385. Pero desde el 6 

de mayo de 2015 ya no es necesario que comprenda los estudios y análisis encaminados a 

                                                           
378 Art. 22.1.b) de la LMPTSUCM 

379 Art. 22.2 de la LMPTSUCM 

380 Arts. 29 y 30 de la LMPTSUCM 

381 Art. 23 de la LOTURM 

382 Art. 25.1 de la LOTURM 

383 Art. 26.1.b) de la LOTURM 

384 Art. 26.3.d) del derogado TRLSRM 

385 Art. 44.a) de la LOTURM 
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predecir, valorar y adecuar su posible impacto sobre la localización de actividades 

económicas386. 

 

También se pueden aprobar Estrategias Territoriales para la gestión del territorio desde 

una perspectiva amplia y global que tome en cuenta la interdependencia y diversidad de los 

sistemas territoriales y naturales, las actividades humanas y la percepción del entorno, 

estableciendo políticas de protección, regulación y gestión, mediante procesos participativos 

y de coordinación de todos los agentes sociales e institucionales para lograr sus objetivos 

específicos387. En principio están legalmente previstas la Estrategia del Paisaje y la Estrategia 

de Gestión Integrada de Zonas Costeras, pero puede establecerse cualquier otra estrategia388, 

sin limitación temática. 

 

 

n) Navarra 

 

En la Comunidad Foral de Navarra los Planes de Ordenación Territorial tienen por 

objeto la ordenación del territorio de áreas o zonas de ámbito supramunicipal389. Pueden 

contener determinaciones relativas al sistema económico y productivo, comprensivas, entre 

otras, de esquemas de distribución espacial de las grandes áreas, y en su caso, criterios de 

implantación de las mismas390. Pero en todo caso deben contener, entre sus determinaciones 

de carácter vinculante, los criterios para la ordenación de establecimientos comerciales en el 

territorio, que se ajustarán a los principios y criterios generales recogidos en la legislación 

sectorial391. 

 

También disponen de Planes Directores de Acción Territorial, que tienen por objeto la 

concreción, coordinación y programación de actuaciones sectoriales en el territorio que se 

correspondan con el desarrollo de grandes áreas de actividad económica392. 

                                                           
386 Que antes exig²a el art. 48.2.c) del derogado TRLSRM 

387 Art. 59 de la LOTURM 

388 Art. 60 de la LOTURM 

389 Art. 34.1 de la LFOTUN 

390 Art. 35.1.e) de la LFOTUN. Estos instrumentos han tenido desarrollo efectivo mediante el Decreto Foral 
43/2011 por el que se aprueba el Plan de Ordenaci·n Territorial del Pirineo; el Decreto Foral 44/2011 
por el que se aprueba el Plan de Ordenaci·n Territorial de la Navarra Atl§ntica; el Decreto Foral 45/2011 
por el que se aprueba el Plan de Ordenaci·n Territorial del Ćrea Central; el Decreto Foral 46/2011 por 
el que se aprueba el Plan de Ordenaci·n Territorial de las Zonas Medias; y el Decreto Foral 47/2011 por 
el que se aprueba el Plan de Ordenaci·n Territorial del Eje del Ebro, todos ellos aprobados el 16 de 
mayo de 2011. 

391 Art. 17 de la Ley Foral 17/2001, de 12 de Julio, reguladora del comercio en Navarra, redactado por el 
n¼mero cinco del art²culo 7 de la Ley Foral 6/2010, 6 abril, de modificaci·n de diversas leyes forales 
para su adaptaci·n a la Directiva 2006/123/CE, relativa a los servicios en el mercado interior 

392 Art. 38.1 de la LFOTUN. En la Comunidad Foral de Navarra los Planes de Ordenaci·n Territorial tienen 
por objeto la ordenaci·n del territorio de §reas o zonas de Navarra de §mbito supramunicipal. Pueden 
contener determinaciones relativas al sistema econ·mico y productivo, comprensivas, entre otras, de 
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ñ) País Vasco 

 

En el País Vasco los Planes Territoriales Parciales desarrollan las Directrices de 

Ordenación Territorial en las áreas o zonas supramunicipales que éstas delimiten, 

concretando para cada una de ellas los criterios específicos de ordenación que las Directrices 

establezcan393. Deben definir los objetivos de la ordenación a partir del análisis de la situación 

socioeconómica y cuantificar las superficies de suelo que hayan de reservarse con destino a 

la promoción pública de suelo industrial al objeto de posibilitar la formación de polígonos 

urbanizados394. 

 

En concreto las DOTPV establecen que el Plan Territorial Parcial de cada Área 

Funcional determinará las necesidades de suelo para actividades económicas atendiendo 

a la demanda de suelo para las mismas, teniendo en consideración el Modelo Territorial 

al que se aspira en las propias DOTPV y en lo referente a la actividad industrial, el Plan 

Marco de Política Industrial395. 

 

o) Comunidad Valenciana 

En la Comunidad Valenciana los Planes de Acción Territorial son los instrumentos 

de ordenación territorial que desarrollan, en ámbitos regionales concretos o en ámbitos 

sectoriales específicos, los objetivos, principios y criterios de la Estrategia Territorial de 

la Comunidad Valenciana. Su ámbito puede comprender, en todo o en parte, varios 

términos municipales396. 

Por ejemplo, la ordenación territorial del comercio se realiza mediante el Plan de 

Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana397. 

 

 

 

 

 

                                                           

esquemas de distribuci·n espacial de las grandes §reas, y en su caso, criterios de implantaci·n de las 
mismas. 

393 Art. 11 de la LOTPV 

394 Art. 12.1.f) de la LOTPV 

395 Cap²tulo 9, apartado 4.1, de las DOTPV 

396 Art. 16.1 de la LOTUPV 

397 Art. 30.1 de la Ley 3/2011, de 23 de marzo, de Comercio de la Comunidad Valenciana 
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II.2.3. Planes y proyectos singulares con incidencia en la ordenación del 

territorio 

 

Cataluña no cuenta con instrumentos de ordenación para ejecutar planes o proyectos 

singulares. Pero las restantes leyes de ordenación del territorio ponen a disposición de las 

Administraciones Autonómicas instrumentos para actuaciones de planificación e 

intervención singular que se circunscriben a un concreto territorio, sobre el que se 

pretende ejecutar un determinado proyecto, pero cuya implantación afecta a la ordenación 

urbanística de más de un término municipal, o cuya puesta en marcha es de interés general 

supramunicipal. 

 

Estos instrumentos también reciben distintas denominaciones en cada Comunidad 

Autónoma: 

 

a) Andalucía 

En Andalucía llaman Planes de Incidencia en la Ordenación del Territorio398, que 

pueden delimitar zonas para el establecimiento de ayudas a empresas y localización de 

grandes superficies comerciales, turísticas e industriales no previstas expresamente en el 

planeamiento urbanístico general399. Por ejemplo, el Plan de Establecimientos Comerciales 

tiene la consideración de Plan de Incidencia en la Ordenación del Territorio en su función de 

contribuir a la localización eficiente de grandes superficies minoristas400. 

Además, el Consejo de Gobierno puede declarar Actuaciones de Interés Autonómico, 

la localización de grandes superficies comerciales, turísticas e industriales no previstas en el 

Planeamiento urbanístico general401. Cuando estas actuaciones supongan la implantación de 

usos productivos dotaciones o cualesquiera otros análogos que precisen desarrollo 

urbanístico, la declaración de Interés Autonómico se producirá mediante la aprobación por el 

Consejo de Gobierno de un Proyecto de Actuación402. 

                                                           
398 Art. 5.2 y 17 de la LOTCA 

399 Anexo II, apartados 11 y 13, de la LOT. Junto con Plan de Ordenaci·n del Territorio de Andaluc²a y los 
Planes de ordenaci·n del territorio de §mbito territorial, P£REZ FERNĆNDEZ considera que este 
instrumento tambi®n es id·neo para afrontar una ordenaci·n sectorial del comercio a trav®s de su 
integraci·n con la ordenaci·n territorial y, en concreto, un veh²culo adecuado para resolver el problema 
de la localizaci·n de las grandes superficies (Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial 
y Libertad de empresaé op. cit, p§g. 258). 

400 Art. 27 del Decreto Legislativo 1/2012, de 20 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley del Comercio Interior de Andaluc²a 

401 Art. 38.1 y Anexo II, apartado II.13, de la LOTCA 

402 Art. 39.1 de la LOTCA 
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b) Aragón 

 

En Aragón de denominan Programas de Gestión Territorial, que son instrumentos 

de ejecución de la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón o de las Directrices de 

Ordenación Territorial, mediante la definición de las actuaciones concretas a realizar en 

un determinado ámbito territorial, sector o sectores y período de tiempo403. 

 

También pueden adoptar la forma de Planes y Proyectos de Interés General de 

Aragón, que tienen por objeto autorizar y regular la implantación de actividades de 

especial trascendencia territorial que hayan de asentarse en más de un término municipal 

o que, aun asentándose en uno solo, trasciendan de dicho ámbito por su incidencia 

económica404. En concreto, la implantación de actividades energéticas, de servicios o de 

ocio de espacial importancia405. 

 

 

c) Asturias 

En el Principado de Asturias los Programas de Actuación Territorial ïque tienen 

por objeto recoger de forma sistemática las actuaciones con incidencia en el territorio que 

vayan a realizarse por los diversos organismos y entidades de la Administración del 

Principado406- pueden limitar su ámbito a espacios determinados dentro del territorio del 

Principado407. 

 

 

d) Cantabria 

En Cantabria los Proyectos Singulares de Interés Regional son instrumentos de 

planeamiento territorial que tienen por objeto regular la implantación ïentre otros- de 

instalaciones y usos productivos y terciarios de especial importancia que hayan de 

asentarse en más de un término municipal o que, aun asentándose en uno solo, trasciendan 

dicho ámbito por su incidencia económica, su magnitud o sus singulares características408. 

 

                                                           
403 Art. 27 del TRLOTA. 
404 Art. 32 del TRLOTA. 
405 Art. 33.1.c) de la TRLOTA 

406 Art. 34 del TRDLVMOTUA 

407 Art. 36.2 y 3 del TRDLVMOTUA 

408 Art. 26.1 de la LOTRUSC 
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e) Castilla-La Mancha 

 

En Castilla-La Mancha los Planes de Singular Interés tienen por objeto la 

ordenación y transformación del suelo en actuaciones de iniciativa pública de relevante 

interés económico en el ámbito regional409. Pueden abarcar terrenos situados en uno o 

varios términos municipales, pero la incidencia de la actuación debe trascender, por la 

magnitud, importancia o a las especiales características que presenten, los límites del 

municipio o municipios en los que se asienten410. 

 

El Consejo de Gobierno también puede aprobar Proyectos de Singular Interés, que 

tienen por objeto la implantación de infraestructuras, construcciones o instalaciones de 

relevante interés económico en el ámbito regional, definiéndolas y diseñándolas con 

carácter básico para su inmediata ejecución411. Puede comprender terrenos situados en 

uno o varios términos municipales y puede tener por objeto instalaciones para el 

desarrollo de actividades industriales y terciarias, destinadas a la producción, la 

distribución o la comercialización de bienes y servicios, incluida la urbanización 

complementaria que precisen, que no tengan previsión y acomodo en el planeamiento 

vigente412. Y en su caso, su aprobación determinará la clasificación y la calificación 

urbanística de los terrenos que afecten, conforme a los destinos para éstos en ellos 

previstos, debiendo adaptarse el planeamiento municipal a dichas innovaciones, mediante 

su modificación o revisión, según proceda413. 

 

 

f) Castilla y León 

 

En Castilla y León la Junta puede aprobar Planes Regionales de Ámbito Territorial 

que tengan por objeto planificar la ejecución de actuaciones industriales que se consideren 

de interés para la Comunidad414. 

 

 

                                                           
409 Art. 17.1.A.b) del TRLOTAUCLM 

410 Art. 18.bis.1 del TRLOTAUCLM 

411 Art. 17.2.A) del TRLOTAUCLM 

412 Art. 19.2.c) del TRLOTAUCLM y arts. 13.1 y 14.1.d) del RPLOTAUCLM 

413 Art. 19.1 del TRLOTAUCLM y art. 13.2 del RPLOTAUCLM 

414 Art. 20.1.b) de la LOTCL 
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g) Extremadura 

 

En Extremadura los Proyectos de Interés Regional ordenan y diseñan, con carácter 

básico para su inmediata ejecución, las obras a que se refieran, pudiendo comprender 

terrenos situados en uno o varios términos municipales y desarrollarse en cualquier clase 

de suelo, tengan o no planeamiento de desarrollo de los mismos415.  En la medida necesaria 

para la consecución de sus objetivos, pueden clasificar y calificar -modificando, en su caso, 

la establecida por el planeamiento de ordenación urbanística- los terrenos a que se refieran, 

destinando en todo caso a uso dotacional público los sistemas generales de la ordenación 

establecida por el planeamiento municipal416. 

 

Pueden tener por objeto las infraestructuras de cualquier tipo, incluidas las 

construcciones e instalaciones precisas o adecuadas, para la instalación de grandes superficies 

industriales o logísticas promovidas por las Administraciones Públicas, sus Organismos 

Autónomos y cualesquiera otras organizaciones descentralizadas de ellas dependientes o por 

sociedades cuyo capital les pertenezca íntegra o mayoritariamente, incluida la urbanización 

complementaria que precisen417. 

Así como las instalaciones para el desarrollo de actividades industriales y terciarias que 

tengan por objeto la producción, la distribución o la comercialización de bienes y servicios, 

tales como centros productivos de características especiales, que no tengan previsión ni 

acomodo en el planeamiento vigente418. 

 

h) Galicia 

En Galicia los Planes y Proyectos Sectoriales de incidencia supramunicipal tienen 

por objeto regular la implantación territorial de suelo destinado a dotaciones e 

instalaciones de interés público o utilidad social cuando su incidencia trascienda del 

término municipal en el que se localicen, por su magnitud, importancia, demanda social 

o especiales características, o que se asienten sobre varios municipios419, y que también 

pueden tener carácter Metropolitano en el Área Metropolitana de Vigo420. 

                                                           
415 Art. 60.1 de la LSOTE 

416 Art. 20.2 del RPE 

417 Art. 60.2.a) de la LSOTE  
418 Art. 60.2.c) de la LSOTE y art. 20.1.c) del RPE 

419 Art. 22.1 de la LOTG 

420 Art. 25.bis de la LOTG, introducido por el n¼mero 2 de la disposici·n final primera de la Ley 4/2012, 
de 12 de abril, del Ćrea Metropolitana de Vigo 
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A tales efectos, se consideran dotaciones las construcciones que sirvan de soporte 

a actividades de servicio comercial; e instalaciones las destinadas a actividades 

económicas primarias, secundarias y terciarias421. 

Y en los supuestos de insuficiencia de las previsiones de los instrumentos de 

ordenación urbanística, en particular, cuando esté motivada por la falta de adaptación de 

estos instrumentos a la normativa urbanística y comercial en vigor, la Consejería 

competente en materia de comercio, previa audiencia del municipio o municipios 

afectados, podrá impulsar Planes y Proyectos Sectoriales de incidencia supramunicipal 

destinados a regular la implantación de equipamientos comerciales, cuando su incidencia 

trascienda del término municipal en el que se ubiquen, por su magnitud, importancia, 

demanda social o especiales características422. 

 

i) Islas Baleares 

En las Islas Baleares cuentan con Planes Directores Sectoriales, que son los 

instrumentos de ordenación específica que tienen por objeto regular, en ámbitos 

materiales determinados, el planeamiento, la proyección, la ejecución y la gestión de 

actividades de infraestructuras, equipamientos, servicios y actividades de explotación de 

recursos423. Deben contener un diagnóstico territorial del área, en especial en lo que se 

refiere a su situación económica, así como establecer techos máximos de crecimiento para 

cada uso y distribución espacial, y la ubicación de los equipamientos de interés 

supramunicipal424. 

Para áreas de desarrollo urbano de las Islas Baleares los Ayuntamientos, los 

Consejos Insulares y el Gobierno Autonómico pueden aprobar el Plan de Reconversión 

Territorial (PRT) con objeto de realizar operaciones de esponjamientos, de implantación 

o mejora de los equipamientos, de infraestructura y de dotaciones de servicios425. 

Como ya se comentó al tratar los instrumentos de ordenación del territorio regional 

y subregional, partir del 19 de octubre de 2014 la legislación autonómica sectorial ha 

dejado fuera de su regulación la ordenación territorial de la actividad comercial, para que 

sea objeto de una regulación específica426. Aun así, los Consejos Insulares, a través de la 

                                                           
421 Art. 22.2 de la LOTG. 
422 Art. 27.1 de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, de comercio interior de Galicia 

423 Art. 11.1 de la LOTIB. Por ejemplo el Plan Director Sectorial de Equipamientos Comerciales previsto 
en el art. 57.2 de la LDOTIB 

424 Art. 9.a) y g) de la LOTIB 

425 Art. 38.1.a) de la LDOTIB 

426 Pen¼ltimo p§rrafo del apartado II de la Exposici·n de Motivos de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de 
Comercio de las Islas Baleares. Por ejemplo, antes el Consejo de Gobierno hab²a aprobado el Decreto 
217/1996, de 12 de diciembre, por el que se aprueba definitivamente el Plan Director Sectorial de 
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elaboración y la aprobación específica de un Plan Director Sectorial ï o mediante las 

previsiones adecuadas en el Plan Territorial Insular respectivo- deben establecer la 

ordenación y las medidas de fomento del sector comercial para conseguir un desarrollo 

armonioso y coherente de la ocupación y la utilización del suelo destinado al ejercicio de 

actividades comerciales427. 

 

j) Islas Canarias 

Los Proyectos de Actuación Territorial son instrumentos que permiten con carácter 

excepcional, y por razón de interés público o social, la previsión y realización de obras, 

construcciones e instalaciones precisas para la implantación en suelo rústico no 

clasificado como de protección ambiental, de dotaciones, de equipamiento, o de 

actividades industriales, energéticas o turísticas que hayan de situarse necesariamente en 

suelo rústico o que por su naturaleza sean incompatibles con el suelo urbano y urbanizable 

y siempre que dicha implantación no estuviere específicamente prohibida por el 

planeamiento. 

Los proyectos de actuación territorial se clasifican en: 

a) Proyectos de actuación territorial de gran trascendencia territorial o estratégica, 

que habrán de contener las previsiones de ordenación y de ejecución necesarias 

para la correcta definición de la actuación que se pretende legitimar.  

b) Proyectos de actuación territorial de pequeña dimensión o escasa trascendencia 

territorial, que contendrán las previsiones de ejecución necesarias para su 

materialización. 

                                                           

Equipamientos Comerciales de las Islas Baleares, que ya fue derogado por la letra c) del n¼mero 2 de 
la disposici·n derogatoria de la Ley 11/2001, 15 junio, de Ordenaci·n de la Actividad Comercial en las 
Islas Baleares. 

427 Disposici·n adicional primera de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de Comercio de las Islas Baleares. 
Antes el art. 59.1 de la derogada Ley 11/2001, de 15 de junio, de Ordenaci·n de la Actividad Comercial 
establec²a que para alcanzar un nivel adecuado de equipamiento comercial y una distribuci·n insular 
correcta, el Plan Director Sectorial correspondiente pod²a fijar la planificaci·n comercial de diversos 
aspectos, como: a) Ordenaci·n de los establecimientos comerciales que puedan tener una influencia 
supramunicipal; b) Reordenaci·n del uso comercial minorista en los diferentes pol²gonos o sectores, de 
uso industrial o de servicios, que dispusieran a la entrada en vigor de la Ley 11/2001 de planeamiento 
urban²stico de ordenaci·n y de desarrollo aprobado definitivamente; c) Din§micas urbanas, actuales y 
tendenciales, que incidiesen en la actividad comercial desde la perspectiva espacial y territorial, sectorial 
y sociodemogr§fica, dado que el comercio es una actividad de capacidad estructurante elevada, asociada 
a la centralidad urbana, por su capacidad de atraer y aglutinar a otras actividades y servicios; d) 
Equipamientos y servicios p¼blicos urbanos que tengan plena incidencia en la actividad comercial;  e) 
Potencialidades y debilidades de los diferentes municipios que incidan en la actividad comercial y de 
servicios, con la concreci·n de las oportunidades y las amenazas; y f) Intercambio de experiencias de 
los municipios de similares caracter²sticas sectoriales, territoriales, urban²sticas y sociodemogr§ficas, 
con un tratamiento especial de la recopilaci·n de buenas pr§cticas comerciales. 
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 Los Planes Insulares y los Planes Generales de Ordenación podrán establecer 

condiciones para garantizar la adecuada inserción de los Proyectos de Actuación 

Territorial en sus respectivos modelos de ordenación; en particular, podrán incluir la 

prohibición de la aprobación de Proyectos de Actuación Territorial en ámbitos concretos 

del territorio que ordenen. 

En todo caso, la aprobación del Proyecto de Actuación Territorial implicará la 

atribución al terreno correspondiente del aprovechamiento urbanístico que resulte del 

proyecto, obligando a integrar sus determinaciones en el planeamiento territorial o 

urbanístico que resulte afectado, cuando este se revise o modifique. Y la implantación de 

los correspondientes usos y actividades y la ejecución de las obras e instalaciones que 

sean precisas quedarán legitimadas por la aprobación del Proyecto de Actuación 

Territorial, sin perjuicio de la necesidad de obtención, en su caso, de las autorizaciones 

sectoriales pertinentes y de la licencia municipal428. 

Por otra parte, esta Comunidad Autónoma también dispone de la denominada 

Calificación Territorial, que es un acto administrativo del Cabildo Insular de cada isla, 

preceptivo con carácter general y previo al trámite de licencia municipal de un proyecto 

de construcción o uso objetivo del suelo, no prohibido expresamente por el planeamiento 

para un concreto terreno clasificado como rústico429.  

Además, en suelos urbanizables no sectorizados estratégicos, cuando concurran 

razones de urgencia debidamente acreditadas, el Gobierno, a propuesta de la Consejería 

competente en materia de ordenación del territorio y previo informe de los Ayuntamientos 

afectados y del Cabildo respectivo, referente a la idoneidad de la ubicación, podrá aprobar 

un Plan Territorial Especial de Singular Interés Industrial respecto de actividades 

industriales previamente declaradas estratégicas por la Consejería competente en materia 

de industria, de oficio, o a iniciativa de los particulares interesados. Dicho Plan 

prevalecerá sobre el planeamiento urbanístico para la efectiva implantación de la 

actividad industrial, sin perjuicio de la obtención de las autorizaciones sectoriales 

pertinentes y de la licencia municipal430.  

                                                           
428 Art. 62-ter del TRLOTCENC 

429 Art. 62-quinques del TRLOTCENC 

430 Art. 8 de la Ley 6/2009, de 6 de mayo, de medidas urgentes en materia de ordenaci·n territorial para la 
dinamizaci·n sectorial y la ordenaci·n del turismo de Canarias. Sin embargo, desde el 13 de mayo de 
2009 las Islas Canarias ya no dispone de aquellos Proyectos de Actuaci·n Territorial para legitimar las 
obras, construcciones e instalaciones precisas para la implantaci·n en suelo r¼stico de actividades 
industriales; ni de la Calificaci·n Territorial para ultimar -en un concreto terreno y con vistas a un 
preciso proyecto de edificaci·n o uso del suelo no prohibidos- el r®gimen urban²stico del suelo r¼stico, 
porque el n¼mero 2 del art. 2 de la Ley 6/2009, de 6 de mayo, de medidas urgentes en materia de 
Ordenaci·n Territorial para la Dinamizaci·n Sectorial y la Ordenaci·n del Turismo de las Islas Canarias 
derog· la Secci·n 5 del Cap²tulo II del T²tulo I del TRLOTENC, que regulaba los Proyectos y 
Calificaciones Territoriales. 
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Los Planes Territoriales Especiales de Grandes Equipamientos Comerciales deben 

ordenar la implantación de grandes establecimientos comerciales y centros comerciales 

de acuerdo con su impacto sobre el sistema viario afectado, sobre otras infraestructuras y 

servicios públicos, impactos negativos significativos sobre el entorno urbano y el medio 

rural y la incidencia en materia de contaminación atmosférica y lumínica431. 

Mecanismo de ordenación singular que el legislador canario pretende potenciar 

mediante la implantación de un nuevo instrumento, los Proyectos de Interés Insular o 

Autonómico, ñpara permitir una respuesta ágil a nuevas situaciones y demandas 

sobrevenidas, no consideradas por el correspondiente planeamiento, evitando la rigidez 

inherente a la planificaciónò, ñcon fuerza para desplazar, aun con carácter excepcional, 

las determinaciones de los planesò432. Tiene por objeto ordenar y diseñar, para su 

inmediata ejecución, o bien ejecutar ïentre otros- dotaciones y equipamientos de 

actividades industriales. Pueden aprobarse en ejecución del planeamiento insular, de las 

directrices o de forma autónoma. En este segundo caso, el proyecto comprenderá también 

la determinación y la localización de la infraestructura o actividad de que se trate. El 

interés insular o autonómico de los proyectos vendrá determinado por el ámbito 

competencial de la Administración actuante en cada caso, debiendo acreditase su carácter 

estratégico. Pero pueden ejecutarse en cualquier clase de suelo, con independencia de su 

clasificación y calificación urbanística, incluso suelo rústico de protección ambiental 

cuando no exista alternativa viable y lo exija la funcionalidad de la obra pública de que 

se trate; y de forma excepcional y únicamente para proyectos de iniciativa pública cuando 

se trate de suelo rústico de protección agraria433. Pueden ser promovidos por iniciativa 

pública o privada434. Y las determinaciones que contengan prevalecerán sobre el 

planeamiento insular y municipal, que habrán de adaptarse a los mismos con ocasión de 

la primera modificación que afecte a este suelo435. Sistema que no está libre de críticas436. 

                                                           
431 Art. 54 del Decreto Legislativo 1/2012, de 21 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las 

Leyes de Ordenaci·n de la Actividad Comercial de Canarias y reguladora de la licencia comercial 
432 Apartado IX del Proyecto de Ley del Suelo de Canarias, Bolet²n Oficial del Parlamento de Canarias nÜ 

291, del 22 de septiembre de 2016 

433 Art. 124 del Proyecto de Ley del Suelo de Canarias, Bolet²n Oficial del Parlamento de Canarias nÜ 291, 
del 22 de septiembre de 2016 

434 Art. 125 del Proyecto de Ley del Suelo de Canarias, Bolet²n Oficial del Parlamento de Canarias nÜ 291, 
del 22 de septiembre de 2016 

435 Art. 127 del Proyecto de Ley del Suelo de Canarias, Bolet²n Oficial del Parlamento de Canarias nÜ 291, 
del 22 de septiembre de 2016 

436 Por ejemplo: ñEl proyecto de ley no contribuye a superar la actual mara¶a legislativaò, se¶ala el 
catedr§tico en Derecho Administrativo de la ULPGC Manuel Sarmiento Acosta en un informe 
encargado por la fundaci·n C®sar Manrique. ñSe observa escaso rigor y un excesivo uso de conceptos 
jur²dicos indeterminados que puedan afectar negativamente a la seguridad jur²dicaò, advierte. Sobre 
todo en lo referente a los denominados como ñproyectos de inter®s auton·mico o insularò, la tercera 
gran inquietud de la plataforma Canarias por un territorio sostenible. La ley no establece en base a 
qu® criterios un proyecto es de inter®s general. Este instrumento permite a un promotor p¼blico o 
privado proponer un proyecto en cualquier tipo de suelo, incluso en el especialmente protegido ñcuando 
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k) La Rioja 

En La Rioja los Proyectos de Interés Supramunicipal tienen por objeto la 

implantación territorial de infraestructuras, dotaciones e instalaciones de interés social o 

utilidad pública que se asienten sobre más de un término municipal o que, asentándose en 

un término municipal, su incidencia trascienda al mismo por su magnitud, importancia o 

especiales características437. Pero su régimen jurídico no incluye expresamente en su 

ámbito de actuación los proyectos de naturaleza industrial o comercial. 

 

l) Comunidad de Madrid 

En la Comunidad de Madrid los Proyectos de Alcance Regional son actuaciones 

que, en desarrollo del Plan Regional de Estrategia Territorial y demás instrumentos de 

ordenación del territorio aplicables o cuando razones de urgencia o excepcional interés 

público así lo exijan, ordenan y diseñan, con carácter básico y para su inmediata 

ejecución, instalaciones para el desarrollo de actividades económicas que tengan por 

objeto la investigación, la producción, la distribución y la comercialización de bienes y 

servicio. También proyectos que supongan la implantación de actividades económicas 

que revistan interés por su relevancia en la creación de empleo, por la inversión que 

comporten o por la creación de riqueza para la región438. Pueden comprender terrenos 

situados en uno o varios términos municipales439. 

 

También son Proyectos de Alcance Regional los Centros Integrados de Desarrollo, 

que son complejos que tienen por objeto la prestación integrada de actividades 

industriales o comerciales, así como actividades o usos accesorios o complementarios a 

los anteriores, y presenten un impacto relevante, efectivo y duradero, en el desarrollo 

económico de la Comunidad de Madrid440. 

 

 

 

                                                           

no exista alternativa viableò. Si obtiene el visto bueno del cabildo pertinente o de la comunidad 
aut·noma, podr§ salir adelante con un tr§mite simplificado, incluida la evaluaci·n ambiental. ñEste 
proyecto de ley es el paradigma neoliberal aplicado al territorio, el paradigma de la desregulaci·nò, 
explica Antonio P®rez, sindicalista de CC OO y portavoz de la Plataforma Canarias por un territorio 
sostenibleò (Vid. SOSA TROYA, M.; ñCanarias rebaja su ley del suelo para atraer el ladrilloò, en El 
Pa²s, 13 de abril de 2017, www.elpais.com [13/04/2017]). 

437 Art. 34.1 de la LOTULR 

438 Art. 33.1.c) y d) de la LMPTSUCM 

439 Art. 34.1 de la LMPTSUCM 

440 Art. 33.2 de la LMPTSUCM 

http://www.elpais.com/
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m) Región de Murcia 

En la Región de Murcia los Programas de Actuación Territorial son instrumentos de 

carácter ejecutivo y de programación a corto plazo de las previsiones de los Planes de 

Ordenación Territorial y, en su caso, de las Directrices de Ordenación Territorial441, aunque 

excepcionalmente también pueden ser autónomos442. 

 

Pero el instrumento de ordenación singular y excepcional que expresamente está 

previsto para proyectos que hayan de beneficiar a la Región en el ámbito de la economía, son 

las Actuaciones de Interés Regional que, por su magnitud, importancia o especiales 

características trascienda el ámbito municipal443. 

 

Como instrumento técnico complementario les puede acompañar un Estudio de 

Impacto Territorial que contenga un análisis del medio socioeconómico444. Pero desde el 6 

de mayo de 2015 ya no es necesario que comprenda los estudios y análisis encaminados a 

predecir, valorar y adecuar su posible impacto sobre la localización de actividades 

económicas445. 

 

n) Navarra 

En Navarra los Planes Sectoriales de Incidencia Supramunicipal pueden tener por 

objeto actuaciones de actividad económica cuya incidencia y efectos trascienda, por la 

magnitud, importancia o a las especiales características que presenten, del municipio o 

municipios sobre los que se asienten446. 

Por ejemplo, las implantaciones de grandes establecimientos comerciales quedan 

sujetas a la tramitación de un Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal promovido por el 

operador o el promotor, así como las ampliaciones de quienes ya estuvieran instalados cuando 

se incremente la superficie inicial en más de 500 m2 y por una sola vez siguiendo los criterios 

contemplados en la legislación sectorial447. 

                                                           
441 Art. 31 del TRLSRM 

442 Art. 28.1 de la LOTURM 

443 Art. 20.2 y 31.1 de la LOTURM 

444 Art. 44.a) de la LOTURM 

445 Que antes exig²a el art. 48.2.c) del derogado TRLSRM 

446 Art. 42.1 de la LFOTUN. Mientras que los Proyectos Sectoriales de Incidencia Municipal tienen limitado 
su objeto a la implantaci·n de infraestructuras o instalaciones del sistema de transportes, hidr§ulicas, de 
gesti·n ambiental, energ®ticas, de telecomunicaci·n y cualesquiera otras an§logas (art. 42.2 de la 
LFOTUN). 

447 Arts. 18.2.b) y 19.2 de la Ley Foral 17/2001, de 12 de Julio, reguladora del comercio en Navarra. 
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Además, la Comunidad Foral de Navarra cuenta con una normativa industrial que 

determina que la implantación y ordenación sobre el territorio de los polígonos industriales 

comarcales se efectúe con carácter general mediante la figura del Plan Sectorial de Incidencia 

Supramunicipal448. 

 

l) País Vasco 

En el País Vasco los Departamentos del Gobierno Vasco y los Órganos Forales de 

los Territorios Históricos pueden formular planes con incidencia territorial que tendrán el 

carácter de Planes Territoriales Sectoriales449, como el Plan Territorial Sectorial de 

Equipamientos Comerciales de la Comunidad Autónoma del País Vasco, que es el 

instrumento de ordenación territorial definidor de la implantación de los grandes 

equipamientos comerciales en el ámbito de la Comunidad Autónoma450. 

En este sentido, las DOTPV prevén que se redacte un Plan Territorial Sectorial de 

Creación Pública de Suelo para Actividades Económicas que desarrolle las 

determinaciones que al respecto se establecen en las propias DOTP indique los 

emplazamientos en los que vayan a llevarse a cabo las operaciones de creación pública 

de suelo451. 

En cumplimiento de lo cual el Gobierno Vasco aprobó definitivamente el Plan 

Territorial Sectorial de Creación Pública de Suelo para Actividades Económicas y de 

Equipamientos Comerciales de la Comunidad Autónoma del País Vasco452, que dispone 

como una determinación vinculante el dimensionamiento global de la oferta total de suelo 

para actividades económicas a establecer en los instrumentos de ordenación territorial en 

cada Área Funcional, o Subárea Comarcal. La superficie dimensionada deberá 

contemplar la evolución urbanística del tejido industrial existente, la acogida de las 

nuevas operaciones de creación pública de suelo previstas en el Plan y la implantación 

del conjunto de las promociones de iniciativa privada previsibles en el plazo de 16 años, 

como horizonte temporal del Plan, para satisfacer la demanda previsible de suelo con una 

oferta suficiente. En concreto, se establece el cálculo de estas previsiones espaciales 

considerando unos ratios de esponjamiento que garanticen la suficiente diversidad y 

flexibilidad de la oferta planteada y ofrezcan soluciones alternativas razonables para cada 

                                                           
448 Art. 2 del Decreto Foral 84/1990, de 5 de abril, por el que se regula la implantaci·n territorial de 

pol²gonos y actividades industriales en Navarra 

449 Art. 16 y siguientes de la LOTPV 

450 Art. 13.3 de la Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la Actividad Comercial del Pa²s Vasco 

451 Cap²tulo 9, apartado 5, de las DOTPV 

452 Decreto 262/2004, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Plan Territorial Sectorial de Creaci·n 
P¼blica de Suelo para Actividades Econ·micas y de Equipamientos Comerciales de la Comunidad 
Aut·noma del Pa²s Vasco 
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tipo de demanda de suelo. Queda, asimismo, englobado dentro de este dimensionamiento 

el cómputo de los suelos ocupados con los grandes equipamientos comerciales 

actualmente existentes y de las superficies libres susceptibles, en su caso, de absorber en 

el futuro la implantación de nuevos centros comerciales453. 

 

PEREZ FERÁNDEZ pone a la vigente legislación vasca como ejemplo de la casi 

completa renuncia de los legisladores autonómicos a conectar la ordenación del territorio 

con la planificación económica454. Pero LÓPEZ PÉREZ considera que precisamente este 

Plan Territorial Sectorial de Creación Pública de Suelo para Actividades Económicas y 

de Equipamientos Comerciales de la Comunidad Autónoma del País Vasco ha supuesto 

ñun avance significativo en la utilización de la ordenación del territorio como disciplina 

apropiada para la intervención administrativa en materia de granes establecimientos 

comerciales455. 

 

o) Comunidad Valenciana 

En la Comunidad Valenciana las Actuaciones Territoriales Estratégicas tienen por 

objeto la ordenación, gestión y desarrollo de intervenciones territoriales singulares de 

relevancia supramunicipal, que por su interés general requieran un procedimiento de 

tramitación específico y acelerado. Puede localizarse en terrenos situados en uno o varios 

términos municipales456 y cuando consistan en proyectos empresariales debe acoger usos 

y actividades que contribuyan a la excelencia y cualificación del territorio con proyección 

o ámbito de influencia de escala internacional, nacional o, cuanto menos, regional. Tales 

proyectos empresariales deben adecuarse a las siguientes categorías: 

                                                           
453 Art. 9.1 del Decreto 262/2004, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Plan Territorial Sectorial de 

Creaci·n P¼blica de Suelo para Actividades Econ·micas y de Equipamientos Comerciales de la 
Comunidad Aut·noma del Pa²s Vasco 

454 El p§rrafo segundo del apartado II de la Exposici·n de Motivos de la LOTPV afirma que: ñA trav®s de 
la pol²tica de Ordenaci·n del Territorio se ha de perseguir, de manera inmediata, la definici·n de cada 
tipo de suelo, y a trav®s de tal definici·n, la consecuci·n de las infraestructuras precisas, al acceso de 
la poblaci·n de las infraestructuras precisas, al acceso de la poblaci·n de los equipamientos sanitarios, 
docentes, administrativos, comerciales, etc., la gesti·n responsable de los recursos naturales y la 
protecci·n del medio ambienteò; y el p§rrafo siguiente fija que ñlos objetivos ¼ltimos de la pol²tica de 
Ordenaci·n del Territorio, a los que habr§n de dirigirse las actuaciones anteriormente definidas, no 
son otros que el desarrollo socioecon·mico equilibrado de las regiones y la mejora de la calidad de 
vida, con eliminaci·n de las grandes diferencias existentes entre los diferentes sectores de la 
poblaci·nò. De esta opci·n del legislador vasco por lo inmediato frente a lo mediato o ¼ltimo, P£REZ 
FERĆNDEZ interpreta un abandono de la conexi·n con la planificaci·n econ·mica: ñes decir, ley se 
centra, b§sicamente, en el campo de la planificaci·n (planes y mecanismos de control) en detrimento 
de la gesti·nò (Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresa,é op. 
cit, p§g. 262, nota 108). 

455 Vid. LčPEZ FERNĆNDEZ, F.: El impacto de la directiva de servicios sobre el urbanismo comercial 
(Por una ordenaci·n espacial de los grandes establecimientos comerciales)é op. cit., p§g. 133 

456 Art. 17.1 y 2 de la LOTUPV 
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1º. Actuaciones que contribuyan a mejorar la competitividad, la reconversión de 

sectores económicos, el desarrollo y la innovación tecnológica, la 

cooperación empresarial, la atracción de talentos, la internacionalización de 

empresas y, en general, la creación de empleo. 

 

2º. Implantación de equipamientos terciarios que sean de referencia en cuanto a 

su reconocimiento y exclusividad. 

 

3º. Actuaciones significativas de mejora del medio rural, basadas en el 

aprovechamiento de sus recursos endógenos o en la atracción de actividades 

innovadoras compatibles con dicho medio457. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
457 Art. 17.3.f) de la LOTUPV 
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III. LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL Y EL PLANEAMIENTO 

URBANÍSTICO 

 

III.1. NATURALEZA JURÍDICA DE LOS INSTRUMENTOS DE 

PLANIFICACIÓN URBANÍSTICA: OTRA NORMATIVA 

SECTORIAL QUE REGULA LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL 

 

Para el empresario el planeamiento urbanístico tampoco es un mero acto 

administrativo o político con efectos puntuales que pueda ser negociado, acordado y 

resuelto en función de sus circunstancias personales y que se agote en ese caso concreto, 

sino que es otra disposición administrativa de carácter general y vocación de 

permanencia, equiparable a toda la legislación sectorial a la que debe ajustar su actividad. 

Si tradicionalmente se ha entendido que la ordenación del territorio se mueve en el ámbito 

supralocal, el urbanismo se ha caracterizado por desplegar su ordenación en el ámbito 

municipal e inframunicipal458. Por tanto, en España su particularidad más sobresaliente 

es que se configura como una actuación eminentemente administrativa que se desarrolla 

en el ámbito local459. Peculiaridad que, a grandes rasgos, comparte con otros países, como 

por ejemplo Alemania, donde el urbanismo se conceptúa como una acción encaminada a 

encauzar la evolución de las ciudades y pueblos, así como las alteraciones que 

experimentan fruto de las nuevas edificaciones e infraestructuras460. 

 

La naturaleza jurídica de los Planes urbanísticos no ha sido ajena al debate doctrinal 

entre quienes defendieron que son: 

 

- Actos administrativos, porque algunas decisiones adoptadas por el Plan son de 

extrema concreción, cuando señalan los requisitos que debe reunir cada rincón de la 

ciudad milímetro a milímetro; se impugna de manera semejante a los actos 

administrativos; el Plan se agota con su aplicación; puede ser aprobado por silencio 

administrativo461, que es un mecanismo jurídico más propio de los actos que de las 

normas; y son inmediatamente ejecutivos, característica también más propia de los actos. 

                                                           
458 La palabra urbanismo procede del lat²n urbanus, que se puede traducir por ciudad (Vid. PONS 

GONZĆLEZ, M., y ARCO TORRES, A.: Diccionario de Derecho Urban²stico, Comares, 2009, p§g. 
399), y que es precisamente el §mbito donde el urbanismo despliega su ordenaci·n con mayor intensidad 
(Vid. LOBO RODRĉGO, A.; La ordenaci·n territorial y urban²stica de las redes de telecomunicaci·né 
op. cit, p§gs. 52 y 53. 

459 Aunque esta caracter²stica ha quedado desvirtuada cuando la mayor²a de las legislaciones urban²sticas 
regulan instrumentos de planeamiento supramunicipales, que incluyen dos o m§s t®rminos municipales 
completos, como veremos en el apartado III.3.2 del presente cap²tulo primero. 

460 Vid. WOLFF, J.: ñEl planeamiento urban²stico del territorio y las normas que garantizan su efectividad 
conforme a la Ley Federal de Ordenaci·n Urban²sticaò, en La Ley Federal Alemana de Ordenaci·n 
Urban²stica y los Municipios, Instituto de Estudios de la Administraci·n Local, Madrid, 1973, p§g. 14 

461 Con las peculiaridades expuestas en el cap²tulo quinto de la presente Tesis. 
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- Institución compleja, norma y acto al mismo tiempo, porque los efectos 

producidos por los Planes pueden ser característicos tanto de los Planes como de las 

normas462. 

 

Pero ha prevalecido la opinión de que los instrumentos de planificación urbanística 

de alcance general -es decir los Planes Generales de Ordenación y las Normas 

Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento, así como los instrumentos de 

desarrollo (Planes Parciales, Planes Especiales y Estudios de Detalle)- tienen una 

naturaleza normativa 463. Su función es la de desarrollar y complementar el contenido de 

la legislación urbanística, siendo sus determinaciones de carácter general y abstracto. El 

hecho de que su regulación sea en ocasiones tan detallada no dificulta su carácter 

normativo, porque esta característica la comparten numerosas normas administrativas que 

tienen como misión llenar las lagunas legales; además, su concreción a un ámbito 

determinado no le priva de su generalidad ni eficacia erga omnes. Pueden ser impugnados 

indirectamente, como toda norma jurídica, y puede producirse no sólo a través de la 

impugnación de un acto de aplicación, sino también de otro Plan de desarrollo del 

anterior, y como instrumento que vincula el suelo a un cierto destino urbanístico, no sólo 

vincula al propietario y particulares, sino también a la propia Administración. Además, 

su eficacia no se agota con su cumplimiento, ni siquiera cuando finalicen todas las 

previsiones contenidas en el mismo, porque incluso en tal extremo el planeamiento 

tendría una operatividad negativa464. 

 

 La jurisprudencia ha llegado a afirmar que es incuestionable la naturaleza jurídica 

de los planes de urbanismo como disposiciones administrativas de carácter general y de 

rango reglamentario, que se incorporan al ordenamiento jurídico con fuerza vinculante, 

                                                           
462 Vid. CASTELAO RODRĉGUEZ, J. y SANTOS DĉEZ, R.; Derecho Urban²stico. Manual para Juristas 

y T®cnicos. El consultor de los Ayuntamiento, Madrid 2001 pg. 173. En la primera teor²a sit¼a a 
GONZĆLEZ-BERENGUER URRUTI, Jos® Luis, y a HEREDERO HIGUERAS, Manuel; como 
defensores de la segunda teor²a cita a CARRETERO P£REZ, Adolfo. 

463 Vid. QUINTANA CARRETERO, J.P. (Coord.), JIM£NEZ BUESO, Ć. y RUIZ ARNĆIZ, G.: ñDoctrina 
jurisprudencial sobre urbanismo 2010-2012ò, Gabinete t®cnico de la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Supremo, p§gs. 14, 15, 110 y 111 (9/06/2015). En el mismo sentido, STSJ 
de Andaluc²a de M§laga, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 23 de diciembre de 2010, rec. 
274/2007, FJ. 4Ü, que respecto de los Planes Generales de Ordenaci·n y las Normas Complementarias 
o Subsidiarias de Planeamiento cita las SSTS de 6 de mayo de 1997 (rec. 11943/1991) y de 20 de mayo 
y 22 de junio de 1999 (rec. 3150/1993 y 3982/1993), y respecto de los planes de desarrollo, como los 
Estudios de Detalle, cita las SSTS de 29 de mayo de 1996 (rec. 1035/1992) y de 16 de octubre de 2002 
(rec. 10875/1998). En el mismo sentido, STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 
5Û, de 5 de diciembre de 2012, rec. 2460/2010, FJ. 2Ü; STSJ de Andaluc²a de M§laga, Sala de lo 
Contencioso-administrativo, de 23 de mayo de 2011, rec. 1518/2006, FJ. 2Ü. 

464 CASTELAO RODRĉGUEZ, J. y SANTOS DĉEZ, R.; Derecho Urban²stico. Manual para Juristas y 
T®cnicosé op. cit, p§g. 173, que citan como defensores de esta teor²a a RAMčN FERNĆNDEZ, 
Tom§s; GARCĉA DE ENTRERRĉA, Eduardo; PAREJO ALFONSO, Luciano y LASO MARTĉNEZ, 
Jos® Luis, y a la que ellos se suman. 
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sin que se agote su eficacia con una sola aplicación465. Por tanto, ya no se discute la 

naturaleza reglamentaria de los instrumentos de ordenación urbanística, en la medida en 

que participan de los principios jurídicos que rigen la tramitación y aprobación de las 

disposiciones de carácter general466, y por eso los Planes urbanísticos no son revisables 

de oficio a instancia de parte467, pero son impugnables por vía indirecta con ocasión del 

recurso interpuesto contra un acto de ejecución468. 

 

Aunque los tribunales no niegan que la naturaleza jurídica de los planes urbanísticos 

como disposiciones de carácter general presenta ciertos matices469, porque en numerosas 

ocasiones existen determinaciones dentro de los Planes urbanísticos que carecen de los 

elementos necesarios que permitan calificarlos como verdaderas normas o disposiciones 

administrativas de car§cter general, ñy que no son sino actos administrativos singulares 

al ser concretos y determinados sus destinatarios y su vigencia no indefinida a un 

concreto período de ejecuciónò470.  

 

Pero, como regla general, la jurisprudencia ratifica su carácter normativo incluso 

cuando las legislaciones autonómicas les atribuyen características propias de los actos 

administrativos. Por ejemplo, el TS ha inadmitido la impugnación en vía administrativa 

de planes de urbanismo, incluso aunque la normativa autonómica correspondiente 

contemple que sean recurribles en reposición, porque cuando las Comunidades 

Autónomas promulgan preceptos legales que contemplan recursos administrativos frente 

a los planes de urbanismo, están contradiciendo lo establecido en la norma básica 

contenida en el art. 112.3 de la LPACAP, seg¼n el cual ñcontra las disposiciones 

administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativaò471. 

 

 

                                                           
465 STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 6Û, de 3 de febrero de 2014, rec. 

4025/2011, FJ. 5Ü 
466 STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 5Û, de 14 de octubre de 2014, rec. 

965/2012, FJ. 2Ü. 
467 STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 5Û, de 8 de junio de 2011, rec. 240/2008, 

FJ. 5Ü, que cita el ATS de 10 de febrero de 2011 

468 STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 6Û, de 3 de febrero de 2014, rec. 
4025/2011, FJ, 5Ü, que al respecto cita SSTS de 9 de febrero de 2009 y 22 de junio de 2011 

469 STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo de 14 de julio de 2010, rec. 3924/2006, FJ. 5Ü, que 
cita SSTS de 6 de noviembre y 14 de diciembre de 2009. 

470 STSJ de Galicia, Sala de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 2Û, de 2 de febrero de 2012, rec. 
4032/2012, FJ. 3Ü, que cita SSTS de 4 de julio de 2000, 21 de junio de 2000, 23 de julio de 1999, 27 de 
mayo de 1999 y 22 de noviembre de 1994. 

471 STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 5Û, de 11 de mayo de 2012, rec. 530/2009, 
FJ. 2Ü, que cita la SSTS de 20 de octubre de 2011, rec. 3555/2008; de 8 de marzo de 2011, rec. 507/2007; 
de 30 de septiembre de 2009, rec. 3920/2005; y de 19 de diciembre de 2007, rec. 4508/2005. 
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III.2.  PLANIFICACIÓN URBANÍSTICA Y ACTIVIDAD EMPRESARIAL 

 
Las actividades de los sectores económicos secundario y terciario desempeñan un 

papel básico en el devenir del hecho urbano, como foco de animación y desarrollo, en 

cuanto elemento estructurador del espacio físico, pero generando simultáneamente 

grandes y numerosos problemas. Por ello cuestiones tales como su localización idónea, 

la adecuada dimensión superficial, o si integración en el entorno, en la medida en que 

inciden sobre el tejido urbano, establecen una estrecha relación entre actividad 

empresarial y urbanismo. 

 

Por eso la ordenación urbanística, en su dimensión más operativa, persigue la 

división del territorio en diversas clases de suelo (urbano, urbanizable y no urbanizable), 

estableciendo dentro de cada una de esas categorías de suelo los usos e intensidad que al 

mismo se asignan. Todo ello a través del correspondiente planeamiento, cuya 

competencia urbanística tradicionalmente ha comprendido las facultades de emplazar los 

centros de producción de modo conveniente para la mejor distribución de la población en 

el territorio472, a través de aquella clasificación del suelo. Es la técnica por excelencia de 

la que se valen tanto la ordenación como la ejecución urbanística, donde la clase de 

urbanizable es la verdadera protagonista y la del suelo rústico o no urbanizable no merece 

apenas atención, porque juega un papel exclusivamente negativo o residual. Técnica que, 

a su vez, se instrumenta mediante un sistema rígido de desagregación sucesiva de 

planes473. 

 

Por tanto, los Planes urbanísticos no sólo son el instrumento idóneo para llevar a 

cabo la ordenación espacial de las actividades empresariales, sino que resulta imperioso 

garantizar la presencia relevante de los usos industriales y comerciales en el proceso de 

planificación, salvo que se quiera que el ámbito afectado sea económicamente un 

páramo474. La dimensión industrial y comercial no puede disgregarse ni separarse de 

ningún planeamiento urbanístico, porque si el urbanismo es la ciencia que ha de ordenar 

la vida de las ciudades y los núcleos urbanos, planificando los usos y equipamientos 

                                                           
472 Art. 1.c) de la LS-56; art.1.c) del TRLS-76 y art. 3.2.b) del TRLS-92 

473 P§rrafo primero del apartado II de la Exposici·n de Motivos del TRLS. 
474 Por ejemplo y en cuanto a los equipamientos comerciales, seg¼n MORBIDELLI, G.: ñLibert§ de 

iniciativa econ·mica e pianificazione commercialeò, Impresa, Ambiente e Pubblica Amministrazione, 
1976/I, p§g. 184: ñUna correcta planificaci·n de la red de distribuci·n no puede, de hecho, limitarse a 
la ubicaci·n de los centros o n¼cleos comerciales, sino que debe establecer una jerarqu²a de tales 
centros y n¼cleos, jerarqu²a que, estando conectada a la movilidad de los consumidores, a su vez 
depende de la red de infraestructuras territoriales, la red de servicios comunitarios p¼blicos y privados, 
las caracter²sticas de accesibilidad de los lugares, la estructura organizativa prevista para los 
diferentes terrenos. De aqu² la necesidad de insertar org§nicamente las previsiones comerciales en el 
contexto de la organizaci·n espacial de los servicios comunitarios p¼blicos y privados, de manera que 
-como ya se ha comentado- la planificaci·n comercial puede ser considerada una parte integral del 
programa de planificaci·n urbanaò.  
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precisos para la vida integral de sus habitantes, intentando satisfacer sus necesidades, no 

puede aceptarse ningún Plan Supramunicipal, Plan General, Plan Especial o Plan Parcial 

que no haga referencia expresa a las necesidades industriales y comerciales, con especial 

detalle de su ubicación, dimensionado, accesibilidad, aparcamientos, remodelación de los 

centros tradicionales, etc.475. 

 

Sin embargo, pese a que la historia del Derecho urbanístico español contemporáneo 

se forjó en un contexto social económico de industrialización y urbanización476, y a que 

resulte evidente la interdependencia entre actividad empresarial y urbanismo, durante 

mucho tiempo su problemática espacial careció de un tratamiento relevante en las 

sucesivas leyes urbanísticas estatales y autonómicas, ni en sus reglamentos. Llama la 

atención el insuficiente o ambiguo tratamiento que las actividades industrial, comercial y 

profesional ha recibido por parte de la legislación urbanística, sólo explicable por el 

escaso reconocimiento de su función estructurante del hecho urbano en la evolución 

legislativa, que a continuación se examina. 

 

 

III.2.1. Ley de 12 de mayo de 1956 sobre Régimen del Suelo y Ordenación 

Urbana 

 

El principal objetivo de la LS-56 era la conveniencia de escalonar la expansión de 

los núcleos urbanos, frenar la irradiación desmesurada del perímetro de extensión de las 

ciudades y la especulación del suelo, que sustraía prematuramente terrenos a la 

agricultura. Para el legislador de entonces la acción urbanística debía preceder al 

fenómeno demográfico y encauzarlo hacia lugares adecuados, limitando el crecimiento 

de las grandes ciudades. Pero desde el punto de vista económico, su preocupación 

principal era armonizar la economía agrícola, industrial y urbana, formando unidades de 

gran estabilidad económicosocial477. 

                                                           
475 As² lo proclama categ·ricamente IRESCO en relaci·n con el equipamiento comercial, Vid. IRESCO 

(autor corporativo): Urbanismo Comercial en Gerona,é op. cit., p§gs. 22 y 23. Sin embargo, en Francia 
la posibilidad que preve²a el art. I.123-1.11 de la Ley 91/622, de 13 de julio, de Orientaci·n de la Ciudad 
de que los Planes de Ocupaci·n del Suelo delimitaran las zonas en las cuales podr²an ser implantados 
establecimientos comerciales al detalle cuyo permiso de construir o realizar estuviese sometido a la 
autorizaci·n de las Comisiones Departamentales de Equipamiento Comercial fue criticado por un sector 
doctrinal que ve²a un urbanismo ñseparatistaò o ñsegregacionistaò que, sobre las concepciones 
funcionalistas, preconiza una especializaci·n funcional del espacio que conduce a la fragmentaci·n de 
la ciudad en zonas monofuncionales m§s o menos reservadas a un solo uso (Vid. JACQUOT, H.; ñDËun 
urbanisme de s®paration a un urbanisme de mixit®ò, en Droit en Ville, n¼m. 34, 1992, p§gs. 87 a 103; y 
BOUYSSOU, F.: ñLa r®forme de lËurbanisme comercialò, en LËactualite juridique. Droit administatif, 
n¼m. 10, Par²s, octubre 1996, p§gs. 759 y 760). 

476 P§rrafo primero del apartado I de la Exposici·n de Motivos de la derogada Ley 8/2007, de 28 de mayo, 
de Suelo y p§rrafo primero del apartado II del derogado TRLS-08 

477 P§rrafos 4Ü y 5Ü del apartado I de la Exposici·n de Motivos de la LS-56. Hay que tener en cuenta que el 
legislador de 1956 se enfrentaba a la urbanizaci·n localista mediante proyectos puntuales a plazo 
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Por eso la única competencia urbanística que atribuyó en esta materia fue la facultad 

de emplazar los centros de producción y de residencia del modo conveniente para la mejor 

distribución de la población española en el territorio nacional478. El urbanismo debía 

establecer zonas de distinta utilización sólo atendiendo a la densidad de la población que 

hubiera de habitarlas, porcentajes de terreno que pudiera ser ocupado por construcciones, 

volumen, forma, número de plantas, clase y destino de los edificios479, pero sin ninguna 

referencia a la demanda de suelo para actividades industriales y comerciales. 

 

Concibió la configuración de las grandes directrices de la organización urbanística 

del territorio mediante la aprobación de un Plan Nacional de Urbanismo, que debía tener 

en cuenta las conveniencias de la ordenación social y económica, para el mayor bienestar 

de la población480; así como la aprobación de Planes Provinciales que debían justificar 

su propia existencia dentro del plan de ordenación social y económica481. Pero a pesar de 

su denominación y como ya se comentó anteriormente482, la finalidad y contenido de estos 

instrumentos responde más a la naturaleza de ordenación del territorio que al 

planeamiento urbanístico propiamente dicho; y además, al no contar con más exigencias 

legales en materia económica, poco podrían haber aportado en esta materia si alguno 

hubiera sido aprobado. 

 

En realidad, el planeamiento propiamente dicho con más incidencia en la actividad 

empresarial eran los Planes Generales de Ordenación Urbana Municipal o Comarcal y 

las Normas de Ordenación Complementarias y Subsidiarias del Planeamiento, pero sólo 

porque debían contener la división del terreno en zonas y el destino de cada una según las 

necesidades del programa urbano483. También los Planes Parciales de Ordenación 

Municipal o Comarcal debían contener la delimitación de perímetros de las zonas en que, 

por su utilización, se dividiera el territorio urbano484. 

 

                                                           

inmediato, destinados ¼nicamente a resolver necesidades de un sector m²nimo de la poblaci·n, a la que 
pretend²a imponer la planificaci·n urbana con visi·n amplia en el tiempo y en el espacio, de mayor 
alcance, que permitiera ordenar urban²sticamente, bajo la direcci·n de ·rganos espec²ficos, el territorio 
de provincias, comarcas y municipios, ñen esta gradaci·n sucesiva que integra la unidad org§nica que 
es el Estado Nacionalò.  

478 Art. 3.c) de la LS-56. 
479 Art. 3.e) de la LS-56. 
480 Art. 7 de la LS-56. 
481 Art. 8.f) de la LS-56 

482 Apartado II.2.1 del presente cap²tulo primero, en el an§lisis de la ñPlanificaci·n territorial de §mbito 
regionalò 

483 Arts. 9.1.2 y 57.2 de la LS-56 

484 Art. 10.1.a) de la LS-56. 
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Estas eran las únicas disposiciones legales que podían incidir, por efecto o defecto, 

en la localización y reserva de suelo destinado a uso industrial y comercial. Los Planes o 

Proyectos de Reforma Interior se circunscribían al saneamiento, resolución de problemas 

de circulación o de estática, mejora de servicios públicos u otros fines semejantes en el 

casco urbano485. Y los Planes Especiales podían referirse a la ordenación de ciudades 

artísticas, protección del paisaje, y de las vías de comunicación, conservación del medio 

rural, saneamiento de poblaciones y otras finalidades análogas486, entre las que no se 

encontraba el desarrollo de suelo destinado a uso industrial o terciario. 

 

 

III.2.2. Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana 

 

Aquella insuficiente incidencia de la planificación económica en la planificación 

física fue, precisamente, una de las causas a las que la Ley 19/1975, de 2 de mayo, de 

Reforma de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana487 atribuyó la 

deficiente situación urbanística española488. El legislador de entonces diagnosticó que el 

condicionante fundamental de la oferta de suelo y de su precio excesivo lo constituía la 

escasez de suelo urbanizado, determinado fundamentalmente por los propios planes 

cuando calificaban como apto para el desarrollo urbano una cantidad de suelo insuficiente 

para atender, en condiciones razonables de competencia, las necesidades de la 

demanda489. Elevación excesiva de precios del suelo que ocasionó gravísimas secuelas en 

el encarecimiento de los establecimientos industriales y de servicios490. 

 

Como se comentó anteriormente, con esta reforma legislativa aparecieron los 

auténticos instrumentos de planificación territorial integrada que superan el urbanismo 

tradicional (Planes Directores Territoriales de Coordinación) y que suponen la clara 

delimitación legal en España entre ordenación del territorio y planificación urbanística491. 

                                                           
485 Art. 12.2 de la LS-56 

486 Arts. 13 y ss. de la LS-56 

487 Integrada en el TRLS-76 conforme a lo dispuesto en el apartado ¼ltimo de la tabla de vigencias de dicho 
texto refundido, salvo las disposiciones finales tercera, cuarta, sexta y s®ptima, que -
independientemente- quedaron subsistentes. 

488 P§rrafo sexto, punto a), de la Exposici·n de Motivos de la Ley 19/1975, de Reforma de la Ley sobre 
R®gimen del Suelo y Ordenaci·n Urbana 

489 P§rrafo sexto, punto e), de la Exposici·n de Motivos de la Ley 19/1975, de Reforma de la Ley sobre 
R®gimen del Suelo y Ordenaci·n Urbana. 

490 P§rrafo octavo de la Exposici·n de Motivos de la Ley 19/1975, de Reforma de la Ley sobre R®gimen 
del Suelo y Ordenaci·n Urbana. 

491 Vid. apartado II.2.1 del presente cap²tulo primero sobre ñPlanificaci·n territorial de §mbito regionalò, 
cuando se explica la nueva redacci·n del art. 8Ü de la LS-56 que le dio el art²culo primero de Ley 
19/1975, de Reforma de la Ley sobre R®gimen del Suelo y Ordenaci·n Urbana. 
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Por lo que, a partir de ahora y en relación con este tipo de instrumentos, nos remitimos lo 

comentado en el apartado II.2.1. del presente cap²tulo primero sobre ñPlanificaci·n 
territorial de §mbito regionalò. 

 

Pero la verdadera regulación detallada del uso de los terrenos en suelo urbano, y la 

regulación genérica de los diferentes usos globales en suelo urbanizable, esta Ley 19/1975 

se la atribuyó a los Planes Generales Municipales492. Mientras que en suelo urbanizable 

programado, la asignación de usos pormenorizados correspondía a los Planes 

Parciales493, y en suelo urbanizable no programado a los Programas de Actuación 

Urbanística494. 

 

Situación que poco varió el posterior TRLS-76. Continuó atribuyendo al 

planeamiento la competencia urbanística de emplazar los centros de producción de modo 

conveniente para la mejor distribución de la población española en el territorio 

nacional495, así como establecer las distintas zonas de utilización496. Autorizó al Gobierno 

para establecer, mediante Decreto, los criterios con arreglo a los cuales los Planes 

Generales habían de fijar la cuantía de las reservas y previsiones aplicables al suelo 

urbano o, en su caso, para determinar su cuantía directamente, según las circunstancias 

urbanísticas de las poblaciones afectadas497. De lo cual el Instituto de Reforma de 

Estructuras Comerciales (IRESCO) interpret· que: ñEl Gobierno, de acuerdo con lo 

previsto en la Disposición Final tercera del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del 

Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto 1346/76, de 9 de abril, y de 

acuerdo con lo previsto por la vía reglamentaria, determinará como anexo al mismo las 

reservas de suelo para uso comercial que se estimen necesarias en los planes de 

ordenación, normas o proyectos, incluyendo las necesarias implantaciones comerciales 

de gran superficie, mercados mayoristas, centrales mayoristas de distribución, 

hipermercados, centros comerciales, etc.ò498.  

 

                                                           
492 Art. 9Ü.bis, apartados Uno y Dos, y art. 9Ü.ter, apartado Dos.Uno.b) y e), apartado Dos.Dos.b) y apartado 

Dos.Tres.b),  de la LS-56, introducido por el art²culo primero de la Ley 19/1975 de Reforma de la Ley 
sobre R®gimen del Suelo y Ordenaci·n Urbana. 

493 Art. 10, apartado Dos.a), de la LS-56, modificado por el art²culo primero de la Ley 19/1975 de Reforma 
de la Ley sobre R®gimen del Suelo y Ordenaci·n Urbana. 

494 Art. 12, apartado Dos.b), de la LS-56, modificado por el art²culo primero de la Ley 19/1975, de Reforma 
de la Ley sobre R®gimen del Suelo y Ordenaci·n Urbana. 

495 Art. 3.1.c) del TRLS-76 

496 Art. 3.1.e) del TRLS-76 

497 Disposici·n Final Tercera, apartados 1 y 2, del TRLS-76 

498 Vid. IRESCO (autor corporativo); Programa de reforma de las estructuras comerciales, Ministerio de 
Comercio y Turismo, Instituto de Reforma de Estructuras Comerciales (IRESCO), agosto 1978, p§g. 37 
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La regulación detallada del uso de los terrenos y edificaciones en suelo urbano499, y de 

los usos globales en suelo urbanizable, continuó correspondiendo a los Planes Generales 

Municipales500. Mientras que a los Planes Parciales de Ordenación competía pormenorizar 

los usos y delimitar las zonas en que se divide el suelo urbanizable programado en función 

de aquellos501; y a los Programas de Actuación Urbanística el señalamiento de los usos sobre 

suelo urbanizable no programado502. 

 

En los municipios o parte de ellos donde no existiera Plan de ordenación sólo se podría 

urbanizar y edificar con destino a uso industrial o comercial si las Normas Complementarias 

y Subsidiarias del Planeamiento señalasen la zona hábil para ello con las prescripciones a 

cumplir503. 

 

Ninguna referencia expresa contenían estas disposiciones legales a la reserva de suelo 

destinado a emplazamientos para usos industriales y comerciales, salvo que estos últimos se 

entiendan comprendidos en ogras categorías más genéricas utilizadas por el legislador, como 

por ejemplo su inclusi·n dentro de los ñservicios de interés público y socialò504. 

 

 

III.2.3. Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprueba el 

Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana 

 

Como consecuencia del escaso éxito de las anteriores iniciativa legales, la Ley 8/1990, 

de 25 de julio, sobre Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo arranca 

reconociendo que el fuerte incremento del precio del suelo, que excedía de cualquier límite 

razonable en muchos lugares, y su repercusión en los costes de implantación de actividades 

económicas, era entonces motivo de seria preocupación para los Poderes Públicos505. 

 

                                                           
499 Art. 11.1 y 12.2.1.b) del TRLS-76 

500 Art. 11.2 y 12, apartados 2.2.b) y 2.3.b), del TRLS-76 

501 Art. 13.2.a) del TRLS-76 

502 Art. 16.2.b) del TRLS-76 

503 Art. 71.4.c) del TRLS-76 

504 As² lo entiende P£REZ FERNĆNDEZ en cuanto al equipamiento comercial y en relaci·n con la 
referencia a emplazamientos reservados para servicios de inter®s p¼blico y social, que la Ley 19/1975, 
de 2 de mayo, de Reforma de la Ley sobre R®gimen del Suelo y Ordenaci·n Urbana introdujo en el art. 
noveno.ter, apartado Dos.Uno, letra ch) de la LS-56 como determinaci·n en suelo urbano que deb²an 
contener los Planes Generales Municipales de Ordenaci·n; y una de las competencias urban²sticas que 
el art. 3.1.h) del TRLS-76 atribu²a al planeamiento, los arts. 12.2.d) y 13.2.d).a los Planes Generales 
Municipales y a los Planes Parciales, respectivamente, como determinaci·n en suelo urbano (Vid. 
P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit, p§g. 276) 

505 P§rrafo primero del apartado I del Pre§mbulo de la Ley 8/1990, de 25 de julio, sobre Reforma del 
R®gimen Urban²stico y Valoraciones del Suelo. 
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Por eso las disposiciones de la nueva la Ley 8/1990, de 25 de julio, sobre Reforma 

del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo estaban dirigidas a regular un esquema 

de adquisición gradual de facultades urbanísticas, condicionado al cumplimiento de los 

deberes urbanísticos en los plazos establecidos, y su consiguiente reflejo valorativo. Pero 

no para ser aplicadas en su integridad e indiscriminadamente a todos los municipios 

españoles, sino sólo donde la ejecución del planeamiento estuviese llamada a satisfacer 

una fuerte demanda inmobiliaria, mencionando especialmente el uso terciario, frente a 

una paralela o insuficiente oferta506. Por eso sólo establecía su plena aplicabilidad a los 

municipios grandes, entendiendo por tales las capitales de provincia, con los entornos 

metropolitanos que las Comunidades Autónomas pudieran delimitar, y los de población 

superior a 25.000 habitantes507. 

 

Ahora bien, la reforma legal iniciada por aquella Ley 8/1990, rematada por el 

TRLS-92, no varió sustancialmente el régimen vigente en cuanto a localización y puesta 

a disposición mediante el planeamiento de suelo destinado a actividades empresariales, 

porque continuó siendo competencia urbanística concerniente al planeamiento la facultad 

de emplazar los centros de producción de modo  conveniente para la mejor distribución 

de la población508, así como establecer zonas distintas de utilización509. 

 

Los Planes Generales Municipales siguieron siendo el instrumento que tenía por 

objeto específico, en el suelo urbano, completar su ordenación mediante la regulación 

detallada del uso de los terrenos y de la edificación510; y en suelo urbanizable programado 

y no programado establecer, según sus categorías, una regulación genérica de los 

diferentes usos globales511. También debían determinar los usos resultantes de las 

operaciones de reforma interior a desarrollar mediante planeamiento especial512. 

 

Sin embargo, las Normas Complementarias no podían, en ningún caso, modificar 

la calificación del suelo ni alterar las determinaciones del Plan General que 

complementasen513. Mientras que las Normas Subsidiarias de Ámbito Municipal podían 

fijar en suelo urbano la ordenación pormenorizada o remitir ésta a un Plan Especial de 

                                                           
506 P§rrafo primero del apartado VIII del Pre§mbulo de la Ley 8/1990, de 25 de julio, sobre Reforma del 

R®gimen Urban²stico y Valoraciones del Suelo 

507 Disposici·n adicional primera de la Ley 8/1990, de 25 de julio, sobre Reforma del R®gimen Urban²stico 
y Valoraciones del Suelo 

508 Art. 3.2.b) del TRLS-92. 
509 Art. 3.2.d) del TRLS-92 

510 Arts. 71.1 y 72.3.A.b) del TRLS-92 

511 Arts. 71.2 y 72.3.B.b) y 72.2.C., apartados a) y b), del TRLS-92 

512 Art. 72.2.c) del TRLS-92 

513 Art. 74.3 del TRLS-92 
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Reforma Interior, y en suelo apto para urbanizar fijar sus usos globales514. Las Normas 

Subsidiarias de Ámbito Provincial sólo podían señalar las zonas que pudieran urbanizarse 

con arreglo a las prescripciones contenidas en las propias normas515. 

 

En suelo urbanizable no programado el señalamiento de usos y niveles de intensidad 

correspondía a los Programas de Actuación Urbanística516. Aunque la asignación 

pormenorizada de usos y delimitación de zonas en que se divide el territorio ordenado por 

razón de los usos en este tipo de suelo, así como en suelo urbanizable programado, 

correspondía a los Planes Parciales de Ordenación517. 

 

Tampoco contaba con referencias expresas a instalaciones industriales ni 

equipamiento comercial, cuyo encaje debía buscarse en categorías más genéricas. Por 

ejemplo, atribuía al planeamiento el señalamiento del emplazamiento y características de 

los ñservicios de interés público y socialò518, que comprenden los de uso comercial; y 

determinaba que los Planes Generales debían contener los sistemas generales de 

equipamiento comunitario519. 

 

 

III.2.4.  Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones 

 

La STC 61/1997, Pleno, de 29 de marzo, rec. 2477/1990, supuso un punto de 

inflexión en el contexto legal, cuando anuló todas las disposiciones del TRLS-92 antes 

comentadas por invadir competencias exclusivas de las Comunidades Autónomas. 

 

Por eso el Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio, de Medidas Liberalizadoras en 

materia de Suelo y Colegios profesionales y el posterior Ley 7/1997, de 14 de abril, de 

Medidas Liberalizadoras en materia de Suelo y de Colegios profesionales se limitaron a 

suprimir las categorías entre suelo urbanizable programado y no programado, 

refundiéndola en una sola clasificación de suelo urbanizable520. Pero sin ninguna 

disposición sobre los usos. 

                                                           
514 Arts. 77.a y b) y 78.1.e) y d) del TRLS-92 

515 Art. 76.d) del TRLS-92 

516 Art. 82.2.b) del TRLS-92 

517 Art. 83.2.a) y b) del TRLS-92 

518 Art. 3.2.g) del TRLS-92 

519 Art. 72.2.d) del TRLS-92. Aunque esta interpretaci·n no es un§nime, porque por ejemplo ARI¤O ORTIZ 
opina que el equipamiento comercial ñno debe entenderse incluido ni en el denominado ñequipamiento 
comunitarioò ni en los dem§s ñservicios de inter®s socialò del art. 72 del texto refundido de 26 de junio 
de 1992ò (Vid. ARI¤O ORTIZ, G.; Principios constitucionales de la libertad de empresa. Libertad de 
comercio e intervencionismo administrativo, Madrid, Marcial Pons-IDELCO, 1995, p§gs. 45 y 46) 

520 Arts. 1Ü de ambos textos legales. 
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Tendencia que, tras al referida STC 61/1997, consolidó la LRSV-98 que reguló las 

clases de suelo521 y los derechos y deberes de los propietarios522, pero sin ninguna mención 

a los posibles usos del terreno523, ni mucho menos a su localización, que compete a las 

legislaciones urbanísticas de cada Comunidad Autónoma. Es decir, la selección de las 

condiciones para el desarrollo urbanístico corresponde fijarlas a cada Comunidad 

Autónoma. 

  

 

III.2.5.  Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana 

 

Y tendencia que la LS-07 remató cuando renunció, por primera vez, a regular técnicas 

específicamente urbanísticas, tales como los tipos de planes o clases de suelo, evitando el uso 

de tecnicismos propios de ellas para no prefigurar, siquiera fuera indirectamente, un concreto 

modelo urbanístico. Asumió definitivamente que su competencia no era urbanística, sino sólo 

referida al régimen del suelo y a la igualdad en el ejercicio de los derechos constitucionales a 

él asociados en lo que atañe a los intereses cuya gestión está constitucionalmente 

encomendada al Estado. La ordenación del territorio, urbanismo, vivienda y patrimonios 

públicos del suelo queda exclusivamente para las Comunidades Autónomas524. 

 

A un así el legislador estatal es consciente de que para atender las necesidades 

económicas de la sociedad es necesario clasificar suelo urbanizable525, y que los 

procedimientos de aprobación de instrumentos de ordenación urbanística tienen una 

transcendencia capital, que desborda con mucho el plano estrictamente sectorial, por su 

incidencia en el crecimiento económico. Por ello asegura unos estándares mínimos de 

transparencia, de participación ciudadana real y no meramente formal, y de evaluación y 

seguimiento de los efectos que tienen los planes sobre la economía526.  

                                                           
521 Arts. 7 a 11 de la LRSV-98 

522 Arts. 12 a 22 de la LRSV-98 

523 Salvo el derecho de los propietarios del suelo clasificado como no urbanizable a usar, disfrutar y disponer 
de su propiedad de conformidad con la naturaleza de los terrenos, debiendo destinarla a fines agr²colas, 
forestales, ganaderos, cineg®ticos u otros vinculados a la utilizaci·n racional de los recursos naturales, 
y dentro de los l²mites que, en su caso, establezcan las leyes o el planeamiento; y excepcionalmente 
actuaciones espec²ficas de inter®s p¼blico, previa especificaci·n de que no concurren circunstancias de 
valores paisaj²sticos, hist·ricos, arqueol·gicos, cient²ficos, ambientales o culturales, de riesgos 
naturales acreditados en el planeamiento sectorial, o en funci·n de su sujeci·n a limitaciones o 
servidumbres para la protecci·n del dominio p¼blico. (art. 20.1 de la LRSV-98). 

524 P§rrafo sexto del apartado I de la Exposici·n de Motivos de la derogada LS-07, y del apartado II del 
derogado TRLS-08. 

525 P§rrafo octavo del apartado I de la Exposici·n de Motivos de la derogada LS-07 y del apartado II del 
derogado TRLS 

526 P§rrafo segundo del apartado IV de la Exposici·n de Motivos de la derogada LS-07 y del apartado V 
del derogado TRLS-08 
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Por eso, la LS-07 y el TRLS-08 advertían que, en virtud del principio de economía 

sostenible, las políticas públicas relativas a la regulación, ordenación, ocupación, 

transformación y uso del suelo deben propiciar el uso racional de los recursos naturales 

armonizando los requerimientos ïentre otros- de la economía y empleo527. Pero mientras al 

LS-07 hacía referencia a que, en virtud del principio de desarrollo sostenible, las políticas 

públicas relativas a la regulación, ordenación, ocupación, transformación y uso del suelo 

debían procurar, en particular un medio urbano en el que los usos se combinen de forma 

funcional528; el posterior TRLS-08 y el vigente TRLSRU-15 exige que los Poderes Públicos 

propicien la consecución de un medio urbano en el que se ocupe el suelo de manera eficiente, 

y en el que se combinen los usos de forma funcional529. Por último, para hacer efectiva las 

condiciones básicas de igualdad en los derechos y deberes constitucionales de los ciudadanos, 

y en particular las competentes en materia de ordenación urbanística, el derogado TRLS-08 

y el vigente TRLSRU-15 establecen que las Administraciones Públicas deben destinar suelo 

adecuado y suficiente para usos productivos530, tal y como venía enunciando la tradición 

legislativa estatal. Aunque desde el punto de vista de la incidencia de la ordenación del 

territorio y urbanismo en el ejercicio empresarial, el legislador estatal podía haber ido más 

allá. Si en el concepto material de las bases de la ordenación de la economía, al legislador 

estatal le parece razonable garantizar una oferta mínima de suelo para vivienda asequible, por 

su incidencia directa sobre los mercados inmobiliarios y su relevancia sobre las políticas de 

suelo y vivienda531, el mismo grado de razonabilidad podría haberle parecido garantizar una 

oferta mínima de suelo asequible para usos industriales y comerciales, por su incidencia 

directa en la libertad de empresa y su relevancia sobre la política económica, sin que ello 

obste que pudiera ser adaptada por la legislación de las Comunidades Autónomas a su modelo 

urbanístico y diversas necesidades. Pero la LS-07, el TRLS-08 y el vigente TRLSRU-15 

renunciaron a fijar o referenciar cualquier mínima reserva de suelo destinado a actividades 

empresariales, a pesar de contar con competencia para ello porque el art. 149.1.1ª y 13ª faculta 

al Estado para regular las condiciones que garanticen la igualdad sustancial de los españoles 

en el ejercicio de los derechos constitucionales y las bases y coordinación de la planificación 

económica532, demostrando ïuna vez más- como en el ordenamiento territorial y urbanístico 

español prima más la ïloable- preocupación por la vivienda, que por la empresa. 

                                                           
527 Art. 2.2. de ambos textos legales 

528 Art. 2.2.c) de la LS-07 

529 Art. 2.3 del derogado TRLS-08 y art. 3.3 del vigente TRLSRU-15 

530 Art. 20.1.b) del vigente TRLSRU-15, al igual que antes dispon²an el art. 10.1.b. del TRLS-08 y el 
correlativo de la LS-07 

531 P§rrafo segundo del apartado IV de la Exposici·n de Motivos de la derogada LS-07 y del apartado V 
del derogado TRLS-08, as² como arts. 10.1.b) y disposici·n transitoria primera de ambos textos legales. 
Ahora el art. 20.1.b) del vigente TRLSRU-15 regula esta reserva m²nima de suelo destinado a vivienda 
sujeta a un r®gimen de protecci·n p¼blica. 

532 STC 141/2014, Pleno, de 11 de septiembre de 2014, rec. 6963/2007, FJ. 8.A), que justific· la imposici·n 
estatal de una reserva m²nima de edificabilidad en el art. 47 de la CE, que faculta al Estado para regular 
las condiciones que garanticen la igualdad sustancial de los espa¶oles en el ejercicio del derecho 
constitucional a disfrutar de una vivienda digna, incluyendo las bases y coordinaci·n de la planificaci·n 
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III.2.6. Planificación urbanística sectorial 

 

Por otra parte, la utilización del suelo no sólo ha dependido de la legislación e 

instrumentos de ordenación del territorio, ni de la normativa y planificación urbanística, 

sino que también ha estado directa y/o indirectamente condicionada por la legislación 

reguladora de cada uno de los sectores económicos demandantes de suelo. En no pocas 

ocasiones estas normativas sectoriales, al regular el régimen de inicio y ejercicio de una 

actividad, han extendido sus disposiciones a las condiciones de disposición, ubicación y 

ordenación de los terrenos donde se pueda ubicar la instalación533. 

 

En este sentido, mientras que históricamente las medidas políticas de distribución 

territorial del sector industrial fueron diseñadas desde una perspectiva nacional, regional 

o subregional; en la planificación espacial del sector terciario ha primado el cálculo local 

de las necesidades que debía cubrir y su encaje en el núcleo urbano. Lo cual explica que 

la doctrina incluya la distribución territorial del equipamiento comercial en el 

denominado urbanismo comercial, y no en una hipot®tica ñordenaci·n comercial del 

territorioò que, de momento, no existe. Porque ïcomo señala PÉREZ FERNÁNDEZ-, 

aunque el urbanismo es un instrumento fundamental para abordar la reforma estructural 

del sector comercial y para definir el ritmo de esta reforma, resulta que el modelo de 

construcción y urbanización en España no ha sido concebido para hacer frente a la 

transformación del comercio534. Y precisamente la singularidad de España ha sido la 

                                                           

econ·mica del subsector vivienda (SSTC 152/1988, de 20 de julio, FJ 2, y STC 59/1995, de 17 de 
marzo, FJ 3). As² como en las facultades de direcci·n general de la econom²a del Estado ex art. 
149.1.13.a) de la CE, que le permiten establecer normas b§sicas y de coordinaci·n en el sector 
econ·mico de la vivienda; y en el art. 149.1.1.a) de la CE, que, en atenci·n a la funci·n social de la 
propiedad (art. 33.2 CE) y la libertad de empresa (art. 33 CE), permite imponer, con ciertas salvedades, 
un sacrificio, carga o deber m²nimo de igualaci·n que han de soportar los propietarios del suelo sujeto 
a urbanizaci·n y, en su caso, los empresarios que lleven a cabo la ejecuci·n del planeamiento 
urban²stico. Adem§s, encaja claramente en el establecimiento de l²neas directrices, criterios de 
ordenaci·n de sectores econ·micos concretos e incluso acciones o medidas singulares (STC 34/2013, 
de 14 de febrero, FJ 4), as² como en la configuraci·n de la condici·n b§sica que ha de garantizar la 
igualdad de propietarios y empresarios en todo el territorio nacional, el legislador estatal opte por un 
criterio de m²nimos. El objetivo de la condici·n es la igualdad en la existencia de la carga o deber y en 
un contenido m²nimo, dejando a partir de ah² un margen para el desarrollo normativo de las 
Comunidades Aut·nomas y, por tanto, para la disparidad. 

533 Por ejemplo, como remedio directo a la lentitud con la que estaba siendo ejecutado el esquema 
planificador dise¶ado en la LS-56 y para facilitar la ejecuci·n del Plan Nacional de Vivienda, la Ley 
52/1962, de 21 de julio, sobre valoraci·n de terrenos sujetos a expropiaci·n en ejecuci·n de los planes 
de vivienda y urbanismo permiti· abiertamente expropiar y realizar operaciones urban²sticas sin plan 
urban²stico e incluso contra lo previsto en el plan. Soluci·n seguida por el Decreto-ley 7/1979, de 27 de 
junio, sobre actuaciones urgentes, incrementando ñla tendencia, ya iniciada por la Ley anterior, de 
sustituir el urbanismo seg¼n plan por un urbanismo operativo y coyunturalò (Vid. RAMčN 
FERNĆNDEZ, T.: ñIntroducci·n al Derecho Urban²sticoò, en Manual de Derecho Urban²stico, 
Editorial Aranzadi, S.A., enero 2014, www.aranzadidigital.es 

534 Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit p§g. 87. Pone 
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ausencia de plasmación legal del urbanismo comercial hasta la década de los ochenta. 

Carencia legal que fue en buena parte cubierta por los estudios y programas elaborados 

por organismos públicos, además por experiencias prácticas que contribuyeron a 

configurar la normativa actualmente existente535. Por ejemplo, el estudio sobre el II Plan 

de Desarrollo Económico y Social elaborado por la Comisión de Comercio Interior y 

publicado en 1967, entre los ñfactores condicionantes del comercio interiorò menciona 
al urbanismo como técnica idónea para abordar los problemas de localización del 

equipamiento comercial, en especial el de las grandes superficies536. Por eso define y fija 

las condiciones que, desde el punto de vista del equipamiento comercial, deben tenerse 

en cuenta al elaborar las normas de planeamiento537. 

 

En relación con la falta de suelo destinado a uso comercial, el Programa de 

reforma de las estructuras comerciales de 1978 se¶al· que: ñEl problema urbanístico 

planteado en el sector comercial es complejo, pero puede resumirse en las siguientes 

consideraciones. En nuestro ordenamiento no ha existido una previsión de reserva del 

suelo para instalaciones comerciales, con el resultado de que los espacios afectados para 

las mismas han sido siempre marginales respecto a las viviendas, situación agravada por 

el mecanismo de fraccionamiento de locales como base de una maximización de 

beneficios en la construcción. De esta falta de reserva de suelo para instalaciones 

comerciales y de esa marginalidad de los espacios comerciales respecto a las viviendas, 

así como de su fraccionamiento, han resultado dos series de consecuencias: por un lado, 

los costes de suelo repercuten, de modo importante, sobre los costes de la distribución, y 

por otro, han seguido proliferando durante los últimos años los locales comerciales de 

muy pequeña dimensión, inadecuada, por consiguiente, para las formas modernas de 

comercioò538. Problema que debían suplir las reservas mínimas previstas en el TRLS-76 

y su desarrollo reglamentario539.   

                                                           

como ejemplo ñel de las nuevas formas de comercio minorista y mayorista (hiper, centros comerciales, 
ñcash & carryò, etc.) que requieren, en muchas ocasiones, la existencia de suelo r¼stico y despu®s 
obtener su reconversi·n o practicar una pol²tica de ñhechos consumadosò. Es el caso, ya citado, de 
ñHipergranadaòò (p§g. 87, nota 146). 

535 Ib²d., p§gs. 84 y 85 

536 Vid. Comisi·n de Comercio Interior. II Plan de Desarrollo Econ·mico y Social, Presidencia del 
Gobierno, Madrid, Comisar²a del Plan de Desarrollo Econ·mico y Social, 1967 

537 Ib²d., p§gs. 50 y 51 

538 Vid. IRESCO (autor corporativo) Programa de reforma de las estructuras comerciales,é op. cit. p§g. 
24. 

539 Ib²d., p§g. 37: ñEl Gobierno, de acuerdo con lo previsto en la Disposici·n Final tercera del Texto 
Refundido de la Ley sobre R®gimen del Suelo y Ordenaci·n Urbana, aprobado por Real Decreto 
1346/76, de 9 de abril, y de acuerdo con lo previsto por la v²a reglamentaria, determinar§ como anexo 
al mismo las reservas de suelo para uso comercial que se estimen necesarias en los planes de 
ordenaci·n, normas o proyectos, incluyendo las necesarias implantaciones comerciales de gran 
superficie, mercados mayoristas, centrales mayoristas de distribuci·n, hipermercados, centros 
comerciales, etc.ò 
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Después siguieron los estudios específicos sobre urbanismo comercial en Gerona 

y Valencia, y la inserción de pautas urbanísticas en los Programas de Tratamiento 

Integral del Comercio de Alicante y de Badajoz en 1980, de Canarias y de Barcelona en 

1981, y de Murcia y de Asturias en 1982, que tratan aspectos urbanísticos como la 

situación del planeamiento y los problemas específicos de los casos antiguos del centro 

de las ciudades. Todos ellos elaborados por el Instituto de Reforma de las Estructuras 

Comerciales (IRESCO)540. 

 

El paso siguiente debió haber sido la confección de un nuevo programa de 

modernización del comercio que, desde la óptica del urbanismo comercial, plantease 

como acci·n fundamental la ñmejora de la calidad comercial del hábitat, participando 

activamente en los programas de renovación y desarrollo urbanoò541. Pero la entrada en 

juego de las Comunidades Autónomas y su sucesiva asunción de competencias impidió 

que tal programa tuviera un desarrollo efectivo, correspondiendo ahora a estos nuevos 

Poderes Públicos territoriales tal tarea542. 

 

Por eso actualmente, aunque la LOCM declara que la utilización legítima del suelo 

para la instalación de establecimientos comerciales constituye una facultad o libertad de 

establecimiento que se ampara en el principio de libertad de empresa543, sigue sin 

delimitar ni imponer ninguna reserva de suelo, ni condiciona el planeamiento a efectos 

de que contenga unas determinaciones mínimas dirigidas a este uso. Aparente neutralidad 

que el Estado ha adoptado y que a LÓPEZ PÉREZ le sorprende, porque numerosas 

normas autonómicas han condicionado el establecimiento de empresas comerciales, 

socavando competencias propias del Estado. Indiferencia estatal todavía más acusada si 

se tienen en cuenta la competencia que aún mantiene para dictar normativa de carácter de 

básica544.  

                                                           
540 Vid. CASARES RIPOLL, J.: ñLa pol²tica de comercio interior en Espa¶a y otros pa²sesòé op. cit, p§gs. 

359 a 361. 
541 Vid. Borrador de programa de reforma de las estructuras comerciales 1982-984, Ministerio de 

Econom²a y Comercio, julio de 1981, p§g. 53 

542 Vid. MIGUEZ MACHO, L.: La intervenci·n administrativa en el comercio interior,é op. cit., p§g. 202. 
543 Art. 5.1 de la LOCM 

544 LčPEZ FERNĆNDEZ, F.: El impacto de la directiva de servicios sobre el urbanismo comercial (Por 
una ordenaci·n espacial de los grandes establecimientos comerciales)é op. cit., p§gs. 73 a 75, que 
fundamenta tal competencia en los arts. 149.16 y 149.1.8 de la CE (que amparar²an la regulaci·n 
sustantiva de la actividad comercial) y el art. 149.1.13 de la CE referido a las Bases y coordinaci·n de 
la planificaci·n general de la actividad econ·mica: ña trav®s de este t²tulo competencial, el Estado ha 
podido, incluso, imponer condicionamientos en materia de ordenaci·n del territorio que, recordemos, 
constituye una competencia exclusiva de las Comunidades Aut·nomasò (p§g. 75). Te·ricamente la 
LOCM es la norma estatal que efect¼a ese esfuerzo legislativo de ñsistematizaci·n, modernizaci·n y 
adecuaci·n a la realidad de los mercadosò (primer p§rrafo de la Exposici·n de Motivos y Disposici·n 
final ¼nica), pero con poca incidencia en materia de urbanismo comercial.   
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Es decir, actualmente son las Comunidades Autónomas quienes, en ejercicio de sus 

competencias en comercio interior y desarrollo industrial, por un lado,545 y ordenación 

del territorio y urbanismo, por otro546, van tejiendo la interrelación entre sus 

correspondientes normativas sectoriales y legislación urbanística. Para ello y sobre la base 

de sus competencias exclusivas sobre urbanismo y, en su caso, el comercio interior, las 

Comunidades Autónomas han optado por dos modelos de sistematización: aquellas que 

han integrado en el planeamiento urbanístico la previsión de los equipamientos 

comerciales de la población547; frente a las que se han dotado de instrumentos sectoriales 

específicos para abordar la previsión de este tipo de equipamientos548. Alineamiento a 

uno u otro modelo que ha sido evolutivo, porque con el tiempo alguna de las 

Comunidades Autónomas que inicialmente optaron por el primer modelo, prescindieron 

finalmente de la planificación sectorial a favor del planeamiento urbanístico. Con el 

siguiente resultado: 

 

a) Andalucía 

 

La normativa industrial andaluza relaciona su planificación espacial más con la 

ordenación territorial que con el planeamiento urbanístico, desde el momento en que el 

Programa Industrial de Andalucía 2003-2006 y el Plan Andaluz de Desarrollo Industrial 

                                                           
545 Competencias reconocidas en el art. 148.1.13Û de la CE, que permite a las Comunidades Aut·nomas 

asumir en exclusiva ñel fomento del desarrollo econ·mico de la Comunidad Aut·noma dentro de los 
objetivos marcados por la pol²tica econ·mica nacionalò. 

546 Art. 148.1.3Û de la CE 

547 Art. 13 de la Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la Actividad Comercial del Pa²s Vasco; arts., 17 y 18 de la 
Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, Reguladora del Comercio de Navarra, como antes hac²an sus 
predecesores y derogados Decreto Foral 154/1993, de 10 de mayo y Decreto Foral 2/1988, de 7 de 
enero,  por los que se regulaban la implantaci·n territorial y urban²stica en Navarra de instalaciones 
comerciales de gran superficie; el art. 27 de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, del Comercio Interior 
de Galicia, y antes hac²an los arts. 6 y 7 de la derogada Ley 10/1988, de 20 de julio, de Ordenaci·n del 
Comercio Interior de Galicia. Soluci·n que LčPEZ P£REZ considera acertada, porque para este autor 
no tiene sentido que sean leyes comerciales las que regulen la integraci·n espacial de los grandes 
establecimientos comerciales (Vid. LčPEZ FERNĆNDEZ, F.; El impacto de la directiva de servicios 
sobre el urbanismo comercial (Por una ordenaci·n espacial de los grandes establecimientos 
comerciales)é op. cit., p§g. 209). 

548 Vid. MIGUEZ MACHO, L.; La intervenci·n administrativa en el comercio interioré op. cit, p§g. 202, 
que resume como antes s·lo las Comunidades Aut·nomas que hab²an asumido competencias normativas 
en materia de comercio interior pod²an establecer una planificaci·n espacial del comercio que abarcase 
simult§neamente aspectos urban²sticos y de ordenaci·n comercial; mientras que las dem§s encontraban 
dificultades insalvables para incidir en este ¼ltimo §mbito. Hasta que en la pr§ctica se produjeron casos 
como el de la Ley 2/1996, de 18 de junio, de equipamientos comerciales de Castilla y Le·n, ya derogada, 
que trat· de superar aquellas limitaciones combinando los t²tulos competenciales sobre ordenaci·n del 
territorio y urbanismo y fomento del desarrollo econ·mico y regional, a los que se podr²a sumar el 
relativo a la defensa de los consumidores y usuarios. Tambi®n el derogado Decreto 217/1996, de 12 de 
diciembre, por el que se aprob· el Plan director sectorial de equipamientos comerciales de las Islas 
Baleares, cuando esta Comunidad Aut·noma todav²a no contaba con competencias normativas en 
materia de comercio interior. 
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2008-2013549 incluyeron actuaciones dirigidas a crear nuevos espacios industriales de tipo 

tradicional (polígonos industriales) y espacios tecnológicos, así como el desarrollo de la 

Red de áreas logísticas de Andalucía550, que se corresponden con el Plan de Ordenación 

Territorial de Andalucía para el programa andaluz de ciudades que contempla la 

necesidad de una oferta de suelos para actividades productivas en lo que se refiere a los 

centros regionales551. 

 

b) Aragón 

 
En Aragón existía la tradición jurídica de regular el dimensionado y localización 

del equipamiento comercial a través de planes sectoriales, denominados Plan General 

para el Equipamiento Comercial de Aragón552, cuyas determinaciones debían ser tenidas 

en cuenta por el planeamiento urbanístico553.  

 

Pero la última legislación sectorial prescinde de estos instrumentos y las 

consideraciones urbanísticas de instalación se remiten directamente a la autoridad 

urbanística554, sin perjuicio de que reglamentariamente se puedan declarar y regular zonas 

especialmente vulnerables555. 

 

c) Asturias 

 
El Gobierno asturiano puede aprobar Planes de orientación comercial, que pueden 

ser locales o sectoriales, y deben contener una Memoria relativa a la oferta y la demanda 

comercial existente en el ámbito territorial afectado o en el sector comercial en cuestión, 

                                                           
549 En revisi·n, conforme al Acuerdo del Consejo de la Junta de Andaluc²a de 26 de noviembre de 2013 de 

formulaci·n de la Estrategia Industrial de Andaluc²a 2014-2020. 
550 Localizadas en el entorno de los puertos comerciales (que cuentan con importantes complejos 

industriales asociados) y de los §mbitos metropolitanos del interior (que han de actuar como puertos 
secos), seg¼n el apartado 4.2 del Anexo del Decreto 10/2008, de 22 de enero, por el que se aprueba el 
Plan Andaluz de Desarrollo Industrial (PADI 2008-2013) 

551 Medida 2.1.7 del Anexo del Decreto 10/2008, de 22 de enero, por el que se aprueba el Plan Andaluz de 
Desarrollo Industrial (PADI 2008-2013), al que a su vez se remite el apartado 25.4.c) del cap²tulo 1 del 
T²tulo II del Anexo del Decreto 206/2006, de 28 de noviembre, por el que se adapta el Plan de 
Ordenaci·n del Territorio de Andaluc²a a las Resoluciones aprobadas por el Parlamento de Andaluc²a 
en sesi·n celebrada los d²as 25 y 26 de octubre de 2006 y se acuerda su publicaci·n. 

552 Art. 15 de la derogada Ley 9/1989, de 5 de octubre, de Ordenaci·n de la Actividad Comercial en Arag·n, 
conforme a la cual se aprob· el PGECA-94, que fue declarado nulo por la sentencia n.Ü 233/1998, del 
Tribunal Superior de Justicia de Arag·n; el PGECA-05, derogado, salvo el inciso inicial del art²culo 3, 
del apartado 1, por la disposici·n derogatoria ¼nica del Decreto 161/2014, 6 octubre, por el que se regula 
el Observatorio Aragon®s del Comercio; y el vigente POECGSCAA 

553 Art. 1.1.c); art. 5, apartados 2.a),  3.a), 4.a) y 4 del POECGSCAA 

554 Arts. 18 y 19 de la Ley 4/2015, de 25 de marzo, de Comercio de Arag·n 

555 Art. 17.4 de la Ley 4/2015, de 25 de marzo, de Comercio de Arag·n 
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con especial referencia al tratamiento dispensado en las Directrices Sectoriales de 

Equipamiento Comercial y en el planeamiento urbanístico municipal556. 

 

Los Planes Locales de Dinamización Sectorial pueden incluir las ordenanzas o 

Planes urbanísticos que se han de redactar o modificar, en su caso557. 

 

d) Castilla-La Mancha 

 

Antes, a propuesta conjunta de las Consejerías de Obras Públicas e Industria y 

trabajo, la Junta de Comunidades podía aprobar un Plan Especial Territorial de 

Equipamientos Comerciales a cuyas prescripciones estarían sujetos los instrumentos de 

planeamiento urbanístico, en cuanto al uso comercial del suelo558; y en todo caso, la 

ejecución de los grandes establecimientos comerciales sólo podían autorizarse si con 

posterioridad no era necesaria la aprobación de un planeamiento urbanístico559. 

 

Pero las sucesivas reformas legales dirigidas a simplificar los procedimientos de 

inicio y desarrollo de las actividades comerciales minoristas y servicios, han eliminado 

tanto aquella planificación territorial sectorial como el informe previo comercial, que se 

encargaba de comprobar el interés general de cada proyecto de establecimiento comercial 

atendiendo a la ordenación territorial y el respeto a la normativa urbanística560. 

 

e) Castilla y León 

 

Antes para ordenar los elementos físicos en los que debían llevarse a cabo las 

actividades comerciales y de distribución se debía aprobar un Plan General de 

Equipamiento Comercial561, que incluyera la configuración de los ámbitos territoriales a 

los efectos de conseguir una adecuada planificación territorial del equipamiento 

comercial hasta lograr configurar una red regional de equipamientos comerciales562. 

 

                                                           
556 Art. 55.1 y 3.a) de la Ley del Principado de Asturias 9/2010, de 17 de diciembre, de Comercio Interior 
557 Art. 55.4.b) de la Ley del Principado de Asturias 9/2010, de 17 de diciembre, de Comercio Interior 
558 Disposici·n adicional segunda de la derogada ley 7/1998, de 15 de octubre, del Comercio Minorista en 

Castilla-La Manca. 
559 Art. 6.3.B.b) de la derogada Ley 7/1998, de 15 de octubre, del Comercio Minorista de Castilla-La 

Mancha. 
560 Apartado uno del art. 6 de la Ley 1/2013, 21 de marzo, de medidas para la dinamizaci·n y flexibilizaci·n 

de la actividad comercial y urban²stica en Castilla-La Mancha, que dej· sin contenido el Cap²tulo II del 
T²tulo II sobre informe comercial, de la Ley 2/2010, de 13 de mayo, de Comercio de Castilla-La Mancha 

561 Art. 7 de la derogada Ley 2/1996, de 18 de junio, de Equipamientos Comerciales de la Comunidad 
Aut·noma de Castilla y Le·n 

562 Art. 25.1 de la derogada Ley 16/2002, de 19 de diciembre, de Comercio de Castilla y Le·n 
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Pero actualmente la legislación sectorial remite la integración territorial de los 

establecimientos comerciales a los instrumentos que la legislación de ordenación del territorio 

de Castilla y León tiene previstos para ordenar y regular actividades sectoriales, así como a 

los mecanismos que la normativa urbanística de esta Comunidad contempla a los efectos de 

conformar los criterios aplicables a la planificación urbanística relacionados con el sector 

comercial563. 

 

f) Cataluña 

 

Hasta el año 2009 en Cataluña las implantaciones comerciales detallistas en grandes 

superficies se podía ordenar mediante el Plan Territorial Sectorial de Equipamientos 

Comerciales, con el fin de logar un nivel de equipamiento comercial equilibrado entre las 

distintas formas de distribución y satisfacer las necesidades de compra de los consumidores 

y consumidoras564. 

 

Pero actualmente la localización comercial se remite íntegramente al planeamiento 

urbanístico, que deberá ajustarse a las indicaciones mínimas que dispone la legislación 

autonómica sectorial565. 

 

g) Extremadura 

 

Antes la Junta Extremadura podía regular la implantación de los establecimientos 

comerciales minoristas mediante la aprobación de Planes de Ordenación de Equipamientos 

Comerciales, que eran el instrumento para programar los usos comerciales del suelo y 

conformar los criterios básicos de ordenación espacial, así como las orientaciones para 

proyectar las actuaciones directas en materia de equipamientos comerciales, pero sin alterar 

la ordenación territorial aplicable ni el planeamiento urbanístico vigente en cada municipio566. 

Pero desde el 23 de julio de 2010 la ordenación de los espacios comerciales colectivos 

corresponde exclusivamente al planeamiento urbanístico, que obligatoriamente debe prever 

tales usos específicos. 

                                                           
563 Art. 13.2 del Decreto Legislativo 2/2014, de 28 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la 

Ley de Comercio de Castilla y Le·n 

564 Arts. 8 y 9 de la Ley 1/1997, de 24 de marzo, de Equipamientos Comerciales de Catalu¶a; arts. 9 y 11 
de la Ley 17/2000, de 29 de diciembre, de Equipamientos Comerciales de Catalu¶a; y art. 13 de la Ley 
18/2005, de 27 de diciembre, de Equipamientos Comerciales de Catalu¶a, todos ellos derogados. Y 
conforme a este r®gimen legal efectivamente se aprobaron sucesivos planes sectoriales, como el Decreto 
245/1997, de 16 de septiembre, por el que se aprueba el Plan Territorial de Equipamientos Comerciales; 
el Decreto 211/2001, de 24 de julio, por el que se aprueba el Plan Territorial Sectorial de Equipamientos 
Comerciales; y el Decreto 379/2006, de 10 de octubre, por el que se aprueba el Plan Territorial Sectorial 
de Equipamientos Comerciales, todos ellos tambi®n derogados. 

565 Arts. 9 y 10 del Decreto Ley 1/2009, de 22 de diciembre, de Ordenaci·n de los Equipamientos 
Comerciales 

566 Art. 39.1 y 2 en su versi·n anterior a la Ley 7/2010, de 19 de julio, de modificaci·n de la Ley 3/2002, 
de 9 de mayo, de Comercio de la Comunidad Aut·noma de Extremadura 
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h) Islas Canarias 

 

La legislación reguladora de la actividad comercial en Canarias establece que la 

ubicación de los grandes equipamientos comerciales o los centros comerciales deben estar 

previstas en los Planes Territoriales Especiales de Grandes Equipamientos Comerciales o 

en el planeamiento territorial aplicable, y deberá tener en cuenta la contribución del proyecto 

al equilibrio interterritorial y medioambiental; el impacto sobre el territorio, sobre el sistema 

viario y sobre otras infraestructuras y servicios públicos afectados; los impactos negativos 

significativos de la implantación sobre el entorno urbano y el medio rural; las medidas de 

acceso, conexión, estacionamiento y sostenibilidad ambiental; la incidencia en materia de 

contaminación atmosférica y lumínica; así como la generación o mejora de redes de 

distribución y logística;  entre otros criterios567.  

 

i) La Rioja 

 

Actualmente en la Comunidad Autónoma de La Rioja se pueden aprobar Planes 

Territoriales Especiales de Grandes Establecimientos Comerciales, cuyo objetivo es 

propiciar la utilización adecuada, racional y equilibrada del territorio para usos comerciales, 

en cuanto recurso natural no renovable y soporte obligado para el adecuado ejercicio de las 

actividades de los agentes económicos, cuando se puedan ver afectados intereses 

supramunicipales. Las propuestas que se elaboren podrán servir como instrumentos para el 

desarrollo del urbanismo comercial568. 

 

Sin embargo, a efectos de garantizar la reserva de suelo destinado a este uso, este 

instrumento es un paso atrás respecto del existente hasta el 27 de diciembre de 2009, que 

era el Plan General de Equipamientos Comerciales de La Rioja y tenía por objeto establecer 

las directrices para adecuar el equipamiento comercial en las poblaciones a las necesidades 

de consumo y compra. Para ello uno de sus objetivos era, precisamente, establecer los 

criterios y cuantificar las reservas de suelo para equipamiento comercial, a los efectos de su 

consideración en la elaboración y revisión del planeamiento urbanístico569. Pero esta 

referencia expresa a la reserva de suelo no ha sido heredada por los vigentes planes 

territoriales especiales de grandes establecimientos comerciales. 

 

                                                           
567 Arts. 43 y 54 del Decreto Legislativo 1/2012, de 21 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido 

de las Leyes de Ordenaci·n de la Actividad Comercial de Canarias y reguladora de la Licencia 
Comercial 

568 Art. 28 de la Ley 3/2005, de 14 de marzo, de Ordenaci·n de la Actividad Comercial y las Actividades 
Feriales de La Rioja 

569 Art. 28 de la Ley 3/2005, de 14 de marzo, de Ordenaci·n de la Actividad Comercial y las Actividades 
Feriales de La Rioja, en su versi·n anterior a la implantada por el n¼mero s®ptimo del art. 44 de la Ley 
6/2009, de 15 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas para el a¶o 2010 de La Rioja 
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j) Región de Murcia 

 
A partir del el 28 de diciembre de 2009 esta Comunidad ha prescindido de los Planes 

de Equipamientos Comerciales, que era un instrumento para la ordenación de la localización 

de los equipamientos comerciales, además de los instrumentos previstos en las normas de 

urbanismo y ordenación del territorio, reguladoras de otros tipos de planeamiento 

territorial570. 

 

k) Comunidad Valenciana 

 
En la Comunidad Valenciana uno de los instrumentos para la ordenación territorial y 

urbanística del comercio es el Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la 

Comunidad Valenciana, que debe definir los criterios, directrices y orientaciones territoriales 

para que la ordenación comercial se desarrolle de forma coherente con la planificación 

territorial, asegurando la coherencia con los objetivos de calidad de vida y desarrollo 

sostenible contemplados en la legislación valenciana de ordenación del territorio y protección 

del paisaje, y su contribución eficaz a los mismos. 

 

El Plan debe delimitar las áreas comerciales funcionales de la Comunidad Valenciana 

en base a criterios de accesibilidad territorial, capacidad y fuerza de atracción que ejercen las 

ciudades y criterios funcionales, orográficos, urbanísticos, históricos, medioambientales, 

socioculturales y visuales. En su delimitación se atenderá a la efectuada con carácter general 

por la estrategia territorial de la Comunidad Valenciana, así como a la infraestructura verde 

de esta Comunidad. Pero en ningún caso debe entrar en consideración el impacto de la 

implantación de nuevos establecimientos comerciales sobre la oferta comercial ya existente. 

También puede modificar, de forma directa, las previsiones de los Planes Generales vigentes, 

en lo concerniente a la planificación del suelo comercial571. 

 

 

 

 

 

 

                                                           
570 Cap²tulo III del T²tulo II de la Ley 11/2006, de 22 de diciembre, del R®gimen del Comercio Minorista y 

Plan de Equipamientos Comerciales de la Regi·n de Murcia, suprimido por el n¼mero 16 del art. 5 de 
la Ley 12/2009, de 11 de diciembre, por la que se modifican diversas leyes para su adaptaci·n a la 
Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006, relativa a 
los servicios en el mercado interior. 

571 Arts. 30.2 y 31 de la Ley 3 /2011, de 23 de marzo, de la Generalitat, de Comercio de la Comunidad 
Valenciana 
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III.3. EL TRATAMIENTO DE LA UTILIZACIÓN EMPRESARIAL DEL 

SUELO EN LOS DISTINTOS ESCALONES DEL PLANEAMIENTO 

URBANÍSTICO. 

 

A continuación analizaremos las distintas figuras de planeamiento572, atendiendo al 

tratamiento que reciben en cada Comunidad Autónoma. Pero aunque, con carácter general, 

la documentación de todos los instrumentos de ordenación de las actuaciones de 

transformación urbanística deben incluir un Informe o Memoria de Sostenibilidad 

Económica, en el que se deben ponderar la suficiencia y adecuación del suelo destinado a 

usos productivos573,  podemos avanzar que a efectos de garantizar la suficiente disponibilidad 

de terrenos destinados a actividades económicas secundarias y terciarias, la legislación 

urbanística de las distintas Comunidades Autónomas resulta tan poco útil como sus 

antecedentes estatales, porque las referencias expresas a la reserva de suelo destinado a uso 

industrial y comercial son escasas, predominando las que se limitan a pronunciamientos 

ambiguos o meramente genéricos. 

 

 

III.3.1. La actividad empresarial en el planeamiento general 
 

Siguiendo la tradición de la extinta legislación urbanística estatal, todas las leyes 

autonómicas conciben al planeamiento general como el pilar sobre el que descansa la 

ordenación urbanística574, configurado como el instrumento de ordenación integral que 

abarca uno o varios términos municipales575. Y en la medida en que el Plan General tiene por 

objeto tal ordenación integral, para lograr insertar en el mismo los usos industriales y 

comerciales en la planificación urbanística es necesario que el planificador recabe y cuente 

con una información suficiente a cerca de la demanda actual y su posible evolución, así como 

sobre la situación actual de los terrenos a tal efecto disponibles, sus características tipológicas 

y de localización, sus carencias o déficits, etc. Información toda ella que, desde la perspectiva 

del sector empresarial, debería ser el primer objetivo del planeamiento urbanístico: definir y 

establecer las directrices elementales del modelo económico del municipio en función de las 

necesidades presentes y futuras, así como los déficits existentes576. 

                                                           
572 Aunque premeditadamente quedan excluidos del siguiente an§lisis del instrumento de ordenaci·n que 

ocupa el escal·n m§s bajo en la pir§mide del planeamiento urban²stico, que son los Estudios de Detalle, 
porque las legislaciones urban²sticas les niegan la funci·n de calificar y pormenorizar el uso del suelo, 
limit§ndolos a reordenar vol¼menes y fijar alineaciones y rasantes (salvo la Castellano-Leonesa, que les 
faculta para modificar la ordenaci·n detallada del Plan General, art. 45.1 de la LUCL, as² como arts. 
131, 133 y 135 del RUCL). Por lo que su papel no es determinante a efectos de incorporar terrenos a 
nuevos destinos empresariales. 

573 Art. 22.4 del TRLSRU-15 

574 P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresa,é op. cit., p§g. 284. 
575 As² lo defin²a el art. 10.1 del TRLS-76 y el art. 70.1 del TRLS-92, as² como art. 14.1 del RPU. 
576 El art. 38 del RPU establece que la Memoria del Plan General ñestablecer§ las conclusiones de la 

informaci·n urban²stica que condicionen la ordenaci·n del territorio, analizar§ las distintas 
alternativas posibles y justificar§ el modelo elegido, las determinaciones de car§cter general y las 
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Por otra parte y desde el punto de vista normativo, hay que tener en cuenta que el 

RPU todavía es aplicable no sólo en aquellas Comunidades Autónomas que así lo han 

dispuesto expresamente577, sino también en todas aquellas que no lo han derogado578 y 

permiten que continúe operando como derecho estatal supletorio579 en todo aquello que 

no haya sido regulado detalladamente por la legislación autonómica580. Y este reglamento 

atribuye a cada uno de los instrumentos de planeamiento la misión que se les ha venido 

asignado desde la LS-56. 

 

En concreto, establece que los Planes Generales deben asignar superficies de suelo 

para cada uno de los tipos y categorías de suelo en función, entre otros factores, de las 

previsiones sobre actividades581, definiendo en concreto el sistema general de 

equipamiento comunitario582, que comprenden todos aquellos centros al servicio de toda 

la población destinados ïentre otros- a usos comerciales583, que deben fijarse en función 

de las necesidades del conjunto de la población a la que han de servir, debiendo quedar 

garantizada en el Plan General la obtención del sistema de equipamiento comunitario584. 

                                                           

correspondientes a los distintos tipos y categor²as de sueloò. Por lo que parece que este es el documento 
m§s adecuado para incorporar los pertinentes estudios monogr§ficos sobre la situaci·n y problem§tica 
de las actividades industrial y comercial en el territorio objeto de ordenaci·n, como para explicitar el 
modelo y soluciones adoptadas en relaci·n con su ordenaci·n espacial (vid. P£REZ FERNĆNDEZ, 
J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit, p§gs. 285 y 286). 

577 Por ejemplo, la letra a) de la disposici·n final tercera de la LOUSIB establece que el RPU sigue siendo 
aplicable en las Islas Baleares, supletoriamente y en todo aquello que sea compatible con esta ley y 
dem§s disposiciones vigentes, mientas no la desplace el desarrollo reglamentario previsto en la 
disposici·n segunda de la propia LOUSIB. 

578 Por ejemplo, la Disposici·n Final 1Û del RLUC establece que el RPU no es aplicable en Catalu¶a a partir 
del d²a 1 de septiembre de 2006, d²a de la su entrada en vigor. 

579 STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 5Û, de 23 de octubre de 2014, rec. 
403/2012, FJ. 6Ü. Por ejemplo, en Andaluc²a la Disposici·n transitoria 9Û.a) de la LOUA lo declara 
aplicable mientras no se produzca su desplazamiento por el desarrollo reglamentario propio. 

580 STSJ de Cantabria, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 25 de febrero de 2008, rec. 123/2006, FJ. 
17Ü y STSJ de Andaluc²a de M§laga, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 20 de enero de 2012, 
rec. 2782/2009, FJ. 2Ü. 

581 Art. 20.4 del RPU 

582 Art. 19.1.b) del RPU. El concepto de equipamiento comunitario no aparece formulado legalmente en la 
tradici·n urban²stica espa¶ola, es decir los textos normativos lo dan por supuesto. Pero su significado 
se puede deducir del lenguaje usual y de las notas esenciales de su tratamiento legal: ñEquipamiento 
comunitario viene a ser, en lenguaje usual, la provisi·n de los elementos necesarios que se extienden a 
muchas personas sin ser exclusivos de ningunaò (Vid. GARCĉA FERNĆNDEZ, A.: ñEquipamientos 
comunitariosò, en Revista de Derecho Urban²stico, n¼m. 76, 1982, p§g. 97). 

583 Art. 25.1.d) del RPU. En cuanto al concepto y naturaleza de los sistemas generales, son aquellos 
elementos que van estructurando el territorio y lo van configurando de manera b§sica, de forma esencial. 
Sin la previsi·n de estos elementos, la ordenaci·n del territorio queda absolutamente incompleta en su 
base, invertebrada (Vid. SANZ BOIXARAU, PEDRO JOS£: ñLa ejecuci·n de los sistemas generales 
de la ordenaci·n urban²stica del Territorioò, en Revista de Derecho Urban²stico, n¼m. 68, 1980, p§gs. 
69 a 74. 

584 Art. 25.3 del RPU. En cualquier caso, definido el sistema general como aqu®l integrado por los elementos 
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Hasta el punto de que en ningún caso el Plan General puede dejar de definirlos, porque la 

determinación quedaría mal formulada y el Plan adolecería de un vicio legal585. Es más, 

debe definir el sistema general de equipamiento comercial con la precisión suficiente para 

poder permitir un adecuado desarrollo del planeamiento en Planes Parciales o 

Especiales586, lo que supone que el Plan General debe limitarse a la localización del 

equipamiento integrante de la estructura general del territorio, así como su vinculación al 

correspondiente y específico destino urbanístico587. 

 

Al Plan General se le atribuye la misión de completar la ordenación del suelo 

urbano588 mediante la asignación y regulación detallada589 del uso de los terrenos y de la 

edificación590, con expresión de las superficies asignadas a cada uno de los tipos, 

categorías y usos en que se divida591. De este modo el Plan General ejerce la zonoficación, 

es decir la división del suelo urbano en función de los usos urbanísticos que se le asignan; 

y los usos asignados deben ser pormenorizados, es decir fijando el uso específico, 

concreto y exclusivo autorizado o, en su caso, los usos que pueden coexistir, que son 

compatibles o no, y ello siempre para zonas homogéneas592. Obviamente, esta facultad de 

zonificación de detalle atribuida al Plan General en suelo urbano resulta esencial desde el 

punto de vista de la consecución y ordenación de terrenos destinados a actividades 

industriales y comerciales593. Máxime si se tiene en cuenta la exigencia de zonificación o 

                                                           

fundamentales y b§sicos determinantes de la estructura general y la ordenaci·n urban²stica del territorio, 
es evidente que no todo tipo de equipamiento comercial puede, ni debe, tener la consideraci·n de sistema 
general de equipamiento comunitario de uso comercial, sino s·lo aquel que por sus dimensiones y su 
emplazamiento sea significativo para el conjunto urbano, de inter®s p¼blico y social (aunque su 
titularidad sea privada) y al servicio de toda la poblaci·n  (Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo 
comercial y Libertad de empresaé op. cit., p§gs. 290 y 291). 

585 Vid. GARCĉA DE ENTERRĉA MARTĉNEZ-CARANDE, E. y PAREJO ALFONSO, L.J.: Lecciones de 
Derecho Urban²stico, 2Û ed., obra refundida, Madrid, C²vitas, 1981, p§g.264 

586 Art. 25.2 del RPU. 
587 Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit, p§g. 289 

588 El suelo urbano es aquel ya incorporado a la ciudad (ib²d.., p§g. 294) 
589 Se entiende por ordenaci·n detallada las determinaciones que ultiman el proceso de ordenaci·n, es 

decir, de definici·n del estatuto objetivo de la propiedad del suelo, de manera que no sea precisa la 
formulaci·n de ning¼n otro Plan de desarrollo y sean posibles, directamente, las correspondientes 
actividades de ejecuci·n y materializaci·n, muy especialmente la de edificaci·n (vid. PAREJO 
ALFONSO, L.J.; JIM£NEZ BLANCO, A. y ORTEGA ĆLVAREZ, L.I: Manual de Derecho 
Administrativo, 4Û ed., 2 vols., Barcelona, Ariel Derecho, 1996, p§g. 386). Es decir, ñel Plan General 
en suelo urbano se comporta como un verdadero y aut®ntico Plan Parcial o plan de detalleò (vid. 
FERNĆNDEZ RODRĉGUEZ, T. R.: Manual de Derecho urban²stico, 11Û ed. Madrid, Abella-El 
Consultor, 1995, p§g. 60). 

590 Arts. 16.1 y 29.1.c) del RPU.  
591 Arts. 19.1.a) y 29.1.c) del RPU 

592 Art. 20-1.c) del RPU, que establece que, en suelo urbano, los Planes Generales contendr§n ñla asignaci·n 
de usos pormenorizados correspondientes a las diferentes zonas, definiendo de forma detallada la 
espec²fica utilizaci·n de los terrenos incluidos en cada una de ellasò. 

593 Precisamente en relaci·n con las pol²ticas relativas a la reserva de espacio para actividad no residencial: 
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fijación de usos para determinados servicios de interés social, entre los que se encuentra 

el equipamiento comercial, para los que el Plan General ha de reservar o afectar el suelo 

necesario594, en proporción adecuada a las necesidades colectivas y a las características 

socio-económicas de la población595. 

 

Además en suelo urbano las normas urbanísticas deben contener la reglamentación 

detallada del uso pormenorizado596 y el grado de detalle de esa reglamentación ha de ser 

equivalente al de las normas u ordenanzas de los Planes Parciales. De modo que las 

ordenanzas del Plan General para el suelo urbano podrán contener normas comunes y 

generales para todo su ámbito y, junto a estas, ordenanzas especiales para determinados 

sectores, y recoger los requerimientos de infraestructura, los urbanísticos, las condiciones 

de diseño, de población, etc., de la manera más concreta posible. Tanto los exigibles para 

aquellas formas de actividad cuya aparición sea previsible por tratarse de expectativas ya 

contrastadas, o porque el modelo escogido para el futuro así lo señale597. 

 

                                                           

ñSe trata de entender la diferencia entre actividad como noci·n ligada a los aspectos funcionales de un 
proceso de car§cter t®cnico-econ·mico, y el uso, como una categor²a urban²stica que hace referencia 
a la capacidad que se confiere al espacio (construido o no) para recibir un conjunto de actividades. 
Mientras que el uso entra en el planeamiento como una categor²a estable, las actividades que pueden 
adscribirse a ®l aparecen, desaparecen o se modifican, respondiendo a una din§mica aut·noma. Debido 
a esta dif²cil correspondencia es por lo que el problema de los usos necesita un tratamiento 
extraordinariamente cauto, que sea capaz de establecer los criterios precisos de control sobre los 
efectos urban²sticos no deseados, a la vez que sea flexible para no yugular la din§mica de las 
actividades urbanas, cuya posibilidad de desarrollo y modificaci·n es muy superior a la capacidad del 
planificador para anticiparlo, y por tanto, por regularlo ex ante de forma rigurosa. En este sentido, la 
calificaci·n urban²stica del espacio no residencial requiere una cuidadosa consideraci·n. De una parte 
lo que respecta a su capacidad ñprotectoraò de aquellas actividades m§s ñd®bilesò en sus posibilidades 
para competir por el precio del espacio urbano y, de otra, en su capacidad para delimitar los espacios 
con la manifiesta voluntad de ñespecializarlosò positivamente frente al uso de los dem§s circundantesò 
(vid. ALONSO TEIXEDOR, L.F.: ñActividad comercial y planeamiento urban²sticoò, en Urbanismo de 
§reas comerciales, Colegio Oficial de Arquitectos de Madrid, 1989, p§g. 58). 

594 Art. 25.1.d) del RPU. Seg¼n la STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Secci·n 1Û, de 29 
de noviembre de 1989, FJ. 3Ü: ñLa regulaci·n de los equipamientos comunitarios propia del Plan 
General debe tener car§cter pormenorizado, por lo que se refiere al suelo urbano, estableci®ndolos en 
proporci·n adecuada a las necesidades colectivas y a las caracter²sticas socioecon·micas de la 
poblaci·n, precisando el car§cter p¼blico o privado de la titularidad de algunas zonas. El equipamiento 
debe responder a un criterio de distribuci·n racional (t®cnica) en las zonas que integran el 
conglomerado humano al que sirve. Situar equipamientos en un Plan implica que deben ubicarse donde 
se necesiten, es decir, distribuirlos entre las distintas unidades a que deben servir. No se pueden fijar 
los equipamientos por la v²a de hecho o mediante la reserva gen®rica o indeterminada, lo que supondr²a 
en la mayor²a de los casos confundir un Plan de Ordenaci·n con meros deseos o proyectos de futuro. 
Por el contrario, la Ley exige una regulaci·n detallada del uso de los terrenos (arts. 11 y 12 a).1, b), c) 
y d) LS), no pudiendo establecerse meras alternativas. En conclusi·n, el Plan General debe establecer 
las determinaciones precisas para adscribir espec²ficamente los terrenos a los diversos 
equipamientosèò. 

595 Art. 29.1.e) del RPU 

596 Art. 40.2 del RPU 

597 Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit., p§g. 298 
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En suelo urbanizable el Plan General debe definir los elementos fundamentales de 

la estructura general de la ordenación urbanística del territorio598, incluido el sistema 

general de equipamiento comunitario de uso comercial, con la precisión suficiente para 

permitir la redacción de Planes Parciales o Especiales599.  

 

En función de las categorías de suelo urbanizable, también debe definir una 

regulación genérica de los diferentes usos globales y niveles de intensidad600: 

 

- Que los usos asignados sean globales significa que su determinación urbanística 

es genérica, pudiendo quedar englobadas dos o más especies, variedades o tipos 

específicos compatibles o complementarios, con la finalidad de dirigir o limitar 

la facultad de zonificación en el sucesivo desarrollo de la ordenación urbanística 

mediante Planes Parciales o Especiales601. La asignación podrá efectuarse con 

carácter excluyente o alternativo, siempre que en éste último caso los usos que 

resulten definitivamente elegidos por el planeamiento parcial sean compatibles 

entre sí se asegure el equilibrio de usos, de sus intensidades y del equipamiento 

de infraestructuras y servicios602. 

 

- El deber de fijar la intensidad de los usos globales en cada zona significa que el 

Plan General debe determinar si alguno de los sectores se dedicará de forma 

excluyente a usos industriales y comerciales, estableciendo las especificaciones 

concretas para ello. O en su caso las características del suelo industrial y/o 

comercial y su integración o compatibilidad con otros usos o equipamientos, 

para su posterior desarrollo a través de Planes Parciales603. 

 

Además en suelo clasificado como urbanizable programado604 habrán de incluirse 

las superficies necesarias para los nuevos asentamientos de actividades productivas cuya 

                                                           
598 Art. 19.1.b) del RPU 

599 Art. 30.a, en relaci·n con el art. 25, ambos del RPU. 
600 Arts. 17.1 y 25.1.a) del RPU 

601 ñA trav®s de la asignaci·n de usos globales se dirige el proceso ulterior de planeamiento, en cuanto a 
la asignaci·n de usos pormenorizados en ®ste no puede producirse de forma que el car§cter 
predominante que al terreno afectado ha otorgado el uso global quede desnaturalizadoò (Vid. GARCĉA 
DE ENTERRĉA MARTĉNEZ-CARANDE, E. y PAREJO ALFONSO, L.J.: Lecciones de Derecho 
Urban²sticoé op. cit, p§g. 278). 

602 Art. 30.c) del RPU. 
603 Vid. P£REZ FERNĆNDEZ, J.M.: Urbanismo comercial y Libertad de empresaé op. cit, p§g. 300 

604 Suelo urbanizable es aquel constituido por los terrenos que el planeamiento general declara adecuados 
o aptos para ser urbanizados con el fin de ser incorporados a la ciudad (art. 72 de la LS-56; art. 79 del 
TRLS-1976; art. 11 del TRLS-92 y art. 10 de la LRSV-98). El art. 1.1 del Decreto-ley 5/1996, de 7 de 
junio, de medidas Liberalizadoras en materia de Suelo y Colegios Profesionales (convalidado por la 
Ley 7/1997, de 14 de abril) suprimi· la distinci·n entre suelo urbanizable programado y suelo 
urbanizable no programado, refundiendo ambas clases en el suelo urbanizable. Pero lo cierto es que 
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implantación se prevea en el programa605, fijando las intensidades correspondientes a 

dichos usos. Esta asignación podrá efectuarse con carácter excluyente o alternativo 

siempre que en este último caso que los usos resulten definitivamente elegidos por los 

correspondientes Planes Parciales sean compatibles entre sí y se asegure el equilibrio de 

los usos, de sus intensidades y del equipamiento de infraestructuras y servicios606.  

 

Además, en suelo urbanizable programado las normas urbanísticas deben regular, 

en concordancia con las calificaciones de suelo establecidas en los planos de ordenación, 

el régimen general de cada uno de los distintos usos de suelo y la edificación607; y en 

suelo urbanizable no programado el régimen de uso de suelo608. 

 

En suelo urbanizable no programado lo que debe señalar son los usos 

incompatibles dentro de cada área con la estructura general de la ordenación urbanística 

y con el modelo territorial propuesto por el propio Plan, o que sean incompatibles con los 

usos asignados al suelo urbano, urbanizable programado o no urbanizable609. 

 

La Memoria del Plan General debe contener las obras programadas y política de 

inversiones públicas previstas en la planificación económica610, y debe contar con un 

plano o planos de ordenación de usos globales previstos para los distintos tipos y 

categorías de suelo611.  

 

La tradición urbanística también ha configurado otros instrumentos que, sin 

atribuirles el rango y la naturaleza jurídica del planeamiento general, les asigna una 

función parecida como definidores de la ordenación urbanística concreta de los 

municipios carentes de Plan General612. Son las Normas Subsidiarias de Planeamiento 

Municipal, con capacidad para clasificar el suelo en urbano, urbanizable y no urbanizable, 

delimitando el ámbito territorial de cada uno de los distintos tipos de suelo, estableciendo 

la ordenación del suelo urbano y de las áreas aptas para la urbanización que integran el 

                                                           

algunas legislaciones auton·micas siguen distinguiendo dos categor²as de suelo urbanizable, aunque 
con otra terminolog²a, como por ejemplo suelo urbanizable sectorizado y suelo urbanizable no 
sectorizado en la Comunidad de Madrid (art. 15.2 de la LSM) 

605 Art. 23.1.a) del RPU 

606 Art. 30.c) del RPU 

607 Art. 40.3 del RPU 

608 Art. 40.4 del RPU 

609 Art. 34.b) del RPU 

610 Art. 38.2Ü.j) del RPU 

611 Art. 39.2.A.c) del RPU 

612 Art. 38.2.b) del RPU 
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suelo urbanizable613. En suelo urbano deben asignar los usos pormenorizados y de usos 

globales para las áreas aptar para la urbanización, con expresión en ambos casos de su 

nivel de intensidad, delimitando los sectores o fijando los criterios para su delimitación 

por los Planes Parciales614, con reflejo en los planos de ordenación615. 

 

Actualmente esta función tradicional del planeamiento general ha sido recogida en 

cada una de las legislaciones urbanísticas de la siguiente manera: 

 

a) Andalucía 

 

En la Comunidad Autónoma de Andalucía uno de los fines de la actividad 

urbanística es conseguir un desarrollo sostenible y cohesionado de las ciudades y del 

territorio en términos económicos616, para lo cual la ordenación urbanística establecida 

en los instrumentos de planeamiento, en el marco de la ordenación del territorio, tiene por 

objeto la organización racional y conforme al interés general de la ocupación y los usos 

del suelo, mediante su clasificación y calificación617; así como la determinación, reserva, 

afectación y protección del suelo que deba servir de soporte a los equipamientos públicos, 

cualquiera que sea su uso, (por tanto, incluso el comercial)618. 

 

Como principal instrumento cuenta con los Planes Generales de Ordenación 

Urbanística que, en el marco de los Planes de Ordenación del Territorio, establecen la 

ordenación urbanística en la totalidad del término municipal, de acuerdo a las 

características del municipio y los procesos de ocupación y utilización del suelo actuales 

y previsibles a medio plazo619. Para ello deben optar por el modelo y soluciones de 

ordenación que mejor aseguren los nuevos desarrollos que, por su uso industrial, no deban 

localizarse en el entorno del núcleo ya consolidado por las razones que habrán de 

motivarse, pero que se ubicarán de forma coherente con la ordenación estructural y 

terrenos que se hayan de preservar620. También deben procurar la coherencia, 

funcionalidad y accesibilidad de los equipamientos comerciales, así como su equilibrada 

distribución entre las distintas partes del municipio o, en su caso, de cada uno de sus 

núcleos. La ubicación de los equipamientos comerciales deberá establecerse de forma que 

                                                           
613 Art. 91 del RPU 

614 Art. 92.d) y art. 93.1.d) del RPU 

615 Art. 97.3 del RPU 

616 Art. 3.1.a) de la LOUA 

617 Art. 3.2.a) de la LOUA 

618 Art. 3.2.b) de la LOUA 

619 Art. 8.1 de la LOUA 

620 Art. 9.A.d) de la LOUA 
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se fomente su adecuada articulación y vertebración y se atienda a la integración y cohesión 

social en la ciudad. Asimismo, se deben localizar en edificios o espacios con características 

apropiadas a su destino y contribuirán a su protección y conservación en los casos en que 

posean interés arquitectónico o histórico621. Pero todo ello con una premisa: ñevitar procesos 

innecesarios de especialización de usos de los nuevos desarrollos urbanísticos de la 

ciudadò622. 

 

En concreto, el PGOU establece la ordenación estructural del término municipal, que 

está constituida por la estructura general y por las directrices que resulten del modelo asumido 

de evolución urbana y de ocupación del territorio623. Para ello en todos los municipios deben 

clasificar la totalidad del suelo con la delimitación de las superficies adscritas a cada clase y 

categorías, previendo el crecimiento urbano para garantizar el desarrollo de la ciudad a medio 

plazo624; así como determinar los equipamientos comerciales que, por su carácter 

supramunicipal, por su función o destino específico, por sus dimensiones o por su posición 

estratégica, integren o deban integrar la estructura actual o de desarrollo urbanístico de todo 

o parte del término municipal. Sus especificaciones se determinarán de acuerdo con los 

requisitos de calidad urbanística relativos, entre otros, al emplazamiento que puedan 

establecerse legal y reglamentariamente, o por las directrices de las Normas Directoras para 

la Ordenación Urbanística625. También establecen los usos y edificabilidades globales para 

las distintas zonas del suelo urbano y para los sectores del suelo urbano no consolidado y del 

suelo urbanizable ordenado y sectorizado, así como sus respectivos niveles de densidad626, y 

en suelo urbanizable no sectorizado los usos incompatibles con esta categoría de suelo, ya 

sea con carácter general o referido a zonas concretas del mismo627. En suelo urbano 

consolidado el PGOU debe dar un paso más, ordenando directamente los usos 

pormenorizados y las ordenanzas de edificación para legitimar la actividad de ejecución sin 

necesidad de planeamiento de desarrollo628. 

                                                           
621 Art. 9.E de la LOUA 

622 Art. 9.G de la LOUA 

623 Art. 10.1 de la LOUA 

624 Art. 10.1.A.a) de la LOUA 

625 Art. 10.1.A.c.c2) de la LOUA. No obstante la Orden de 1 de marzo de 2013, por la que se aprueban las 
Normativas Directoras para la Ordenaci·n Urban²stica en desarrollo de los art²culos 4 y 5 del  Decreto 
2/2012, de 10 de enero, por el que se regula el r®gimen de las edificaciones y asentamientos existentes 
en suelo no urbanizable en la Comunidad Aut·noma de Andaluc²a,  para los usos predominantes 
industriales y terciaron, no establece criterios de densidad, dada la diversidad de tipolog²as y formas de 
implantaci·n, por lo que deber§ ser objeto de an§lisis por cada Ayuntamiento a la vista de las 
caracter²sticas de implantaci·n de estos usos. En todo caso, para la adopci·n de los criterios de densidad 
edificatoria de estos usos, se deber§n tener en consideraci·n la posibilidad de implantar en los 
asentamientos urban²sticos los servicios y dotaciones comunes de forma sostenible, a semejanza de los 
asentamientos residenciales (Anexo I, Norma 3Û). 

626 Art. 10.1.A.d) de la LOUA 

627 Art. 10, apartados 1.A.e), 2.A.b) y c), y 2.B.b),  de la LOUA 

628 Art. 10.2.A.a) de la LOUA 
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Con una peculiaridad más y es que en suelo no urbanizable el PGOU puede crear 

reservas de suelo para actuaciones públicas en aquellas zonas donde se prevea el crecimiento 

de la ciudad para usos industriales y terciarios, salvo que el terreno sea objeto de protección 

o preservación especiales629. 

 

Además, la Comunidad Autónoma de Andalucía cuenta con los Planes de 

Sectorización, que no se conciben como planes de desarrollo de los PGOU, sino como otros 

instrumentos de planeamiento general630. Tienen por objeto el cambio de categoría de terrenos 

de suelo urbanizable no sectorizado a suelo urbanizable sectorizado u ordenando, innovando 

los PGOU y complementando la ordenación establecida por estos631. Para ello deberá 

contener las ordenaciones de ordenación estructural y pormenorizada propias de los PGOU 

para el suelo urbanizable sectorizado o, en su caso, ordenado632. 

 

En sectores de suelo urbano consolidado y suelo urbanizable, el PGOU debe reservar 

para dotaciones, incluido el equipamiento comercial público y privado: en suelo con uso 

característico residencial, entre 30 y 55 metros cuadrados de suelo por cada 100 metros 

cuadrados de techo edificable con uso residencial; en suelo de uso industrial y terciario, entre 

el 14 y el 20% de la superficie del sector; y en suelo con uso característico turístico, entre el 

25 y el 30%. Pero no es una reserva exclusiva para uso comercial, sino a repartir con los 

parques, jardines, centros docentes, sanitarios o asistenciales, equipamiento deportivo, 

cultural o social, alojamientos transitorios de promoción pública y aparcamientos, sin que el 

equipamiento comercial tenga un mínimo garantizado. Mínimo que sí tienen garantizado los 

parques y jardines, así como el aparcamiento público633. La graduación y distribución interna 

de estas reservas mínimas debería haberse hecho reglamentariamente634.  

 

Además, el cumplimiento de estos estándares podrá eximirse parcialmente en la 

ordenación de concretos sectores de suelo urbano no consolidado, cuando las dimensiones 

de éstos o su grado de ocupación por la edificación hagan inviable dicho cumplimiento o 

éste resulte incompatible con una ordenación coherente; todo ello en los términos que se 

prevea reglamentariamente; así como en los sectores de suelo urbano no consolidado o 

de suelo urbanizable en que se hayan llevado irregularmente a cabo, total o parcialmente, 

actuaciones de urbanización y edificación que el PGOU declare expresamente 

compatibles con el modelo urbanístico territorial que adopte635. 

                                                           
629 Art. 72.2.c) de la LOUA 

630 Secci·n Segunda del Cap²tulo II del T²tulo I de la LOUA 

631 Art. 12.1. de la LOUA 

632 Art. 12.4.c) de la LOUA 

633 Art. 17.1 y 3 de la LOUA 

634 Art. 17.9 de la LOUA 

635 Art. 17.2 de la LOUA, sin perjuicio de que estas exenciones ñdeber§n justificarse suficiente y 
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En Andalucía también hay que tener en cuenta otro instrumento de ordenación 

urbanística, que son las Normas Directoras para la Ordenación Urbanística, que 

excepcionalmente pueden contener normas sustantivas de ordenación y eficacia directas 

para los municipios que no cuenten con PGOU636, y definir los tipos de actividades que, 

por su objeto, sean susceptibles de ser consideradas Actuaciones de Interés Público en 

terrenos que tengan el régimen del suelo no urbanizable. En éste último caso tendrán el 

carácter de mera recomendación637. 

 

En todo caso, la legislación comercial andaluza atribuye a los instrumentos de 

planeamiento urbanístico el emplazamiento del uso pormenorizado de la gran superficie 

minorista en función del modelo urbanístico del municipio, de forma que contribuya al 

modelo del ciudad compacte y diversificada, favoreciendo la centralidad y recualificación 

del espacio urbano. Este emplazamiento debe ubicarse en suelo urbano o en suelo 

urbanizable en continuidad con la trama urbana, evitándose ubicaciones aisladas y 

desvinculadas de los núcleos de población, preferentemente conectadas al suelo urbano 

consolidado, formulando incluso criterios preferentes: inserta en la estructura comercial 

de la ciudad e integrada en ejes e itinerarios comerciales; donde genere sinergia de las 

grandes superficies minoristas previstas con la rehabilitación de áreas y espacios 

comerciales existentes y la cercanía o fácil acceso a la oferta comercial desde las áreas 

residenciales638. 

 

Por último, en función del alcance y la naturaleza de las determinaciones del 

instrumento de planeamiento sobre previsiones de programación y gestión, contendrá un 

estudio económico-financiero que incluirá un informe de sostenibilidad económica, que 

debe contener la justificación de la existencia de suelo suficiente para usos productivos y 

su acomodación al desarrollo urbano previsto en el planeamiento639. 

  

 

                                                           

expresamente en el correspondiente instrumento de ordenaci·n y en los actos de aprobaci·n del 
mismoò. 

636 Art. 20.2.c) de la LOUA 

637 Art. 21.4. de al LOUA 

638 Arts. 31.1 y 32 del Decreto Legislativo 1/2012, de 20 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley del Comercio Interior de Andaluc²a. La gran novedad respecto del r®gimen anterior es que 
ahora no vincula las determinaciones del planeamiento urban²stico a las zonas aptas delimitadas en el 
Plan de Establecimientos Comerciales, que era lo que antes hac²an los arts. 32.1 y 34.a) de la derogada 
Ley 1/1996, de 10 de enero, de Comercio Interior de Andaluc²a, en la versi·n introducida por la Ley 
3/2010, de 21 de mayo, por la que se modifican diversas leyes para la transposici·n en Andaluc²a de la 
Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a 
los servicios en el mercado interior 

639 Art. 19.1.a).3Û de la LOUA 
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b) Aragón 

 
En la Comunidad Autónoma de Aragón la actividad urbanística comprende -entre otros 

objetos- la clasificación y el planeamiento, en el marco de la ordenación del territorio640. 

 

Para ello el Plan General de Ordenación Urbana debe concretar el modelo de 

evolución urbana y ocupación del territorio incorporando las determinaciones de ordenación 

estructural, ponderando desarrollo y sostenibilidad ambiental y económica, teniendo en 

cuenta la situación de la oferta y la demanda de los usos planificados para su implantación en 

el municipio y su entorno641. También debe contar con un Estudio Económico que analice la 

suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos productivos642. 

 

Debe establecer los equipamientos, municipales o de carácter supramunicipal, que por 

su función o destino específico, por sus dimensiones o por su posición estratégica, integren o 

deban integrar la estructura actual o de desarrollo urbanístico643, así como los usos, 

densidades y edificabilidades globales para las distintas zonas del suelo urbano y para las 

áreas de desarrollo. Para el suelo urbanizable no delimitado, ya sea con carácter general o 

referido a áreas concretas, debe establecer los usos globales y los usos incompatibles con esta 

categoría de suelo644. 

 

En suelo urbano consolidado, el PGOU debe establecer los usos pormenorizados y 

ordenanzas de edificación, para legitimar directamente la actividad de ejecución sin necesidad 

de planeamiento de desarrollo645. En suelo urbano no consolidado y en suelo urbanizable 

delimitado también puede incluir la ordenación pormenorizada, con o sin necesidad de 

planeamiento de desarrollo646, o limitarse a fijar los usos globales647. Mientras que en suelo 

                                                           
640 Art. 1, apartados 2 y 3, del TRLUA. 
641 Art. 39.1.a) del TRLUA y art. 41.1.a) del ROPUREPMA, que establece que debe asignar a las diferentes 

zonas los correspondientes usos globales cuya implantaci·n se prevea y la intensidad de los mismos. 
642 Art. 47.1 del TRLUA 

643 Art. 40. 1, ep²grafes b.2 y c., del TRLUA 

644 Art. 40.1.e) del TRLUA 

645 Art. 41.1.a) del TRLUA. Seg¼n el art. 32.a) y h) del ROPUREPMA, debe proceder a la calificaci·n 
urban²stica de todo este §mbito mediante la fijaci·n de intensidades y tipolog²as edificatorias y 
asimismo la asignaci·n y en su caso ponderaci·n, de usos pormenorizados correspondientes a las 
diferentes zonas, definiendo de forma detallada la espec²fica utilizaci·n de los terrenos incluidos en 
cada una de ellas, as² como la reglamentaci·n detallada del uso pormenorizado de los terrenos o 
construcciones. 

646 Arts. 42 y 43 del TRLUA, en cuyo caso deber§ incluir la calificaci·n urban²stica de todo este §mbito 
mediante la fijaci·n de intensidades y tipolog²as edificatorias y asimismo la asignaci·n y en su caso 
ponderaci·n, de usos pormenorizados correspondientes a las diferentes zonas, definiendo de forma 
detallada la espec²fica utilizaci·n de los terrenos incluidos en cada una de ellas, as² como la 
reglamentaci·n detallada del uso pormenorizado de los terrenos o construcciones (art. 33.1.f) del 
ROPUREPMA). 

647 Arts. 33.2.c) y 36.e) del ROPUREPMA 



131 

 

urbanizable no delimitado la ordenación pormenorizada establecida en el PGOU sólo tendrá 

el carácter de normativa complementaria en tanto no se proceda a su delimitación y 

desarrollo648. 

 

En Aragón el RPAREPMA y las NOTEPA establecen que los equipamientos 

comprenden las diferentes actividades destinadas a la formación intelectual, asistencial o 

administrativa de los ciudadanos, como son la docente, social, deportiva, polivalente y 

vivienda autonómica social, pero no el uso comercial649.  Aunque los Planes Sectoriales 

Comerciales sí definen los establecimientos comerciales como equipamientos650. 

 

Por último, en los municipios que carezcan de PGOU se pueden aprobar la 

Delimitación del Suelo Urbano, como instrumento de planeamiento urbanístico que 

identifique el ámbito perimetral de los terrenos integrantes del suelo urbano y establezca las 

ordenanzas de edificación y urbanización para regular los usos de los inmuebles651. 

 

c) Asturias 

 

En el Principado de Asturias la actividad urbanística tiene por objeto la organización, 

dirección y control de la ocupación y utilización del suelo, incluidos el subsuelo y el vuelo652, 

con subordinación al interés general y en congruencia con la función social de la propiedad653, 

concerniendo al planeamiento la clasificación y calificación del suelo estableciendo zonas 

distintas de utilización.654, procurando el equilibrio de usos y actividades655, y teniendo en 

cuenta que uno de los objetivos del desarrollo territorial y urbano sostenible y equilibrado es 

el progreso económico656.  

 

En concreto, la competencia urbanística concerniente al planeamiento comprende la 

facultad de emplazar las áreas destinadas a centros de producción, mediante la asignación de 

usos predominantes y pormenorizados, clasificando y calificando el suelo estableciendo 

                                                           
648 Art. 44 del TRLUA y art. 39.c) del ROPUREPMA, seg¼n el cual en estas §reas el PGOU s·lo establecer§ 

de modo orientativo los usos preferentes por su mejor compatibilidad con el modelo territorial propuesto 
por el propio Plan. 

649 Art 79 del RPAREPMA y art. 6.2.d) de las NOTEPA 

650 Como el PGECA-94, que fue declarado nulo por la Sentencia n.Ü 233/1998, del TSJ de Arag·n; el 
PGECA-05, derogado, salvo el inciso inicial del art²culo 3, del apartado 1, por la disposici·n derogatoria 
¼nica del Decreto 161/2014, 6 octubre, por el que se regula el Observatorio Aragon®s del Comercio; y 
el vigente POECGSCAA 

651 Art. 71.a) y d) del TRLUA 

652 Art. 2.2. del TRDLVMOTUA y art. 5 del ROTUA 

653 Art. 4.a) del TRDLVMOTUA y art. 9.a) del ROTUA 

654 Art. 5.1.c), d) y m) del TRDLVMOTUA 

655 Art. 56 del TRDLVMOTUA 

656 Art. 7.b) del ROTUA 
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zonas de utilización657, así como formular las reservas de suelo y fijar criterios para la 

implantación de dotaciones urbanísticas658. En este sentido, la implantación del equipamiento 

comercial y su tratamiento ha de estar debidamente presente en el contenido y en el 

procedimiento de elaboración de los instrumentos de ordenación urbanística659. 

 

Para ello los Planes Generales de Ordenación, como instrumento de ordenación 

integral del territorio en el ámbito municipal, clasifican el suelo para el establecimiento del 

régimen jurídico correspondiente y definen los elementos fundamentales de la estructura 

general adoptada660, teniendo en cuanta forman parte del sistema de estructuración del 

territorio el suelo destinado a la implantación de actividades productivas de repercusión 

supramunicipal661; así como los equipamientos de comercio662.  

 

Todo ello mediante la regulación detallada del uso de los terrenos y la edificación. Con 

un requisito adicional en los supuestos en que se produzca una recalificación de suelo 

industrial hacia actividades no productivas: tal decisión deberá justificarse con motivación 

expresa en la memoria del Plan.663. Además deben contener el sistema general de 

equipamientos, en proporción no inferior a 5 m2 de suelo por habitante, jerarquizándolos 

según el ámbito geográfico de prestación del servicio664. 

 

En suelo urbano, deben contener la asignación pormenorizada y regulación 

detallada de usos, intensidad de usos y tipología edificatoria665. En suelo urbanizable 

delimitará las distintas categorías de suelo que puedan existir, y los usos permitidos o que 

puedan ser autorizados, así como los usos incompatibles666; así como determinaciones 

relativas al uso industrial y al uso comercial y de servicios667. 

 

 

 

                                                           
657 Art. 5.1.b) del TRDLVMOTUA y art. 12.1.b), c) y d) del ROTUA 

658 Art. 5.1.e) del TRDLVMOTUA y art. 12.1e).del ROTUA 

659 Art. 11.1 de las DSECA-05: 
660 Art. 57.1 del TRDLVMOTUA 

661 Arts. 4.g) y 131.1.a).2Ü del ROTUA 

662 Art. 4.j) del ROTUA. Hay que tener en cuenta que en el Principado de Asturias se entiende expresamente 
por dotaciones urban²sticas los equipamientos, entre los cuales se incluyen las construcciones, 
instalaciones y espacios asociados que se destinen a servicios b§sicos de la comunidad de car§cter 
comercial (art. 10.1.b) del ROTUA). 

663 Art. 58.1 del TRDLVMOTUA 

664 Art. 58.2 del TRDLVMOTUA y art. 130.a).2Ü del ROTUA 

665 Art. 60.c) y o) del TRDLVMOTUA y art. 132.2.a) del ROTUA 

666 Art. 61.1 del TRDLVMOTUA y art. 132.2.b), c) y D) del ROTUA 

667 Art. 130.n) y o) del ROTUA 



133 

 

 

 

En concreto, el Plan General de Ordenación definirá el uso comercial y de servicios 

y podrá prever reservas para estos equipamientos, en función de las necesidades de la 

población actual y potencial. Las reservas de suelo para este tipo de equipamientos 

comerciales formarán parte de las determinaciones de carácter general del planeamiento, 

como encuadradas en la estructura general y orgánica del territorio y debe ajustarse a los 

criterios específicos definidos en las Directrices Sectoriales de Equipamiento 

Comercial668. 

 

En cuanto al uso industrial, el Plan General de Ordenación debe definirlo evitando 

la dispersión del suelo así calificado y sin que se produzca un crecimiento discontinuo 

que encarezca excesivamente los costes destinados a proporcionar a estos suelos los 

accesos, urbanización y servicios necesarios, posibilitando la integración espacial entre 

los usos industriales y de servicios en general669.  

 

Además, el Plan General de Ordenación puede prever la implantación en el suelo 

no urbanizable de actividades económicas industriales y de servicios con carácter 

restrictivo y siempre que se trate de actividades no vinculadas o que no presten servicio 

a dicho suelo. En el caso de industrias vinculadas al medio rural, o actividades que por su 

propia naturaleza no exijan una localización dispersa, el Plan General posibilitará su 

emplazamiento en pequeñas áreas industriales adecuadamente integradas en su 

entorno670. Asimismo, señalará los criterios de implantación, en particular, de manera que 

se impida la proliferación de industrias aisladas en el suelo no urbanizable671. 

 

En concreto, en suelo no urbanizable de interés, sin perjuicio de las limitaciones 

superiores que pudieran establecerse por el Plan General de Ordenación, son autorizables 

los equipamientos de interés público o social y los usos industriales672. En suelo no 

urbanizable de especial protección de infraestructuras son autorizables los equipamientos 

de interés público o social, sin perjuicio de lo establecido en la legislación sectorial673. 

 

 

 

                                                           
668 Art. 11.2.c) de las DSECA-05 y arts. 46 y 49 y siguientes de las DSECA-10, as² como art. 63.1 y 3 del 

TRDLVMOTUA y art. 141. Del ROTUA 

669 Art. 64.1 del TRDLVMOTUA y art. 140.1 del ROTUA 

670 Art. 129 del TRDLVMOTUA y arts. 132.2.e) y 326 del ROTUA 

671 Art. 140.1 del ROTUA 

672 Art. 332.b).3Ü y 4 del ROTUA 

673 Art. 336.b).2Ü del ROTUA 
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d) Cantabria 

 
En Cantabria la regulación del uso del suelo implica la vinculación de las actividades 

que soporta el terreno a las consecuencias que se deriven de su previa clasificación y 

calificación; y la actividad urbanística se refiere al conjunto de actuaciones, públicas y 

privadas, relativas a la ordenación y control de los usos y actividades674.  

 

Para ello los Planes Generales de Ordenación Urbana constituyen el documento 

normativo básico y de ordenación integral de su ámbito territorial, que es el término municipal 

completo, y que tiene como fin resolver las necesidades de suelo del municipio destinado a 

espacios colectivos y uso industrial regulando, delimitando u orientando, según los casos, las 

zonas de crecimiento675.  

 

Clasifica el suelo de todo su ámbito de aplicación para el establecimiento del régimen 

jurídico correspondiente y define los elementos fundamentales de la estructura general del 

territorio676, estableciendo la regulación detallada del uso de los terrenos y la edificación en 

el suelo urbano consolidado, así como la de los Sectores del resto del suelo urbano y del 

urbanizable delimitado677. 

 

Además, para la resolución de los expedientes de autorización de apertura de grandes 

establecimientos comerciales se debe tener en cuenta su efecto sobre las previsiones de usos 

de suelo contenidas en el planeamiento de los municipios afectados678. 

 

e) Castilla-La Mancha 

 

En Castilla-La Mancha corresponde a la Administración de la Junta de Comunidades y 

a los Municipios la actividad administrativa de organización, dirección y control de la 

ocupación y utilización del suelo679, procurando el desarrollo racional y equilibrado de las 

actividades en el territorio, que, en todo caso, garantice la diversidad y complementariedad 

de éstas e impida el excesivo e injustificado predominio de unas sobre otras, y la 

armonización de los requerimientos del desarrollo económico con la preservación y mejora 

del medio ambiente urbano, rural y natural680.  

                                                           
674 Art. 2.2 y 3 del LOTRUSC 

675 Arts. 30.1, 43.1 y 44.1.c) de la LOTRUSC 

676 Arts. 43.2  y 44, apartados 1.b) y 2, 46.a), 48.b) de la LOTRUSC 

677 Arts. 43.2 y 44.1.e) de la LOTRUSC 

678 Art. 9.1 de la Ley de Cantabria 1/2002, de 26 de febrero, del Comercio de Cantabria y art. 3 del Decreto 
121/1996, de 29 de noviembre, para la ejecuci·n de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenaci·n del 
Comercio Minorista en Cantabria 

679 Art. 2.1.a) del TRLOTAUCLM 

680 Art. 4.1.a) y b) y art. 6.2.a) del TRLOTAUCLM, as² como art. 17.2 del RPLOTAUCLM: ñLa ordenaci·n 
urban²stica (OU) tiene por objeto la determinaci·n de los usos concretos del suelo para la id·nea 
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Para ello cuentan con los Planes de Ordenación Municipal, que definen la estrategia 

de utilización del territorio y su ordenación urbanística estructural, así como la ordenación 

detallada del suelo urbano y, en su caso, del urbanizable de ejecución prioritaria681, incluido 

el uso global mayoritario682. En concreto, forma parte de la ordenación estructural la 

ordenación de las grandes superficies comerciales u otras actividades de uso terciario de 

análoga trascendencia683, así como el establecimiento del uso global mayoritario684; y la 

ordenación detallada se compone del establecimiento de los usos pormenorizados685.  

 

Aunque lo cierto es que en esta Comunidad Autónoma, en los terrenos clasificados 

como suelo rústico de reserva, previa obtención de la preceptiva calificación urbanística, 

pueden autorizarse actividades industriales, productivas686 y terciaras, como establecimientos 

comerciales y tiendas de artesanía y productos de la comarca 687. 

 

Excepcionalmente en Castilla-La Mancha también se pueden aprobar Planes de 

Delimitación de Suelo Urbano que suplan la función propia de los Planes de Ordenación 

Municipal en municipios exentos del deber de formularlos688, y que define la ordenación 

estructural y detallada en suelo urbano, incluidos los usos pormenorizados689. 

 

En todo caso, los diferentes Planes prevean inversiones públicas y privadas para su 

ejecución, deberán incluir en su Memoria un informe de Sostenibilidad Económica, en el que 

se ponderará la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos productivos sobre la base 

de una evaluación analítica de las posibles implicaciones económicas y financieras en función 

de los agentes inversores previstos y de la lógica secuencial establecida para su ejecución, 

puesta en servicio, mantenimiento y conservación de infraestructuras y servicios690. 

                                                           

configuraci·n de los espacios urbano y r¼stico y el eficaz y funcional desarrollo en ellos de las 
actividades p¼blicas y privadas conformes con el destino del suelo, previendo, organizando y 
programando cuando proceda, los procesos pertinentes de transformaci·n del suelo mediante la 
urbanizaci·n y la edificaci·nò. 

681 Art. 17.1.B).a).a. y art. 24.2.a), b) y c) del TRLOTAUCLM, as² como arts. 37 y 38.1 y 2 del 
RPLOTAUCLM 

682 Art. 24.1.d) del TRLOTAUCLM 

683 Art. 19.2.b) del RPLOTAUCLM 

684 Art. 19.4 del RPLOTAUCLM 

685 Art. 20.1 del RPLOTAUCLM 

686 Art. 53.1.3Ü.b) del TRLOTAUCLM y art. 11.4.a) del Decreto 242/2004, de 27-07-2004, por el que se 
aprueba el Reglamento de Suelo R¼stico de Castilla-La Mancha 

687 Art. 53.1.3Ü.b) del TRLOTAUCLM y art. 11.4.b) del Decreto 242/2004, de 27-07-2004, por el que se 
aprueba el Reglamento de Suelo R¼stico de Castilla-La Mancha 

688 Art. 17.1.B).a).b. del TRLOTAUCLM y art. 50 del RPLOTAUCLM 

689 Art. 25.1.c) del TRLOTAUCLM y art. 51.b) y c) del RPLOTAUCLM 

690 Art 30.3Û del TRLOTAUCLM    
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f) Castilla y León 

 
En esta Comunidad Autónoma una de las funciones públicas de la actividad urbanística 

es el control del uso del suelo, incluidos el subsuelo y el vuelo691, orientada a la consecución 

del progreso social y económico regulando el uso del suelo para favorecer la funcionalidad 

del tejido productivo, la atracción de inversiones y la incorporación de innovaciones 

tecnológicas692. 

 

En concreto y a los efectos de logar la adecuada y equilibrada integración territorial de 

los establecimientos comerciales, se deben utilizar los mecanismos que la normativa 

urbanística de Castilla y León contemple a los efectos de conformar los criterios aplicables a 

la planificación urbanística relacionados con el sector comercial693. 

 

Además, para acreditar el cumplimiento de las condiciones necesarias para la 

implantación de un gran establecimiento comercial de acuerdo con la normativa aplicable, 

basta que aporte copia del instrumento de planeamiento urbanístico habilitante, en su caso, 

en la fase de aprobación más avanzada en el que se encuentre, que debe ser al menos al de su 

aprobación provisional694. Está prohibida su implantación en terrenos clasificados como 

rústicos695. 

 

Para ello cuenta con los instrumentos de planeamiento general, que tienen como 

objetivo resolver las necesidades de suelo dotacional696, industrial y de servicios del término 

municipal correspondiente y de su área de influencia697, pudiendo establecer determinaciones 

                                                           
691 Art. 2.1 de la LUCL y art. 2.1 del RUCL 

692 Art. 4.b).4Ü de la LUCL y art. 5.3.b) 2Ü del RUCL 

693 Art. 13.3 del Decreto Legislativo 2/2014, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley de Comercio de Castilla y Le·n 

694 Art. 19.2.d) del Decreto Legislativo 2/2014, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley de Comercio de Castilla y Le·n 

695 Art. 18.2 del Decreto Legislativo 2/2014, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley de Comercio de Castilla y Le·n 

696 La Disposici·n adicional ¼nica, letra f), del RUCL define dotaciones urban²sticas como el conjunto de 
los sistemas y elementos que se caracterizan por estar destinados al servicio de la poblaci·n, que 
comprenden ïentre otros- los equipamientos. Se entiende por tales ñlas construcciones, instalaciones y 
espacios asociados que se destinen a la prestaci·n de otros servicios respecto de los que se justifique 
en cada caso su car§cter de servicio b§sico a la comunidadò. De este modo, aunque el RUCL no define 
expresamente el equipamiento comercial, la Norma T®cnica Urban²stica sobre Equipamiento Comercial 
en Castilla y Le·n interpreta que el equipamiento comercial est§ comprendido en aquella definici·n 
porque la derogada Ley 16/2002, de 19 de diciembre, de Comercio de Castilla y Le·n y el vigente  
Decreto Legislativo 2/2014, de 28 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Comercio de Castilla y Le·n dispensan un tratamiento especial a los grandes establecimientos 
comerciales, a causa de sus relevantes efectos sobre la estructura urbana (p§rrafo 3Ü de la Introducci·n 
del Decreto 28/2010, de 22 de julio, por el que se aprueba la Norma T®cnica Urban²stica sobre 
Equipamiento Comercial de Castilla y Le·n). 

697 Art. 34.2 de la LUCL 



137 

 

diferentes sobre terrenos de características similares, a fin de impedir una inadecuada 

concentración de usos o actividades698. Pero obligatoriamente debe reservar terrenos para 

el emplazamiento de actividades industriales, logísticas y productivas en general, 

teniendo en cuenta la creciente especialización de las actividades productivas y la 

variedad de sus requerimientos funcionales 699y espaciales, y favoreciendo su capacidad 

de adaptación a la evolución de las condiciones socioeconómicas y su convivencia con el 

tejido urbano mixto700. En cualquier caso, en sectores con uso predominantemente 

industrial o de servicios, no se permitirá una ocupación del terreno por las construcciones 

superior a dos tercios de la superficie del sector701. 

 

El primer instrumento de planeamiento general es el Plan General de Ordenación 

Urbana, que tiene por objeto establecer la ordenación general para todo el término 

municipal. Asimismo podrá establecer la ordenación detallada en las unidades urbanas y 

sectores del término municipal donde resulte conveniente702. Su elaboración es 

obligatoria en los municipios con población igual o superior a 20.000 habitantes y en los 

demás municipios que a tal efecto señalen los instrumentos de ordenación del territorio o 

bien la Junta de Castilla y León mediante Acuerdo, atendiendo a circunstancias objetivas 

como situación, población, función en el sistema urbano o especial complejidad 

urbanística actual o potencial. Es potestativo en los demás municipios703.   

 

El PGOU debe clasificar todo el término municipal en todas o algunas de las clases 

y categorías de suelo704 y prever el sistema general de equipamientos, con superficie no 

inferior a 5 m2 por habitante. En suelo urbano no consolidado y urbanizable debe 

delimitar los sectores, indicando los usos predominantes, compatibles y prohibidos705; y 

en suelo urbano consolidado puede determinar la calificación, entendida como la 

asignación pormenorizada de uso e intensidad de uso para cada parcela, o bien por 

manzanas u otras áreas homogéneas, así como su regulación detallada706. También puede 

establecer estas determinaciones de ordenación detallada en los sectores de suelo urbano 

no consolidado y suelo urbanizable, que comprende la calificación urbanística707. 

                                                           
698 Arts. 34.3 y 38.2.a) de la LUCL 

699 Art. 41.c.4Ü de la LUCL 

700 Art. 34.3 de la LUCL 

701 Art. 36.1.d) de la LUCL 

702 Art. 40 de la LUCL 

703 Art. 33.2.a) de la LUCL y art. 76.a) del RUCL 

704 Art. 41.b) de la LUCL y arts. 21.1, 80.1.a).2Û y 82 del RUCL 

705 Art. 41.e) de la LUCL y art. 86.2.a) del RUCL 

706 Art. 42.1.a) y b) de la LUCL y arts. 92.a) y 94 del RUCL 

707 Art. 42.2 de la LUCL, as² como arts. 79.b), 101.2.a) y 103 del RUCL 
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El PGOU debe orientarse de forma preferente a resolver las necesidades de dotaciones 

urbanísticas y de suelo que se deriven de las características del propio término municipal. No 

obstante el Plan General debe tener en cuenta todas las demandas, en el marco de las 

previsiones de los instrumentos de ordenación del territorio y teniendo en cuenta la situación 

del Municipio en áreas susceptibles de desarrollo económico donde sea necesaria la previsión 

ordenada de suelo industrial o de servicios, de forma que su eventual escasez o mala calidad 

no perjudique o condicione el citado desarrollo708. Y para los sectores de suelo urbano no 

consolidado y urbanizable con ordenación detallada, el Estudio Económico del PGOU debe 

incluir un informe de sostenibilidad económica, que ponderará la suficiencia y adecuación 

del suelo destinado a usos productivos709. 

 

En concreto, los PGOU deben favorecer la implantación de equipamientos comerciales 

en las unidades urbanas con déficit de equipamiento comercial710. 

 

También son instrumentos de planeamiento general las Normas Urbanísticas 

Municipales, cuya elaboración es obligatoria en los municipios con población igual o superior 

a 500 habitantes que no cuenten con Plan General de Ordenación Urbana, y potestativa en los 

demás municipios711. Establecen la ordenación general para todo el término municipal, y la 

ordenación detallada en todo el suelo urbano consolidado, así como en los sectores de suelo 

urbano no consolidado y suelo urbanizable en los que se considere oportuno habilitar su 

ejecución directa sin necesidad de planeamiento de desarrollo, incluida la intensidad de uso 

pormenorizados y su regulación712. 

 

También son instrumentos de planeamiento general las Normas Urbanísticas 

Territoriales que pueden elaborarse para los municipios sin planeamiento general propio 

donde sea conveniente desarrollar el régimen del suelo713.  

 

Pues bien, todo instrumento de planeamiento general debe tomar las decisiones sobre 

localización de equipamientos comerciales con criterios de proximidad a los consumidores, 

facilidad de acceso y uso por la población, movilidad sostenible, integración con el uso 

residencial, protección del medio ambiente, del patrimonio histórico y artístico y del paisaje, 

y coherencia con el modelo de ciudad compacta y compleja característico de Castilla y 

León714. 

                                                           
708 Art. 81.1.d).2Ü del RUCL 

709 Art. 116.b) del RUCL 

710 Art. 2.b).2Ü del Decreto 28/2010, de 22 de julio, por el que se aprueba la Norma T®cnica Urban²stica 
sobre Equipamiento Comercial de Castilla y Le·n 

711 Art. 33.2.b) de la LUCL y art. 76.b) del RUCL 

712 Art. 43.1 de la LUCL, as² como arts. 117; 119; 126; 127.1.b) y d); y 128.2.a)  del RUCL 

713 Arts. 33.2.d) y 43.3 de la LUCL, as² como art. y art. 76.a) del RUCL 

714 Art. 2.a).1Ü del Decreto 28/2010, de 22 de julio, por el que se aprueba la Norma T®cnica Urban²stica 
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Por último, en el suelo rústico de entorno urbano y suelo rústico de asentamiento 

irregular pueden autorizarse excepcionalmente  usos comerciales, industriales y de 

almacenamiento que puedan considerarse de interés público por estar vinculados a cualquier 

forma de servicio público o porque se aprecie la necesidad de este emplazamiento, ya sea a 

causa de sus específicos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, 

ventilación u otras circunstancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos 

urbanos715. Aunque los grandes establecimientos comerciales sólo se pueden localizar en 

suelo urbano o urbanizable, pero nunca en suelo rústico716. 

 

g) Cataluña 

 

En la Comunidad Autónoma de Cataluña el urbanismo es la función pública que abarca 

el control del uso del suelo, del subsuelo y del vuelo717, y la potestad de planeamiento tiene, 

entre otras finalidades, el desarrollo del sistema productivo y el fomento de la diversidad 

económica718. 

 

Para ello el instrumento de ordenación urbanística integral del territorio de un término 

municipal es el Plan de Ordenación Urbanística Municipal, al que corresponde clasificar el 

suelo, con vistas al establecimiento del régimen jurídico correspondiente719, aplicando las 

técnicas de calificación o zonificación del suelo urbano, y asignando usos detallados para 

cada zona720, y detallando la ordenación urbanística del suelo urbano consolidado y de los 

ámbitos del suelo urbano no consolidado no incluidos en sectores sujetos a un Plan de Mejora 

Urbana721. En suelo urbano no consolidado para el cual se delimiten sectores sujetos a un 

Plan de Mejora Urbana y en suelo urbanizable delimitado los Planes de Ordenación 

Urbanística Municipal fijan los usos principales y compatibles722. En suelo urbanizable no 

delimitado establecen las magnitudes máximas o mínimas de las actuaciones urbanísticas que 

son permitidas, en función de los diferentes usos723. El informe de sostenibilidad económica 

debe contener la justificación de la suficiencia y adecuación del suelo destinado a usos 

productivos724. 

                                                           

sobre Equipamiento Comercial de Castilla y Le·n 

715 Arts. 57.g),  60.b).1Ü, 61.bis.a) y 72.b) del RUCL 

716 Art. 3.a.1Ü del Decreto 28/2010, de 22 de julio, por el que se aprueba la Norma T®cnica Urban²stica sobre 
Equipamiento Comercial de Castilla y Le·n 

717 Art. 1.2 del TRLUC 

718 Art. 3.b) del RLUC 

719 Art. 58.1.a) del TRLUC y art. 64 del RLUC 

720 Art. 58.2.a) y b) del TRLUC y arts. 68.2.a) y 68.4.c) del RLUC 

721 Art. 58.3 del TRLUC 

722 Art. 58.5 y 7 del TRLUC y art. 68.3.c) del RLUC 

723 Art. 58.8.a) del TRLUC y art. 68.5.c) del RLUC 

724 Art. 59.3.d) del TRLUC 
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Las Normas de Planeamiento Urbanístico también son instrumentos de planeamiento 

urbanístico general que suplen los planes de ordenación urbanística municipal en los 

supuestos de suspensión, pérdida de vigencia o para complementar las determinaciones de 

los planes de ordenación urbanística municipal725. 

 

Y en la Comunidad Autónoma catalana también cuentan con los Programas de 

Actuación Urbanística Municipal, como expresión de las políticas municipales de suelo que 

contienen las previsiones y los compromisos asumidos para el desarrollo de los planes de 

ordenación urbanística municipal correspondientes con respecto ïentre otros- a la generación 

de actividad económica. Si procede, tienen que evaluar las necesidades de suelo de los 

municipios para usos industriales y actividades productivas, acreditando que son coherentes 

con los planes territoriales o directores que los afectan726. 

 

Además en Cataluña los establecimientos comerciales sólo pueden implantarse en las 

áreas donde se admita el uso comercial para la categoría correspondiente, y la ordenación de 

este uso está condicionado a los contenidos, criterios y parámetros urbanísticos727. Pero, a su 

vez, ésta es una de las Comunidades Autónomas donde la localización comercial en el 

planeamiento urbanístico está más afectada por la legislación sectorial728. En concreto, los 

pequeños establecimientos comerciales pueden implantarse en suelo urbano y urbanizable 

donde el uso residencial sea dominante, siempre que no configuren un gran establecimiento 

comercial colectivo o un gran establecimiento comercial territorial, así como en estaciones 

de ferrocarril, puertos y aeropuertos; así como en los equipamientos de carácter turístico o 

que generen una afluencia de visitantes significativa. Los pequeños establecimientos 

comerciales dedicados a la venta directa de productos agrorurales del lugar donde se ubiquen 

se pueden implantar en los ámbitos permitidos por el planeamiento urbanístico729. Los 

medianos establecimientos comerciales y los grandes establecimientos comerciales sólo 

pueden implantarse en la trama urbana consolidada de los municipios de más de 5.000 

habitantes o asimilables a éstos o que sean capital de comarca730. Excepcionalmente se 

pueden implantar fuera de la trama urbana consolidada cuando, además de otras condiciones, 

el planeamiento urbanístico admita el uso comercial con carácter dominante en la parcela 

                                                           
725 Art. 62.1 y 2 del TRLUC y art. 78.1 y 2.b) del RLUC 

726 Art. 61.1 y 2 del TRLUC 

727 Art. 9.1 de la Ley 1/2009, de 22 de diciembre, de Ordenaci·n de los Equipamientos Comerciales de 
Catalu¶a 

728 Art. 10.1 de la Ley 1/2009, de 22 de diciembre, de Ordenaci·n de los Equipamientos Comerciales de 
Catalu¶a 

729 Art. 9.2 de la Ley 1/2009, de 22 de diciembre, de Ordenaci·n de los Equipamientos Comerciales de 
Catalu¶a 

730 Art. 9.3 de la Ley 1/2009, de 22 de diciembre, de Ordenaci·n de los Equipamientos Comerciales de 
Catalu¶a 
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donde se pretende implantar el establecimiento comercial731. Los grandes establecimientos 

comerciales territoriales pueden implantarse únicamente en la trama urbana consolidada de 

los municipios de más de 50.000 habitantes o los asimilables a éstos o que sean capital de 

comarca732. Mientras que los establecimientos comerciales singulares pueden implantarse en 

todos los ámbitos donde el planeamiento urbanístico vigente admita el uso comercial733. 

 

Los Ayuntamientos, en el caso de formular, modificar o revisar su planeamiento 

urbanístico general, han de considerar el uso comercial y concretar el suelo en el cual este 

uso es admitido, de acuerdo con la delimitación de la trama urbana consolidada aprobada de 

su municipio, así como el régimen de compatibilidades con otros usos734. 

 

h) Extremadura 

 

En Extremadura la actividad urbanística es una función pública de organización, 

dirección y control de la ocupación y utilización del suelo735; y uno de los objetos de la 

ordenación urbanística es la organización racional y conforme al interés general de la 

ocupación y uso del suelo, mediante la clasificación y calificación, así como el destino y la 

utilización de las edificaciones, construcciones e instalaciones, incluyendo la determinación, 

reserva, afectación y protección del suelo destinado a equipamiento y dotaciones736. 

 

Para ello los Planes Generales Municipales definen la ordenación urbanística en la 

totalidad del correspondiente término, distinguiendo la estructural y la detallada737, mediante 

la clasificación del suelo con delimitación de cada una de las clases y categorías de suelo 

adoptadas, así como el establecimiento de usos globales y compatibles 738. En concreto, en 

suelo urbano consolidado y en todo o parte del suelo urbano no consolidado y suelo 

urbanizable contiguo al suelo urbano que el Plan estime preciso para absorber la demanda 

inmobiliaria a corto y a medio plazo, establecen la ordenación detallada, determinando los 

usos pormenorizados739. Los Planes deberán incluir, como Anexo a la Memoria, un estudio 

                                                           
731 Art. 9.3.b.2) de la Ley 1/2009, de 22 de diciembre, de Ordenaci·n de los Equipamientos Comerciales de 

Catalu¶a 

732 Art. 9.4 de la Ley 1/2009, de 22 de diciembre, de Ordenaci·n de los Equipamientos Comerciales de 
Catalu¶a 

733 Art. 9.5 de la Ley 1/2009, de 22 de diciembre, de Ordenaci·n de los Equipamientos Comerciales de 
Catalu¶a 

734 Art. 10.4 de la Ley 1/2009, de 22 de diciembre, de Ordenaci·n de los Equipamientos Comerciales de 
Catalu¶a 

735 Art. 2.1 de la LSOTE 

736 Art. 5.2.a) de la LSOTE y art. 1.2.a), art. 23, art. 25.2 y 4, art. 26.2 del RPE 

737 Art. 69.1 de la LSOTE y art. 40 del RPE 

738 Art. 70.1.1.b) y d) de la LSOTE y 41.1.a) y b) del RPE 

739 Art. 70.2.a) y c) de la LSOTE y art. 41.2 del RPE 
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de sostenibilidad económica donde se ponderará la suficiencia y adecuación del suelo 

destinado a usos productivos740. 

 

Además, en la Comunidad Aut·noma de Extremadura ñlos instrumentos de 

planeamiento urbanístico deberán prever los usos específicos comerciales para la 

implantación de grandes superficies comerciales y equipamientos comerciales colectivos, así 

como sus compatibilidades, complementariedades y prohibicionesò741. En concreto, las 

implantaciones de grandes superficies comerciales y equipamientos comerciales sólo pueden 

proyectarse en suelo calificado de uso pormenorizado comercial742, y en el caso de 

implantaciones comerciales que se proyecten sobre suelos que sean objeto de una 

modificación o revisión del planeamiento urbanístico para su calificación a un uso específico 

comercial, se valorará la inexistencia de suelo alternativo susceptible de uso comercial al de 

la implantación proyectada, particularmente en espacios vacíos intersticiales o áreas de 

reforma interior existentes en tramas urbanas consolidadas, así como la motivación de la 

modificación aprobada743. 

 

Por último, en Extremadura se permite que el suelo no urbanizable común sea 

calificado para la legitimación de la ejecución de obras, construcciones o instalaciones 

destinadas la implantación y el funcionamiento de cualquier clase de equipamiento colectivo, 

así como de instalaciones o establecimientos de carácter industrial o terciario, para cuyo 

emplazamiento no exista otro suelo idóneo y con calificación urbanística apta para el uso de 

que se trate, así como los objetos de clasificación por la legislación sectorial correspondiente 

y que en aplicación de ésta deban emplazarse en el medio rural, siempre que, en todos los 

casos y con cargo exclusivo a la correspondiente actuación, resuelvan satisfactoriamente las 

infraestructuras y los servicios precisos para su funcionamiento interno744. Pero con una 

peculiaridad: cuando las actividades clasificadas o los equipamientos colectivos y las 

instalaciones y los establecimientos de carácter industrial o terciario sean promovidos por 

particulares y, por sus características, puedan limitar, dificultar o impedir el desarrollo de 

ulteriores iniciativas, particulares o públicas, con el mismo o análogo objeto, o simplemente 

condicionar la implantación o localización de éstas en áreas de extensión apreciable, la 

Consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística, antes de proceder a 

la tramitación del procedimiento pertinente conforme a los artículos siguientes, podrá 

convocar y celebrar concurso público de iniciativas, que versará sobre la localización y 

características de los usos y actividades posibles745. 

 

                                                           
740 Art. 75.4Û de la LSOTE 

741 Art. 38.2 de la Ley 3/2002, de 9 de mayo, de Comercio de la Comunidad Aut·noma de Extremadura 

742 Art. 38.1 de la Ley 3/2002, de 9 de mayo, de Comercio de la Comunidad Aut·noma de Extremadura 

743 Art. 38.3 de la Ley 3/2002, de 9 de mayo, de Comercio de la Comunidad Aut·noma de Extremadura 

744 Art. 23.f) de la LSOTE 

745 Art. 25 de la LSOTE 
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i) Galicia 

 
En la Comunidad Autónoma de Galicia la actividad y competencia urbanística tienen 

por objeto la organización, dirección y control de la ocupación y utilización del suelo, 

incluidos el subsuelo y el vuelo746. 

 

Corresponde a los Planes Generales de Ordenación Municipal clasificar el territorio 

municipal en todos o algunos de los distintos tipos de suelo747. En suelo urbano consolidado, 

así como suelo urbano no consolidado y suelo urbanizable cuando el Plan General contenga 

su ordenación detallada, deben contener la calificación de los terrenos, entendida como 

asignación de usos pormenorizados, y la regulación detallada de los usos748. En suelo urbano 

no consolidado cuando el Plan General remita la ordenación detallada a un Plan Especial de 

Reforma Interior, así como en suelo urbanizable debe determinar los usos globales749. En 

suelo urbanizable sin ordenación detallada debe determinar la asignación de usos globales de 

cada sector750. En todo caso, con carácter general el PGOM debe ordenar específicamente los 

usos comerciales del suelo del respectivo municipio751, destinando el suelo adecuado y 

suficiente para atender las necesidades de la población, prestando especial atención a la 

densidad comercial, intentando conseguir el equilibrio del territorio752. Y en los sectores de 

suelo urbanizable y los polígonos de suelo urbano no consolidado, para los cuales se prevean 

usos residenciales, aun cuando estos usos no sean mayoritarios, los Planes establecerán una 

reserva mínima de edificabilidad para uso comercial acorde a la establecida en la normativa 

urbanística aplicable753. 

 

Además en Galicia la legislación sectorial señala la necesidad de que con carácter 

general el planeamiento general de ordenación municipal ordene específicamente los usos 

comerciales del suelo del respectivo municipio754. A estos efectos, en los sectores de suelo 

urbanizable y los polígonos de suelo urbano no consolidado, para los cuales se prevean usos 

residenciales, aun cuando estos usos no sean mayoritarios, los Planes establecerán una reserva 

mínima de edificabilidad para uso comercial acorde a la establecida en la normativa 

                                                           
746 Art. 3 de la LSG-16 y art. 3.1 del RLSG 

747 Arts. 15 y 52.b) de la LSG-16, as² como arts. 24 y 104 del RLSG 

748 Art. 53.b), art. 54.1, art. 56.2, art. 68.b) y art. 72.2de la LSG-16, as² como arts. 113.b), 114, 119.1 y 126.2 
del RLSG 

749 Arts. 54.2.b) de la LSG-16, as² como arts. 114.2.b) y 120.1 del RLSG. 
750 Art. 56.1.e) de la LSG-16, as² como arts.  126.1.e) y 129.1. del RLSG. 
751 P§rrafo 22 de la Exposici·n de Motivos y art. 27.1 de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, de Comercio 

Interior de Galicia 

752 Art. 27.2 de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, de Comercio Interior de Galicia 

753 Art. 27.3 de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, de Comercio Interior de Galicia 

754 P§rrafo 22 de la Exposici·n de Motivos y art. 27.1 de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, de Comercio 
Interior de Galicia 
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urbanística aplicable755. Por eso la declaración de una propuesta de inversión como proyecto 

industrial estratégico requiere que el solicitante justifique la relación del contenido del 

proyecto con el planeamiento urbanístico vigente756, y la persona titular de la Consejería 

competente en materia de industria, a propuesta de la Dirección General, debe remitir al 

Ayuntamiento correspondiente el proyecto de que se trate, para que en el plazo de 15 días 

notifique su conformidad o disconformidad con el planeamiento urbanístico en vigor. En caso 

de disconformidad, el expediente será remitido a la Consejería competente en materia de 

urbanismo y ordenación del territorio para la emisión de informe de la Comisión Superior de 

Urbanismo de Galicia757. Lo cual determina que una vez declarados estratégicos las 

determinaciones contempladas en los proyectos industriales estratégicos tienen fuerza 

vinculante para las Administraciones Públicas y los particulares, prevaleciendo sobre las 

determinaciones del planeamiento urbanístico vigente758.  

 

Por último, en el suelo de núcleo rural gallego están prohibidas las naves industriales 

de cualquier tipo y las edificaciones características de las zonas urbanas759, aunque se 

permiten usos terciarios o productivos como del residencial, que es el principal de las 

edificaciones760. En suelo rústico están prohibidos los usos industriales y comerciales761.  

 

La legislación gallega también prevé la aprobación de Plantes Básicos Municipales en 

desarrollo del Plan Básico Autonómico para Ayuntamientos de menos de 5.000 habitantes 

que no cuenten con un instrumento de planeamiento general762. Les compete clasificar y 

categorizar el territorio municipal en todos o algunos de los diferentes tipos de suelo763 y 

establecer las ordenanzas de edificación y uso del suelo contenidas en el Plan Básico 

Autonómico que sean de aplicación764, con la peculiaridad de que no puede clasificar suelo 

urbano no consolidado ni urbanizable765. 

 

 

                                                           
755 Art. 27.3 de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, de Comercio Interior de Galicia 

756 Art. 41.1.d) de la Ley 13/2011, de 16 de diciembre, de Pol²tica Industrial de Galicia 

757 Art. 40.5 y 6 de la Ley 13/2011, de 16 de diciembre, de Pol²tica Industrial de Galicia. 
758 Art. 42.2 de la Ley 13/2011, de 16 de diciembre, de Pol²tica Industrial de Galicia. 
759 Art. 26.1.a y c) de la LSG-16, as² como art. 40.1.a) y c) del RLSG. A estos efectos, no tienen la 

consideraci·n de naves industriales las peque¶as construcciones relacionadas con las actividades de 
primera transformaci·n, almacenamiento y envasado de productos del sector primario. 

760 Art. 25.2 de la LSG-16 y art. 39.2 del RLSG. 
761 Art. 35.2 de la LSG-16 y art. 50.2 del RLSG. 
762 Art. 63.1 de la LSG-16 y art. 148.1 del RLSG. 
763 Art. 15 de la LSG-16 y art. 24 del RLSG 

764 Art. 63.2.e) de la LSG-16 y art. 141.1.e) del RLSG (en la publicaci·n del DOG n¼m. 213, del 9 de 
noviembre de 2016, el art. 141 del RLSG consta con un apartado n¼mero 1, aunque en rigor es el ¼nico 
apartado, porque no tiene segundo).  

765 Art. 63.2. de la LSG-16 y art. 141.1 del RLSG 
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j) Islas Baleares 

 
En las Islas Baleares la actividad urbanística es una función pública local que diseña el 

modelo territorial local y comprende la ordenación, la transformación, la conservación y el 

control del uso del suelo, del subsuelo y del vuelo. El ejercicio de sus competencias debe 

garantizar, de acuerdo con el interés general, la utilización racional, responsable y solidaria 

del territorio, armonizando los requerimientos de la economía, entre otros766. En concreto y 

en relación con la competencia en materia de planeamiento, la actividad urbanística 

comprende la facultad de emplazamiento de centros de producción de la mejor manera 

posible767, así como la división del territorio municipal en áreas de suelo, atendiendo a una 

organización racional y de acuerdo con el interés general de la ocupación, según la 

clasificación legal y la asignación de la calificación correspondiente; y el establecimiento de 

zonas de usos diferentes768. 

 

Los Planes Generales son los instrumentos de ordenación integral de su territorio y 

comprenden el término municipal completo, clasificando el suelo para el establecimiento del 

régimen jurídico correspondiente769. En suelo urbano, uno de sus objetos específicos es 

establecer una ordenación completa del suelo mediante la regulación detallada del uso y 

características de los terrenos y de la edificación770. En el suelo urbanizable establecen las 

bases de la futura ordenación, salvo que se ordene directamente por el propio Plan mediante 

ïentre otros- la definición de los usos globales y su nivel de intensidad771. En concreto deben 

contener las determinaciones de carácter estructural, como son la clasificación y el 

señalamiento de los usos y las edificabilidades globales asignados a las áreas de desarrollo 

urbano, con expresión de las superficies de cada clase y categoría de suelo772. Si se trata de 

suelo urbano y suelo urbanizable directamente ordenado, debe calificar la totalidad de los 

terrenos incluidos, definiendo los correspondientes usos detallados y las características de la 

edificación, así como la reglamentación detallada del uso773. Y, en todo caso, deben contener 

un Informe de Sostenibilidad Económica que pondere la suficiencia y la adecuación del suelo 

destinado a usos productivos774. 

                                                           
766 Art. 2.1 y art. 3.1. y 2.g) de la LOUSIB 

767 Art. 3.4.b) de la LOUSIB 

768 Art. 3.4.c) y d) de la LOUSIB 

769 Art. 34.1 y art. 35.1 de la LOUSIB 

770 Art. 40.1 de la LOUSIB 

771 Art. 40.2.1 de la LOUSIB 

772 Art. 35.1 y art.41.a) de la LOUSIB. Antes el art. 17.1.b) del Decreto balear 217/1996, de 12 de diciembre, 
por el que se aprob· el Plan Director Sectorial de Equipamientos Comerciales, establec²a que las 
reservas de suelo para el emplazamiento de grandes superficies ñformar§n parte de las determinaciones 
de car§cter general del planeamiento, como elementos encuadrados en la estructura general y org§nica 
del territorioò. 

773 Art. 42.1.b) y f) de la LOUSIB 

774 Art. 39 de la LOUSIB 
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En la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares los grandes establecimientos 

comerciales deben situarse en una parcela que esté clasificada como suelo urbano por el 

planeamiento urbanístico municipal y tenga la condición de solar775, y el promotor debe 

presentar al órgano competente en comercio del Gobierno de las Islas Baleares un 

certificado municipal acreditativo de la adecuación del establecimiento proyectado a las 

normas que establezca el instrumento municipal sobre planeamiento general y a sus 

instrumentos de despliegue776. 

 

Pero desde el 19 de octubre de 2014 ya no rige la obligación de que los instrumentos 

de planeamiento general municipal deban tener en cuenta específicamente el uso 

comercial, compatibilizándolo con el resto de usos urbanísticos, ni que consideren el 

equipamiento comercial como elemento básico y estructurante del sistema general de 

equipamientos. Los Planes urbanísticos tampoco están ya obligados a regular 

específicamente la densidad comercial de las distintas zonas o barriadas de los diferentes 

núcleos urbanos y asentamientos turístico-residenciales, en términos de número máximo 

de metros cuadrados edificables susceptibles de uso comercial en cada zona o barrio; ni 

deben fijar el número total de metros cuadrados de superficie construida, susceptible de 

uso comercial en un municipio, distribuible a distintas zonas o barriadas de los núcleos 

urbanos, que antes del 19 de octubre de 2014 no podía ser superior al resultado de 

multiplicar la población equivalente por un determinado porcentaje que fijase el 

Gobierno777. 

 

Tampoco rige la no aplicación del porcentaje del 1% de reserva de equipamiento 

comercial que establece el anexo del RPU para los polígonos o sectores de suelo 

urbanizable o apto para la urbanización que el 29 de junio de 2001 no tengan aprobados 

definitivamente el plan de ordenación y el desarrollo correspondientes. Ahora en los 

polígonos o sectores de uso residencial, turístico o mixto solo se permite la calificación 

para el uso comercial al por menor que supere el 10% de la superficie lucrativa, 

correspondiente a uso residencial, en cualesquiera de sus modalidades, plurifamiliar o 

unifamiliar. Y en los polígonos o sectores de uso industrial o de servicios que no tuviesen 

aprobado definitivamente el correspondiente Plan Parcial en tal fecha pueden instalarse 

establecimientos comerciales que no sean al por mayor778. 

 

                                                           
775 Art. 14.3 de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de Comercio de las Islas Baleares 

776 Art. 14.4.a) de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de Comercio de las Islas Baleares 

777 Art. 60.1 de la Ley 11/2001, de 15 de junio, de Ordenaci·n de la Actividad Comercial de las Islas 
Baleares, derogada por la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de Comercio de las Islas Baleares 

778 Disposici·n adicional cuarta de la Ley 11/2001, de 15 de junio, de Ordenaci·n de la Actividad Comercial 
de las Islas Baleares, derogada por la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de Comercio de las Islas Baleares 
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Es más, ahora la legislación autonómica sectorial balear ha dejado fuera de su 

regulación la ordenación territorial de la actividad comercial, para que sea objeto de una 

regulación específica779. 

 

Aunque todavía desde la normativa de impulso económico se adoptan algunas 

medidas, como que no sea necesaria la adaptación previa del planeamiento urbanístico 

municipal al Plan Territorial Insular para poder aprobar Planes Parciales de suelos 

urbanizables de uso industrial, siempre que se trate de municipios que tengan el 

planeamiento urbanístico general adaptado a las determinaciones de las Directrices de 

Ordenación Territorial y tengan edificado más del 65% del suelo lucrativo urbano de uso 

industrial. Pero esta exoneración sólo se puede aplicar a un sector por municipio780. 

 

 

k) Islas Canarias 

 

En las Islas Canarias la ordenación urbanística implica el control de la edificación 

y uso del suelo781, con la finalidad de mantener y mejorar la calidad del entorno urbano 

regulando los usos del suelo y las actividades productivas y comerciales, con el fin de 

promover el desarrollo económico y social equilibrado y sostenible782. 

 

Para ello los Planes Generales deben definir, dentro del marco establecido en las 

Directrices de Ordenación y el planeamiento insular, la ordenación urbanística para la 

totalidad del término municipal783. Por un lado deben establecer la ordenación estructural, 

conformando el documento denominado Plan Básico de Ordenación Municipal; y por 

otro la ordenación pormenorizada del municipio, conformando el documento denominado 

Plan de Ordenación Pormenorizada784. 

 

La ordenación estructural es el conjunto de determinaciones que define el modelo 

de ocupación y utilización del territorio en el ámbito de la totalidad del término municipal, 

así como los elementos fundamentales de la organización y el funcionamiento urbano 

actual y su esquema futuro. Debe determinar la clasificación del suelo, en sus posibles 

                                                           
779 Pen¼ltimo p§rrafo del apartado II de la Exposici·n de Motivos de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de 

Comercio de las Islas Baleares 

780 Disposici·n adicional tercera de la Ley 4/2010, de 16 de junio, de medidas urgentes para el impulso de 
la inversi·n en las Islas Baleares 

781 Art. 2.3.f) del TRLOTCENC 

782 Arts. 5.g) y 6, apartados 1.a) y c) y 2.a),  del TRLOTCENC 

783 Art. 32.1 del TRLOTCENC 

784 Art. 32.1 del TRLOTCENC 
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categorías785; la regulación de las condiciones complementarias que deben servir de base 

para la aprobación de los proyectos que, no obedeciendo a usos y actividades propias del 

suelo rústico, se pretendan implantar en aquel y que el Plan General entienda compatible 

con la propuesta, incluso para actividades industriales o de equipamiento786; y la 

definición de la reserva de los terrenos y construcciones destinados a equipamientos de 

ámbito municipal que, por sus funciones, dimensiones o posición estratégica, deban 

formar parte de los elementos fundamentales de la organización municipal787; y los usos 

genéricos característicos de las diferentes áreas de suelo urbano y sectores de suelo 

urbanizable, estableciendo, en su caso, los usos prohibidos788; ,así como las normas 

urbanísticas que los regulen789. 

 

La ordenación pormenorizada constituye el conjunto de determinaciones que, dentro 

del marco de la ordenación estructural, desarrollan aquellas en términos suficientemente 

precisos, para permitir la legitimación de las actividades de ejecución. Debe incluir en todo 

caso las normas urbanísticas pormenorizadas790. En ámbitos completos de suelo urbano no 

consolidado por la urbanización y de sectores en suelo urbanizable, cuyo destino sea 

predominantemente residencial, deben reservar como mínimo 20 m2 de suelo destinado a, 

entre otros usos, equipamientos, salvo minoración reglamentaria de este estándar en atención 

a la dificultad o imposibilidad de la materialización de las operaciones de cesión791. En suelo 

turístico debe reservar 20 m2 de suelo por cada 100 m2 de edificación792 y en suelo con 

destino industrial o dedicado a actividades del sector económico terciario al menos el 3% de 

la superficie total ordenada793. 

 

Las actuaciones públicas en materia de ordenación del territorio deben promover la 

habilitación de suelo adecuado para la implantación de actividades productivas, mediante 

las herramientas propias del planeamiento general794. Para la instrumentación de las 

estrategias de equilibrio, estructuración y transformación, el planeamiento debe incidir de 

manera particular en las políticas sectoriales, en especial industriales, y la localización de 

usos estratégicos de carácter industrial y terciario795. Y salvo determinación específica en 

                                                           
785 Art. 32.2.A, n¼meros 1, 2 y 3, del TRLOTCENC 

786 Art. 32.2.A.4 y art. 62.ter,1 del TRLOTCENC 

787 Art. 32.2.A.5.d) del TRLOTCENC 

788 Art. 32.2.A.6 del TRLOTCENC 

789 Art. 32.2.A.9 del TRLOTCENC 

790 Art. 32.2.B del TRLOTCENC 

791 Art. 36.1.a).3 del TRLOTCENC 

792 Art. 36.1.b) del TRLOTCENC 

793 Art. 36.1.c).3 del TRLOTCENC 

794 Directriz 134, apartado 1, de las DOGDOTC 

795 Directriz 56, apartado 1, de las DOGDOTC 
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contrario del Planeamiento Insular, los Planes Generales de Ordenación podrán establecer 

la clasificación y categorización de suelos industriales para polígonos de ámbito 

municipal, tanto de nueva creación como de ampliación de los existentes796. 

 

Además las Administraciones Públicas, en sus actuaciones a través del 

planeamiento, deben favorecer las condiciones que permitan alcanzar un nivel adecuado 

de equipamiento comercial en el que se garantice la armonización de los intereses 

generales de la población con los intereses de los comerciantes. En concreto, el 

planeamiento general debe analizar la estructura comercial del municipio y, en su función 

y justificadamente, establecer determinaciones zonales para las diferentes categorías de 

establecimientos que estime preciso diferenciar. En particular, establecerá medidas para 

fomentar la recuperación, mantenimiento y promoción del comercio tradicional en los 

centros urbanos y, especialmente, en los conjuntos históricos797. 

 

Y en concreto, el planeamiento general debe establecer las condiciones de 

implantación de los equipamientos comerciales y de ocio con incidencia territorial 

amplia, determinando su localización conforme a lo previsto en el Plan Insular de 

Ordenación798. 

 

Además, el planeamiento debe garantizar la adecuada localización de los grandes 

establecimientos comerciales y de ocio en relación con las características del 

equipamiento comercial en su zona de influencia, así como las previsiones de ocupación 

de suelo y cualesquiera otros relacionados con el urbanismo comercial en general799. 

 

La implantación de los grandes equipamientos y de ocio debe estar, expresa y 

específicamente, contemplada y localizada en un instrumento de planeamiento, no siendo 

válida su sustentación en una clasificación genérica con destino a uso comercial o de 

servicio. Tienen la consideración de equipamientos estructurales del territorio, por lo que 

no pueden en ningún caso desarrollarse en suelo rústico. El planeamiento general debe 

localizar dichos establecimientos analizando y justificando analizando las afecciones 

sobre la estructura territorial; los impactos negativos; la compatibilidad con las estrategias 

territoriales y urbanas definidas en el planeamiento insular y municipal; el impacto sobre 

el sistema viario y las infraestructuras afectadas800. 

 

                                                           
796 Art. 7.2 de la Ley 6/2009, de 6 de mayo, de medidas urgentes en materia de ordenaci·n territorial para 

la dinamizaci·n sectorial y la ordenaci·n del turismo 

797 Directriz 135 de las DOGDOTC 

798 Directriz 136, apartado 1, de las DOGDOTC 

799 Directriz 136, apartado 2, de las DOGDOTC 

800 Directriz 136, apartado 3, de las DOGDOTC 
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Excepcionalmente, y salvo determinación en contrario del planeamiento insular, el 

planeamiento general podrá prever la clasificación de pequeños polígonos de ámbito 

municipal, destinados simultáneamente a usos residencias e industrial compatible, 

localizados en el suelo urbano existente y justificando expresamente su dimensión801. 

 

E incluso los Planes Generales de Ordenación deberán incluir dentro de sus 

determinaciones previsiones para la sustitución de las actividades nocivas, peligrosas e 

insalubres, así como de las actividades industriales y de servicios ubicadas en el casco urbano, 

a fin de propiciar su relocalización en los suelos urbanizables de uso industrial. 

 

A tal efecto, el Plan General de Ordenación deberá incluir entre sus determinaciones 

que, en al menos un 20% del total de la superficie de suelo urbanizable destinada a tal uso 

industrial, las parcelas presenten unas dimensiones que no superen los 300 m2, localizándose 

preferentemente en los suelos industriales más cercanos al casco urbano. Motivadamente, el 

Plan General de Ordenación podrá eximir total o parcialmente de esta obligación a sectores 

concretos que no se consideren aptos para la ubicación de pequeñas y medianas empresas, 

previendo su compensación en el resto de sectores, para asegurar una distribución 

equilibrada802. 

 

l) La Rioja 

 

En la Comunidad Autónoma de La Rioja uno de los fines de la actividad urbanística es 

delimitar los usos del suelo y sus formas de aprovechamiento803, así como la organización 

racional y conforme al interés general de la ocupación y el uso del suelo y subsuelo mediante 

su clasificación y calificación804. 

 

La ordenación urbanística integral de sus municipios se realiza mediante la aprobación 

del Plan General Municipal, que clasifica el suelo para el establecimiento del régimen 

jurídico correspondiente805.  

 

En suelo urbano debe completar la ordenación mediante la regulación detallada del 

uso de los terrenos y de la edificación806. En concreto, en suelo urbano consolidado el 

Plan General Municipal debe asignar los usos pormenorizados correspondientes a las 

                                                           
801 Directriz 66, apartado 3, de las DOGDOTC 

802 Art. 7.1 de la Ley 6/2009, de 6 de mayo, de medidas urgentes en materia de ordenaci·n territorial para 
la dinamizaci·n sectorial y la ordenaci·n del turismo de Canarias 

803 Art. 3.2.c) de la LOTULR 

804 Art. 3.3.a) y arts. 38, 39 y 40 de la LOTULR 

805 Art. 61.2 y art. 63.a) de la LOTULR 

806 Art. 62.1 de la LOTULR 
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diferentes zonas807 y reglamentar detalladamente el uso pormenorizado de los terrenos y 

construcciones808. Lo mismo en el suelo urbano no consolidado cuando el Plan General 

Municipal prevea actuar directamente a través de unidades de ejecución809. Cuando 

establezca áreas remitidas a planeamiento especial, asignará usos globales en las 

diferentes unidades que se remitan810. 

 

En suelo urbanizable delimitado debe establecer, según sus categorías, la regulación 

genérica de los diferentes usos globales811; mientras que en suelo urbanizable no 

delimitado debe determinar los criterios para delimitar los correspondientes sectores, 

como los relativos a usos e intensidades de uso, así como señalamiento de usos 

incompatibles con los previstos en las distintas clases de suelo y con la estructura 

general812. 

 

En todo caso, en suelo no urbanizable sólo son autorizables construcciones e 

instalaciones vinculadas a actividades industriales que deban emplazarse en esta clase de 

suelo por no ser propios del suelo urbano o urbanizable813. 

 

m) Comunidad de Madrid 

 

En la Comunidad Autónoma la ordenación urbanística regula la utilización del 

suelo814, y uno de sus fines es la distribución territorial razonable de los usos y 

actividades, que permita un desarrollo armónico efectivo de las dimensiones de la vida 

humana relativas ïentre otras- al trabajo815. Para ello corresponde a la Administración 

urbanística que tenga atribuida en cada caso la potestad de planeamiento establecer el 

destino y uso del suelo y su régimen de utilización mediante su clasificación con arreglo 

a la Ley816; y, en todo caso, los actos de uso del suelo, exista o no un instrumentos de 

planeamiento urbanístico, deben ser conformes con el régimen urbanístico del suelo817. 

 

                                                           
807 Art. 64.b) de la LOTULR 

808 Art. 64.g) de la LOTULR 

809 Art. 65.a) de la LOTULR 

810 Art. 65.b).2Ü de la LOTULR 

811 Art. 62.2 y art. 66.1.c) de la LOTULR 

812 Art. 67.a) y c) de la LOTULR 

813 Art. 52.1.f) de la LOTULR 

814 Art. 3.1 de la LSM 

815 Art. 3.2.c) de la LSM 

816 Art. 5.2.b) de la LSM 

817 Art. 30.2.a) de la LSM 
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Son determinaciones estructurantes de la ordenación urbanística aquellas mediante 

las cuales se definen - entre otros- la utilización del suelo objeto del planeamiento general, 

así como los elementos fundamentales de la estructura urbana y territorial y de su 

desarrollo futuro, como por ejemplo el señalamiento de la clasificación y, en su caso, 

categoría del suelo, así como la división del suelo en áreas homogéneas, ámbitos o 

sectores, con el señalamiento para cada uno de sus criterios y condiciones básicas de 

ordenación, como son los usos globales818. Se entiende por uso global de un suelo el 

destino funcional que el planeamiento urbanístico le atribuye en relación al conjunto del 

término municipal. Sobre cada área homogénea, ámbito de suelo urbano y sector de suelo 

urbanizable deberá establecerse, con el carácter de determinación estructurante de la 

ordenación urbanística, el uso global, de forma que se caracterice sintéticamente el 

destino conjunto del correspondiente suelo819. En todo caso, la determinación 

estructurante del uso global de un ámbito de suelo urbano no consolidado o de un sector 

en suelo urbanizable, carece en sí misma de efectos operativos directos ya que para 

alcanzarlos requiere el desarrollo de todas las determinaciones de la ordenación 

pormenorizada. Por ello, si motivadamente el planeamiento general advierte el riesgo de 

que las determinaciones de ordenación pormenorizada puedan desvirtuar el uso global de 

algún área homogénea, ámbito o sector, establecerá, con el carácter de determinaciones 

estructurantes, condiciones específicas a aquellas, tales como la prohibición de usos 

concretos o parámetros cualitativos o cuantitativos para la admisibilidad de otros820. 

 

Mientras que ya son determinaciones pormenorizadas la definición detallada de la 

conformación espacial de cada área homogénea, ámbito de actuación o sector y 

especialmente en suelos urbanos y urbanizables, con el régimen normativo de usos 

pormenorizados821. La ordenación pormenorizada de los usos en cada delimitación de 

suelo en que se haya dividido el término municipal comprende la regulación de las 

condiciones de admisibilidad de cada uno de los distintos usos pormenorizados822. En 

todo caso, en el desarrollo de las determinaciones pormenorizadas de la ordenación 

urbanística de los usos, se debe justificar expresamente que todos los usos admisibles 

resultan compatibles entre sí, en especial, con los usos pormenorizados propios del uso 

global; y la asignación de los valores relativos de los coeficientes de ponderación u 

homogeneización no debe incentivar transformaciones o localizaciones de usos que en la 

práctica supongan cambio del uso global del ámbito de actuación o del sector823. 

                                                           
818 Art. 35.1 y 2.a) y b) de la LSM 

819 Art. 38.1 de la LSM 

820 Art. 38.4 de la LSM 

821 Art. 35.4.a) y c) de la LSM 

822 Art. 38.3.a) de la LSM 

823 Art. 38.5 de la LSM 
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En este sentido, los Planes Generales son los instrumentos básicos para formular 

las políticas urbanísticas municipales de conformidad con el planeamiento territorial. 

Tiene por objeto la clasificación del suelo; establecer las determinaciones de ordenación 

estructurante sobre la totalidad del suelo del Municipio, salvo aquellas que corresponden 

a los Planes de Sectorización en suelo urbanizable no sectorizado; y establecer las 

determinaciones de ordenación pormenorizada, como articular la ordenación urbanística 

necesaria y previsible en los espacios susceptibles de desarrollo urbanístico, indicando el 

esquema global de usos del suelo y ordenar los espacios urbanos teniendo en cuenta la 

complejidad de usos y actividades que caracteriza la ciudad824. 

 

El Plan General debe adscribir a todas o algunas de las clases y categorías de suelo 

la totalidad del suelo municipal825. En suelo urbanizable sectorizado señalará para cada 

sector, con el carácter de determinación estructurante, el uso global826, y cuando convenga 

a los objetivos urbanísticos, el Plan General establecerá la completa ordenación 

pormenorizada de uno o varios de los sectores que delimite827. En suelo urbano 

consolidado y suelo urbano no consolidado, también señalará, con el carácter de 

determinación estructurante, el uso global828. Puede establecer la ordenación 

pormenorizada, o delimitar el ámbito o ámbitos en que se divide, entendiendo cada uno 

de éstos como el ámbito objeto del correspondiente instrumento de planeamiento de 

desarrollo. Sobre cada uno de estos ámbitos será de aplicación el coeficiente de 

edificabilidad y el uso global correspondiente al área homogénea en que se localice, así 

como sus coeficientes de ponderación, así como optativamente las condiciones 

específicas respecto a la regulación de los usos829. 

 

En la Comunidad de Madrid el planeamiento general también comprende los 

instrumentos denominados Planes de Sectorización830, que justificarán expresamente que 

las determinaciones estructurantes del uso global son coherentes con las instrucciones que 

hubiera establecido el Plan General831. También podrán incluir como parte de su 

contenido la completa ordenación pormenorizada del sector correspondiente832. 

                                                           
824 Art. 41.1.2 y 3.c) y e) de la LSM 

825 Art. 42.1.a) de la LSM 

826 Art. 42.5.c) de la LSM 

827 Art. 42.5.g) de la LSM 

828 Art. 42.6.a) de la LSM 

829 Art. 42.6.e) y f).1Ü y 2Ü de la LSM 

830 Art. 34.2.a).2Ü de la LSM 

831 Art. 45.2.b) de la LSM 

832 Art. 45.2.d) de la LSM 
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